
LEY 1/1997, DE 25 DE ABRIL, DE MEDIDAS URGENTES EN MATERIA DE 
RÉGIMEN DEL SUELO Y ORDENACIÓN URBANA. 
 

(BOC n º83, de 25 de abril de 1997) 
 

(BOE nº 162, de 8 de julio de 1997) 
 

[Derogada por la Ley 2/2001, de.25 de junio] 
 

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Medidas Urgentes en Materia de Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana. 
 

PREÁMBULO 
 
I

La sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997 ha declarado la 
inconstitucionalidad de buena parte de los preceptos del Real Decreto Legislativo 1/1992, 
de 26 de junio, por el que se aprobó el texto refundido de la Ley sobre el Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana. 
 
El motivo de la declaración de inconstitucionalidad de la citada Ley es doble. 
 
De una parte, se anulan aquellos preceptos que el texto refundido calificaba como de 
aplicación plena o básica en atención a los títulos competenciales estatales aducidos en el 
citado Real Decreto Legislativo (artículo 149.1.1ª, 18ª y 23ª de la Constitución Española) 
cuando el Tribunal Constitucional entiende que se ha producido una extralimitación y se ha 
invadido por el Estado el título competencial autonómico referente al «urbanismo» (artículo 
148.1.3ª de la Constitución Española), título competencial que ha sido asumido con 
carácter exclusivo y con el mismo grado de homogeneidad por los Estatutos de Autonomía 
de todas las Comunidades Autónomas. 
 
Por otro lado, y con carácter más general, el Tribunal niega la posibilidad de que el Estado 
cree derecho propio -ni aun con carácter supletorio- si no tiene un título competencial 
específico, de manera que ni en las materias en las que las Comunidades Autónomas 
tienen competencias exclusivas, ni en aquellas otras en las que lo que existe son 
competencias compartidas entre aquéllas y el Estado, puede éste producir normas a título 
meramente supletorio, porque la cláusula de supletoriedad presente en el artículo 149.3 de 
la Constitución Española no es un título competencial. De este modo y por esta razón se 
declara la inconstitucionalidad de todos los preceptos del texto refundido que no eran 
calificados por él como de aplicación plena o básica en su disposición final, esto es, de 
todos los preceptos que el citado texto refundido pretendía de aplicación supletoria. 
 
Del juego de ambos criterios resulta que el texto refundido de la Ley del Suelo y 
Ordenación Urbana de 1992 ha quedado reducido a menos de la cuarta parte de sus 
preceptos, siendo los que subsisten todos ellos de aplicación plena o básica. 
 
Por lo demás, el Tribunal Constitucional declara igualmente la inconstitucionalidad de la 
disposición derogatoria del texto refundido en todo aquello que se refiera a la normativa 
vigente con anterioridad a la constitución de las Comunidades Autónomas con 
competencias en materia urbanística. Ello es consecuencia del entendimiento que hace el 
Tribunal de la cláusula de supletoriedad del Derecho estatal contenida en el artículo 149.3 
de la Constitución Española. Si ésta no es un positivo título competencial para crear 
Derecho tampoco puede ser, negativamente, un título que permita al Estado derogar el 



que era su propio Derecho pero que ya no le resulta disponible, ni para alterarlo, ni para 
derogarlo. 
 

II

La interpretación que el Tribunal Constitucional hace de la cláusula de supletoriedad del 
Derecho estatal presente en el artículo 149.3 de la Constitución Española, apuntada ya 
con anterioridad en otras sentencias pero muy señaladamente en la 118/1996, de 27 de 
junio, supone, en esencia, que el valor supletorio del Derecho estatal ha de obtenerse a 
través de las reglas de la interpretación, pero no puede ser impuesto directamente por el 
legislador estatal en ámbitos en los que, según se ha dicho, el Estado carece de 
competencia para crear Derecho. De todo ello cabe legítimamente inferir una conclusión 
general: Que el Estado carece de competencia para crear Derecho supletorio en todos los 
casos. En el supuesto en el que las Comunidades Autónomas ostentan competencias 
exclusivas porque, una vez negado el carácter de título competencial del artículo 149.3 de 
la Constitución Española, el Estado carece ya de título para normar e incidir en aquéllas. Y 
en el caso de competencias compartidas porque en ese supuesto el Estado no puede ir 
más allá del título que la Constitución le atribuye, normalmente el de la legislación básica. 
 
En el caso que nos ocupa todo ello significa que, aunque como Derecho supletorio, 
recupera su vigencia el Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, y cuantas otras 
normas no derogadas existieran con anterioridad a la constitución de las Comunidades 
Autónomas con competencias en materia urbanística, que son todas. 
 
Y es que, como es bien sabido, el Real Decreto Legislativo 1/1992 era el fruto de la 
refundición de la Ley 8/1990, de 25 de julio, y el Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril. La 
primera había modificado el, a su vez, texto refundido de la Ley del Suelo de 1976 
(aprobado por el citado Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril), que traía causa de la 
autorización de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, modificadora de la primitiva Ley del Suelo 
de 1956, para refundir en un único texto la citada Ley sobre el Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbana, de 12 de mayo de 1956, y la también mencionada Ley 19/1975, de 2 
de mayo, modificadora de aquélla. 
 
Al constreñir el Tribunal Constitucional la competencia legislativa del Estado al ámbito de lo 
constitucionalmente atribuido como exclusivo o básico, resulta que el orden o estructura 
normativa en este concreto sector del ordenamiento es el siguiente: Primero, la legislación 
estatal plena o básica contenida en el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, que 
no ha sido cuestionada como tal o que el Tribunal Constitucional ha considerado de tal 
carácter en la citada Sentencia de 20 de marzo de 1997. Segundo, la normativa 
autonómica propia que la Comunidad haya podido dictar o dicte en uso de su competencia 
en materia de «ordenación del territorio, urbanismo y vivienda» (artículo 22.3 del Estatuto 
de Autonomía de Cantabria, en relación con el artículo 148.1.3ª de la Constitución 
Española). Tercero, el Derecho estatal supletorio constituido por el Derecho previo a la 
constitución de la Comunidad Autónoma, es decir, básicamente, aquellos aspectos del 
texto refundido de la Ley del Suelo de 1976 no afectados por la legislación estatal plena o 
básica contenida en el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, y declarada 
constitucional por el Tribunal Constitucional en la tan repetida sentencia de 20 de marzo de 
1997. Derecho supletorio que, en estos términos y en cada caso, habrá de inferir el 
intérprete en ausencia de normativa autonómica específica. 
 

III 
 

Como es sabido, la Comunidad Autónoma de Cantabria, al margen de alguna normativa 
aislada que incide parcialmente en la materia (fundamentalmente, la Ley 9/1994, de 29 de 
septiembre, de usos del suelo en el medio rural), no ha aprobado una legislación general 
propia en el ámbito urbanístico, como tampoco lo han hecho buena parte de las 
Comunidades Autónomas, muchas de las cuales no recurrieron ni el Real Decreto 
Legislativo 1/1992, ni la Ley 8/1990, de la que aquél traía causa, por entender, 
seguramente, que sus previsiones no invadían sus propios títulos competenciales. 
 



El Consejo de Gobierno de Cantabria, que si impugnó la Ley 8/1990, de 25 de julio, como 
también lo hicieron los Parlamentos o Gobiernos de Aragón, Canarias, Castilla y León, 
Cataluña y Navarra, no reiteró luego el recurso respecto del Real Decreto Legislativo 
1/1992, de 26 de junio, como tampoco lo reiteraron la mayoría de las Comunidades que 
habían recurrido la Ley. El Gobierno no retiró formalmente el recurso inicial, pero su objeto, 
como señala la propia Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997 (FJ 
3), desapareció al ser sustituida la Ley de 1990 por el texto refundido de 1992, que sólo fue 
impugnado por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, la Diputación General de 
Aragón y el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, lo cual no impide que la 
sentencia que declara la inconstitucionalidad de buena parte del texto refundido de la Ley 
del Suelo de 1992 tenga plenos efectos generales, como dispone la Ley orgánica del 
Tribunal Constitucional y la propia Constitución Española. 
 

IV 
 

En estas circunstancias, no es difícil aventurar que el panorama, normativo antes descrito 
resulta extraordinariamente complejo y supone una permanente situación de inseguridad al 
tener que confiar en cada caso en el intérprete la fijación de las normas aplicables en un 
ordenamiento por lo demás tan complicado y dificultoso como es el urbanístico. 
 
A ello se une el hecho de que algunos de los planes generales de ordenación urbana 
vigentes en los municipios de la región han sido ya adaptados al texto refundido de 1992 y 
muchos de ellos parten de previsiones normativas y de gestión que carecen ahora de 
cobertura legal al ser declarada inconstitucional la normativa estatal en que se basaban, al 
no estar previstos algunos de esos instrumentos de gestión en la legislación estatal 
supletoria de 1976 y al no existir normativa autonómica propia. 
 
Todo ello conduce a una conclusión: La necesidad de cubrir con urgencia ese vacío 
normativo haciendo uso de las competencias derivadas del artículo 22.3 del Estatuto de 
Autonomía que ha venido a concretar y clarificar la repetida sentencia  constitucional de 20 
de marzo de 1997. 
 
La urgencia de dicha legislación no necesita ser ponderada. A título de mero ejemplo, cabe 
señalar que si no se cubriera el señalado vacío normativo carecerían de cobertura legal 
ciertos mecanismos de equidistribución de los beneficios y cargas generados por la tarea 
urbanizadora o determinadas previsiones de cesiones de aprovechamiento por parte de los 
propietarios como deberes urbanísticos contemplados por el planeamiento puesto que 
estos instrumentos y técnicas, en el suelo calificado como urbano, sólo se contemplaban 
en el texto refundido de 1992, no existiendo tal previsión para ese tipo de suelo en la única 
norma supletoria estatal que subsiste: El texto refundido de 1976. Ello podría suponer un 
importante perjuicio para los Ayuntamientos cuyos planes se han adecuado a dicho texto 
de 1992, de manera que, en ausencia de esa fuente de financiación para obtener terrenos 
dotacionales y para llevar a cabo obras y servicios públicos de trascendencia colectiva, 
tendrían que buscar otras alternativas acaso más complejas y gravosas por vía tributaria o 
renunciar a la realización de tareas que son, sin duda, de interés general ciudadano. 
 

V

Constatada, pues, la necesidad de disponer con urgencia de una normativa urbanística 
completa no eran muchas las alternativas que al Gobierno se le ofrecían. Descartada por 
inviable en el breve espacio de tiempo disponible una Ley -o incluso una delegación 
legislativa para elaborar un texto articulado- que abordara las especificidades de nuestra 
región, se ha optado por asumir como propio el Derecho estatal existente con anterioridad 
a la sentencia constitucional tantas veces citada de 20 de marzo de 1997. 
 
A partir de esta decisión cabían dos posibilidades: 
 
En primer lugar, aprobar como Ley autonómica el contenido concreto del texto refundido 
de 26 de junio de 1992 tal y como se publicó en el "Boletín Oficial del Estado" de 30 de 
junio de ese año, incluyendo también las posteriores rectificaciones de errores. Esa opción 
hubiera supuesto necesariamente una tarea integrativa concreta para asumir o no aquellas 



modificaciones directas o indirectas producidas en dicha norma estatal con posterioridad a 
1992. Y, además, para hacerla inteligible, hubiera precisado repetir en la norma 
autonómica los preceptos considerados básicos y de competencia estatal, lo que también 
planteaba algunos problemas y dudas desde el punto de vista de la técnica legislativa. 
 
La segunda alternativa, que es por la que finalmente se decanta el Proyecto de Ley, 
consiste en una norma de reenvío por la que, en un solo artículo, la Comunidad Autónoma 
asume como propio el Derecho estatal que estaba vigente con anterioridad a la sentencia 
que declaró la inconstitucionalidad de númerosos preceptos del Real Decreto Legislativo 
1/1992. 
 
No se le oculta al Gobierno lo atípico de esta solución. Pero, ello no obstante, entiende que 
es la mejor de las soluciones posibles en la medida en que: a) rellena el vacío legal dejado 
por la declaración de inconstitucionalidad de un texto que -ha de recordarse- lo ha sido 
sólo por razones competenciales; b) solventa una necesidad urgente, y c) lo hace, por fin, 
con el máximo respeto a un principio esencial cual es el de seguridad jurídica al remitir a 
unos textos que venían rigiendo, eran conocidos y a partir de los cuales se habían 
articulado recientemente diferentes planes de urbanismo. 
 
La técnica del reenvío recepticio, por lo demás, aunque no sea habitual ni tampoco 
deseable, no es ajena a nuestro Derecho, que en ocasiones remite y asume como propios 
no sólo textos de otros subordenamientos internos sino incluso también los de otros 
ordenamientos externos, incluyendo la jurisprudencia que interpreta a estos últimos. 
 
En el caso que nos ocupa, el reenvío lo es al contenido de un texto seguro y conocido cuya 
reproducción material se evita y, con ello, otras dificultades de sistematización ya aludidas. 
Al incorporar y reclamar como propio el contenido de la normativa declarada 
inconstitucional por razones exclusivamente competenciales, la norma estatal no revive 
porque no existe como tal tras su anulación por el Tribunal Constitucional, pero sus 
contenidos materiales conocidos se convierten, por voluntad explícita del legislador 
competente, en norma legal propia de la Comunidad Autónoma. 
 
De esta manera se solventa un problema grave que, de no abordarse con la máxima 
urgencia, podría eventualmente haber acarreado graves e impredecibles consecuencias. 
Sin embargo, el Gobierno es consciente de que esta solución no es, ni puede ser, una 
solución definitiva. No lo es desde el punto de vista material, ni tampoco desde la óptica 
puramente formal. Se trata, más bien, como ya se ha adelantado, de una solución 
provisional y transitoria hasta el momento en que pueda redactarse un Proyecto de Ley 
específico que, teniendo en cuenta la vigente normativa exclusiva o básica del Estado, o la 
que el Gobierno de la Nación ha anunciado que se dispone a presentar a las Cortes 
Generales, contemple en detalle y globalizadamente la problemática concreta de nuestra 
región y sus eventuales necesidades y especificidades. Una tarea que desde este 
momento el Gobierno se compromete a abordar para poder presentar a la Asamblea 
Regional el proyecto o los proyectos de ley pertinentes en el más breve plazo posible. 
 

Artículo 1. 
 
En el ámbito territorial de Cantabria y hasta la aprobación de una Ley de ordenación 
urbana de la Comunidad Autónoma regirá íntegramente como propio el Derecho estatal en 
vigor con anterioridad a la publicación de la sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de 
marzo de 1997. 
 

Artículo 2. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en artículo anterior, la Ley 9/1994, de 29 de septiembre, de 
usos del suelo en el medio rural, mantendrá su vigencia y será de prioritaria aplicación. 
 

Disposición final única. 



La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial de 
Cantabria». 
 

Palacio de la Diputación, Santander, 25 de abril de 1997. 



LEY 2/1997, DE 28 DE ABRIL, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL GOBIERNO Y 
DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE 
CANTABRIA. 
 

(BOC nº 90, de 6 de mayo de 1997; Corrección  
de error BOC nº 123, de 20 de junio de 1997) 

 
(BOE nº 162, de 8 de julio de 1997) 

 
[Deroga la Ley 3/1984, de 26 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración 
de la Diputación Regional de Cantabria; modificada por la Ley 13/1998, de 23 de diciembre, de 
Medidas Fiscales y Administrativas] 
 

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Cantabria 2/1997, de 28 de abril, de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Diputación Regional de Cantabria.: 
 

PREÁMBULO 
 
I

1. Como consecuencia de la promulgación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, las distintas Administraciones públicas territoriales autonómicas han procedido a 
una progresiva adecuación de su normativa de procedimiento a la legislación estatal, 
atendido el ámbito de aplicación que aquella norma establece en su artículo 2, que lo 
extiende expresamente a las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 
 
2. En lógica consecuencia con ello, la Diputación Regional de Cantabria procede por la 
presente Ley a efectuar la adecuación de los preceptos de la anteriormente vigente Ley de 
Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria (Ley 3/1984, de 26 de abril), en todo lo que resulta afectado por la normativa 
estatal. 
 
3. Al mismo tiempo, toda vez que la normativa anterior disponía una completa regulación 
respecto del Gobierno, y, dentro de él, del Presidente y los Consejeros, se estima 
adecuado proceder, tanto la adecuación de aquellos preceptos donde el simple lapso de 
tiempo lo aconseje, como a llenar aquellas lagunas normativas que la propia práctica haya 
puesto de manifiesto. 
 
4. En la elaboración de la presente Ley han influido, tanto la norma estatal como las 
autonómicas dictadas en su desarrollo, ello sin perjuicio de la intervención de los órganos 
de gestión competentes para su correspondiente aplicación. 
 

II 
 

1. Centrándonos en la estructura y principales novedades que la nueva normativa 
introduce, conviene destacar, en el ámbito del Título I, la referencia a los organismos 
públicos como organizaciones instrumentales dependientes de la Administración regional 
para una eficaz prestación de los servicios públicos asumidos estatutariamente. Esta 
incorporación al Título I se hace en previsión de una próxima normativa reguladora de los 
mismos que por el alcance y especificidad de la misma, no procede en el presente 
momento abordar conjuntamente. 
 



2. Este Título I contempla, con carácter general, la personalidad jurídica de la 
Administración regional autonómica, superadas suficientemente las polémicas doctrinales 
que se abrieron en esta cuestión tras la nueva organización territorial del Estado 
consagrada en el Título Octavo de nuestro texto fundamental. En el mismo sentido, dicha 
personalidad se contempla sin perjuicio de la que pueda atribuirse expresamente a las 
entidades instrumentales previamente mencionadas. 
 

III 
 

1. El Título II se refiere a la figura del Presidente, siguiéndose con ello la estructura 
utilizada por la norma anteriormente vigente. Se contemplan tanto el estatuto personal 
como la elección y las atribuciones del mismo. En cuanto a estas últimas, se sigue 
manteniendo la diferenciación contemplada anteriormente, entre las atribuciones que 
corresponden al Presidente, como supremo representante de la Diputación Regional de 
Cantabria, y ordinario del Estado, funciones de naturaleza preeminentemente simbólica y 
protocolaria, de aquellas que se le atribuyen en consideración a su situación en el ámbito 
de superior órgano de la Diputación Regional de Cantabria, y que dan lugar a las funciones 
de naturaleza política, entre las cuales se incluye expresamente la del nombramiento y 
cese de miembros del Consejo de Gobierno, así como la de solicitar el dictamen del 
Consejo de Estado en los supuestos específicos previstos por la legislación vigente. 
 
2. Se analiza, igualmente, dentro de este Título, el cese y sustitución del Presidente del 
Consejo de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria, así como el régimen para los 
supuestos de incapacidad o imposibilidad en el ejercicio de sus funciones. 
 

IV 
 

1. El Título III se refiere al Consejo de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria, 
materia en la que se hace especial incidencia respecto a las atribuciones de dicho órgano 
colegiado, incluyendo competencias que resultaban dispersas en otras normas legislativas 
de nuestra Comunidad Autónoma, como ocurre con el Reglamento de la Asamblea 
Regional de Cantabria. 
 
2. También dentro del Título que se comenta, se procede a una exhaustiva regulación de 
la convocatoria, documentación y actas de las sesiones del Consejo de Gobierno, que en 
la normativa anterior tenían una regulación más limitada. Las competencias y limitaciones 
del Consejo de Gobierno en funciones cierran, como novedad, en el capítulo V, el Título 
referido al Consejo de Gobierno. 
 

V

El Título IV se refiere expresamente al Vicepresidente del Consejo de Gobierno, con 
regulación específica de la que carecía la precitada figura, sin perjuicio de una remisión 
genérica en materia de su estatuto personal, a las normas que rigen esta cuestión para los 
Consejeros. 
 

VI 
 

El Título V relativo a los Consejeros mantiene una estructura similar a la prevista en la 
normativa anteriormente vigente, sin perjuicio de un análisis más detallado de sus 
competencias y atribuciones. Tanto en lo relativo a los Consejeros, como en cuanto a las 
figuras aludidas en apartados anteriores, se ha tratado de sistematizar las referencias, 
tanto a la sustitución como al cese de cada uno de ellos, atendida su peculiar naturaleza. 
También dentro del presente Título se analizan los denominados órganos de colaboración 
y de apoyo, existentes en el ámbito de la Administración autonómica, como ocurre con la 
Comisión de Secretarios Generales, contemplando sus funciones específicas de estudio y 
preparación de los asuntos que haya de conocer el Consejo de Gobierno. Se prevé 
igualmente la creación de Gabinetes, como órganos de apoyo político y técnico de los 
miembros del Consejo de Gobierno. 
 

VII 



El Título VI, primero de los que se dedican a la cuestión específica de la Administración 
Regional de Cantabria, trata de introducir, tanto en los principios generales como en la 
cuestión relativa a órganos específicos, competencia y actuación, los criterios informadores 
que derivan principalmente de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el ámbito de la 
Administración del Estado. Siguiendo con el mismo análisis, se prevé expresamente la 
competencia de los Consejeros al frente de cada Departamento, y los órganos superiores 
de los mismos, alterando denominaciones en consonancia con el resto de las normas 
dictadas por las Comunidades Autónomas. Importancia relevante recibe el tratamiento a 
los ciudadanos, en sus relaciones con la Administración autonómica y la correspondiente 
actualización, tanto de ésta en su actuación y procedimientos, como en los medios 
materiales a utilizar. 
 

VIII 
 

El Título VII recoge, en relación con la potestad sancionadora, al igual que el Título VIII en 
cuanto a la responsabilidad patrimonial, los criterios de la Ley 30/1992, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin 
perjuicio de la adecuación a las pecualiaridades de la Diputación Regional de Cantabria. 
 

IX 
 

El Título IX, bajo la rúbrica «De la contratación», trata de agilizar esta esencial esfera de la 
actuación administrativa, atendida la influencia de la recientemente promulgada Ley 
13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas. Así se consagra, 
como órgano de contratación, a los Consejeros, sin perjuicio de la competencia del 
Consejo de Gobierno, tanto en los supuestos donde la cuantía exceda de la prevista a 
estos efectos por las Leyes de Presupuestos de la Diputación Regional de Cantabria, 
como en aquellos en que se comprometan fondos de futuros ejercicios económicos, 
previéndose también la facultad discrecional de reclamación del mismo órgano colegiado 
para el conocimiento y autorización de cualesquiera otros contratos. Se regula igualmente 
el procedimiento de aprobación de pliegos de cláusulas administrativas generales, de 
prescripciones técnicas y de cláusulas particulares, con los correspondientes informes 
previos a la aprobación de los mismos. 
 

X

Por último, las disposiciones adicionales hacen referencia a la necesaria informatización de 
los registros administrativos, previéndose la efectividad de dicha medida en la forma y 
plazos que determine el Consejo de Gobierno, y la configuración del «Boletín Oficial de 
Cantabria» como medio oficial de publicación de disposiciones generales y actos 
administrativos emanados de la Administración autonómica. 
 

TÍTULO I 
 

Disposiciones generales 
 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
 
1. La presente Ley regula la organización, el funcionamiento y el régimen jurídico del 
Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
2. Los organismos públicos son las entidades de derecho público que desarrollan 
actividades derivadas de la propia de la Administración regional, en calidad de  
organizaciones instrumentales diferenciadas y dependientes de ésta, y se regularán por 
una Ley específica. 
 

Artículo 2. Personalidad jurídica y organismos públicos. 



1. La Administración de la Diputación Regional de Cantabria, bajo la dirección del Consejo 
de Gobierno, sirve con objetividad los intereses generales, ejerciendo la función ejecutiva 
de carácter administrativo, y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, 
descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
Constitución, a la Ley y al Derecho. 
 
2. La Administración de la Diputación Regional de Cantabria, constituida por órganos 
jerárquicamente ordenados, actúa con personalidad jurídica única. 
 
3. Los organismos públicos tienen por objeto la realización de actividades de ejecución o 
gestión tanto administrativas, de fomento o prestación, como de contenido económico, 
reservadas a la Administración de la Diputación Regional de Cantabria; dependen de ésta 
y se adscriben, directamente o a través de otro organismo público, a la Consejería 
competente por razón de la materia, a través del órgano que en cada caso se determine. 
 
4. Las potestades y competencias administrativas que tengan atribuidas la Administración 
de la Diputación Regional de Cantabria y sus organismos públicos por el ordenamiento 
jurídico, determinan su capacidad de obrar. 
 
5. Los órganos que integran la Administración de la Diputación Regional de Cantabria y 
sus organismos públicos extienden su competencia a todo el territorio de la Comunidad 
Autónoma, salvo indicación en contrario de sus normas de aplicación. 
 

TÍTULO II 
 

Del Presidente 
 

CAPÍTULO I 
 

Eleccion y estatuto personal 
 

Artículo 3. Del Presidente. 
 
El Presidente de la Diputación Regional de Cantabria preside, dirige y coordina la 
actuación del Consejo de Gobierno, ostenta la más alta representación de la Comunidad 
Autónoma y la ordinaria del Estado en Cantabria. 
 

Artículo 4. Estatuto personal. 
 
El Presidente, en razón de su cargo, tiene derecho a: 
 
1. Recibir el tratamiento de excelentísimo. 
 
2. Utilizar la bandera de Cantabria como guión. 
 
3. Percibir la remuneración que se consigne en los Presupuestos Generales de la 
Diputación Regional de Cantabria. 
 
4. Que le sean rendidos los honores que, en razón de la dignidad de su cargo, se 
establecen en las disposiciones vigentes. 
 

Artículo 5. Elección. 
 
El Presidente de la Diputación Regional de Cantabria será elegido en la forma prevista en 
los artículos siguientes y será nombrado por el Rey. 
 



Artículo 6. Procedimiento de elección. 
 
El Presidente de la Diputación Regional es elegido por la Asamblea Regional de Cantabria 
de entre sus miembros, de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
a) Dentro de los veinte días siguientes a la celebración de la sesión constitutiva de la 
Asamblea Regional y en los demás casos previstos por el Estatuto de Autonomía para 
Cantabria, el Presidente de la Asamblea convocará a ésta para proponer un candidato a la 
Presidencia de la Diputación Regional, de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de 
Autonomía, en el Reglamento de la Asamblea y en la presente Ley. 
 
b) El candidato propuesto presentará su programa de gobierno y después de un debate, se 
procederá a la votación, debiendo obtener, para su investidura, la mayoría absoluta. 
 
c) Si el candidato no obtuviera la mayoría absoluta, se procederá a una nueva votación 
pasadas cuarenta y ocho horas, bastando la mayoría simple para conseguir la investidura. 
 
d) Si efectuadas las dos primeras votaciones, el candidato no resultara elegido, se 
tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente. 
 
e) Si transcurridos dos meses desde la primera votación de investidura, ningún candidato 
obtuviera la confianza de la Asamblea Regional, ésta quedará automáticamente disuelta, 
procediéndose a la convocatoria de nuevas elecciones y finalizando el mandato de los 
nuevos Diputados en la misma fecha en que debiera concluir el de la Asamblea disuelta. 
 
f) Negada la confianza por la Asamblea Regional, el Presidente presentará su dimisión. En 
este caso, o, cuando presente su dimisión voluntariamente, el Presidente de la Cámara 
legislativa convocará, en el plazo máximo de quince días, la sesión plenaria para la 
elección de nuevo Presidente de la Diputación Regional, de acuerdo con el procedimiento 
establecido en los cuatro apartados precedentes, aunque en este supuesto no se producirá 
la disolución de la Asamblea Regional. 
 

Artículo 7. Nombramiento y toma de posesión. 
 
1. Otorgada la confianza al candidato, el Presidente de la Asamblea lo comunicará al Rey, 
a los efectos de su nombramiento como Presidente de la Diputación Regional de 
Cantabria, y al Gobierno de la Nación. 
 
2. El Real Decreto de nombramiento será publicado en el "Boletín Oficial del Estado" y en 
el «Boletín Oficial de Cantabria». 
 
3. El Presidente electo tomará posesión de su cargo en el plazo de cinco días a partir de la 
última publicación de cualesquiera de los boletines a que se refiere el apartado anterior. 
 

Artículo 8. Incompatibilidades. 
 
1. El Presidente de la Diputación Regional de Cantabria no podrá ejercer otras funciones 
representativas que las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función 
pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional ni mercantil alguna. 
 
2. El Presidente formulará declaración de sus bienes referida al día en que tomó posesión 
del cargo, así como de cualquier actividad que le produzca ingresos de cualquier clase, 
ante la Asamblea Regional de Cantabria, en el plazo de los dos meses siguientes a su 
toma de posesión. Deberá formular nueva declaración de bienes referida al día del cese, 
en el plazo de los dos meses siguientes a éste. 
 

CAPÍTULO II 
 



Atribuciones 
 

Artículo 9. Atribuciones genéricas. 
 
Corresponde al Presidente, como supremo representante de la Diputación Regional de 
Cantabria: 
 
a) Mantener relaciones con las demás instituciones del Estado y sus Administraciones. 
 
b) Firmar los Convenios y acuerdos de cooperación que la Diputación Regional de 
Cantabria celebre con otras Comunidades Autónomas. 
 
c) Convocar elecciones a la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
d) Acordar, en los términos regulados por la presente Ley, la disolución de la Asamblea 
Regional de Cantabria. 
 

Artículo 10. Atribuciones específicas. 
 
Corresponde al Presidente de la Diputación Regional de Cantabria, en su condición de 
representante ordinario del Estado en Cantabria: 
 
a) Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes de Cantabria y ordenar su publicación en el 
plazo máximo de quince días desde su aprobación. 
 
b) Ordenar la publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria» del nombramiento del 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria. 
 
c) Facilitar y recibir las informaciones precisas para el ejercicio de sus funciones. 
 

Artículo 11. Funciones. 
 
El Presidente, como responsable de la coordinación y dirección de las actuaciones del 
Consejo de Gobierno, tiene las siguientes funciones: 
 
a) Fijar las directrices generales de la acción de gobierno y asegurar su continuidad y 
cumplimiento. 
 
b) Nombrar y cesar al Vicepresidente, en su caso, y a los Consejeros, informando ante el 
Pleno de la Asamblea Regional, en el plazo de quince días, sin perjuicio de la 
comunicación inmediata y por escrito a la misma. 
 
c) Encomendar a un Consejero el despacho de una Consejería en el caso de ausencia, 
enfermedad,  impedimento o cese del titular de la misma. 
 
d) Convocar las reuniones del Consejo de Gobierno, fijar el orden del día, presidir sus 
sesiones y dirigir las deliberaciones. 
 
e) Impulsar el programa legislativo del Consejo de Gobierno. 
 
f) Plantear ante la Asamblea Regional, previa deliberación del Consejo de Gobierno, la 
cuestión de confianza. 
 
g) Ejercer la superior coordinación de la elaboración de normas de carácter general. 
 
h) Firmar los Decretos aprobados por el Consejo de Gobierno. 
 
i) Resolver los conflictos de competencias entre distintas Consejerías cuando no se 
hubiese alcanzado el acuerdo entre sus titulares, oído el Consejo de Gobierno. 



j) Solicitar el dictamen del Consejo de Estado, u órgano equivalente de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, en los supuestos en que proceda. 
 
k) Ejercitar acciones de cualquier índole en caso de urgencia, dando cuenta al Consejo de 
Gobierno en la primera reunión que se celebre. 
 
l) Dictar los Decretos a los que se refiere el artículo 39.2 de esta Ley. 
 
m) Proponer la celebración de debates generales en la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
n) Las demás que expresamente le atribuyan las normas vigentes. 
 

Artículo 12. Delegación temporal. 
 
1. El Presidente puede delegar, con carácter temporal, en un Vicepresidente, en su caso, o 
en un Consejero, cualquiera de las funciones incluidas en el artículo anterior, salvo las 
correspondientes a los apartados a), b), f), j) y l), publicando la delegación en el «Boletín 
Oficial de Cantabria» y dando cuenta por escrito a la Asamblea Regional de la delegación 
ejercida. Las funciones delegadas pueden ser avocadas, en cualquier momento, por el 
Presidente, informando de tal decisión a la Asamblea Regional y ordenando la publicación, 
asimismo, en el «Boletín Oficial» de dicha avocación. 
 
2. La delegación por tiempo superior a un mes precisará la previa autorización de la 
Asamblea Regional. 
 

CAPÍTULO III 
 

Responsabilidad politica. cese y sustitucion 
 

Artículo 13. Cese. 
 
El Presidente de la Diputación Regional de Cantabria cesa por las siguientes causas: 
 
a) Publicación del Decreto de convocatoria de elecciones a la Asamblea Regional. 
 
b) Pérdida de la condición de Diputado. 
 
c) Aprobación de una moción de censura. 
 
d) Denegación de una cuestión de confianza. 
 
e) Dimisión comunicada formalmente al Presidente de la Asamblea Regional. 
 
f) Fallecimiento. 
 
g) Por notoria y manifiesta incapacidad física y mental, reconocida por los dos tercios de 
los miembros de la Asamblea Regional, que le imposibilite para el ejercicio de su cargo. 
 
La iniciativa para plantear el supuesto de incapacidad corresponderá al Consejo de 
Gobierno o a un tercio de los miembros de la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
En el supuesto de reconocerse la incapacidad, o en caso de muerte, se hará cargo de la 
Presidencia el Vicepresidente, en su caso, o el Consejero de Presidencia, hasta la toma de 
posesión del sucesor. 
 
En el caso de fallecimiento o incapacidad, el Presidente de la Asamblea Regional de 
Cantabria convocará a la Cámara para la elección de nuevo Presidente, dentro de los diez 
días siguientes a producirse el hecho. 



h) Condena penal que lleve aparejada la inhabilitación para cargo público. 
 

Artículo 14. Sustitución y ausencias temporales. 
 
En los casos de ausencia, enfermedad o impedimento temporal del Presidente del Consejo 
de Gobierno será sustituido en el ejercicio de sus funciones por el Vicepresidente, en su 
caso, o en su defecto, por el Consejero de Presidencia, o por el Consejero a quien el 
Presidente designe, o por el que más tiempo lleve perteneciendo ininterrumpidamente al 
Consejo de Gobierno o, en igualdad de condiciones, por el de mayor edad. 
 
Las ausencias temporales del Presidente, superiores a un mes, precisarán de la previa 
autorización de la Asamblea Regional. 
 

Artículo 15. Incapacidad o fallecimiento del Presidente. 
 
En los casos de incapacidad o fallecimiento del Presidente, se hará cargo de la 
Presidencia un Vicepresidente, y en defecto del mismo, el Consejero de Presidencia, hasta 
la toma de posesión del nuevo Presidente. 
 

Artículo 16. Responsabilidad política. 
 
El Presidente de la Diputación Regional es políticamente responsable ante la Asamblea 
Regional, de acuerdo con lo que determina el Estatuto de Autonomía y la presente Ley. 
 

TÍTULO III 
 

Del Consejo de Gobierno 
 

CAPÍTULO I 
 

Naturaleza y composición 
 

Artículo 17.  Naturaleza. 
 
El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política y la administración de 
la Diputación Regional de Cantabria, es el titular de la función ejecutiva y de la potestad 
reglamentaria y ejerce la iniciativa legislativa, de conformidad con el Estatuto de 
Autonomía y las Leyes. 
 

Artículo 18. Composición. 
 
El Consejo de Gobierno está integrado por el Presidente, el Vicepresidente, en su caso, y 
los Consejeros. 
 
El número de Consejeros con responsabilidad ejecutiva no excederá de diez. En ningún 
caso podrán nombrarse más de tres Consejeros sin cartera. 
 
Los Consejeros sin cartera son órganos para la dirección política de un determinado 
conjunto de asuntos y se adscriben orgánicamente al Presidente del Consejo de Gobierno. 
 
El Consejo de Gobierno determinará la infraestructura administrativa que precisen los 
Consejeros sin cartera. 
 

CAPÍTULO II 
 



Atribuciones y funcionamiento 
 

Artículo 19. Atribuciones. 
 
Corresponde al Consejo de Gobierno: 
 
a) Desarrollar y ejecutar las directrices generales de la acción de gobierno. 
 
b) Ejercer la iniciativa legislativa que le reconoce el Estatuto de Autonomía. 
 
c) Elaborar y aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales de la Diputación 
Regional y remitirlo a la Asamblea para su debate, enmienda y aprobación, como Ley. 
 
d) Manifestar su criterio respecto a la toma en consideración de las proposiciones de Ley, 
así como dar o denegar de forma motivada, la conformidad a la tramitación de aquéllas en 
cuanto impliquen aumento de gastos o disminución de ingresos presupuestarios. 
 
e) Aprobar los proyectos de Ley y remitirlos a la Asamblea, así como acordar, en su caso, 
su retirada. 
 
f) Dictar Decretos Legislativos en los términos previstos en la presente Ley. 
 
g) Dictar Decretos en los términos previstos en esta Ley. 
 
h) Nombrar y cesar los cargos de la Administración autonómica, con categoría de 
Secretario general, Director general o asimilado, a propuesta del Consejero 
correspondiente. 
 
i) Designar a los representantes de la Diputación Regional en los organismos públicos, 
instituciones y entidades que corresponda. 
 
j) Celebrar convenios y acuerdos de cooperación con otras Administraciones, ya sea la del 
Estado, la de otras Comunidades Autónomas o la Local, así como con otras entidades de 
derecho público o privado. 
 
En el caso de celebrarse convenios con otras Comunidades, se estará a lo dispuesto en el 
Estatuto de Autonomía para Cantabria. 
 
k) Interponer recursos de inconstitucionalidad, plantear conflictos de competencia con el 
Estado u otras Comunidades Autónomas ante el Tribunal Constitucional. 
 
l) Solicitar que la Asamblea Regional se reúna en sesión extraordinaria. 
 
m) Resolver los recursos ordinarios interpuestos frente a las resoluciones de los 
Consejeros. 
 
n) Entender de aquellos asuntos que, a juicio del Presidente o los miembros del Consejo, 
por su importancia o naturaleza, requieran el conocimiento o  deliberación del Consejo de 
Gobierno, y demás que le sean atribuidos por el Estatuto de Autonomía para Cantabria y el 
resto del ordenamiento. 
 
ñ) Ejercer la superior vigilancia de la gestión de los servicios públicos y los entes y 
empresas dependientes de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
o) Autorizar la celebración de contratos cuando su cuantía fuere indeterminada o tengan 
un plazo de ejecución superior a un año y hayan de comprometerse, además, fondos de 
futuros ejercicios presupuestarios y los que tengan la cuantía que exceda en la señalada 
en la Ley de Presupuestos de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
p) Asumir las competencias que sean transferidas a la Comunidad Autónoma. 
 



q) Disponer la ejecución y cumplimiento de las resoluciones aprobadas por la Asamblea 
Regional. 
 
r) Adoptar las medidas normativas o administrativas necesarias para ejecutar los tratados y 
convenios internacionales que afecten a materias de competencia de la Diputación 
Regional de Cantabria, así como las necesarias para el desarrollo de las Directivas 
comunitarias. 
 
s) El ejercicio ordinario de acciones. 
 
t) Acordar la enajenación de bienes y derechos patrimoniales en los términos previstos en 
la Ley 7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimonio de la Diputación Regional de Cantabria, y 
en las Leyes de Presupuestos. 
 
u) Administrar el patrimonio de la Diputación Regional en la forma prevista en la Ley 
7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimonio de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
v) Las demás competencias que le sean atribuidas por el ordenamiento jurídico. 
 

Artículo 20. Secretaría del Consejo de Gobierno. 
 
El Consejero de Presidencia actuará como Secretario del Consejo de Gobierno, salvo que 
el Presidente haga recaer dicha función en otro Consejero. 
 

Artículo 21. Convocatoria, deliberaciones, documentación y actas de las sesiones 
del Consejo de Gobierno. 
 
1. El Consejo de Gobierno se reúne previa convocatoria de su Presidente, a quien 
corresponde también la fijación del orden del día de las reuniones. 
 
2. La convocatoria de cada reunión se cursará por la Secretaría del Consejo de Gobierno 
al Vicepresidente, en su caso, y a todos los Consejeros, acompañando a la misma el orden 
del día correspondiente. 
 
3. La válida constitución del Consejo de Gobierno requiere la asistencia del Presidente o 
de quien legalmente le supla y de, al menos, la mitad de los Consejeros, entre los que se 
encontrará, en todo caso, el titular de la Secretaría del Consejo o quien legalmente le 
supla. 
 
4. Los acuerdos del Consejo de Gobierno se adoptarán por mayoría, salvo que la Ley 
exigiera un quórum especial. En caso de empate, el voto del Presidente será dirimente. 
 
El Consejo de Gobierno podrá adoptar acuerdos sobre asuntos urgentes no incluidos en el 
orden del día. 
 
5. De las sesiones del Consejo de Gobierno se levantará acta en la que sólo se hará 
constar, además de las circunstancias relativas al tiempo, lugar y miembros asistentes, las 
decisiones y los acuerdos adoptados. El acta se extenderá por el Secretario del Consejo 
de Gobierno. 
 
6. Los miembros del Consejo de Gobierno están obligados a guardar secreto de las 
deliberaciones de sus sesiones y de la documentación referida a dichas deliberaciones, 
mientras no sean hechas públicas oficialmente. 
 

Artículo 22. De las Comisiones. 
 



El Consejo de Gobierno, a propuesta de su Presidente, puede constituir en su seno 
Comisiones de carácter permanente o temporal para coordinar y programar la política 
general o de cada Consejería o para preparar las reuniones del Consejo. 
 

Artículo 23. Otros asistentes. 
 
A las reuniones del Consejo de Gobierno podrán acudir, sin carácter habitual, los expertos 
cuya presencia autorice el Presidente, limitándose su actuación a informar sobre el asunto 
concreto que haya motivado su presencia y estando obligados a guardar secreto sobre el 
informe presentado. 
 

CAPÍTULO III 
 

Responsabilidad politica y cese 
 

Artículo 24. Responsabilidad y control. 
 
1. El Presidente y el Consejo de Gobierno responden solidariamente ante la Asamblea de 
la Diputación Regional de Cantabria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada 
Consejero por su gestión. 
 
2. El control de la acción política y de gobierno del Consejo de Gobierno y su Presidente se 
ejerce por la Asamblea en la forma prevista en el Estatuto de Autonomía y en el 
Reglamento de la Asamblea. 
 
3. Cada año legislativo, durante el segundo período de sesiones, la Asamblea Regional de 
Cantabria celebrará un debate sobre la orientación política del Consejo de Gobierno. 
 
4. La Asamblea Regional de Cantabria podrá celebrar debates generales sobre la acción 
política y de gobierno, a petición del Presidente del Consejo de Gobierno, previo acuerdo 
de la Asamblea Regional de Cantabria y en la forma que el Reglamento de la misma 
determine. 
 
5. Los miembros del Consejo de Gobierno, a petición propia o por acuerdo de la Asamblea 
Regional de Cantabria, comparecerán ante el Pleno de la Asamblea o ante sus 
Comisiones para informar de la política del Consejo en materia de su Departamento y para 
atender las iniciativas que se formulen, en los términos previstos en el Reglamento de la 
Asamblea Regional de Cantabria. 
 
6. El Consejo de Gobierno proporcionará a la Asamblea Regional de Cantabria la 
información y cooperación que precise del propio Consejo de Gobierno, de sus miembros y 
de cualesquiera autoridades y funcionarios de la Comunidad Autónoma, así como de los 
responsables de organismos autónomos y empresas públicas. 
 

Artículo 25. Delegación temporal. 
 
La Delegación temporal de funciones del Presidente o de un miembro del Consejo de 
Gobierno no les exime de su responsabilidad política. 
 

Artículo 26. Cese. 
 
1. El Consejo de Gobierno cesará con el cese de su Presidente, pero continuará en sus 
funciones hasta la toma de posesión del nuevo Consejo. 
 
2. El Consejo de Gobierno cesará tras la publicación del Decreto de convocatoria de 
elecciones a la Asamblea Regional de Cantabria, cuando ésta apruebe una moción de 
censura o por dimisión, incapacidad o fallecimiento de su Presidente. 
 



CAPÍTULO IV 
 

De la legislacion delegada 
 

Artículo 27. Decretos Legislativos. 
 
1. La Asamblea Regional podrá delegar en el Consejo de Gobierno de la Diputación 
Regional de Cantabria la potestad de dictar normas con rango de Ley, denominadas 
Decretos Legislativos, que no podrán tener por objeto las siguientes materias: 
 
a) Las que afecten al ordenamiento básico del Consejo de Gobierno o al régimen jurídico 
de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
b) El régimen electoral. 
 
c) Las materias reservadas a Leyes cuya aprobación requiera un procedimiento especial. 
 
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una Ley de bases cuando su objeto 
sea la elaboración de textos articulados o con una Ley ordinaria cuando se trate de refundir 
varios textos legales. En ambos casos, el acuerdo de la Asamblea fijará el plazo de sus 
ejercicios. 
 
3. Las Leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación 
legislativa y los principales criterios que han de seguirse en su ejercicio. 
 
4. Las Leyes de bases no podrán, en ningún caso, autorizar la modificación de la propia ley 
de bases o facultar para dictar normas con carácter retroactivo. 
 
5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se 
refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera 
formulación de un texto único o si incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos 
legales que han de ser refundidos. 
 
6. El Consejo de Gobierno, tan pronto como hubiere hecho uso de la delegación legislativa, 
dirigirá a la Asamblea la correspondiente comunicación, que contendrá el  texto articulado 
o refundido objeto de aquélla. 
 

CAPÍTULO V 
 

Del Consejo de Gobierno en  funciones 
 

Artículo 28. Del Consejo de Gobierno en funciones. 
 
1. El Consejo de Gobierno cesante continuará actuando en funciones tras la publicación 
del Decreto de cese, con las limitaciones establecidas en la Constitución, en el Estatuto de 
Autonomía y en esta Ley, debiendo limitarse a adoptar las decisiones que requiere el 
funcionamiento normal de los servicios públicos y a propiciar el adecuado desarrollo del 
procedimiento de formación del nuevo Consejo de Gobierno. 
 
2. En ningún caso, el Consejo de Gobierno en funciones puede presentar Proyectos de 
Ley a la Asamblea Regional de Cantabria, someterse a la cuestión de confianza o ser 
objeto de una moción de censura. 
 
3. Las delegaciones legislativas otorgadas por la Asamblea Regional quedan en suspenso 
durante todo el tiempo que el Consejo de Gobierno esté en funciones. 
 

TÍTULO IV 
 



Del Vicepresidente 
 

Artículo 29. Nombramiento. 
 
El Presidente podrá nombrar un Vicepresidente, comunicándolo, inmediatamente, a la 
Asamblea Regional. 
 

Artículo 30. Atribuciones y estatuto personal. 
 
1. El Vicepresidente ejercerá las competencias que le atribuya o, en su caso, le delegue el 
Presidente del Consejo de Gobierno. 
 
Ejerce, además, la Vicepresidencia del Consejo de Gobierno, supliendo al Presidente en 
caso de ausencia de éste a sus sesiones. 
 
2. El Vicepresidente que, por decisión del Presidente del Consejo de Gobierno, asuma la 
titularidad de una Consejería, ejercerá, además, las mismas funciones y estará sometido a 
las mismas normas que por tal concepto le correspondan y sean aplicables a los 
Consejeros titulares de Departamentos. 
 
3. El estatuto personal y el cese del Vicepresidente se regirá en lo dispuesto en la presente 
Ley para los Consejeros. 
 

TÍTULO V 
 

De los Consejeros 
 

CAPÍTULO I 
 

Nombramiento y estatuto personal 
 

Artículo 31. Nombramiento. 
 
Los Consejeros, que no requerirán la condición de Diputados, serán nombrados por 
Decreto del Presidente, quien lo comunicará a la Asamblea inmediatamente. Los efectos 
del nombramiento se producirán desde la publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria». 
 

Artículo 32. Estatuto personal. 
 
Los Consejeros, en razón de su cargo, tendrán derecho a: 
 
a) Recibir el tratamiento de excelentísimo. 
 
b) Percibir la remuneración que se consigne en los Presupuestos Generales de la 
Diputación Regional de Cantabria, así como disponer de los medios que para el ejercicio 
de su cargo se requieran. 
 
c) Que le sean rendidos los honores y respetadas las precedencias que señalen las 
normas protocolarias establecidas. 
 
d) Recibir los honores especiales que les correspondan cuando actúen en representación 
expresa del Presidente. 
 

Artículo 33. Incompatibilidad. 
 
Los Consejeros no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del 
mandato parlamentario de la Asamblea Regional, ni cualquier otra función pública que no 
derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. 



CAPÍTULO II 
 

Atribuciones 
 

Artículo 34. Atribuciones. 
 
Los Consejeros tienen las siguientes atribuciones: 
 
a) Ejecutar, en el ámbito de su Consejería, la política establecida por el Consejo de 
Gobierno. 
 
b) Ejercer la iniciativa, dirección, gestión e inspección de todos los servicios de la 
Consejería respectiva sin perjuicio de las competencias que estén atribuidas a otros 
órganos. 
 
c) Ostentar la representación de su Consejería. 
 
d) Proponer al Consejo de Gobierno, para su aprobación, anteproyectos de Ley, proyectos 
de Decreto y Resoluciones sobre las materias propias de su Consejería. 
 
e) Dictar Ordenes y Resoluciones en las materias de su competencia y propias de su 
Departamento. 
 
f) Formular al Consejo de Gobierno la propuesta de nombramiento y cese de los altos 
cargos dependientes de su Consejería. 
 
g) Autorizar y disponer los gastos y reconocer las obligaciones de su Departamento, hasta 
el límite previsto en las Leyes de Presupuestos de la Diputación Regional de Cantabria de 
cada ejercicio. 
 
h) Resolver, en vía administrativa, los recursos que se interpongan contra resoluciones de 
los órganos o autoridades de su Departamento o dependientes del mismo. 
 
i) Formular el anteproyecto de presupuestos de la respectiva Consejería. 
 
j) Resolver los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos directivos de ellos 
dependientes. 
 
k) Celebrar, en su caso, y previa autorización del Consejo de Gobierno, los convenios que 
se establezcan para el fomento de actividades de interés público. 
 
l) Proponer al Consejo de Gobierno la aprobación de la estructura orgánica de su 
Consejería. 
 
m) Comparecer ante el Pleno de la Asamblea y sus Comisiones, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Reglamento de aquélla. 
 
n) Resolver las reclamaciones previas a la vía judicial que se interpongan en las materias 
propias de sus Departamentos. 
 
ñ) Suscribir los contratos relativos a materias propias de su competencia y que no tengan 
cuantía superior a aquella a que cada año fije la Ley de Presupuestos de la Diputación 
Regional. 
 
o) Las demás competencias que les sean atribuidas por el ordenamiento jurídico. 
 

CAPÍTULO III 
 



Sustitución ycese 
 

Artículo 35. Sustitución. 
 
1. En caso de vacante, ausencia, enfermedad u otro impedimento de un Consejero, su 
sustitución por otro miembro del Consejo de Gobierno se hará mediante Decreto del 
Presidente del Consejo de Gobierno y se publicará en el «Boletín Oficial de Cantabria». 
 
2. El Consejo de Gobierno podrá aprobar por Decreto normas generales, sobre estas 
sustituciones, de modo que puedan conocerse los Consejeros que se encarguen del 
despacho de otro Departamento. 
 

Artículo 36. Cese. 
 
1. Los Consejeros cesan por las siguientes causas: 
 
a) Fallecimiento. 
 
b) Cese del Presidente del Consejo de Gobierno, si bien continuarán en funciones hasta la 
toma de posesión del nuevo Consejo de Gobierno. 
 
c) Incapacidad e inhabilitación en el ejercicio de su cargo. 
 
d) Dimisión aceptada por el Presidente. 
 
e) Separación de su cargo, decidida libremente por el Presidente. 
 
2. El cese producirá efectos a partir de la fecha de publicación del correspondiente 
Decreto, que será simultáneo al nombramiento del nuevo Consejero o del encargo del 
despacho a otro Consejero. 
 

CAPÍTULO IV 
 

Órganos de colaboracion y de apoyo 
 

Artículo 37. Comisión de Secretarios Generales. 
 
La Comisión de Secretarios Generales, integrada por todos los que tengan tal condición, 
realiza, bajo la presidencia del Consejero Secretario del Consejo de Gobierno, la función 
de estudio y preparación ordinaria de los asuntos sobre los que deba conocer el Consejo 
de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria. 
 

Artículo 38. Gabinetes. 
 
1. Los Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico de los miembros del Consejo de 
Gobierno. En especial, les prestan su apoyo en el desarrollo de su labor política, en el 
cumplimiento de las tareas de carácter parlamentario, en sus relaciones con las 
instituciones públicas y sociales y la organización administrativa. 
 
2. Los miembros de los Gabinetes realizan exclusivamente tareas de confianza y 
asesoramiento cualificado. En ningún caso, pueden adoptar actos o resoluciones que 
correspondan a los órganos de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria, 
dar órdenes a sus titulares o miembros ni desempeñar tareas propias de aquéllos o éstos. 
 
3. Los miembros de los Gabinetes, que tendrán la condición de personal eventual de 
confianza, cesarán cuando cese el cargo que les nombró. 
 



TÍTULO VI 
 

De la Administración de la Diputación Regional de Cantabria 
 

CAPÍTULO I 
 

Principios generales 
 

Artículo 39. Organización. 
 
1. La Administración de la Diputación Regional de Cantabria se organiza atendiendo a la 
división funcional en Consejerías. 
 
2. El número, creación, denominación, modificación y supresión de Consejerías se 
acordará por Decreto del Presidente del Consejo de Gobierno, dentro de los límites del 
Estatuto de Autonomía. 
 

Artículo 40. Criterios de organización. 
 
La actuación y organización de la Administración de la Diputación Regional se ajusta, en 
todo caso, a los siguientes principios. 
 
1. De organización: 
 
a) Jerarquía. 
 
b) Descentralización funcional. 
 
c) Desconcentración funcional y territorial. 
 
d) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales. 
 
e) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos. 
 
f) Coordinación. 
 
2. De funcionamiento: 
 
a) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados. 
 
b) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 
 
c) Programación y desarrollo de objetivos y control de la gestión de los resultados. 
 
d) Responsabilidad por la gestión pública. 
 
e) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades 
materiales de gestión. 
 
f) Servicio efectivo a los ciudadanos. Asegurándoles la efectividad de sus derechos y la 
continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas. 
 
g) Objetividad y transparencia de la actuación administrativa. 
 
h) Cooperación y coordinación con las otras Administraciones públicas. 
 

Artículo 41. Órganos administrativos. 
 



1. Los órganos de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria se crean, 
modifican y suprimen por Decreto del Consejo de Gobierno, con sujeción a criterios de 
racionalidad, austeridad y eficacia. Asimismo, se regulará por Decreto su composición y 
funcionamiento. 
 
2. Tendrán, en todo caso, la calificación de órganos las unidades administrativas a las que 
se les atribuyan funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros. 
 

Artículo 42. Órganos superiores y órganos directivos. 
 
1. En la organización de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria son 
órganos superiores y órganos directivos los siguientes: 
 
A) Órganos superiores: 
 
a) La Presidencia del Consejo de Gobierno. 
 
b) La Vicepresidencia, en su caso. 
 
c) Las Consejerías. 
 
B) Órganos directivos: 
 
a) Las Secretarías Generales. 
 
b) Las Direcciones Generales. 
 
2. Todos los demás órganos de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria 
se encuentran bajo la dependencia o dirección de un órgano superior o directivo. 
 
3. Corresponde a los órganos superiores establecer los planes de actuación de la 
organización situada bajo su responsabilidad y a los órganos directivos su desarrollo y 
ejecución. 
 
4. Los titulares de los órganos directivos son nombrados, atendiendo a criterios de 
competencia profesional y experiencia, en la forma establecida en esta Ley. 
 
5. Los estatutos de los organismos públicos determinarán sus respectivos órganos 
directivos. 
 
6. La creación de órganos directivos nuevos exigirá la comunicación inmediata a la 
Asamblea Regional. 
 

Artículo 43. Los restantes órganos de las Consejerías. 
 
1. Los restantes órganos jerárquicamente ordenados son los siguientes: 
 
a) Servicio. 
 
b) Sección. 
 
c) Negociado. 
 
2. Cualquier unidad orgánica de nueva creación deberá asimilarse a alguno de los órganos 
anteriores, delimitarse sus funciones y competencias y dotarse previamente de los créditos 
necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 
 
3. No podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si 
al mismo tiempo no se suprime o restringe debidamente la competencia de éstos. 



Artículo 44. Órganos colegiados. 
 
1. Son órganos colegiados aquellos que se creen formalmente y estén integrados por tres 
o más personas a los que se atribuyan funciones administrativas de decisión, propuesta, 
asesoramiento, seguimiento o control, y que actúen integrados en la Administración de la 
Diputación Regional o algunos de sus organismos públicos. 
 
2. La constitución de un órgano colegiado tiene como presupuesto indispensable la 
determinación en su norma de creación o en el convenio con otras Administraciones 
públicas por el que dicho órgano se cree, de los siguientes extremos: 
 
a) Sus fines y objetivos. 
 
b) Su integración administrativa o dependencia jerárquica. 
 
c) La composición y los criterios para la designación de su Presidente y de los restantes 
miembros. 
 
d) Las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento, control o de asesoramiento, 
así como cualquier otra que se le atribuya. 
 
e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso, para su funcionamiento. 
 
3. El régimen jurídico de los órganos colegiados se ajustará a las normas contenidas en el 
capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de las 
peculiaridades organizativas contenidas en la presente Ley o en su norma o convenio de 
creación. 
 

Artículo 45. Clasificación y composición de los órganos colegiados. 
 
1. Los órganos colegiados de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria y 
de sus organismos públicos, por su composición, se clasifican en: 
 
a) Comisiones, cuando sus miembros proceden de diferentes Consejerías u organismos 
públicos. 
 
b) Comités, cuando sus componentes proceden de los órganos de una sola Consejería u 
organismo público. 
 
2. En los órganos colegiados podrán existir representantes de otras Administraciones 
públicas, con la finalidad de consulta, cuando éstas lo acepten voluntariamente, cuando un 
convenio así lo establezca o cuando una norma aplicable a las Administraciones afectadas 
lo determine. 
 
3. En la composición de los órganos colegiados podrán participar, cuando así se 
determine, organizaciones representativas de intereses sociales, así como otros miembros 
que se designen por las especiales condiciones de experiencia o conocimientos que 
concurran en ellos, en atención a la naturaleza de las funciones asignadas a tales órganos. 
 

Artículo 46. Elementos organizativos básicos, responsabilidad de sus titulares y 
producción de actos con inmediata relevancia jurídica. 
 
1. La estructura orgánica de cada Consejería será aprobada por Decreto del Consejo de 
Gobierno. 
 



2. Las unidades administrativas y los puestos de trabajo son los elementos organizativos  
básicos de las estructuras orgánicas. Las unidades comprenden puestos de trabajo 
vinculados funcionalmente por razón de sus cometidos y orgánicamente por una jefatura 
común. Pueden existir unidades administrativas complejas, que agrupen dos o más 
unidades menores. 
 
3. Los Jefes de las unidades administrativas son responsables de la adecuada ejecución 
de las tareas asignadas a la unidad y, en su caso, de las atribuidas mediante delegación 
de firma. Asimismo, son responsables inmediatos del personal integrado en la unidad y de 
promover la racionalización y simplificación de las actividades materiales correspondientes 
a las tareas encomendadas. 
 
4. Los actos con relevancia jurídica precisos para el ejercicio de las competencias 
atribuidas a los órganos administrativos se producen por sus titulares. En todo caso, los 
titulares de órganos pueden delegar el ejercicio de la firma de sus actos y resoluciones en 
los de las unidades adscritas a los mismos. 
 

Artículo 47. Adecuación de estructuras administrativas. 
 
1. Los titulares de los órganos superiores y directivos son responsables de realizar o 
promover, de acuerdo con sus competencias, la adecuación de las estructuras 
administrativas y los efectivos de personal a su cargo a los objetivos fijados, así como del 
empleo eficiente de los recursos asignados a la organización que dirigen. 
 
2. Los órganos específicamente competentes en materia de organización y personal en 
cada una de las Consejerías y organismos públicos y, en su caso, aquellos órganos cuyas 
funciones se extienden, en relación con estas materias, a toda la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria, adoptarán las medidas precisas para adaptar la 
organización de acuerdo con los criterios establecidos en el número anterior, atendiendo a 
los objetivos y recursos asignados en las Leyes de Presupuestos. 
 

Artículo 48. Simplificación de procedimientos. 
 
1. La tramitación de los procedimientos administrativos se apoyará en la utilización de 
medios electrónicos, informáticos y telemáticos, con respeto de las garantías y 
cumplimiento de los requisitos previstos en cada caso por el ordenamiento jurídico. 
 
2. La actividad material de gestión, referida al funcionamiento interno y a la comunicación 
entre unidades, se regirá por las instrucciones y órdenes de servicio dictadas por los 
órganos competentes, con los efectos previstos en el artículo 21.2 de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 
3. Las Consejerías y organismos públicos procederán a la racionalización y actualización 
periódica de los procedimientos administrativos, así como de las actividades materiales de 
gestión interna, y elaborarán los correspondientes manuales, en el marco de las directrices 
técnicas de la Consejería de Presidencia. 
 

CAPÍTULO II 
 

Secretario generales y Directores generales 
 

Artículo 49. Nombramiento. 
 
1. Los Secretarios generales y Directores generales serán nombrados libremente por el 
Consejo de Gobierno, entre personas que reúnan los requisitos de solvencia académica, 
profesional, técnica o científica que en cada caso sean necesarios para el desarrollo de la 
función. 
 



2. A los nombrados, cuando sean funcionarios de carrera, se les computará el tiempo que 
desempeñen el cargo a efectos de antigüedad, ascensos y derechos pasivos, y tendrán 
derecho a reserva de plaza y puesto orgánico. 
 
3. El tratamiento de los Secretarios generales y Directores generales será el de ilustrísimo. 
 
4. Su retribución será la que se establezca en la Ley de Presupuestos Generales de la 
Diputación Regional de Cantabria para cada ejercicio. 
 

Artículo 50. Secretarios generales. Funciones. 
 
1. Los Secretarios generales, bajo la inmediata dependencia del Consejero, tendrán las 
competencias que les atribuya el Decreto de estructura de la Consejería y, en todo caso, 
las siguientes: 
 
a) La representación de la Consejería por orden del Consejero. 
 
b) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los programas y actuaciones de las 
diferentes Direcciones Generales y organismos adscritos a la Consejería. 
 
c) Actuar como órgano de comunicación con las demás Consejerías. 
 
d) Elaborar los proyectos de planes generales de actuación de la Consejería. 
 
e) Prestar asistencia técnica y administrativa al Consejero en cuantos asuntos éste 
considere conveniente, ocupándose especialmente del control del presupuesto y de la 
gestión de los medios materiales adscritos al funcionamiento de la Consejería, así como de 
los servicios generales de ésta. 
 
f) Ejercer las facultades que el Consejero le delegue o el Consejo de Gobierno 
desconcentre en él. 
 
g) Velar por la organización, simplificación y racionalización de la actividad administrativa, 
proponiendo las modificaciones encaminadas a mejorar y perfeccionar los servicios. 
 
h) Tramitar e instruir los recursos que se interpongan o cuya resolución corresponda al 
Consejero. 
 
i) Ejercer la jefatura superior del personal de su Consejería. 
 
j) Las funciones relativas a producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones. 
 
k) Aquellas otras que les sean atribuidas por las disposiciones en vigor. 
 
2. Serán responsables de los servicios legislativos, documentación y publicaciones de las 
Consejerías. 
 
3. Tendrán estructuradas, en los niveles orgánicos necesarios para su más adecuada 
realización, las funciones siguientes: Archivo, registro, información, habilitación de material, 
contratación, régimen interior del personal, patrimonio e inventario, racionalización y 
automatización de las estructuras administrativas y funcionamiento de los servicios de la 
Consejería, recursos administrativos y, en general, las que no estén específicamente 
atribuidas a otras unidades de la Consejería. 
 

Artículo 51. Directores generales. Atribuciones. 
 
Los Directores generales tendrán las siguientes atribuciones: 
 



a) Dirigir y gestionar los servicios y resolver los asuntos del Departamento que sean de su 
competencia. 
 
b) Vigilar y fiscalizar todas las dependencias a su cargo y ejercer la jefatura inmediata del 
personal adscrito a la Dirección. 
 
c) Dictar o proponer al Consejero, según proceda, las resoluciones en las materias de la 
competencia del centro directivo. 
 
d) Informar al Consejero en todos los asuntos atribuidos al centro directivo de su 
competencia. 
 
e) Formular propuestas al órgano competente, sobre organización y funcionamiento a los 
servicios a su cargo. 
 
f) Las demás que les asigne el ordenamiento vigente. 
 

Artículo 52. Instrucciones y órdenes de servicio. 
 
Los Secretarios generales y los Directores generales podrán dictar instrucciones y órdenes 
de servicio, para dirigir la actividad de las dependencias y servicios a su cargo. Dichas 
circulares e instrucciones podrán publicarse en el «Boletín Oficial de Cantabria», no 
constituyendo en ningún caso una manifestación del ejercicio de la potestad reglamentaria. 
 

Artículo 53. Incompatibilidad y declaración de bienes y derechos. 
 
Los Secretarios generales y Directores generales estarán sometidos al régimen de 
incompatibilidades previsto por las Leyes y deberán realizar la declaración de bienes y 
derechos en los términos exigidos por la legislación vigente. 
 

CAPÍTULO III 
 

Competencia administrativa 
 

Artículo 54. Ejercicio de la competencia. 
 
1. La competencia administrativa se ejercerá por los órganos que la tengan atribuida como 
propia, salvo los casos de delegación y avocación previstos en la Ley. 
 
2. La competencia de los órganos de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria es irrenunciable. 
 

Artículo 55. Delegación de competencias. 
 
1. El ejercicio de las competencias asignadas a los diversos órganos de la Administración  
autonómica podrá ser delegado en otros, aunque no sean jerárquicamente dependientes 
de aquéllos, cuando existan circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica o 
territorial que lo hagan conveniente. 
 
2. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a: 
 
a) Los asuntos que deban someterse a acuerdo del Consejo de Gobierno de Cantabria. 
 
b) La adopción de disposiciones de carácter general. 
 
c) El ejercicio de la potestad sancionadora. 
 



d) Los asuntos que se refieran a las relaciones institucionales con la Jefatura del Estado, 
Presidencia del Gobierno de la Nación, Cortes Generales, Presidencias de los Consejos de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas, Asambleas legislativas de las Comunidades 
Autónomas y la Unión Europea. 
 
e) La resolución de los recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los 
actos objeto del recurso. 
 
f) Las comparecencias ante la Asamblea. 
 
g) Las materias en que así se determine por una norma con rango de Ley. 
 
3. Las delegaciones de competencias y su revocación deberán publicarse en el «Boletín 
Oficial de Cantabria». 
 
4. Los actos dictados por delegación harán constar esta circunstancia y se considerarán 
dictados por el órgano delegante. 
 
5. Salvo autorización expresa de una Ley, no podrán delegarse las competencias que se 
ejerzan por delegación. 
 
6. La delegación será revocable en cualquier momento por el órgano que la haya 
conferido. 
 
7. La delegación de competencias atribuidas a órganos colegiados, para cuyo ejercicio 
ordinario se requiera un quórum especial, deberá adoptarse observando, en todo caso, 
dicho quórum. 
 
8. Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación, indicarán 
expresamente esta circunstancia y se consideran dictadas por el órgano delegante. 
 

Artículo 56. Avocación. 
 
1. Los órganos superiores de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria 
podrán avocar para sí el conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda, 
ordinariamente o por delegación, a sus órganos administrativos dependientes 
jerárquicamente, cuando haya circunstancias que lo hagan conveniente. 
 
En los supuestos de delegación de competencias en órganos no dependientes 
jerárquicamente el conocimiento de un asunto podrá ser avocado únicamente por el 
órgano delegante. 
 
2. La avocación se producirá mediante acuerdo motivado, que deberá ser notificado a los 
interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad a la resolución final que se 
dicte. 
 
Contra el acuerdo de avocación no cabrá recursos aunque podrá impugnarse en el que, en 
su caso, se interponga contra la resolución del procedimiento. 
 

Artículo 57. Encomienda de gestión. 
 
1. La realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de la 
competencia de los órganos de la Administración regional o de las entidades de derecho 
público de ellas dependientes, podrá ser encomendada a otros órganos o entidades 
públicas, de la misma o de distinta Administración, por razones de eficacia o cuando no se 
posean los medios idóneos para su desempeño, en los términos y con el carácter previstos 
en la legislación básica del régimen jurídico de las Administraciones públicas. 
 



2. La encomienda de gestión a órganos pertenecientes a la misma Consejería o a entes 
públicos de ella dependientes deberá ser autorizada por el Consejero correspondiente. 
 
3. Para la encomienda de gestión a órganos o a entes públicos pertenecientes o 
dependientes de diferente Consejería o de distinta Administración pública, será precisa la 
autorización del Consejo de Gobierno. 
 
4. En el supuesto de encomienda de gestión a órganos de la misma o de distinta 
Consejería de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria servirá de 
instrumento de formalización la resolución o el acuerdo que la autorice. En los demás 
supuestos la encomienda se formalizará mediante la firma del correspondiente convenio. 
 
5. La encomienda de gestión de actividades y servicios que sean competencia de otras 
Administraciones públicas en favor de órganos o entes públicos pertenecientes o 
dependientes de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria requerirá la 
previa aceptación del Consejo de Gobierno y será formalizada mediante la firma del 
correspondiente convenio. 
 
6. Para su efectividad, el instrumento en el que se formalice la encomienda de gestión 
deberá ser publicado en el «Boletín Oficial de Cantabria», con el contenido mínimo 
siguiente: 
 
a) Actividad o actividades a que afecten. 
 
b) Naturaleza y alcance de la gestión encomendada. 
 
c) PLazo de vigencia y los supuestos en que proceda la finalización anticipada de la 
encomienda o su prórroga. 
 
7. La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de la competencia ni de los 
elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano o entidad 
encomendante dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico den soporte o en 
los que se integre la concreta actividad material objeto de encomienda. 
 

Artículo 58. Delegación de firma. 
 
1. Los titulares de los órganos de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria 
podrán, en materia de su propia competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos 
administrativos a los titulares de los órganos que de ellos dependan, dentro de los límites 
señalados en el artículo 55. 
 
2. La firma deberá ir precedida de la expresión «por autorización», con indicación del cargo 
que autoriza y del órgano autorizado. 
 
3. La delegación de la firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su 
validez no será necesaria su publicación. 
 
4. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar la autoridad de 
procedencia. 
 

Artículo 59. Suplencia. 
 
1. Los titulares de los órganos administrativos podrán ser suplidos temporalmente en los 
supuestos de vacante, ausencia o enfermedad por quien designe el órgano competente 
para el nombramiento de aquéllos. 
 
Si no se designa suplente, la competencia del órgano administrativo se ejercerá por quien 
designe el órgano administrativo inmediato de quien dependa. 
 



2. La suplencia no implicará alteración de la competencia. 
 

CAPÍTULO IV 
 

De la actuacion administrativa 
 

SECCION 1ª PRINCIPIOS GENERALES 
 

Artículo 60. Principios generales. 
 
1. La Administración regional ajustará su actuación administrativa a las reglas contenidas 
en el Título IV de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, a los de la Ley de Procedimiento Administrativo 
vigentes y a los de esta Ley. 
 
2. La Administración de la Diputación Regional de Cantabria observará en su actuación 
los siguientes principios: 
 
a) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados. 
 
b) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 
 
c) Planificación de las actividades, gestión por objetivos y control de resultados. 
 
d) Responsabilidad por la gestión pública. 
 
e) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades 
materiales de gestión. 
 
f) Servicio efectivo a los ciudadanos. 
 
g) Transparencia de la actuación administrativa, con las solas excepciones autorizadas por 
la Ley. 
 
h) Cooperación y coordinación dentro de ella y con las demás Administraciones públicas. 
 
i) Obligación de resolver. 
 

Artículo 61. Desarrollo del principio de servicio a los ciudadanos. 
 
1. La actuación de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria debe asegurar 
a los ciudadanos: 
 
a) La efectividad, en su ámbito de actuación, de los derechos de los ciudadanos en su 
relación general con la misma y de los derechos establecidos en la legislación reguladora 
de los procedimientos. 
 
b) La continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas de acuerdo 
con las políticas fijadas por el Consejo de Gobierno y teniendo en cuenta los recursos 
disponibles, determinando al respecto las  prestaciones que proporcionan los servicios 
regionales, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad. 
 
2. La Administración de la Diputación Regional de Cantabria desarrollará su actividad y 
organizará las dependencias administrativas de manera que los ciudadanos: 
 
a) Puedan resolver sus asuntos y ser auxiliados en la redacción formal de documentos 
administrativos. 
 



b) Puedan recibir información de interés general por medios telefónicos, informáticos y 
telemáticos. 
 
c) Puedan presentar reclamaciones sin el carácter de recursos administrativos, sobre el 
funcionamiento de las dependencias administrativas. 
 
3. Todas las Consejerías mantendrán permanentemente actualizadas, y a disposición de 
los ciudadanos en las oficinas de información y registro correspondientes, el esquema de 
su organización y el de los organismos públicos dependientes, la guía de información 
general al administrado y la de expedientes administrativos aplicables en el ámbito de la 
Diputación Regional de Cantabria. 
 

Artículo 62. Registros. 
 
1. Para la debida constancia de cuantos escritos y comunicaciones oficiales se reciban o 
expidan por los distintos órganos y centros, la Administración regional llevará un Registro 
General, adscrito a la Consejería de Presidencia, y Registros Auxiliares del anterior, 
dependientes de la Secretaría General de cada Consejería. 
 
El Consejo de Presidencia podrá autorizar Registros delegados de los Auxiliares citados, 
en los términos que reglamentariamente se establezcan. 
 
El sistema de Registros, así como el seguimiento de documentos y expedientes, se 
regulará reglamentariamente. La Consejería de Presidencia hará pública y mantendrá 
actualizada la relación de oficinas de Registro propias o concertadas, y su horario de 
funcionamiento. 
 
Toda instancia o escrito dirigido a cualquier órgano de la Administración regional podrá 
presentarse: 
 
a) En el Registro General adscrito a la Consejería de Presidencia. 
 
b) En los Registros Auxiliares del anterior. 
 
c) En los Registros delegados de los Auxiliares. 
 
d) En los Registros de cualquier órgano de la Administración General del Estado, de 
cualquier Administración de las Comunidades Autónomas o de alguna de las entidades 
que integran la Administración local, si en este último caso, se hubiera suscrito el oportuno 
convenio, en los términos del apartado 2 del presente artículo. 
 
e) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca. 
 
f) En las representaciones diplomáticas y oficinas consulares de España en el extranjero. 
 
g) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. 
 
2. Mediante convenio con los Ayuntamientos, éstos podrán actuar como centro de 
recepción de documentos dirigidos a la Administración regional en las condiciones que se 
establezcan. 
 
3. Respecto de las comunicaciones y escritos que, dirigidos a la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria, se entreguen en los Registros de otras 
Administraciones públicas, los plazos para resolver comenzarán a computarse a partir de 
la fecha de recepción en el Registro General de la Administración regional. 
 

Artículo 63. Derecho de acceso a los archivos y registros. 
 



1. El derecho de los ciudadanos al acceso a los archivos y registros de la Administración 
de la Diputación Regional de Cantabria se acomodará a lo dispuesto en la legislación 
básica aplicable, requiriendo autorización expresa cuando se trate de documentos 
concretos. 
 
2. La citada autorización corresponde al titular de la Secretaría General o de la Dirección 
General a la que se encuentre adscrito el archivo o registro. 
 
3. Corresponde, asimismo, al titular de la Secretaría General competente por razón de la 
materia, previa solicitud por escrito, la expedición de certificaciones de los documentos en 
los casos que proceda. 
 
Las certificaciones serán selladas al margen, previamente, por el titular de la estructura 
administrativa a que corresponda. 
 

SECCION 2ª RÉGIMEN DE LAS DISPOSICIONES Y RESOLUCIONES 
ADMINISTRATIVAS 

 
Artículo 64. Orden jerárquico de las disposiciones administrativas. 
 
Las disposiciones administrativas de carácter general se ajustarán a la siguiente jerarquía 
normativa: 
 
1. Decretos. 
 
2. Ordenes de los Consejeros. 
 
3. Disposiciones de autoridades y órganos inferiores, según el orden de su respectiva 
jerarquía. 
 

Artículo 65. Decretos. 
 
1. Adoptarán la forma de Decreto: 
 
a) Las disposiciones de carácter general del Presidente de la Diputación Regional, 
dictadas en el ejercicio de las facultades que le atribuyen el Estatuto de Autonomía para 
Cantabria y la Leyes. 
 
b) Las disposiciones de carácter general del Consejo de Gobierno sobre materias no 
comprendidas en el artículo 9.1 del Estatuto de Autonomía para Cantabria y sobre aquellas 
en que lo exija alguna disposición legal. 
 
2. Las disposiciones de carácter general que apruebe el Consejo de Gobierno y que 
adoptan la forma de Decreto serán firmadas por el Presidente del Consejo de Gobierno y 
el Consejero a quien corresponda. Si afectaran a varias Consejerías, será Consejero 
competente para su firma el de Presidencia o quien actúe como Secretario del Consejo de 
Gobierno. 
 

Artículo 66. Ordenes. 
 
Adoptarán la forma de Ordenes las disposiciones de los Consejeros, e irán firmadas por el 
titular del Departamento. 
 

Artículo 67. Resoluciones. 
 



1. Adoptarán la forma de Resoluciones los actos administrativos de carácter particular, los 
que decidan cuestiones planteadas por los interesados y todos los que resuelvan 
expedientes administrativo, recursos y reclamaciones. 
 
2. Las Resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo 
establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas tengan igual o 
superior rango a éstas. 
 
3. Las Resoluciones y acuerdos que dicte y adopte la Administración regional, bien de 
oficio o a instancia del interesado se producirán por el órgano competente ajustándose al 
procedimiento establecido. 
 
4. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será 
determinado y adecuado a los fines de aquéllos. 
 

Artículo 68. Principios de jerarquía y competencia. 
 
La Administración de la Diputación Regional de Cantabria no podrá dictar disposiciones 
contrarias a la Constitución, al Estatuto de Autonomía, a las Leyes, ni regular, salvo 
autorización expresa de una Ley, aquellas materias que sean de la exclusiva competencia 
de la Asamblea Regional. 
 
Ninguna disposición administrativa podrá vulnerar los preceptos de otra de grado superior. 
 

Artículo 69. Publicación y entrada en vigor. 
 
Para que produzcan efectos jurídicos, los Decretos y demás disposiciones administrativas 
de carácter general habrán de publicarse en el «Boletín Oficial de Cantabria» y entrarán en 
vigor conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Civil. 
 

Artículo 70. Prohibiciones. 
 
Los Reglamentos y demás disposiciones administrativas de carácter general no podrán 
establecer penas ni imponer exacciones, tasas parafiscales o multas, salvo en los casos 
expresamente autorizados por la Ley. 
 

Artículo 71. Nulidad de pleno derecho. 
 
Serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que infrinjan lo establecido 
en los artículos anteriores. 
 

SECCION 3ª PRINCIPIOS GENERALES DE LOS ANTEPROYECTOS DE LEY Y 
DE LOS PROYECTOS DE DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 72.  Anteproyectos de Ley. 
 
1. Los anteproyectos de Ley presentados ante el Consejo de Gobierno de Cantabria irán 
acompañados de una Exposición de Motivos que exprese los que hubieren dado origen a 
su elaboración así como los fines perseguidos por la misma. Se incluirá también, cuando 
proceda, la relación de disposiciones que queden total o parcialmente derogadas. 
 
2. Los anteproyectos de Ley se iniciarán por el centro directivo correspondiente con los 
estudios e informes técnicos, jurídicos y económicos que garanticen la legalidad y 
oportunidad de aquéllas. Dichos anteproyectos serán remitidos al Secretario general de la 
Consejería correspondiente y a los distintos Consejeros, al menos, con diez días de 



antelación a la reunión del Consejo de Gobierno, salvo casos de urgencia apreciada por el 
Presidente. 
 
3. Estos anteproyectos, con su expediente completo, serán informados por la Dirección 
Jurídica y demás órganos consultivos cuyo dictamen tenga carácter preceptivo conforme a 
las normas vigentes. 
 

Artículo 73. Disposiciones generales. 
 
1. Los proyectos de disposiciones generales que deban ser sometidos a la aprobación del 
Consejo de Gobierno, contendrán la documentación y seguirán la tramitación del artículo 
anterior, si bien se dará traslado a los Secretarios generales de las demás Consejerías 
para que formulen observaciones con carácter previo a su informe por la Dirección Jurídica 
y demás órganos consultivos cuyo dictamen sea preceptivo. 
 
2. Los proyectos de disposiciones generales, cuando la Ley lo disponga o así lo acuerden 
el Consejo de Gobierno o Consejero correspondiente, se someterán a información pública. 
El anuncio de exposición se publicará en el «Boletín Oficial de Cantabria», indicando el 
lugar de exhibición y el plazo, que no podrá ser inferior a diez días. 
 

SECCION 4ª DE LOS RECURSOS, RECLAMACIONES Y ACTOS 
ADMINISTRATIVOS 

 
Artículo 74. Recursos. 
 
En materia de recursos administrativos contra actos y resoluciones de la Administración 
regional rigen las reglas del capítulo II, Título VII, de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con las 
especialidades siguientes: 
 
1. Ponen fin a la vía administrativa: 
 
a) Todos los actos y las resoluciones dictadas por el Presidente de la Diputación Regional 
y por el Consejo de Gobierno. 
 
b) Los actos de los Consejeros y de los demás órganos cuando resuelvan los recursos 
ordinarios. 
 
2. Contra los actos y las resoluciones emanadas directamente de los Consejeros podrá 
interponerse recurso administrativo ordinario ante el Consejo de Gobierno. 
 
3. Contra los actos y resoluciones dictados por los órganos administrativos inferiores 
procederá el recurso administrativo ordinario ante el Consejero del Departamento 
correspondiente. 
 
4. Los actos y las resoluciones emanados de órganos colegiados, excepto los del Consejo 
de Gobierno, se considerarán a efectos de los recursos oportunos, como dictados por su 
Presidente. 
 
5. Contra los actos y resoluciones emanados de los Tribunales y órganos de selección del 
personal al servicio de la Diputación Regional procederá el recurso administrativo ordinario 
ante la autoridad u órgano que haya nombrado al Presidente de los mismos. 
 
6. Contra los actos y resoluciones que agotan la vía administrativa cabe interponer recurso 
contencioso-administrativo en la forma prevista en la Ley de dicha jurisdicción. 
 
7. La interposición de los recursos contencioso administrativos requerirá comunicación 
previa al órgano que dictó el acto impugnado. 
 



Artículo 75. Reclamaciones previas. 
 
En materia de reclamaciones previas a la vía judicial rige lo dispuesto en el Título VIII de la 
Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, con las precisiones siguientes: 
 
a) Las reclamaciones administrativas previas al ejercicio de la acciones civiles y laborales 
se interpondrán siempre ante el Consejero que, por razón de la materia objeto de la 
reclamación, sea competente. 
 
b) Las reclamaciones se entenderán desestimadas cuando no hayan sido resueltas 
expresamente en el plazo de tres meses, las civiles, y en el plazo de un mes, las laborales. 
 

Artículo 76. Ejecución de los actos administrativos. 
 
En esta materia son de aplicación los preceptos del capítulo V del Título VI de la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, con la precisión siguiente: 
 
El procedimiento para la ejecución forzosa se llevará a efecto por la Consejería 
competente por razón de la materia objeto del acto o, en su caso, por los órganos que 
tengan atribuida esta competencia por razón de la especialidad del procedimiento. 
 

SECCION 5ª REVISIÓN DE ACTOS EN VÍA ADMINISTRATIVA 
 

Artículo 77. Revisión de oficio de los actos nulos y anulables. 
 
1. Serán aplicables los preceptos del capítulo primero del Título VII de la Ley 30/1992, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
 
2. La declaración previa de lesividad para los actos anulables se adoptará siempre por el 
Consejo de Gobierno. 
 
3. Los procedimientos serán iniciados a instancias del órgano que dictó el acto o a solicitud 
del interesado y serán siempre resueltos por el Consejo de Gobierno, cuya facultad no 
podrá ser delegada. 
 

SECCION 6ª SOLICITUDES 
 

Artículo 78. Solicitudes dirigidas a la Administración. 
 
1. Toda persona, natural o jurídica, podrá dirigir solicitudes a las autoridades y organismos 
de la Administración regional en materia de su competencia. 
 
2. Las citadas autoridades y organismos están obligados a resolver las solicitudes que se 
les dirijan por la personas directamente interesadas o a declarar, en su caso, los motivos 
de no hacerlo. 
 

TÍTULO VII 
 

Del ejercicio de la potestad sancionadora 
 

Artículo 79. Principios generales. 
 



El ejercicio por la Administración de la Diputación Regional de Cantabria de la potestad 
sancionadora, se ajustará a los principios y procedimientos regulados en el Título IX de la 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, sin perjuicio del desarrollo reglamentario y de las especialidades 
que puedan preverse en normas específicas. 
 

TÍTULO VIII 
 

Responsabilidad patrimonial 
 

Artículo 80. Regulación de la responsabilidad patrimonial. 
 
En materia de responsabilidad patrimonial de la Administración de la Diputación Regional 
de Cantabria y de sus organismos públicos, autoridades y funcionarios, regirá lo dispuesto 
en el Título X de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y en sus disposiciones de desarrollo. 
 

Artículo 81. Tramitación y resolución. 
 
1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial se tramitarán en base a lo dispuesto 
en la normativa estatal, con las especialidades derivadas de la organización de la 
Administración de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
2. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial serán resueltos por el Consejero 
respectivo hasta el límite establecido para la contratación, por el Consejo de Gobierno en 
los demás casos o cuando expresamente se disponga por Ley. En los organismos públicos 
la reclamación se resolverá por los órganos a quien corresponda según la norma de 
creación de las mismas. 
 

TÍTULO IX 
 

De la contratación 
 

Artículo 82. Legislación aplicable. 
 
Los contratos que celebren la Diputación Regional de Cantabria y los organismos públicos 
dependientes de ella se regirán por lo dispuesto en la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de 
Contratos de las Administraciones Públicas, por las demás normas básicas del Estado 
vigentes en cada momento y por lo dispuesto en los artículos siguientes y en sus normas 
de desarrollo. 
 

Artículo 83. Órganos de contratación. 
 
1. Los Consejeros son los órganos ordinarios de contratación de la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria, sin perjuicio de las facultades que en esta materia tiene 
atribuidas el Consejo de Gobierno, y están facultados para celebrar en su nombre los 
contratos en el ámbito de su competencia. 
 
2. La Ley de creación de los organismos públicos determinará los órganos de contratación 
de sus respectivos entes, pudiendo fijar los titulares de las Consejerías a que se hallen 
adscritos la cuantía a partir de la cual será necesaria su autorización para la celebración de 
los contratos. 
 

Artículo 84. Autorización del Consejo de Gobierno. 
 



1. Será necesaria la autorización del Consejo de Gobierno, para la celebración de los 
contratos, en los siguientes supuestos: 
 
a) Cuando el presupuesto fuera indeterminado o igual o superior a la cantidad que se fije 
en las Leyes de Presupuestos de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
b) En los contratos que tengan un plazo de ejecución superior a un año y hayan de 
comprometerse fondos de futuros ejercicios económicos. 
 
2. En los contratos que, de acuerdo con lo previsto en los párrafos anteriores, requieran la 
autorización del Consejo de Gobierno, ésta se producirá con carácter previo a la 
aprobación del expediente de contratación que, al igual que la aprobación del gasto, 
corresponderá al órgano de contratación. 
 
3. El Consejo de Gobierno podrá reclamar discrecionalmente el conocimiento y 
autorización de cualquier otro contrato. Igualmente, el órgano de contratación podrá elevar 
un contrato no comprendido en los supuestos precedentes a la consideración del Consejo 
de Gobierno. 
 
4. Cuando el Consejo de Gobierno autorice la celebración del contrato deberá autorizar 
igualmente su modificación, prórroga, suspensión y resolución. 
 
5. Las facultades de contratación podrán ser objeto de desconcentración mediante Decreto 
aprobado en Consejo de Gobierno. 
 

Artículo 85. Aprobación de pliegos. 
 
1. Corresponde al Consejo de Gobierno, previo informe de la Dirección Jurídica, de la 
Junta Consultiva de Contratación de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria y del Consejo de Estado u órgano autonómico equivalente, por este orden, la 
aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas generales. 
 
2. Asimismo le corresponde, previo informe de la Dirección Jurídica y de la Junta 
Consultiva de Contratación de la Diputación Regional de Cantabria, la aprobación de los 
pliegos de prescripciones técnicas generales, los de cláusulas administrativas particulares 
en los que se proponga la inclusión de estipulaciones contrarias a las previstas en 
aquéllos, así como la aprobación de modelos tipo de pliegos de cláusulas administrativas 
particulares, y de contratos tipo de general aplicación a los contratos de naturaleza 
análoga. 
 
3. Corresponde a los Consejeros, previo informe de la unidad de asesoramiento jurídico de 
su Consejería respectiva o, en su defecto, de la Dirección Jurídica, la aprobación de los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares que hayan de servir de base a cada 
contrato, salvo que se utilicen modelos tipo en cuyo caso no será necesario informe 
jurídico. 
 
4. Corresponde a los Consejeros aprobar los proyectos técnicos y los pliegos de 
prescripciones técnicas particulares. 
 
5. Los organismos dotados de personalidad jurídica propia sometidos al derecho público 
ejercerán las competencias a que se refieren los apartados precedentes, de conformidad 
con su normativa reguladora. 
 

Artículo 86. Competencias procedimentales. 
 
1. Corresponde a la Consejería competente por razón de la materia, a través del órgano 
que tenga asignada la función, las actuaciones administrativas preparatorias del contrato, 
la ejecución del mismo, su seguimiento y control. 
 



2. Corresponde a la Consejería de la Presidencia, a través de los órganos que tengan 
asignada la función, la tramitación de los expedientes de contratación y las actuaciones 
correspondientes a la adjudicación, formalización, suspensión, modificación y extinción de 
los contratos. 
 

Artículo 87. Contratos menores. 
 
1. Quedan exceptuados de lo previsto en el artículo anterior los denominados contratos 
menores, definidos así por su cuantía, que será la que establezca el Consejo de Gobierno, 
dentro siempre de los límites máximos que fije la legislación estatal sobre contratación 
pública. La tramitación del expediente corresponderá a los Secretarios generales de las 
distintas Consejerías que tengan competencia por razón de la materia. 
 
2. Los contratos menores serán publicados en el «Boletín Oficial de Cantabria» con una 
periodicidad trimestral. 
 

Artículo 88. Mesa de Contratación. 
 
Existirá una única Mesa de Contratación, integrada por un Presidente, que será el titular de 
la Consejería de Presidencia, o persona de su departamento en quien delegue; un Director 
general, o persona en quien delegue de la Consejería a que el contrato se refiera; un 
Letrado de la Dirección Jurídica de la Consejería de Presidencia; el Interventor general o 
su delegado y el Jefe de la unidad de contratación, que actuará como Secretario. 
 

Artículo 89. Garantías. 
 
1. La prestación de garantías por los licitadores y adjudicatarios de los contratos se 
realizará en las formas previstas en la legislación de contratos de las Administraciones 
públicas y se constituirán en la Tesorería General a disposición de la Diputación Regional 
de Cantabria. 
 
2. Por resolución del Consejero de Presidencia se autorizará la devolución de las garantías 
cuando legalmente proceda. 
 

Artículo 90. Formalización de contratos. 
 
El Consejero de Presidencia es el órgano facultado para formalizar los contratos que 
corresponda autorizar al Consejo de Gobierno. 
 

Artículo 91. Registro público de contratos. 
 
La Consejería de Presidencia llevará un registro público de los contratos que celebre la 
Administración autonómica y dará cuenta de los contratos celebrados, de sus 
modificaciones, prórrogas o variaciones de plazo y de su extinción en los plazos y forma 
determinados en la legislación contractual de las Administraciones públicas, al Tribunal de 
Cuentas y a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía 
y Hacienda. 
 

Artículo 92. Bienes y servicios centralizados. 
 
El Consejo de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria podrá declarar la 
adquisición centralizada de mobiliario, material y equipos de oficina, vestuario, de equipos 
o sistemas para el tratamiento de la información y otros bienes, así como la contratación 
centralizada de servicios. La Consejería de Presidencia celebrará los concursos para la 
determinación del tipo de los bienes de adquisición centralizada. El Consejero de 



Presidencia será el órgano competente para la aprobación y adjudicación de los contratos 
en la forma prevista por la legislación básica estatal. 
 
Asimismo, la prestación de servicios podrá llevarse a cabo por la propia Administración con 
la colaboración de empresas. 
 

Artículo 93. Prerrogativas de la Administración. 
 
1. Corresponde al órgano de contratación dentro de los límites y con sujeción a los 
requisitos y efectos señalados en la  presente Ley y en la legislación de Contratos de las 
Administraciones públicas, ostentar la prerrogativa de interpretar los contratos 
administrativos, resolver las dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlos por razones 
de interés público, acordar su resolución y determinar los efectos de ésta. 
 
2. Los acuerdos correspondientes pondrán fin a la vía administrativa y serán 
inmediatamente ejecutivos. 
 
3. En el correspondiente expediente se dará audiencia al contratista. 
 
4. Los acuerdos a que se refiere el apartado anterior deberán ser adoptados previo informe 
de la unidad de asesoramiento jurídico correspondiente de cada Consejería o, en su 
defecto, de la Dirección Jurídica. 
 
5. No obstante lo anterior, será preceptivo el informe del Consejo de Estado u órgano 
autonómico equivalente, en los casos previstos en la legislación de contratos de las 
Administraciones públicas. 
 

Artículo 94. Junta Consultiva de Contratación Administrativa. 
 
La Junta Consultiva de Contratación de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria, adscrita a la Consejería de Presidencia, es el órgano consultivo específico de la 
Administración de la Diputación Regional, de sus organismos autónomos y demás 
entidades de derecho público regionales en materia de contratación administrativa. 
 

Disposición adicional primera. Informatización del Registro. 
 
La incorporación a soporte informático de los Registros, a que se refiere el artículo 59 de 
esta Ley, será efectiva en la forma y plazos que determine el Consejo de Gobierno de la 
Diputación Regional de Cantabria. 
 

Disposición adicional segunda. «Boletín Oficial de Cantabria» 
 
El «Boletín Oficial de Cantabria» será el medio oficial de publicación de las disposiciones 
generales y actos administrativos de la Diputación Regional de Cantabria, así como de la 
normativa que proceda publicar en el ámbito de la Comunidad Autónoma. 
 

Disposición adicional tercera. Adecuación de procedimientos. 
 
En el plazo de dieciocho meses, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se llevará a 
efecto la adecuación a la misma de las normas reguladoras de los distintos procedimientos 
administrativos de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria, con 
específica mención de los efectos estimatorios o desestimatorios que la falta de resolución 
expresa produzca. 
 

Disposición adicional cuarta. Procedimientos administrativos en materia tributaria. 



1. Los procedimientos administrativos en materia tributaria y, en particular, los 
procedimientos de gestión, liquidación, comprobación, investigación y recaudación de los 
diferentes tributos se regirán por su normativa específica y, subsidiariamente, por las 
disposiciones de esta Ley. 
 
2. La revisión de actos en vía administrativa, en materia tributaria, se ajustará a lo 
dispuesto en los artículos 153 a 171 de la Ley General Tributaria y disposiciones dictadas 
en desarrollo y aplicación de la misma. 
 

Disposición transitoria única. Retribuciones de los Secretarios generales y 
Directores generales. 
 
1. Los Secretarios generales y Directores generales percibirán, hasta la promulgación de 
una nueva Ley de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria, las 
retribuciones que la del presente ejercicio fija para los Secretarios generales técnicos y 
Directores regionales. 
 
2. En el caso de que a partir de la entrada en vigor de esta Ley, sean nombrados 
Secretarios generales o Directores generales, que no ostenten la condición de funcionario 
públicos, y hasta que se promulgue una nueva Ley de Presupuestos, sus retribuciones 
básicas serán las que la vigente fija para los funcionarios del grupo A, y las 
complementarias las establecidas para los Secretarios generales técnicos y Directores 
regionales. 
 

Disposición derogatoria única. Normas derogadas 
 
1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango que contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 
 
2. Queda derogada expresamente la siguiente disposición: 
 
La Ley 3/1984, de 26 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de 
la Diputación Regional de Cantabria. 
 

Disposición final primera. Normas de desarrollo. 
 
Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar cuantas disposiciones reglamentarias sean 
necesarias para el desarrollo de esta Ley. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
 

La presente Ley se publicará en el "Boletín Oficial del Estado" y «Boletín Oficial de Cantabria», 
y entrará en vigor a los treinta días de su publicación en este último. 
 

Palacio de la Diputación, Santander, 28 de abril de 1997. 
 



LEY 3/1997, DE 26 DE MAYO, DE CREACIÓN DEL CONSEJO DE LA 
MUJER DE CANTABRIA  
 

(BOC nº 108, de 30 de mayo de 1997) 
 

(BOE nº 162, de 8 de julio de 1997) 
 

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Creación del Consejo de la Mujer de Cantabria,.: 
 

PREÁMBULO 
 

El artículo 5.2 del Estatuto de Autonomía para Cantabria, en relación con lo dispuesto en el 
artículo 9.2 de la Constitución Española, establece que a la Diputación Regional de 
Cantabria le corresponde, en el ámbito de sus competencias, promover las condiciones 
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos que se integran sean reales 
y efectivos; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 
 
La aplicación de políticas específicas de igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres por los gobiernos hace imprescindible la creación de organismos que tengan 
como objetivo ser interlocutores de las mujeres, a través de sus asociaciones, para el 
desarrollo de estas políticas, además de fomentar el asociacionismo entre éstas para la 
defensa de sus intereses. 
 
La creación del Consejo de la Mujer de Cantabria supone el reconocimiento del papel 
esencial que las organizaciones de mujeres desempeñan en el acercamiento a una 
sociedad más justa e igualitaria para hombres y mujeres. 
 

CAPÍTULO I 
 

Disposiciones generales 
 

Artículo 1. Naturaleza y fines. 
 
1. Se constituye el Consejo de la Mujer de Cantabria como entidad de derecho público, con 
personalidad jurídica propia y con la plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, 
que se regirá por la presente Ley y normas que la desarrollen. 
 
2. Los fines del Consejo de la Mujer de Cantabria son: 
 
a) Ofrecer un cauce de libre adhesión para propiciar la participación de las mujeres a 
través de las asociaciones, federaciones de mujeres y entidades en el desarrollo político, 
social, económico y cultural de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
b) Difundir los valores de la igualdad entre las personas sin discriminación por razón de 
sexo y defender los derechos e intereses de las mujeres. 
 
c) Fomentar el asociacionismo entre las mujeres, promoviendo la integración de los grupos 
y asociaciones de mujeres de Cantabria. 
 
d) Ser interlocutor válido ante la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
en lo referente a la problemática de las mujeres. 
 



e) Potenciar el bienestar social y la calidad de vida de las mujeres, realizando los estudios 
y proponiendo las medidas políticas necesarias a los órganos de la Administración 
Regional, al objeto de potenciar y mejorar la participación de las mujeres en el desarrollo 
político, social, laboral, económico y cultural. 
 

Artículo 2. Funciones. 
 
Para el cumplimiento de los fines señalados en el artículo anterior, corresponde al Consejo 
de la Mujer desarrollar las siguientes funciones: 
 
a) Promover medidas y formular sugerencias a la Administración, mediante la realización 
de estudios, emisión de informes u otros medios, por propia iniciativa o cuando le sea 
solicitada. 
 
b) Ser escuchado antes de la aprobación de las líneas de actuación generales y prioritarias 
concretadas en la política presupuestaria y antes de la elaboración y aprobación de los 
planes de igualdad. 
 
c) Participar en los Consejos y órganos consultivos que la Administración regional 
establezca para el tratamiento de temas relacionados con las mujeres. 
 
d) Fomentar la comunicación, relación e intercambio entre organizaciones de mujeres y los 
distintos entes territoriales que tengan como fin la participación y representación de las 
mujeres. 
 
e) Estimular la creación de Consejos Locales y Comarcales de la Mujer en la región y 
potenciar la relación con los Consejos de la Mujer de otras Comunidades Autónomas. 
 
f) Recoger y canalizar las iniciativas y sugerencias que se le dirijan por personas y 
colectivos no representados en el Consejo. 
 
g) Recoger y canalizar a los órganos competentes cuantas denuncias de conductas 
discriminatorias, debidamente fundamentadas, lleguen al conocimiento del Consejo, 
siempre que éstas violen el principio de igualdad o denigren a las mujeres, de la forma que 
reglamentariamente se determine. Asimismo, el Consejo podrá denunciar por iniciativa 
propia cualquiera de los actos antes mencionados. 
 
h) Proponer a los poderes públicos la adopción de medidas relacionadas con los fines que 
le son propios a este Consejo e instar a aquéllos a que garanticen el cumplimiento de los 
derechos en todos los ámbitos. 
 
i) Recabar de la Administración regional la información necesaria para el cumplimiento de 
sus fines. 
 
j) Ser informado antes de la concesión de subvenciones a organizaciones sin ánimo de 
lucro, dentro de las partidas establecidas para fomentar el asociacionismo de mujeres. 
 
k) Cualesquiera otras funciones relacionadas con las mujeres que pudieran 
encomendársele. 
 

Artículo 3. Composición. 
 
1. Podrán ser componentes de pleno derecho del Consejo de la Mujer de Cantabria: 
 
a) Las asociaciones de mujeres o federaciones constituidas por éstas, cuyo ámbito de 
actuación esté dentro de la Comunidad Autónoma de Cantabria, siempre que cumplan las 
siguientes condiciones: 
 
1ª Estar debidamente constituidas e inscritas en el Registro de Asociaciones. 



2ª Desarrollar actividades en defensa de la igualdad de derechos y oportunidades de las 
mujeres. 
 
3ª No perseguir fines lucrativos. 
 
4ª Contar con una estructura interna y un régimen de funcionamiento democrático, en el 
marco del ordenamiento legal vigente. 
 
5ª Poseer y acreditar un número mínimo de 50 afiliadas. 
 
b) Las secciones de mujeres de las demás asociaciones de carácter social legalmente 
constituidas que cumplan las siguientes condiciones: 
 
1ª Que constituyan una entidad diferenciada de la asociación correspondiente, con plena 
autonomía funcional en todo lo que afecte al estudio, información, programación y 
dirección de actividades de mujeres. 
 
2ª Que la representación de estas secciones de mujeres corresponda a órganos de propios 
con capacidad de relación y representación ante terceros en temas de su específica 
competencia. 
 
3ª Que cumplan las condiciones 2ª, 3ª, 4ª y 5ª del apartado a). 
 
c) Las secciones de la mujer de los sindicatos más representativos. 
 
2. El Consejo de la Mujer de Cantabria podrá admitir miembros observadores cuyos 
derechos y deberes se regularán reglamentariamente. 
 

Artículo 4. Incorporación al Consejo. 
 
1. Las organizaciones y entidades a las que se refiere el artículo anterior podrán formar 
parte del Consejo de la Mujer de Cantabria, previa solicitud por escrito dirigida a la 
Comisión Permanente, en la que se incluirán los documentos necesarios que 
reglamentariamente se determinen para alcanzar la condición de miembro. 
 
2. La incorporación de una federación al Consejo de la Mujer de Cantabria excluye la de 
sus componentes por separado. 
 

Artículo 5. Cese en el Consejo. 
 
1. Dejarán de formar parte del Consejo de la Mujer de Cantabria las organizaciones en que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 
a) Que así lo decidan voluntariamente. 
 
b) Que dejen de cumplir los requisitos del artículo 3. 
 
c) Que tengan conductas o actividades contrarias a los principios y objetivos del Consejo, 
apreciadas por la mayoría de dos tercios de la Asamblea General. 
 
2. El procedimiento y las consecuencias de los ceses se regularán en el Reglamento 
Interno del Consejo, siendo competencia de la Asamblea General su aprobación. 
 
3. El cese como miembro del Consejo no impide la posible reincorporación al mismo, una 
vez desaparecidas, en su caso, las causas que lo motivaron. 
 



CAPÍTULO II 
 

De los Órganos del Consejo de la Mujer 
 

Artículo 6. Órganos del Consejo. 
 
El Consejo constará de los siguientes órganos: 
 
a) Asamblea General. 
 
b) Comisión Permanente. 
 
c) Comisiones de Trabajo. 
 

Artículo 7. Composición de la Asamblea General. 
 
1. La Asamblea General es el órgano supremo del Consejo y estará constituida por los 
miembros de  éste que no tengan el carácter de observadores a que se refiere el artículo 
3.2. El criterio para la composición de las delegaciones que correspondan a cada una de 
las organizaciones recogidas en los apartados a), b) y c) del artículo 3.1 de esta Ley se 
fijará reglamentariamente. 
 
2. Las asociaciones, federaciones o entidades acreditarán ante la Secretaría de la 
Comisión Permanente a las delegadas que concurran en su representación y que hayan 
sido elegidas o nombradas a tal efecto, según el procedimiento que establezcan sus 
propios estatutos. 
 
3. Cada delegada contará con un voto, que tendrá carácter indelegable. 
 

Artículo 8. Funciones de la Asamblea. 
 
Son atribuciones de la Asamblea General: 
 
a) Aprobar las líneas generales de actuación del Consejo. 
 
b) Discutir y, en su caso, aprobar los informes presentados por la Comisión Permanente y 
las Comisiones de Trabajo. 
 
c) Aprobar el anteproyecto de presupuestos anuales del Consejo de la Mujer de Cantabria. 
Asimismo, se someterá a la aprobación o censura de la Asamblea un dictamen sobre la 
ejecución del presupuesto del ejercicio anterior. 
 
d) Aprobar, si procede, la gestión de la Comisión Permanente. 
 
e) Aprobar el Reglamento Interno y demás normas de funcionamiento del Consejo, así 
como sus modificaciones. 
 
f) Aprobar la solicitud de incorporación de nuevas asociaciones o federaciones, así como 
su expulsión, de la manera que reglamentariamente se determine. 
 
g) Crear las Comisiones de Trabajo que estime necesarias. 
 
h) Elegir y cesar a la Presidenta del Consejo y a las integrantes de la Comisión 
Permanente. 
 

Artículo 9. Sesiones de la Asamblea General. 
 
1. La Asamblea General se reunirá en sesión ordinaria una vez al año. 



2. La Asamblea General se reunirá en sesión extraordinaria cuando lo solicite un tercio de 
los componentes del Consejo o la Comisión Permanente. 
 
3. En todo caso, las sesiones serán convocadas por la Presidencia, con un mínimo de 
veinte días de antelación mediante escrito al que se adjuntará el orden del día. 
 

Artículo 10. Composición y elección de la Comisión Permanente. 
 
1. La Comisión Permanente estará compuesta por nueve mujeres: Presidenta, dos 
Vicepresidentas, Secretaria, Tesorera y cuatro Vocales, que se elegirán en la forma que se 
indique en el Reglamento Interno. 
 
2. Una vez realizada la elección de la Comisión Permanente, se elevará el acta de la 
misma a la Consejería de Presidencia a efectos de que se ponga en conocimiento del 
Consejo de Gobierno las designaciones efectuadas, ordenándose su publicación en el 
«Boletín Oficial de Cantabria». 
 

Artículo 11. Atribuciones de la Comisión Permanente. 
 
1. La Comisión Permanente es el máximo órgano entre Asambleas Generales. 
 
2. La Comisión Permanente es el órgano encargado de coordinar todas las actividades del 
Consejo y asumir la dirección del mismo cuando la Asamblea no esté reunida. 
 
3. Son atribuciones de la Comisión Permanente: 
 
a) Presentar a la Asamblea General el informe anual, elaborar el anteproyecto de 
presupuestos del Consejo y rendir cuentas anuales de la ejecución de los presupuestos. 
 
b) Emitir los informes que le solicite la Asamblea General, y proponer a la misma cuantas 
medidas y resoluciones estime convenientes. 
 
c) Coordinar las Comisiones de Trabajo. 
 
d) Todas aquellas que le fueran atribuidas por la Asamblea General o que no estén 
expresamente atribuidas a otros órganos del Consejo. 
 

Artículo 12. Atribuciones de la Presidenta y demás cargos unipersonales. 
 
1. Son funciones de la Presidenta: 
 
a) Representar al Consejo de la Mujer de Cantabria. 
 
b) Convocar y presidir las Asambleas Generales y las reuniones de la Comisión 
Permanente. 
 
c) Coordinar la tarea de la Comisión Permanente y de las Comisiones de Trabajo. 
 
d) Ejecutar los acuerdos de la Comisión Permanente. 
 
2. Las atribuciones de las demás miembros de la Comisión Permanente se fijarán en el 
Reglamento Interno. 
 

Artículo 13. Las Comisiones de Trabajo. 
 



Las Comisiones de Trabajo son los órganos ordinarios a través de los cuales el Consejo 
cumple sus funciones, sin perjuicio de las atribuciones de la Asamblea y la Comisión 
Permanente. Su denominación, composición y funcionamiento serán determinados 
reglamentariamente. 
 

Artículo 14. Participación de representantes de la Admininistración y de expertos y 
expertas. 
 
1. A las sesiones de la Asamblea General, de la Comisión Permanente y de las 
Comisiones de Trabajo, podrán asistir con voz, pero sin voto, representantes del Gobierno 
y de la Administración regional y de los diferentes grupos parlamentarios representados en 
la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
2. También podrán asistir a las sesiones de aquellos órganos, y a iniciativa de éstos, 
personas expertas en la materia objeto de deliberación, con voz, pero sin voto. 
 
3. El Consejo de la Mujer de Cantabria, para el cumplimiento de sus fines, recibirá 
información de la Administración regional, cuando así lo solicite, sobre temas directamente 
relacionados con la mujer. 
 

CAPÍTULO III 
 

Régimen economico y presupuestario 
 

Artículo 15. Recursos económicos. 
 
El Consejo de la Mujer de Cantabria podrá contar con los siguientes recursos económicos: 
 
a) Las dotaciones específicas que a tal fin figuren en los Presupuestos Generales de la 
Diputación Regional de Cantabria. 
 
b) Las aportaciones de sus miembros. 
 
c) Las subvenciones que, en su caso, pueda recibir. 
 
d) Las donaciones de personas o entidades privadas. 
 
e) Los rendimientos de su patrimonio. 
 
f) Los rendimientos que puedan generar las actividades propias del Consejo. 
 

Artículo 16. Presupuesto y cuentas anuales. 
 
1. El Consejo de la Mujer de Cantabria presentará a través de la Consejería de Presidencia 
el anteproyecto de su presupuesto acompañado de la correspondiente memoria, a efectos 
de su tramitación conforme a la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la 
Diputación Regional de Cantabria. 
 
2. El Consejo de la Mujer rendirá anualmente cuentas de la ejecución de sus presupuestos 
con sujeción a lo dispuesto en esta Ley y en la legislación aplicable en esta materia. 
 

Artículo 17. Control de las subvenciones. 
 
El control de las subvenciones que el Gobierno regional o cualquier otro ente público 
otorguen al Consejo de la Mujer se efectuará de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, y en la 
legislación aplicable. 



Disposición adicional primera. Propuesta de modificación de la Ley. 
 
La Asamblea General del Consejo de la Mujer de Cantabria podrá proponer, a través de la 
Dirección General de la Mujer de la Consejería de Presidencia, la modificación de la 
presente Ley. 
 

Disposición adicional segunda. Recursos. 
 
Los actos administrativos emanados de los órganos del Consejo serán recurribles 
directamente en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley reguladora de dicha 
jurisdicción. 
 

Disposición adicional tercera. Exenciones tributarias. 
 
El Consejo de la Mujer de Cantabria gozará de las exenciones tributarias establecidas o 
que se establezcan en  favor de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

Disposición transitoria primera. Constitución de la Comisión Gestora. 
 
Hasta que no quede constituida la primera Asamblea General y elegida la correspondiente 
Comisión Permanente, las funciones ejecutivas del Consejo de la Mujer de Cantabria 
serán asumidas por una Comisión Gestora que se constituirá mediante Orden de la 
Consejería de Presidencia. Dicha Comisión estará integrada por una representante de 
cada uno de los grupos parlamentarios, designada por éstos, de la Asamblea Regional de 
Cantabria, y de la Dirección General de la Mujer. 
 

Disposición transitoria segunda. Funciones de la Comisión Gestora. 
 
1. La Comisión Gestora elaborará el anteproyecto de sus normas de funcionamiento, las 
cuales serán sometidas a la Comisión Institucional y de Desarrollo Estatutario de la 
Asamblea Regional de Cantabria para su aprobación. 
 
2. La Comisión Gestora acordará la puesta en marcha de los mecanismos necesarios para 
la incorporación al Consejo de los miembros relacionados en el artículo 4 de la presente 
Ley y elaborará el proyecto de Reglamento de Régimen Interno. 
 
Asimismo, acordará el orden del día de la convocatoria de la primera Asamblea General, 
que deberá convocarse en un plazo de cuatro meses desde la aprobación por la Comisión 
Institucional y de Desarrollo Estatutario de la Asamblea Regional de Cantabria de las 
normas reguladoras de su funcionamiento. 
 
3. La Comisión Gestora velará por el cumplimiento de los requisitos y condiciones 
establecidos en esta Ley para el acceso al Consejo de las organizaciones. A tal fin, se 
podrán establecer los mecanismos de comprobación que se estimen convenientes. 
 
4. Una vez constituida la Asamblea General, la Comisión Gestora quedará 
automáticamente disuelta. 
 

Disposición final primera. Normas de desarrollo. 
 
El Gobierno de Cantabria dictará las disposiciones necesarias para el desarrollo y la 
aplicación de la presente Ley. 
 



Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
 
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial de 
Cantabria». 

 
Palacio de la Diputación, Santander, a 26 de mayo de 1997. 

 



LEY 4/1997, DE 7 DE AGOSTO, DE CRÉDITO EXTRAORDINARIO PARA 
FINANCIAR OBRAS DECLARADAS DE EMERGENCIA SEGÚN ACUERDO 
DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE 9 DE DICIEMBRE DE 1996  
 

(BOC nº 166, de 20 de agosto de 1997) 
 

(BOE nº 229, de 24 de septiembre de 1997) 
 

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente: : Ley de Cantabria 4/1997, de 7 de agosto, de Crédito 
Extraordinario para financiar obras declaradas de emergencia según acuerdo del Consejo de 
Gobierno de 9 de diciembre de 1996  
 

PREÁMBULO 
 

Durante el pasado mes de diciembre se han producido en Cantabria fuertes 
precipitaciones tanto de nieve como de lluvia que han ocasionado un gran deterioro de las 
infraestructuras, especialmente hidráulicas, carreteras y caminos, y de Consultorios 
Rurales de competencia autonómica. 
 
Especialmente, las grandes precipitaciones del día 6, han desencadenado un gran número 
de situaciones de naturaleza catastrófica, que han afectado tanto a bienes públicos de 
titularidad autonómica, como estatal, municipal y de particulares. 
 
Esta situación de todos conocida, directamente a través de los medios de comunicación, 
independientemente de la posible declaración de zona catastrófica, obligó a realizar una 
serie de actuaciones de emergencia en diversos puntos. 
 
No existiendo en los Presupuestos de la Diputación Regional de Cantabria para 1997 
crédito adecuado y suficiente para financiar las obras declaradas de emergencia procede 
la aplicación de lo dispuesto en el artículo 39.1 de la Ley de 21 de diciembre de 1984, de 
Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria en lo relativa a crédito extraordinario. 
 

Artículo 1. 
 
Se concede un crédito extraordinario de pesetas 579.164.002, al objeto de financiar: 
 

1) Carreteras regionales: 470.091.273 pesetas. 
 

OBRAS IMPORTE

C-6210, Villaverde Trucíos; hundimiento de firme 
Necesario muro de hormigón 

 
3.962.50- 

S-513, Limpias-Liendo; hundimiento de terraplén. Escollera 2.436.146. 

SV-4021. El Alvareo-Escalante. Pk. 3,5: 2 hundimientos. 
Escollera 

9.282.93-. 

SV-4116, Galizano-Güemes, p.k. 2: hundimiento firme. 
Escollera 

5.488.454. 



SV-5346. Landias-Regules, p.k. 8,2. Muro de hormigón 5.423.113. 

S-521, Carasa-Ampuero: tajea nueva      571.734. 

S-554, Liérganes-San Roque, p.k. 6: muro escollera 1.264.825. 

C-6210, Carranza-Gibaja, p.k. 48: argayo 
S-504, Castro-Guriezo: argayos. 
S-513, Liendo-Limpias: argayos. 

 

1.006.423. 

S-530, Ramales-Arredondo, p.k. 3,0 muro de hormigón. 1.443.623. 

S-511, Guriezo-Ampuero: argayos. 1.453.867. 

S-200, Riocorvo-Virgen de la Peña: 8 argayos. 14.896.22. 

S-564. Entrambasaguas-Vega de Pas: 10 argayos. 19.997.820.- 

S-550, Riaño-Matienzo:Matienzo recuperación de rasante 
y muro escollera. 

18.595.130.- 

S-520, Marrón: recuperación de rasante. 4.350.232.- 

SV-5345, Herada de Soba: muros de escollera. 8.946.464.- 

SV-4111, Vierna: muro de escollera. 2.245.025.- 

SV-5301, Socueva: muro de escollera. 3.720.808.- 

S-411, Meruelo-Villaverde: muro de hormigón. 2.636.398.- 

SV-5346, Landías-Regulez: muro de hormigón. 5.423.113.- 

C-625. Cruce Bárcena Mayor, P.k. 34,3, terraplén. 13.632.559.- 

C-625. Puente Santa Lucía, p.k. 50: escollera. 22.040.558.- 

C-6316, Camping Rodero, p.k. 29 1.547.841.- 

S-482, antes cruce S. Pedro Rudaguera, p.k. 1,6: terraplén, 
escollera. 

1.202.546.- 

C-6314, p.k. 13,3 entre Carmona y Puente Nansa: 
hormigón. p.k. 25,2 Quintanilla-Lamasón y el cruce Puente 
El Arrudo: grieta 

 
14.966.726.- 

S-224, p.k., Rozadío: carriles. 
P.k. 28,8: escollera. 
P.k. 28,9: escollera. 

 

9.050.479.- 

S-233, p.k. 43,7 Puente El Arrudo: escollera. 2.678.960.- 

S-203, Bárcena Mayor a la entrada: desprendimiento 
desmonte. 

3.083,374.- 

S-494, Pechón: desprendimiento desmonte. Cortada. 3.448.637.- 

SV-4846, p.k. 1,6. Desprendimiento de terraplén. Escollera. 3.345.863.- 

SV-2401 Dobres: desprendimiento muro escollera. 4.559.648.- 

S-202, Los Llares, p.k. 1, escollera. 5.024.912.- 

S-6314. Valle de Cabuérniga-Carmona: 3 argayos. 6.734.044.- 

S-212. Treceño-Puente El Arrudo: 12 argayos. 24.721.526.- 



Realce de estribo en Puente sobre el Río Escudo. 4.985.509.- 

S-601, Viérnoles: Socavón, carretera cortada. 20.749.535.- 

S-5618, Aloños: argayos. 
S-580, soto-Santibáñez: piedras. 
SV-5801, Villasevil: argayo. 
SV-6021, La Molina: argayo. 
SV-2013, Collado de Cieza: argayos. 

 

501.954.- 

S-561, Villacarriedo: argayos y árbol. 
SV-5626, Esles-Ruda: argayos y árbol. 
SV-5615, Llerana: argayos. 
S-572, Lunada: argayo. 
S-564, Entrambasmestas: argayos. 
SV-4501, Salcedo: argayos. 
SV-4711, Cuchía: argayos. 
SV-4641, Bóo de Piélagos: argayos. 
SV-464, Mortera: argayos. 
S-452, Peñacastillo: argayos. 

 

1.187.951.- 

SV-5701, Resconorio: argayo, murete de escollera. 1.993.620.- 

SV-5634, Selaya-San Roque (Alto de Caracol): 
hundimiento de terraplén. 

11.050.450.- 

Zona Valle del Nansa. 22.430.468.- 

Zona de Udías. 15.985.620.- 

Zona de Val de San Vicente (Pechón) 31.708.095.- 

Zona Costero Oriental (Meruelo-Güemes-Villaverde, Ajo-
Güemes, El Alvareo-Escalante) 

 
42.150.350.- 

Zona Ampuero. 14.965.196.- 

Zona de Voto. 14.726.571.- 

Zona de Torrelavega. 10.998.027.- 

Zona de Piélagos (Oruña-Vioño). 23.341.272.- 

Zona de Marina de Cudeyo (Rubayo). 24.144.140.- 

2) Planes hidráulicos: 109.072.729 pesetas. 
 

Obras Importe 
Plan Aguanaz 2.088.051 
Plan Alfoz de Lloredo 2.764.019 
Plan Asón 14.439.823 
Plan Castro-Urdiales 8.065.266 
Plan Deva 452.368 
Plan Esles 40.800 
Plan Miera 2.330.534 
Plan Noja 3.234.938 
Plan Pas 43.659.933 



Plan Reinosa 3.164.804 
Plan Santillana 2.133.654 
Plan Valdáliga 26.698.539 

Artículo 2. 
 
Las aplicaciones presupuestarias serán: 
 
04.0.633.4.602/1. Carreteras regionales: 470.091.273 pesetas. 
04.0.633.4.603/1. Planes hidráulicos: 109.072.729 pesetas. 
 

Artículo 3. 
 
El crédito extraordinario a que se refiere el artículo 1 se financiará con préstamo: 
 
915 Préstamo a concertar Ley de Crédito Extraordinario: 579.164.002 pesetas. 
 

Disposición adicional única 
 
Sin menoscabo del inmediato abono de las obras contempladas en la Ley, la Diputación 
Regional de Cantabria realizará un estudio sobre las obras públicas realizadas durante los 
últimos diez años en los lugares afectados por las inundaciones para valorar las posibles 
limitaciones técnicas de las infraestructuras construidas y su incidencia en la acentuación 
de los daños producidos. 
 
Asimismo, se incluirá en el citado estudio la investigación sobre la posible existencia de 
duplicidad o ampliación de las inversiones fuera de los ámbitos espaciales afectados por 
las inundaciones, y analizará las relaciones causa-efecto entre las carreteras y las obras 
hidráulicas que se estaban construyendo con las lluvias del 6 de diciembre de 1996, para 
determinar el grado de responsabilidad de éstas en los daños producidos. 
 

Disposición final única 
 
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial de 
Cantabria». 
 

Disposición derogatoria única 
 
Quedan derogadas todas aquellas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan 
o contradigan a lo previsto en la presente Ley. 
 

Palacio de la Diputación, Santander, 7 de agsosto de 1997. 



LEY 5/1997, DE 6 DE OCTUBRE, DE PREVENCIÓN, ASISTENCIA E 
INCORPORACIÓN SOCIAL EN MATERIA DE DROGODEPENDENCIAS  
 

(BOC nº 205, de 14 de octubre de 1997) 
 

(BOE nº 283, de 26 de noviembre de 1997) 
 

PREÁMBULO 
 

Los usos de drogas constituyen un fenómeno complejo en el que inciden múltiples 
determinantes y del que se derivan diversas consecuencias para el individuo y la sociedad. 
Los problemas relacionados con el consumo de drogas han generado y generan una 
considerable preocupación social y movilizan a su alrededor una cantidad muy importante 
de esfuerzos y recursos para intentar dar soluciones diversas a problemas diferentes. 
 
Cantabria, por desgracia, no es ajena a este fenómeno, tal como ocurre en el resto de las 
Comunidades Autónomas de España. El consumo de drogas institucionalizadas como las 
bebidas alcohólicas y el tabaco se encuentran muy arraigados en nuestra Comunidad 
Autónoma y suponen de por sí un grave conflicto de salud pública. A ellos se han 
incorporado en los últimos años otras sustancias de un consumo prevalente en otras 
culturas; tal es el caso de los opiáceos, los derivados del cannabis y de la planta de la 
coca, el abuso de determinados fármacos y la más reciente aparición de análogos 
sintéticos de drogas. 
 
La Diputación Regional de Cantabria, consciente de que los usos indebidos de drogas no 
se limitan a un mero problema coyuntural y de las repercusiones socio-sanitarias que 
conllevan, aprobó en 1991 el Plan Autonómico sobre Drogas (Decreto 68/1991), en la 
actualidad en vigor. Asimismo, la Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social ha 
aprobado una serie de normas en materia de coordinación, acreditación de centros y 
servicios de atención al toxicómano y en materia de tratamiento con opiáceos a personas 
dependientes de los mismos, como apoyo y desarrollo de las actuaciones contempladas 
en el citado Plan. 
 
Sin embargo se hace necesaria una nueva regulación normativa con rango de Ley que se 
acerque al fenómeno de las drogodependencias desde una perspectiva global, en la que 
se consideren de una forma integral el conjunto de actuaciones de prevención, asistencia e 
incorporación social de drogodependientes y en la que se preste atención a todo tipo de 
drogas. 
 
La Constitución Española en su Título I, artículo 43, consagra el derecho de todos los 
ciudadanos a la protección de la salud, al tiempo que establece la responsabilidad de los 
poderes públicos como garantía fundamental de este derecho y en su artículo 43.2 
establece el mandato de organizar o tutelar la salud pública. Asimismo en el capítulo III de 
este mismo Título se recogen los principios rectores de la política social del Estado, al 
señalar las prestaciones a que están obligados los poderes públicos en materia de 
servicios sociales y asistencia social. Al mismo tiempo, el Título VIII establece una nueva 
articulación del Estado cuya implantación progresiva debe suponer una reordenación de 
las competencias entre las distintas Administraciones Públicas. 
 
La Ley Orgánica 8/1981, del Estatuto de Autonomía de Cantabria, delimita las 
competencias y establece la capacidad de desarrollo legislativo de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y en su artículo 22.18 confiere el marco de competencias 
exclusivas en asistencia y bienestar social. 
 
Por su parte la Ley de Cantabria 5/1992, de 27 de mayo, de Acción Social, articula los 
servicios sociales para la Comunidad Autónoma de Cantabria, estableciendo los criterios 
de orden y coherencia en la planificación, claridad legislativa y organizativa, aportación 
suficiente de recursos económicos al sector, aplicación de los principios de 



descentralización, participación de la Administración Local y apoyo y orientación en las 
actuaciones de iniciativa social. 
 
Constituye el objeto de la presente Ley en este marco legislativo, la ordenación general del 
conjunto de actuaciones y actividades de las entidades públicas y privadas destinadas a la 
prevención en drogodependencias y a la asistencia e incorporación social de las personas 
drogodependientes, así como la regulación general de las funciones, competencias y 
responsabilidades de las Administraciones Públicas y entidades privadas e instituciones 
dedicadas a las drogodependencias en Cantabria. 
 
La presente Ley opta por una aproximación global al fenómeno y desde ella dotar de su 
auténtica dimensión a las políticas sectoriales. Se propone transmitir de forma clara a la 
sociedad y a sus instituciones la relevancia del problema, trasladando una mensaje de 
normalización solidaridad y apoyo social hacia las personas drogodependientes y el 
compromiso de los poderes públicos para mitigar las consecuencias derivadas del 
consumo de drogas y para promocionar de forma activa los hábitos de vida saludables y 
una cultura de la salud. Al mismo tiempo profundiza en la articulación de una serie de 
instrumentos de coordinación, planificación, participación y financiación de las actuaciones 
en materia de drogas que se lleven a cabo en la Comunidad Autónoma. 
 
La presente Ley se estructura en ocho títulos. En el Título preliminar se establece el objeto 
y los principios rectores de la Ley. Seguidamente se establecen en dos títulos 
diferenciados las actuaciones tendentes a la reducción de la demanda y de asistencia e 
incorporación social de las personas drogodependientes. El Título III refleja las actuaciones 
tendentes a reducir la oferta a través de las medidas de control con especial atención a las 
limitaciones a la publicidad, promoción, venta y consumo de bebidas alcohólicas y tabaco. 
Los instrumentos de planificación, coordinación y participación se establecen en el Título 
IV, donde el Plan Regional sobre Drogas se constituye como el principal elemento 
estratégico. Por último los Títulos V, VI y VII regulan, respectivamente, las competencias y 
responsabilidades de las diferentes Administraciones Públicas de Cantabria, las 
infracciones y sanciones y las formas de financiación de las Administraciones Públicas en 
esta materia. 
 

TÍTULO PRELIMINAR 
 

Disposiciones generales 
 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 
 
1. La presente Ley tiene por objeto: 
 
a) La ordenación general, en el marco de las competencias que estatutariamente 
corresponden a la Comunidad Autónoma de Cantabria, y dentro de su ámbito territorial, del 
conjunto de actuaciones y actividades de las entidades públicas y privadas destinadas a la 
prevención del consumo de sustancias que puedan generar dependencias y a la asistencia 
e integración social de las personas de ellas dependientes. 
 
b) La regulación general de las funciones y competencias en la materia de las 
Administraciones Públicas, entidades privadas e instituciones, como marco de referencia. 
 
c) La configuración del Plan Regional Sobre Drogas como el instrumento estratégico para 
la planificación y ordenación de las actuaciones que en materia de drogas se lleven a cabo 
en Cantabria. 
 
d) La protección a terceras personas de los perjuicios que pueda causarles el consumo de 
drogas. 
 
2. Las prescripciones contenidas en la presente Ley serán de aplicación a las diferentes 
actuaciones, tanto individuales como colectivas, de titularidad pública o privada, que en 
materia de drogas se realicen dentro del ámbito territorial de la Comunidad de Cantabria. 



Artículo 2. Definiciones. 
 
1. A los efectos de esta Ley se consideran drogas aquellas sustancias que, suministradas 
al organismo, son capaces de generar dependencia, provocan cambios en el 
comportamiento y efectos nocivos para la salud y el bienestar de las personas. Tienen tal 
consideración: 
 
a) Las bebidas alcohólicas. 
 
b) El tabaco. 
 
c) Las sustancias estupefacientes y psicotrópicas sometidas a control en virtud de las 
normas nacionales y convenios internacionales suscritos por el Estado español. 
 
d) Otras sustancias cuyo uso excesivo o inadecuado, individual o colectivo, son capaces 
de producir los efectos y consecuencias antes descritos. 
 
2. Se entiende por drogodependencia aquella alteración del comportamiento que afecta al 
estado físico, psicológico y social del individuo y que se caracteriza por un patrón 
desadaptativo con una tendencia al consumo compulsivo y continuado de drogas, a pesar 
de la aparición de problemas significativos relacionados con él. 
 
3. A los efectos de esta Ley, se entiende por consumo de drogas el uso no terapéutico, 
inadecuado o perjudicial de las mismas. 
 

Artículo 3. Principios rectores. 
 
Las actuaciones en materia de drogas en la Comunidad Autónoma de Cantabria 
responderán a los siguientes principios rectores: 
 
1. La responsabilidad pública, en coordinación y colaboración con las entidades privadas e 
instituciones, en la intervención sobre las condiciones sociales y culturales favorecedoras 
del consumo de drogas institucionalizadas y no institucionalizadas y sobre sus 
consecuencias a nivel individual, familiar  y social. 
 
2. La aprobación activa de hábitos de vida saludables y de una cultura de la salud que 
incluya el rechazo del consumo de drogas, así como la solidaridad social con las personas 
con problemas de drogodependencia. 
 
3. La consideración integral e interdisciplinar del proceso continuado de la prevención en 
drogodependencias, asistencia e incorporación social del drogodependiente, mediante la 
coordinación de diferentes actuaciones sectoriales y la coordinación de las 
administraciones y entidades e instituciones, contando con la participación activa de la 
comunidad en el diseño, ejecución y control de las intervenciones destinadas a abordar los 
problemas relacionados con el consumo de drogas. 
 
4. La consideración de la drogodependencia como una enfermedad de índole biológica y 
psicológica con trascendencia social mediante la integración de las actuaciones, de 
asistencia e incorporación social del drogodependiente en los sistemas sanitario y de 
acción social. 
 
5. La selección e implantación de las actuaciones y programas en materia de drogas en el 
marco de la ordenación sanitaria y de acción social de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, con sujeción a criterios de eficiencia y evaluación continua de resultados con la 
consideración prioritaria de las políticas y actuaciones preventivas en materia de 
drogodependencias y de todas aquellas estrategias dirigidas a reducción del riesgo y del 
daño por el consumo de drogas. 
 



6. El enfoque global que sustenta el articulado de esta Ley en ningún caso debe 
enmascarar las sustanciales diferencias que presentan las causas, los factores y los 
efectos del consumo de las distintas sustancias que pueden generar dependencias. 
Especialmente, en lo que se refiere a aquellas cuya fabricación y consumo tienen una 
tradicional tolerancia en nuestra sociedad, como las bebidas alcohólicas y el tabaco. Esa 
especificidad deberá ser tenida en cuenta en las respectivas estrategias y programas de 
prevención, asistencia e incorporación social de las personas dependientes. 
 

Artículo 4.Sujetos protegidos 
 
La atención dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria se extenderá a 
todos los residentes en cualquiera de los municipios de la región. Los ciudadanos no 
residentes en Cantabria tendrán derecho a la atención en la forma y condiciones previstas 
en la legislación y en los convenios nacionales e internacionales de aplicación. 
 

TÍTULO I 
 

De la reduccion de la demanda 
 

Artículo 5. Objetivos generales. 
 
Corresponde a las Administraciones Públicas, en sus respectivos ámbitos de 
competencias, promover, desarrollar, apoyar, coordinar, controlar y evaluar los programas 
y actuaciones tendentes a: 
 
1. Reducir la presencia, promoción, venta y niveles de consumo de drogas. 
 
2. Aumentar los conocimientos y la responsabilidad de los ciudadanos en materia de 
prevención en drogodependencias. 
 
3. Modificar las actitudes y comportamiento de la población en general respecto a las 
drogodependencias, generando una conciencia social solidaria y participativa frente a este 
problema. 
 
4. Intervenir sobre las condiciones sociales y del entorno que favorezcan los factores de 
riesgo y el consumo de drogas. 
 
5. Potenciar en el ámbito comunitario en general y en sectores específicos de la población 
en particular, una cultura de la salud, que incluya el rechazo del consumo de drogas. 
 
6. Fomentar entre los ciudadanos, especialmente entre los menores de edad, alternativas 
de ocio saludables. 
 

Artículo 6. Criterios de actuación. 
 
1. Las actuaciones desarrolladas en materia de prevención en drogodependencias por las 
Administraciones Públicas en Cantabria, en colaboración con las entidades privadas e 
instituciones, deberán enmarcar la prevención en drogodependencias en un ámbito 
general de promoción de la salud y calidad de vida. 
 
2. El ámbito prioritario de la prevención en drogodependencias será el comunitario. Dicha 
prevención se realizará mediante programas, en cuya elaboración y desarrollo podrán 
participar activamente las organizaciones y asociaciones sociales, cuyas iniciativas y 
actividades serán favorecidas por los poderes públicos. 
 
3. Los programas preventivos combinarán su carácter educativo, orientado a la 
modificación de actitudes y hábitos, con la promoción de hábitos saludables. Dichos 



programas deberán, asimismo, ser sistemáticos en sus actuaciones, permanentes en el 
tiempo y evaluables. 
 
4. Los programas preventivos se dirigirán preferentemente a sectores específicos de la 
sociedad, especialmente a la población juvenil, y contarán en su diseño, ejecución y 
evaluación con la participación de personas, entidades y asociaciones que puedan 
favorecer el cumplimiento de los objetivos del programa. 
 

Artículo 7. Actuaciones prioritarias. 
 
1. El Gobierno de Cantabria, dentro de su ámbito de competencias y en colaboración con 
otras Administraciones Públicas, entidades privadas e instituciones, promoverá las 
siguientes actuaciones: 
 
a) La realización de una política global preventiva que, mediante diferentes actuaciones 
sectoriales coordinadas, incida sobre los factores sociales, educativos, culturales, 
sanitarios y económicos que favorecen el consumo de sustancias que puedan generar 
dependencias en la Comunidad Autónoma. 
 
b) La inclusión de la educación para la salud a lo largo de todo el proceso educativo, con 
un enfoque común a todas las materias prestando particular atención a la prevención en 
las drogodependencias. 
 
c) La promoción del asociacionismo juvenil, de los programas de voluntariado social y de 
alternativas saludables de ocio y tiempo libre dirigidas a los jóvenes; especialmente a 
aquellos que se encuentran en situación de mayor riesgo para el consumo de sustancias 
que puedan producir dependencias. Estas actuaciones se llevarán a cabo en el ámbito 
escolar. 
 
d) La realización de programas de prevención de las drogodependencias en el ámbito 
laboral, especialmente dirigidos al consumo de bebidas alcohólicas y tabaco, y a sectores 
de producción con alto riesgo de consumo de drogas, así como a otros en los que su 
consumo pueda poner en peligro la vida o la salud de terceras personas. 
 
e) La realización de programas comunitarios de prevención de las drogodependencias 
dirigidos a aquellas zonas urbanas y rurales con mayor incidencia y riesgo, en 
colaboración con las corporaciones locales, preferentemente a través de los Centros de 
Servicios Sociales y Unidades Básicas de Acción Social. Los programas comunitarios que, 
con participación de distintas corporaciones municipales abarquen una mancomunidad o 
ámbito comarcal legalmente establecidos serán considerados prioritarios y contarán con 
una coordinación específica. 
 
f) La promoción entre la juventud de alternativas de formación profesional, primer empleo, 
autoempleo y promoción empresarial, al considerar que el fracaso escolar y la carencia de 
alternativas laborales constituyen factores predisponentes en la aparición de las 
drogodependencias. 
 
g) El Compromiso de las Administraciones Públicas competentes en la tarea de velar para 
que la planificación y desarrollo urbanístico responda a criterios de solidaridad, igualdad y 
racionalidad al considerar que el desarrollo urbano equilibrado constituye un factor de 
superación de causas que inciden en la aparición de las drogodependencias. 
 
h) La acreditación de los programas de prevención que se realicen en Cantabria. 
 
2. Como soporte a todas estas actuaciones prioritarias, las Administraciones Públicas 
competentes impulsarán la colaboración de los medios de comunicación social, 
especialmente mediante la difusión de mensajes preventivos. En este sentido las 
Administraciones Públicas procurarán la asistencia de los profesionales de la información a 
los cursos, encuentros o sesiones informativas que celebren. 
 



3. Los programas preventivos contarán en su diseño, ejecución y evaluación con la 
participación de los sectores implicados, a través de sus asociaciones, entidades y 
profesionales. Asimismo se promoverá la adecuada formación de los interlocutores 
sociales. 
 

TÍTULO II 
 

De la asistencia y la incorporacion social 
 

CAPÍTULO I 
 

De las medidas generales de asistencia e incorporacion social 
 

Artículo 8 . Objetivos generales. 
 
Las acciones que se desarrollen en la Comunidad Autónoma de Cantabria orientadas 
hacia las personas drogodependientes tendrán por finalidad: 
 
1. Garantizar la asistencia a las personas afectadas por problemas de consumo y 
dependencia de drogas en condiciones de equidad con otras enfermedades, asegurando 
en todo caso la calidad y eficacia de los diferentes servicios y programas integrados en la 
red asistencial de utilización pública. 
 
2. Asegurar la coordinación entre los distintos servicios del sistema de asistencia e 
integración social del drogodependiente. 
 
3. Garantizar el respeto a los derechos de las personas drogodependientes como usuarios 
de los distintos servicios. 
 
4. Estimular la demanda asistencial y el contacto de las personas drogodependientes con 
el conjunto de dispositivos del sistema. 
 
5. Mejorar los niveles de salud y la calidad de vida de las personas drogodependientes. 
 
6. Mitigar la problemática social y jurídico-penal de la población drogodependiente. 
 
7. Potenciar las fórmulas de incorporación social del drogodependiente en un entorno 
social normalizado, especialmente a lo largo de todo el proceso asistencial. 
 
8. Crear el clima y la cultura social que favorezca la solidaridad y la colaboración de la 
comunidad en la asistencia e integración social del drogodependiente. 
 

Artículo 9. Criterios de actuación. 
 
Los servicios sanitarios, sociosanitarios y sociales de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria adecuarán sus actuaciones a los siguientes criterios: 
 
1. La oferta terapéutica para la atención a las personas drogodependientes deberá ser 
accesible, diversificada, profesionalizada y de carácter interdisciplinar. Dicha oferta estará 
basada en programas asistenciales individualizados y flexibles en sus objetivos 
terapéuticos y planteamientos de intervención. En todo caso habrán de ser desarrollados 
con un enfoque activo que estimule la demanda asistencial. 
 
2. La asistencia a las personas drogodependientes se prestará preferentemente en el 
ámbito comunitario, y siempre que las condiciones subjetivas así lo aconsejen, en la mayor 
proximidad posible a su entorno sociofamiliar, por lo que se potenciarán los dispositivos y 
programas asistenciales en régimen de ambulatorio. 
 



3. La atención al drogodependiente y sus familiares se realizará a través del sistema 
sanitario público y del Sistema de Acción Social de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
incrementando sus recursos en función de las necesidades de la población e incorporando, 
cuando sea necesario, los recursos privados, convenientemente acreditados, para 
completar y diversificar los programas terapéuticos. 
 
4. La incorporación social del drogodependiente es el objetivo final del proceso asistencial, 
por lo que se dispondrán las estructuras de paso en los programas asistenciales así como 
la coordinación entre éstos y los de incorporación social, y en todo caso los aspectos 
relacionales, educativos y laborales del proceso de recuperación. 
 
5. La incorporación social de las personas drogodependientes se apoyará en las redes 
generales y en su familia y entorno afectivo, adoptando, cuando sea necesario, medidas 
especiales destinadas a conseguir la igualdad de oportunidades. 
 
6. La evaluación permanente de los procesos y resultados de los diferentes centros, 
servicios y modelos de atención. 
 

Artículo 10. Actuaciones prioritarias. 
 
El Gobierno de Cantabria, dentro de su ámbito de competencia y en colaboración con las 
Administraciones Públicas correspondientes y las entidades privadas e instituciones 
convenientemente acreditadas, promoverá las siguientes actuaciones: 
 
1. La atención a los drogodependientes desde las redes generales de los sistemas 
sanitario y de acción social, siempre desde un enfoque multidisciplinar, especialmente en 
el nivel primario. 
 
2. La ampliación de la oferta asistencial en centros específicos de atención a 
drogodependientes, fundamentalmente en cuanto al incremento de actividad y programas 
que desarrollan y en todas aquellas medidas que favorezcan la accesibilidad de los 
usuarios a los recursos. 
 
3. La inspección y control periódico de los centros servicios, establecimientos y otros 
dispositivos de atención al drogodependiente, de carácter privado. 
 
4. La potenciación de programas de incorporación social de personas drogodependientes y 
de asesoramiento a sus familiares. 
 
5. Con carácter prioritario la realización de programas encaminados a la reducción de 
daños y la mejora de las condiciones generales de salud del drogodependiente y la 
creación y extensión regional de programas específicos dirigidos a la población 
drogodependiente de alta cronicidad y máximo riesgo sanitario. Estos programas incluirán 
la accesibilidad a tratamientos con sustitutivos opiáceos, al control sanitario y a la atención 
social. 
 
6. La potenciación de programas de formación ocupacional y profesional del 
drogodependiente, con objeto de conseguir su progresiva incorporación social-laboral. 
 
7. La sensibilización de la sociedad en general, con el fin de promover la participación 
activa y solidaria de la comunidad en el proceso de asistencia Incorporación social del 
drogodependiente y de modificar las actitudes negativas hacia el mismo. 
 

Artículo 11. Ambito judicial y penitenciario. 
 
El Gobierno de Cantabria en el ámbito judicial y penitenciario: 
 
1. Promoverá la realización de programas de educación sanitaria y atención a reclusos 
drogodependientes a través prioritariamente del propio sistema penitenciario 



2. Propiciará, a través de centros y servicios públicos o privados acreditados, la posibilidad 
de alternativas para las demandas de remisión condicionada de la pena o cumplimiento de 
la pena en centro terapéutico formuladas por la Administración de Justicia e Instituciones 
Penitenciarias. En este sentido promoverá la adopción de convenios de colaboración con 
ambas que incluyan las necesarias medidas de financiación. En todos estos casos, la 
competencia en la adopción de decisiones terapéuticas residirá en los equipos del sistema 
de asistencia e incorporación social del drogodependiente de la Comunidad de Cantabria. 
 
3. Impulsará programas y colaborará con otras Administraciones Públicas para la atención 
de los drogodependientes detenidos. 
 

Artículo 12.Ambito laboral 
 
1. El Gobierno de Cantabria impulsará programas de motivación de la demanda de 
atención de trabajadores con problemas de consumo de drogas en el ámbito laboral. En su 
diseño, ejecución y evaluación, participarán de manera prioritaria sindicatos, empresarios, 
Servicios Médicos de Empresa y Comités de Seguridad y Salud. 
 
2. Se fomentarán los acuerdos entre organizaciones empresariales y sindicales, tendentes 
a la reserva del puesto de trabajo de las personas drogodependientes durante su proceso 
de recuperación, y al desistimiento del ejercicio de las potestades disciplinarias que 
reconoce la legislación laboral en casos de problemas derivados del abusos de drogas. El 
Gobierno de Cantabria facilitará en el marco de dichos acuerdos la atención a los 
trabajadores afectados. 
 
3. El Gobierno de Cantabria en sus centros, establecimientos y servicios, reservará el 
puesto de trabajo de la persona drogodependiente durante el proceso de tratamiento. Los 
Comités de Seguridad y Salud de las distintas dependencias de la Administración Regional 
velarán por la aplicación de lo dispuesto en la presente Ley a sus trabajadores. Para lo 
cual procederá a la promulgación de la norma correspondiente, en el plazo máximo de tres 
meses desde la entrada en vigor de la presente Ley. 
 

CAPÍTULO II 
 

De los derechos y deberes de las personas drogodependientes ante los 
sistemas sanitarios y de accion social 

 
Artículo 13. Derechos y deberes. 
 
1. Derechos: Los ciudadanos acogidos al ámbito de esta Ley, en su consideración de 
enfermos, disfrutan de todos los derechos recogidos en el ordenamiento jurídico vigente 
para los usuarios de los servicios sanitarios, sociosanitarios y sociales de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, mereciendo particular atención los siguientes: 
 
a) A la información sobre los servicios a los que puede acceder y requisitos y exigencias 
que plantea su tratamiento. Así como a que se le solicite el consentimiento informado 
previo por escrito al inicio del mismo. 
 
b) A la gratuidad de la asistencia, dentro del sistema sanitario público, de los servicios 
sociales en general y de los centros privados concertados, con las excepciones que se 
pudieran determinar reglamentariamente. 
 
c) A recibir un tratamiento adecuado, prestado por centro y servicio acreditado. 
 
d) A la igualdad de acceso a los dispositivos asistenciales y al respeto de su personalidad, 
dignidad e intimidad, sin que pueda ser discriminado por ninguna causa. 
 



e) A la voluntariedad para iniciar y cesar el tratamiento excepto en los casos señalados en 
la legislación vigente. 
 
f) A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso y estancia en 
cualquier dispositivo asistencial de Cantabria. 
 
g) A información completa y gratuita, comprensible y continuada, verbal y escrita, sobre el 
proceso de tratamiento que esté siguiendo. 
 
h) A que se le extienda certificación gratuita acreditativa sobre su situación, así como sobre 
el tratamiento que haya seguido (informe de alta) o esté siguiendo. 
 
i) A que quede constancia por escrito o en soporte técnico adecuado de todo su proceso 
asistencial. Caso que dicho soporte fuere informático estará en todo caso sujeto a las 
disposiciones reguladoras que garanticen la confidencialidad de los datos y el uso de los 
mismos, siéndole solicitada la preceptiva autorización. 
 
j) A ser informado en el caso que se le piense incluir en algún tipo de estudio e 
investigación, a recibir explicación detallada sobre los propósitos del mismo, a saber en 
qué consistirá exactamente su participación. Deberá saber que deberá, en dicho caso, si 
acepta, otorgar por escrito la debida autorización y que puede negarse, garantizándosele 
que su negativa no implicará ningún tipo de discriminación por lo que respecta a su 
asistencia. 
 
k) A la libre elección entre las opciones de tratamiento y a la negativa a determinadas 
alternativas terapéuticas. 
 
l) A conocer el nombre y estamento profesional de las personas encargadas de su 
asistencia, que deberán estar debidamente identificadas. 
 
m) A saber quién es la persona, personas, unidades o servicios a las que puede dirigirse 
para preguntar o plantear cuestiones o quejas, aun sobre asuntos no clínicos 
estrictamente. 
 
n) A conocer la normativa del centro o institución en lo referente a todos aquellos aspectos 
que pudieran afectarle. 
 
ñ) A conocer con exactitud los mecanismos y vías para formular las quejas y 
reclamaciones que estime pertinentes y a que éstas sean respondidas en el mínimo tiempo 
posible. 
 
2. Deberes: El usuario del sistema de atención e incorporación social del 
drogodependiente se verá obligado, por su parte, a observar los siguientes deberes: 
 
a) De cumplimiento de todas las especificaciones e indicaciones que, a lo largo del 
programa de tratamiento, voluntariamente aceptado, se le indiquen. 
 
b De colaborar al máximo en el cumplimiento del reglamento interno y normativa de 
funcionamiento del centro. 
 
c) De firmar el alta voluntaria en caso de negativa al tratamiento. 
 
d) De responder, con la garantía de mantenerse la máxima confidencialidad acerca de ello, 
a las cuestiones que, respetando sus derechos como persona, le sean planteadas en el 
curso de su diagnóstico y/o tratamiento. 
 
e) De someterse a las determinaciones toxicológicas que le sean indicadas, en el momento 
en que le sean señaladas. 
 
f) Caso de hacer uso de su derecho a la negativa en los apartados anteriores se 
considerará una negativa al tratamiento. 



g) De tratar con respeto a todo el personal del centro y resto de usuarios del servicio. 
 
h) De observar las normas de comportamiento y urbanidad socialmente aceptadas durante 
su permanencia en el centro. 
 
i) De respetar las normativas de funcionamiento particulares de cada recurso asistencial 
que previamente le habrán sido comunicadas. 
 

Artículo 14. Garantías de los derechos. 
 
1. El Gobierno de Cantabria establecerá reglamentariamente el contenido y alcance 
específico de dichos derechos y las garantías de reparación que procedan por su 
incumplimiento. 
 
2. Las infracciones por violación de estos derechos estarán sometidas al régimen 
sancionador contemplado en esta Ley, sin perjuicio de las responsabilidades disciplinarias 
o de otro tipo del personal autor de las mismas. 
 
3. Los centros y servicios sanitarios, sociosanitarios y sociales, públicos y privados, de 
atención al drogodependiente dispondrán de información accesible de los derechos de los 
pacientes y hojas de reclamaciones y sugerencias así como de medios para la atención de 
la información, reclamaciones y sugerencias del público. 
 
4. El ingreso de una persona en un centro o servicio de carácter específico vendrá 
precedido de la firma del correspondiente contrato terapéutico, en el que se reflejen con 
claridad los derechos y obligaciones a observar en el proceso de recuperación. 
 

CAPÍTULO III 
 

Del Sistema de Asistencia e Incorporación Social del Drogodependiente 
 

Artículo 15. Características generales. 
 
1. El Sistema de Asistencia e Incorporación Social del Drogodependiente se configura 
como una red asistencial de utilización pública diversificada que integra de forma 
coordinada centros y servicios generales, especializados, y específicas del Sistema 
Sanitario Público y del Sistema de Acción Social, complementados con recursos privados 
debidamente acreditados. 
 
En ningún caso los recursos del Sistema de Asistencia e Incorporación Social del 
Drogodependiente formarán una red propia separada de las redes de asistencia generales. 
 
2. El Gobierno de Cantabria establecerá reglamentariamente los requisitos y 
procedimientos para la autorización administrativa y acreditación de los centros y servicios 
de atención al drogodependiente. 
 

Artículo 16. Niveles asistenciales. 
 
1. El Sistema de Asistencia e Incorporación Social del Drogodependiente se estructura en 
tres niveles de intervención. El circuito terapéutico, la jerarquización de los recursos, las 
condiciones de: acceso y derivación de drogodependientes al mismo, así como la inclusión 
de niveles correlativamente de intervención, serán delimitadas y desarrolladas por el Plan 
Regional Sobre Drogas. 
 
2. En todo caso, la configuración del circuito terapéutico supone la aceptación de los 
diferentes centros, servicios y programas de los objetivos generales de la atención, de un 



estilo de trabajo común, de una necesidad de coordinación. y de las instituciones que la 
Ley y el Plan atribuyen a cada nivel y servicio. 
 

Artículo 17. Primer nivel. 
 
1. El primer nivel estará constituido por: 
 
a) Los equipos de Atención Primaria de Salud. 
 
b) Las unidades básicas de Acción Social y los centros de servicios sociales. 
 
c) Los programas que se determinen desarrollados por asociaciones de ayuda y autoayuda 
y otras entidades. 
 
2. Son funciones del nivel primario de atención a las personas drogodependientes: 
 
a) Información, orientación, motivación y educación sanitaria. 
 
b) Diagnóstico y detección precoz. 
 
c) Atención a su problemática social y a las patologías somáticas asociadas al consumo de 
drogas. 
 
d) Apoyo a su proceso de incorporación social. 
 
e) Apoyo a sus familias y entorno afectivo. 
 
f) Programas de desintoxicación y seguimiento sanitario. 
 
3. El Plan Regional sobre Drogas establecerá los mecanismos de coordinación y reparto 
de funciones entre los centros, servicios y asociaciones, garantizando una actuación 
integral en el territorio. 
 

Artículo 18. Segundo nive.l 
 
1. El segundo nivel estará constituido por: 
 
a) Centros específicos acreditados de atención ambulatoria a drogodependientes de los 
que existirán, al menos, uno por Area de Salud que se constituirán en un dispositivo de 
referencia para este nivel. 
 
b) Equipos de Salud Mental de Atención Primaria. 
 
c) Unidades de Psiquiatría de hospitales generales. 
 
d) Programas de rehabilitación en régimen intermedio. 
 
e) Hospitales generales. 
 
f) Centros y programas acreditados de tratamiento con sustitutivos opiáceos. 
 
En cada Area de Salud existirán en la medida en que las disponibilidades lo permitan, 
todos los servicios y programas  enunciados. 
 
2. Son funciones básicas de los servicios y programas del segundo nivel los siguientes: 
 
a) La desintoxicación, deshabituación y rehabilitación ambulatoria. 
 
b) El apoyo a los procesos de incorporación social. 



c) La atención a la patología somática asociada al consumo de drogas. 
 
d) La atención a las urgencias provocadas por el consumo de drogas. 
 
e) La educación sanitaria y apoyo psicológico a drogodependientes infectados por el VIH y 
enfermos de SIDA. 
 
f) La realización de programas de reducción de daños. 
 

Artículo 19. Tercer nivel. 
 
1. El tercer nivel estará constituido por los siguientes centros y servicios, con ámbito de 
actuación regional: 
 
a) Unidades de Desintoxicación Hospitalaria. 
 
b) Comunidades Terapéuticas Acreditadas. 
 
c) Pisos de acogida, reinserción o de apoyo a desintoxicación. 
 
d) Centros de emergencia social. 
 
2. Es función de las Unidades de Desintoxicación Hospitalaria la desintoxicación de 
personas drogodependientes 
 
3. Son funciones básicas de las Comunidades Terapéuticas Acreditadas la 
desintoxicación, deshabituación y rehabilitación en régimen residencial de personas 
drogodependientes. 
 
4. Los pisos de acogida, reinserción o de apoyo a desintoxicación son recursos específicos 
cuyas funciones consisten en prestar apoyo a los centros de tratamiento y aquellos 
usuarios de los servicios que carecen de soporte sociofamiliar que les impide realizar el 
proceso terapéutico en régimen ambulatorio. 
 
5. Los centros de emergencia social o centros de encuentro y acogida son centros cuya 
función consiste en prestar apoyo social inmediato de carácter temporal a usuarios que 
presenten graves carencias. 
 

TÍTULO III 
 

De la reduccion de la oferta 
 

CAPÍTULO I 
 

De las limitaciones a la publicidad y promocion de bebidas alcoholicas 
 y tabaco 

 
Artículo 20. Condiciones de la publicidad. 
 
1. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley 34/1988, General de Publicidad, la promoción y 
publicidad, tanto directa como indirecta, de bebidas alcohólicas y tabaco deberá respetar, 
en todo caso, las siguientes limitaciones: 
 
a) No está permitida la publicidad de bebidas alcohólicas y tabaco dirigida a menores de 
dieciocho años. 
 



b) En los medios de comunicación social editados en la Comunidad Autónoma, se prohibe 
la publicidad de bebidas alcohólicas y tabaco en los programas, páginas o secciones 
dirigidas preferentemente al público infantil o juvenil. 
 
c) Asimismo, queda prohibida la utilización de la imagen y la voz de menores de dieciocho 
años en la confección de la publicidad de bebidas alcohólicas y tabaco. 
 
d) No estará permitido que los mensajes publicitarios de bebidas alcohólicas y tabaco se 
asocien a una mejora del rendimiento físico o psíquico al éxito social, a equipos 
terapéuticos, a la conducción de vehículos y al manejo de armas. Asimismo, queda 
prohibido ofrecer una imagen negativa de la abstinencia o de la sobriedad. 
 
e) Lo establecido en los apartados anteriores se extiende a todo tipo de publicidad directa 
o indirecta, incluyendo la de objetos que por su denominación, grafismo, modo de 
presentación o cualquier otra causa pueda suponer una publicidad encubierta de bebidas 
alcohólicas o de tabaco 
 
f) No podrá realizarse el patrocinio o financiación de actividades deportivas o culturales, 
dirigidas exclusivamente a menores de dieciocho años, por parte de las personas físicas o 
jurídicas cuya actividad principal o conocida sea la fabricación, promoción o distribución de 
bebidas alcohólicas o de tabaco, si ello lleva aparejada la publicidad de dicho patrocinio, o 
la difusión de marcas, símbolos o imágenes relacionados con las bebidas alcohólicas o el 
tabaco. 
 
2. El Gobierno de Cantabria impulsará la formalización de acuerdos con empresas 
fabricantes y distribuidoras de bebidas alcohólicas y tabaco, destinadas a la autolimitación 
de la publicidad de estas sustancias. 
 
3. El Gobierno de Cantabria no utilizará como soportes informativos o publicitarios objetos 
relacionados con el consumo de tabaco y bebidas alcohólicas. 
 

Artículo 21. Prohibiciones. 
 
Se prohibe expresamente la publicidad directa e indirecta de bebidas alcohólicas y tabaco 
en: 
 
1. Los centros y dependencias de la Administración de la Comunidad de Cantabria. 
 
2. Los centros sanitarios, sociosanitarios y de servicios sociales. 
 
3. Los centros docentes, incluidos los destinados a la enseñanza deportiva. 
 
4. Los centros y espectáculos destinados mayoritariamente a un público menor de 
dieciocho años. 
 
5. Los medios de transporte público. 
 
6. Todos los lugares donde esté prohibida su venta y consumo. 
 
7. Otros centros y lugares similares a los mencionados que se determinan 
reglamentariamente. 
 

Artículo 22. Promoción. 
 
1. Las actividades de promoción de bebidas alcohólicas y tabaco en ferias, certámenes, 
exposiciones y actividades similares se situarán en espacios diferenciados cuando tengan 
lugar dentro de otras manifestaciones públicas. 
 



En estas actividades no estará permitido ni el ofrecimiento ni la degustación gratuita' a 
menores de dieciocho años. Tampoco estará permitido el acceso a menores de dieciocho 
años no acompañados de personas mayores de edad. 
 
2. Estará prohibida la promoción de bebidas alcohólicas y tabaco mediante la distribución 
de información por buzones, correo, teléfono y en general, mediante cualquier mensaje 
que se envíe a un domicilio, salvo que éste vaya dirigido nominalmente a mayores de 
dieciocho años. 
 
3. En las visitas a los centros de producción, elaboración y distribución de bebidas 
alcohólicas, no podrán ofrecerse los productos a los menores de edad. 
 

CAPÍTULO II 
 

De las limitaciones a la venta y consumo de bebidas alcoholicas 
 

Artículo 23. Prohibiciones. 
 
1. No se permitirá la venta ni el suministro de bebidas alcohólicas a los menores de 
dieciocho años en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
2. La venta o el suministro de bebidas alcohólicas a través de máquinas automáticas sólo 
podrá realizarse en establecimientos cerrados, haciéndose constar en su superficie frontal 
la prohibición que tienen los menores de consumir bebidas alcohólicas y a la vista de una 
persona encargada de que se cumpla la citada prohibición. 
 
3. En los establecimientos de autoservicio la venta de bebidas alcohólicas se realizará en 
una sección concreta, con letreros anunciadores de la prohibición de su venta a menores. 
 
4. Para contribuir a la reducción del abuso de bebidas alcohólicas, las Corporaciones 
Locales establecerán los criterios que regulen la localización, distancia y características 
que deberán reunir los establecimientos de suministro y venta de este tipo de bebidas, así 
como la venta y consumo de las mismas, en la vía pública, restringiéndola al máximo. 
 
5. En las localidades de población superior a 20.000 habitantes que no cuenten con 
ordenanza reguladora de la distancia y localización de establecimientos de venta de 
bebidas alcohólicas, y en tanto no cuenten con la misma, la distancia mínima entre las 
puertas de acceso de los establecimientos será de 25 metros. Esta normativa sólo será de 
aplicación a los establecimientos que tramiten su licencia de apertura con posterioridad a 
la entrada en vigor de esta Ley. 
 
6. No se permitirá la venta ni el consumo de bebidas alcohólicas en: 
 
a) Los centros y dependencias de la Administración de la Comunidad de Cantabria, salvo 
en los lugares expresamente habilitados al efecto. 
 
b) Los centros sanitarios, sociosanitarios y sociales, salvo en las dependencias habilitadas 
al efecto. 
 
c) Los centros educativos de Enseñanza Primaria, Secundaria, Formación Profesional y 
especial, así como sus dependencias. 
 
d) Los centros destinados a la enseñanza deportiva. 
 
e) Los centros de asistencia a menores. 
 
f) Los establecimientos dedicados al despacho de pan y leche. 
 
g) La vía pública, salvo terrazas, veladores, o en días de fiestas  patronales regulados por 
la correspondiente ordenanza municipal. 



Artículo 24. Acceso de menores a locales. 
 
1. Salvo lo establecido en el siguiente párrafo, queda prohibida la entrada de los menores 
de dieciocho años en discotecas, salas de fiesta y establecimientos similares, en los que 
se venda o facilite el consumo de bebidas alcohólicas. 
 
2. Excepcionalmente, estos locales podrán establecer sesiones especiales para los 
menores de dieciocho años, con horarios y señalización diferenciada y que no podrán 
tener continuidad ininterrumpida con la venta de bebidas alcohólicas, retirándose en estos 
períodos la exhibición y publicidad de bebidas alcohólicas. Al objeto de limitar la 
adquisición de hábitos asociados a futuro consumo de bebidas alcohólicas se procurará, 
por las Administraciones responsables, restringir al máximo las autorizaciones 
administrativas al efecto. 
 

CAPÍTULO III 
 

De las limitaciones a la venta y consumo de tabaco 
 

Artículo 25. Limitaciones a la venta. 
 
1. No se permitirá la venta ni el suministro de tabaco, ni de productos que le imiten o 
introduzcan el hábito de fumar y sean nocivos para la salud, a los menores de dieciséis 
años en el territorio de la Comunidad de Cantabria. 
 
2. La venta o el suministro de tabaco a través de máquinas automáticas sólo podrá 
realizarse en establecimientos cerrados, haciéndose constar en su superficie frontal la 
prohibición que tienen los menores de dieciséis años de adquirir tabaco, y a la vista de una 
persona encargada de que se cumpla la citada prohibición. 
 
3. No se permitirá la venta ni el suministro de tabaco en: 
 
a) Los centros y dependencias de la Administración de la Comunidad de Cantabria. 
 
b) Los centros sanitarios, sociosanitarios y de servicios sociales y sus dependencias. 
 
c) Los centros educativos de enseñanza primaria, secundaria, formación profesional y 
especial, así como sus dependencias. 
 
d) Los centros destinados a la enseñanza deportiva. 
 
e) Los centros de asistencia a menores. 
 
f) Las instalaciones deportivas. 
 

Artículo 26. Limitaciones al consumo. 
 
1. Se prohibe fumar en: 
 
a) Cualquier medio de transporte colectivo, en trayectos que recorran exclusivamente el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria de carácter urbano. Los de carácter 
interurbano están sometidos a la misma prohibición, salvo que dispongan de 
departamentos específicos para fumadores. 
 
b) Los centros sanitarios y sus dependencias. 
 
c) Los centros de enseñanza y sus dependencias. 
 



d) Las grandes superficies comerciales cerradas. 
 
e) Las galerías comerciales. 
 
f) Las oficinas de la Administración Pública, destinadas a la atención directa al público. 
 
g) Los locales donde se elaboren, transformen, manipulen, preparen o vendan alimentos, 
excepto aquéllos que están destinados principalmente al consumo de alimentos, en los 
que deberán existir zonas claramente diferenciadas, tal como se recoge en el punto 2. 
 
h) Las salas de cine y teatro y locales similares. 
 
i) Los vehículos de transporte escolar, en todos los vehículos destinados a transporte de 
menores de edad y en los vehículos destinados a transporte sanitario. 
 
j) Los museos, archivos, bibliotecas y salas de exposiciones y conferencias. 
 
k) Las instalaciones deportivas cerradas. 
 
l) Los jardines de infancia y centros de atención social destinados a menores de dieciocho 
años. 
 
m) Los ascensores. 
 
2. Todos aquellos lugares, locales o zonas aludidos en los párrafos precedentes estarán 
convenientemente señalizados en la forma en que se determine reglamentariamente, 
habilitándose por la dirección de cada centro las oportunas salas de fumadores en los 
locales y centros a que se refieren los puntos b), c), d), e), g).y h). En los rótulos 
señalizadores habrá de constar necesariamente la advertencia de que fumar perjudica 
seriamente a la salud del fumador activo y pasivo. 
 
3. En atención a la promoción y defensa de la salud, el derecho de los no fumadores, en 
las circunstancias en las que ésta pueda verse afectada por el consumo de tabaco, 
prevalecerá sobre el derecho a fumar. 
 

CAPÍTULO IV 
 

De otras medidas de control 
 

Artículo 27. Estupefacientes y psicótropos. 
 
La Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social elaborará y proporcionará 
información actualizada a los usuarios y profesionales de los Servicios Sanitarios sobre la 
utilización en Cantabria de sustancias estupefacientes y psicotrópicas y demás 
medicamentos capaces de producir dependencia. 
 

Artículo 28. Control de sustancias químicas. 
 
1. El Gobierno de Cantabria, en el marco de sus competencias, regulará las condiciones y 
presentación a la venta de sustancias y productos comerciales que pueden producir 
efectos nocivos para la salud y crear dependencia, a fin de evitar su uso como drogas. 
 
2. La Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social determinará 
reglamentariamente la relación de productos a que se refiere el apartado anterior. 
 

TÍTULO IV 
 

De los instrumentos de planificacion, coordinacion y participacion 



CAPÍTULO I 
 

Del Plan Regional sobre Drogas 
 

Artículo 29. Naturaleza y características. 
 
1. El Plan Regional sobre Drogas es el instrumento estratégico para la planificación y 
ordenación de las actuaciones que en materia de drogas se lleven a cabo en Cantabria. 
 
2. El Plan Regional sobre Drogas será vinculante para todas las Administraciones 
Públicas, entidades públicas y privadas e instituciones que desarrollen actuaciones en 
materia de drogas. 
 
3. El Plan Regional sobre Drogas tendrá carácter trienal. 
 

Artículo 30. Contenido del Plan. 
 
1. El Plan Regional sobre Drogas contemplará en su redacción, al menos, los siguientes 
elementos: 
 
a) Análisis de la problemática y aproximación epidemiológica al consumo de drogas en 
Cantabria. 
 
b) Objetivos generales y objetivos específicos por áreas de intervención. 
 
c) Criterios básicos de actuación. 
 
d) Programas y calendario de actuaciones. 
 
e) Responsabilidades y funciones de las Administraciones Públicas, entidades públicas y 
privadas e instituciones que desarrollan actuaciones en materia de drogas. 
 
f) Descripción del circuito terapéutico y de los niveles de intervención. 
 
g) Recursos necesarios para alcanzar los objetivos del Plan. 
 
h) Mecanismos de evaluación. 
 
i) Plan Director y de gestión. 
 
2. El Plan Regional sobre Drogas deberá precisar de forma cuantitativa en la medida de las 
posibilidades técnicas y de la eficiencia, sus objetivos, prioridades y estrategias, de modo 
que se pueda medir su impacto y evaluar sus resultados. 
 

Artículo 31. Elaboración y aprobación del Plan. 
 
1. La elaboración del Plan Regional sobre Drogas corresponde a la Consejería de Sanidad, 
Consumo y Bienestar Social, que procederá a su redacción, de acuerdo con las directrices 
que hayan sido establecidas en esta materia por el Gobierno de Cantabria. 
 
2. En la elaboración del Plan se tendrán en cuenta las propuestas formuladas por los 
órganos de participación y coordinación que prevé esta Ley. 
 
3. El Plan Regional sobre Drogas será aprobado por la Asamblea Regional de Cantabria, a 
propuesta del Consejo de Gobierno. 
 



CAPÍTULO II 
 

De la coordinacion 
 

Artículo 32. Instrumentos de coordinación. 
 
Para la coordinación, seguimiento y  evaluación de las actuaciones contempladas en esta 
Ley y en el Plan Regional sobre Drogas se constituyen los siguientes órganos de 
coordinación: 
 
a) Comisión Interdepartamental sobre Drogas. 
 
b) Dirección del Plan Regional sobre Drogas. 
 
c) Comisión Regional sobre Drogas. 
 
e) Comisión Regional de Acreditación y Control de Tratamiento con Agonistas Opiáceos a 
personas dependientes de los mismos. 
 

Artículo 33. Comisión Interdepartamental sobre Drogas. 
 
1. En el seno de la Administración Autonómica de Cantabria se constituirá una Comisión 
Interdepartamental en materia de drogas, presidida por el Consejero de Sanidad, Consumo 
y Bienestar Social, y compuesta por representantes de las diferentes Consejerías 
relacionados con esta materia y por el Director del Plan Regional sobre Drogas. 
 
2. Sus características, composición, funciones y régimen de funcionamiento se 
determinarán reglamentariamente. 
 

Artículo 34. Dirección del Plan Regional sobre Drogas. 
 
1. La Dirección del Plan Regional sobre Drogas de Cantabria es el órgano unipersonal de 
coordinación de las actuaciones que en materia de drogas se lleven a cabo en Cantabria y 
de gestión de los recursos destinados específicamente a este fin por el Gobierno Regional. 
 
2. La Dirección del Plan Regional sobre Drogas, con atribuciones y nivel jerárquico 
asimilado a Jefatura de Servicio, quedará adscrita a la Consejería de Sanidad, Consumo y 
Bienestar Social. 
 
3. Para el desempeño de sus funciones, la Dirección del Plan Regional sobre Drogas 
estará dotada de una oficina de apoyo administrativo, así como de un Comité Técnico que 
asistirá a la Dirección del Plan en su evaluación y seguimiento. Las funciones del Director, 
así como los medios materiales y humanos de la oficina, se determinarán 
reglamentariamente. 
 
4. La Dirección del Plan Regional sobre Drogas elaborará una Memoria Anual sobre 
funcionamiento del Plan que será aprobada por el Consejo de Gobierno. 
 

Artículo 35. Comisión Regional sobre Drogas. 
 
1. Se constituirá una Comisión Regional sobre Drogas, presidida por el Consejero de 
Sanidad, Consumo y Bienestar Social, o persona en quien delegue, de la que formarán 
parte representantes de los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes, INSALUD, 
entidades privadas e instituciones con servicios o programas acreditados, representantes 
de las organizaciones sindicales y empresariales y del propio Gobierno de Cantabria, con 
la finalidad de coordinar actuaciones y programas. 
 



2. Sus características, composición, funciones y régimen de funcionamiento se 
determinarán reglamentariamente. 
 

Artículo 36. Comisión Regional de Acreditación, Evaluación y Control de Centros o 
Servicios de Tratamiento con Agonistas Opiáceos a personas dependientes de los 
mismos (Comisión de Tratamiento con Opiáceos). 
 
1. La Comisión Regional de Acreditación, Evaluación y Control de Centros o Servicios de 
Tratamientos con Agonistas Opiáceos a personas dependientes de los mismos (Comisión 
de Tratamiento con Opiáceos), creada y regulada por la Orden de 15 de mayo de 1990, de 
la Consejería de Sanidad y Bienestar Social, publicada en el «Boletín Oficial de Cantabria» 
de 29 de mayo, constituye el órgano regulador de los tratamientos con opiáceos en la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
2. Su composición, facultades y régimen de funcionamiento serán las recogidas en la 
mencionada Orden y en la Corrección de errores publicada en el «Boletín Oficial de 
Cantabria» de 28 de junio de 1990. 
 

CAPÍTULO III 
 

De la participacion social 
 

Artículo 37. Consejo Asesor 
 
1. Se constituirá un Consejo Asesor como órgano colegiado de carácter consultivo, a 
través del cual se promueva la participación de la comunidad. 
 
2. El Consejo Asesor estará compuesto por los siguientes miembros: 
 
- Nueve representantes del Gobierno de Cantabria, a propuesta del Consejero de Sanidad, 
Consumo y Bienestar Social. 
 
- Dos representantes de la Delegación del Gobierno en Cantabria. 
 
- Tres en representación de los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes, a propuesta 
de cada uno de ellos. 
 
- Tres en representación del resto de municipios. 
 
- Dos en representación de las Centrales Sindicales de mayor implantación en el conjunto 
de la Comunidad Autónoma. 
 
- Dos en representación de las Organizaciones Empresariales. 
 
- Dos en representación de las Asociaciones de Padres de Alumnos. 
 
- Dos en representación de las Asociaciones de Vecinos. 
 
- Dos en representación de las Organizaciones de Consumidores y Usuarios. 
 
- Cinco en representación de los Colegios Profesionales relacionados con la problemática 
de las drogodependencias. 
 
- Cinco en representación de las entidades privadas e instituciones con centros y 
programas acreditados en materia de drogodependencias. 
 

Artículo 38. Funciones del Consejo Asesor. 
 



Son funciones del Consejo Asesor: 
 
a) Asesorar a los distintos órganos del Gobierno de Cantabria en materia de 
drogodependencias. 
 
b) Informar el Anteproyecto del Plan Regional sobre Drogas, sus revisiones y adaptaciones 
y conocer el estado de su ejecución. 
 
c) Informar las normas que sobre esta materia y especialmente en desarrollo de esta Ley, 
dicte el Gobierno de Cantabria. 
 
d) Conocer las decisiones en materia de autorización y acreditación de centros. 
 
e) Informar las necesidades detectadas y proponer prioridades de actuación. 
 
f) Conocer y verificar la adecuación del funcionamiento de todos los centros, servicios y 
programas del Sistema. 
 
g) Informar la Memoria Anual del Plan Regional sobre Drogas. 
 
h) Elaborar su propio Reglamento de Funcionamiento. 
 
i) Cuantas otras funciones se le atribuyan legal o reglamentariamente. 
 

Artículo 39. Colaboración de la iniciativa privada. 
 
1. Los centros, servicios, establecimientos y otros dispositivos de atención al 
drogodependiente de carácter privado podrán integrarse en la Red Asistencial de 
Utilización Pública, mediante la celebración de convenios singulares de vinculación, en los 
términos que reglamentariamente se determinen. 
 
2. También podrán establecerse conciertos y conceder subvenciones para la prestación de 
servicios con medios ajenos a la Red Asistencial de Utilización Pública en los casos de 
insuficiencia de la misma. Excepcionalmente podrá hacerse uso de servicios no vinculados 
o no incluidos en conciertos. 
 
3. Para acceder a este régimen de conciertos y subvenciones, los principios y programas 
de las entidades privadas deberán estar en concordancia con los enunciados de la 
presente Ley. 
 
4. Para la celebración de convenios y conciertos tendrán una consideración preferente las 
entidades u organizaciones sin ánimo de lucro. 
 

Artículo 40. Funciones de la iniciativa privada. 
 
Las entidades privadas e instituciones podrán cooperar con las Administraciones Públicas 
en el desempeño dalas siguientes funciones: 
 
a) La sensibilización social y la información. 
 
b) La prevención de las drogodependencias. 
 
c) La asistencia e integración social de drogodependientes. 
 
d) La formación. 
 
e) La investigación y evaluación. 
 



Artículo 41. Voluntariado. 
 
1. Las Administraciones Públicas y las entidades privadas e instituciones fomentarán la 
participación del voluntariado social del drogodependiente en las condiciones establecidas 
por la Ley 6/1996, de 15 de enero, Reguladora del Voluntariado Social. 
 
2. Los hábitos preferentes de actuación de la iniciativa social se circunscribirán a la 
concienciación social en torno a la problemática de la drogodependencia, la difusión de 
criterios, el apoyo a la reinserción y la prevención en el ámbito comunitario. 
 

Artículo 42. Comisiones de participación. 
 
A los  efectos de lograr una mayor operatividad se constituirán dos comisiones de 
participación: 
 
1. Comisión Intermunicipal. 
 
Estará integrada por representantes de la Dirección del Plan Regional sobre Drogas y los 
Ayuntamientos que poseen servicios, específicos o no, con intervención en 
drogodependencias. 
 
2. Comisión de O.N.G. 
 
Integrada por representantes de la Dirección del Plan Regional sobre Drogas y las O.N.G. 
con intervención en drogodependencias. 
 
3. Funciones. 
 
Las comisiones de participación tendrán como funciones: 
 
a) Analizar la situación del fenómeno de las drogodependencias. 
 
b) Estudiar los problemas específicos en sus respectivos sectores. 
 
c) Proponer propuestas de actuaciones. 
 
d) Conocer líneas de intervención. 
 
e) Estudiar alternativas de actuación. 
 

CAPÍTULO IV 
 

De la investigacion 
 

Artículo 43. Investigación. 
 
1. Con objeto de aumentar los conocimientos existentes sobre el fenómeno de las 
drogodependencias, el Gobierno de Cantabria promoverá la realización de estudios e 
investigaciones, considerándose áreas prioritarias las siguientes: 
 
a) Niveles y tendencias en el consumo de drogas, con especial atención al consumo juvenil 
de bebidas alcohólicas. 
 
b) Actitudes y estados de opinión de la población general respecto al fenómeno de las 
drogodependencias. 
 
c) Repercusiones individuales y sociales del consumo de drogas. 
 



d) Evaluación de los diferentes programas de intervención y, particularmente, de la 
efectividad de los métodos y programas terapéuticos. 
 
e) Estilos de vida asociados al consumo de drogas. 
 
2. El Gobierno de Cantabria impulsará la formalización de convenios de colaboración para 
potenciar la investigación básica en el campo de las drogodependencias, para los cuales 
tendrán una consideración preferente las Universidades de Cantabria. 
 
3. En los proyectos docentes o de investigación sobre las drogodependencias en el ámbito 
sanitario será preceptiva, además de la autorización del usuario, la aceptación expresa del 
médico y de la dirección del centro sanitario. 
 
4. Asimismo, el Gobierno de Cantabria, promoverá acuerdos con empresas fabricantes y 
distribuidores de bebidas alcohólicas y tabaco destinados a fomentar la investigación de 
sustancias sustitutivas de los elementos más nocivos presentes en las mencionadas 
drogas. 
 

CAPÍTULO V 
 

Dde la formación 
 

Artículo 44. Formación. 
 
1. El Gobierno de Cantabria promoverá programas específicos de formación de aquellos 
colectivos relacionados con la prevención, asistencia e incorporación social de personas 
drogodependientes. 
 
2. Serán sectores preferentes de formación en el ámbito de las drogodependencias para 
las Administraciones Públicas los siguientes: 
 
a) Profesionales de atención primaria y servicios sociales de base. 
 
b) Profesores y padres de alumnos de enseñanza primaria y secundaria. 
 
c) Representantes de asociaciones juveniles y profesionales que trabajen con este sector 
de población. 
 
d) Profesionales de oficinas de farmacia. 
 
e) Funcionarios de la Administración de Justicia y Penitenciaria. 
 
f) Profesionales del medio hospitalario de los servicios de urgencias y de los servicios 
directamente relacionados con la población drogodependiente. 
 
g) Miembros de asociaciones de ayuda y autoayuda y profesionales de centros y 
programas específicos de atención a drogodependientes. 
 
h) Personal de otras instituciones y entidades que desarrollen programas específicos en 
materia de drogas. 
 
i) El voluntariado. 
 
j) Fuerzas y cuerpos de seguridad del estado y policías municipales. 
 
k) Profesionales de instituciones públicas o privadas de atención a menores. 
 

CAPÍTULO VI 
 



Del control parlamentario 
 

Artículo 45. Comisión parlamentaria. 
 
1. La Asamblea Regional de Cantabria ejercerá sus competencias de control de las 
actuaciones e intervenciones de las diferentes administraciones e instituciones implicadas 
así como del propio Plan Regional sobre Drogas a través de la creación de una Comisión 
Parlamentaria Especial sobre las Drogodependencias. 
 
2. Serán funciones de dicha Comisión: 
 
a) Examinar e informar el proyecto Plan Cuatrienal sobre Drogas como elemento ejecutivo 
y operativo de actuación. 
 
b) Estudiar e informar las propuestas de Presupuesto del Gobierno de Cantabria en este 
sentido. 
 
c) Formular propuestas de actuación y de mejora del propio Plan Regional sobre Drogas. 
 
d) Examinar e informar la Memoria Anual del Plan Regional sobre Drogas. 
 
e) Proceder al estudio y análisis de la situación del fenómeno de las drogodependencias 
en la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
f) Cualesquiera otras que se le atribuyan legal o reglamentariamente. 
 
3. Funcionamiento. 
 
A los efectos de su funcionamiento la Comisión Parlamentaria Especial sobre 
Drogodependencias se atendrá a lo dispuesto en el Reglamento de la Asamblea Regional 
y demás disposiciones legales que pudieran afectarle. 
 

TÍTULO V 
 

Dde las competencias de las Administraciones Públicas 
 

Artículo 46. Competencias del Gobierno de Cantabria. 
 
Sin perjuicio de las demás competencias que el ordenamiento vigente le atribuye, 
corresponde al Gobierno de Cantabria: 
 
1. El establecimiento de las directrices en materia de drogas para la Comunidad Autónoma 
de Cantabria. 
 
2. La aprobación del Plan Regional sobre Drogas. 
 
3. La aprobación de la estructura orgánica de la Dirección del Plan Regional sobre Drogas. 
 
4. La aprobación del proyecto de presupuesto del Plan Regional sobre Drogas. 
 
5. La aprobación de la estructura de los órganos de coordinación previstos en esta Ley. 
 
6. La aprobación de la normativa de autorización de apertura y funcionamiento y de 
acreditación de centros de atención a drogodependientes. 
 
7. La aprobación, modificación y revisión de las tarifes por la prestación y concertación de 
servicios que puedan establecerse con instituciones, entidades o particulares públicos o 
privados, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 
 



8. La regulación y el otorgamiento de subvenciones y la celebración de contratos, 
convenios y conciertos con entidades e instituciones en el campo de las 
drogodependencias. 
 
9. La aprobación de la normativa y disposiciones reglamentarias en el ámbito de drogas y 
las derivadas de la presente Ley. 
 

Artículo 47. Competencias de la Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 
 
Además de aquellas otras competencias que le vienen atribuidas realmente, corresponde a 
la Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social: 
 
1. El control de los centros, servicios, establecimientos y actividades sanitarias, 
sociosanitarias y sociales relacionadas con la prevención, asistencia e integración social 
de las personas drogodependientes, y en particular: 
 
a) El otorgamiento de la autorización de instalación, puesta en funcionamiento, 
modificación, ampliación, traslado y cierre de centros, servicios y establecimientos. 
 
b) La acreditación de centros, servicios y establecimientos, su renovación y revocación. 
 
c) La regulación y el mantenimiento de los registros pertinentes de las entidades, centros y 
programas integrados en el Plan Regional sobre Drogas. 
 
d) El ejercicio de la función inspectora. 
 
e) La evaluación de los diferentes programas preventivos, asistenciales y de integración 
social. 
 
2. La elaboración y propuesta para su aprobación por el Gobierno de Cantabria del Plan 
Regional sobre Drogas. 
 
3. La propuesta de la estructura orgánica de la Dirección del Plan Regional sobre Drogas y 
del Servicio de  Drogodependencias. 
 
4. La formulasen de anteproyecto de presupuesto del Plan Regional sobre Drogas. 
 
5. La propuesta de regulación y el otorgamiento de subvenciones y la celebración de 
contratos, convenios y conciertos con entidades e instituciones en el campo de las 
drogodependencias. 
 
6. La coordinación general con las Administraciones Públicas, entidades privadas e 
instituciones de las actuaciones en materia de drogas. 
 
7. La gestión de los recursos públicos propios de intervención del servicio de 
drogodependencias. 
 
8. Las competencias señaladas en los puntos precedentes podrán delegarse en órganos 
inferiores de la Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social con el alcance que 
reglamentariamente se determine. 
 

Artículo 48. Competencias de los Ayuntamientos. 
 
1. Sin perjuicio de las demás competencias que el ordenamiento vigente les atribuye, 
corresponde a los Ayuntamientos de Cantabria en su ámbito territorial: 
 
a) El establecimiento de los criterios que regulen la localización, distancia y características 
que deberán reunir los establecimientos de suministro y venta de bebidas alcohólicas. 
 



b) El otorgamiento de la autorización de apertura a locales o lugares de suministro y venta 
de bebidas alcohólicas. 
 
c) Velar en el marco de sus competencias, por el cumplimiento de las diferentes medidas 
de control que se establecen en el Título III de esta Ley, especialmente en las propias 
dependencias municipales. 
 
d) La colaboración con los sistemas educativo y sanitario en materia de educación para la 
salud. 
 
2. Además de las señaladas en el punto anterior, los Ayuntamientos de más de 20.000 
habitantes de Cantabria tienen las siguientes competencias y responsabilidades mínimas: 
 
a) La aprobación de Planes Municipales sobre Drogas, elaborados en coordinación y de 
acuerdo con los criterios y directrices del Plan Regional sobre Drogas, que incluyan 
programas de prevención e incorporación social, así como de información, orientación y 
motivación de drogodependientes a través de los servicios sociales. 
 
b) La coordinación de los programas de prevención e incorporación social que se 
desarrollen exclusivamente en el ámbito de su municipio. 
 
c) El apoyo a las asociaciones y entidades que en el municipio desarrollen actividades 
previstas en el Plan Regional sobre Drogas. 
 
d) La formación en materia de drogas del personal propio. 
 
e) La promoción de la participación social en esta materia en su ámbito territorial. 
 

TÍTULO VI 
 

De las infracciones y sanciones 
 

Artículo 49. Régimen sancionador. 
 
1. Las infracciones a lo regulado en las presente Ley serán objeto de las sanciones 
administrativas correspondientes, previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio 
de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir. 
 
2. En ningún caso se impondrá una doble sanción por los mismos hechos y en función de 
los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes. 
 

Artículo 50. Infracciones. 
 
Se tipifican como infracciones a lo dispuesto en la presente Ley: 
 
a) Incumplir lo establecido en los artículos 20 21 22, 23, 24, 25, 26 y 28 sobre condiciones 
de la publicidad, promoción, venta y consumo de bebidas alcohólicas, tabaco y otras 
sustancias químicas, sin perjuicio de las competencias atribuidas a la Administración del 
Estado. 
 
b) Dificultar o impedir cualquiera de los derechos de las personas drogodependientes 
antes los sistemas sanitario y de acción social, así como los recogidos en el artículo 13 de 
esta Ley. 
 
c) Obstruir la acción de los servicios de inspección. 
 
d) Negar el suministro de información o proporcionar datos falsos o fraudulentos. 
 



e) Aplicar las ayudas o subvenciones públicas a finalidades distintas a aquellas para las 
que se otorgan, sin perjuicio de lo establecido en la legislación al respecto de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria y demás normativas que resulten aplicables. 
 
f) Incumplir las normas relativas a la autorización de apertura y funcionamiento y de 
acreditación de centros o servicios de atención a drogodependientes. 
 

Artículo 51. Clasificación de las infracciones. 
 
1. Las infracciones se clasifican como leves, graves -y muy graves, de acuerdo con criterio 
de riesgo para la salud, gravedad de la alteración social producida por los hechos, cuantía 
del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, generalización de la infracción y 
reincidencia. 
 
2. Se clasificarán como leves las infracciones tipificadas en el artículo 48 cuando se hayan 
cometido por simple negligencia y no comporten un perjuicio directo para la salud. 
 
3. Se calificarán como infracciones graves las tipificadas en el artículo 48 cuando no 
concurran en su comisión las circunstancias y supuestos contemplados en los apartados 2 
y 4 de este artículo. También tendrá la consideración de infracción grave la reincidencia en 
infracciones leves. 
 
4. Se califican como infracciones muy graves la reincidencia en infracciones graves, y 
aquellas otras que por sus circunstancias concurrentes comporten cualquiera de los 
siguientes supuestos: 
 
a) Un grave perjuicio para la salud de los usuarios. 
 
b) Negativa absoluta a facilitar información o a prestar colaboración a los servicios de 
inspección, así como el falseamiento de la información suministrada a dichos servicios. 
 
c) La resistencia, coacción, amenaza, represalia, desacato o cualquier otra forma de 
presión ejercitadas sobre las autoridades sanitarias o sus agentes. 
 
5. Se produce reincidencia cuando al cometer la infracción el sujeto hubiera sido ya 
sancionado por esa misma falta, o por otra de gravedad igual o mayor o por dos o más 
infracciones de gravedad inferior, durante el último año. 
 

Artículo 52. Sanciones. 
 
1. Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas, en su caso, con multa, cese 
temporal de la actividad o cierre del establecimiento, local o empresa. 
 
2. La graduación de las sanciones será proporcional a la infracción cometida y respetará 
los siguientes criterios: 
 
a) Gravedad de la infracción. 
 
b) Gravedad de la alteración social y perjuicios causados. 
 
c) Riesgos para la salud. 
 
d) Posición del infractor en el mercado. 
 
e) Beneficio obtenido. 
 
f) Grado de intencionalidad y reiteración. 
 
g) Perjuicio causado a menores de edad. 



3. La graduación de las multas se ajustará a lo siguiente: 
 
a) Por infracción leve, multa de hasta 2.000.000 de pesetas. 
 
b) Por infracción grave, multa de 2.000.001 pesetas a 10.000.000 de pesetas, pudiéndose 
rebasar esta cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios 
objeto de la infracción. 
 
c) Por infracción muy grave, multa de 10.000.001 pesetas a 100.000.000 de pesetas, 
pudiéndose rebasar esta cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o 
servicios objeto de la infracción. 
 
4. En los casos de especial gravedad, contumacia en la repetición de la infracción y la 
trascendencia notoria y grave para la salud, las infracciones muy graves se sancionarán 
con la suspensión temporal de la actividad por un máximo de cinco años o, en su caso, 
con el cierre de la empresa o la clausura del servicio o establecimiento. 
 
5. En las infracciones tipificadas en el artículo 50 de la presente Ley podrá acordarse 
como sanción complementaria la supresión, cancelación o suspensión de cualquier tipo de 
ayudas o subvención de carácter financiero que el particular o la entidad infractora haya 
obtenido o solicitado del Gobierno de Cantabria. 
 

Artículo 53. Prescripción. 
 
1. Las infracciones a que se refiere la presente Ley prescribirán: 
 
a) A los seis meses, las correspondientes a las faltas leves. 
 
b) A los dos años, las correspondientes a las faltas graves. 
 
c) A los cinco años, las correspondientes a las faltas muy graves. 
 
2. El plazo de prescripción comenzará a contarse a partir del día que se haya cometido la 
infracción y se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento  sancionador. 
 

Artículo 54. Competencias del régimen sancionador. 
 
1. Las autoridades competentes para imponer sanciones son las siguientes: 
 
a) Los Alcaldes, multas de hasta 2.000.000 de pesetas. 
 
b) El Consejero de Sanidad, Consumo y Bienestar Social, multas de hasta 10.000.000 de 
pesetas y suspensión temporal de la actividad por un máximo de cinco años. 
 
c) El Gobierno de Cantabria, multas desde 10.000.001 pesetas y el cierre de la empresa o 
la clausura del servicio o establecimiento. 
 
2. No tendrá carácter de sanción la resolución de cierre de establecimientos o de la 
suspensión de las actividades que no cuenten con la autorización exigida o que no se 
ajusten a los términos de ésta, hasta que no se subsanen los defectos o se cumplan los 
requisitos. Simultáneamente a la resolución de cierre o suspensión podrá incoarse un 
expediente sancionador. 
 

TÍTULO VII 
 

De la financiación 



Artículo 55. De la financiación del Gobierno de Cantabria. 
 
1. Al objeto de poder conseguir los objetivos perseguidos en esta Ley, el Gobierno de 
Cantabria establecerá cada año la dotación presupuestaria suficiente a incluir en el estado 
de gastos de los Presupuestos Generales de la Comunidad de Cantabria para el desarrollo 
de acciones en materia de drogas. 
 
2. Los ingresos que se produzcan por la imposición de sanciones tipificadas en esta Ley, 
generarán un crédito por la misma cuantía en la dotación presupuestaria prevista en el 
apartado 1 de este articulo. 
 

Artículo 56. De la financiación de las Corporaciones Locales.. 
 
1. Los Ayuntamientos y Mancomunidades que deseen obtener financiación de los 
Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para el desarrollo de las 
actuaciones de su competencia en materia de drogas, estarán obligados a disponer de un 
plan municipal sobre drogas convenientemente aprobado y a consolidar en sus respectivos 
presupuestos, de forma claramente diferenciada y de acuerdo con la estructura y 
clasificaciones presupuestarias, los créditos específicos destinados a tal finalidad. 
 
2. La financiación que la Diputación Regional de Cantabria destine a cada corporación 
local será como máximo de la misma cuantía que la ejecutada el año anterior por ésta para 
desarrollar las acciones en materia de drogas. 
 
3. El Gobierno de Cantabria podrá establecer con los Ayuntamientos y Mancomunidades 
convenios de colaboración que regulen la financiación y características que deban reunir 
los planes municipales. 
 

Disposición adicional primera. 
 
Los productos de denominación de origen de Cantabria se exceptuarán de lo dispuesto en 
los artículos 20.3 21.1 y 21.5 de esta Ley, así como de lo preceptuado en el artículo 22.1 
que no afecte a los menores de dieciocho años. 
 

Disposición adicional segunda. 
 
En el plazo de tres meses a partir de la publicación de la presente Ley, deberán quedar 
constituidos todos los órganos colegiados de coordinación y participación previstos en el 
Título IV. 
 

Disposición adicional tercera. 
 
En el plazo máximo de dos años a partir de la publicación de la presente Ley, el Gobierno 
de Cantabria, a propuesta del titular de la Consejería de Sanidad y Bienestar Social, 
actualizará el Plan Regional sobre Drogas, adecuándolo a las previsiones contenidas en el 
capítulo I del Título IV. 
 

Disposición adicional cuarta. 
 
Mediante Decreto, el Gobierno de Cantabria revisará cada cuatro años las cuantías 
mínimas y máximas fijadas en el apartado 3 del artículo 52 de la presente Ley. 
 

Disposición adicional quinta. 
 



Los órganos administrativos competentes, las asociaciones de consumidores y usuarios, 
las personas naturales o jurídicas afectadas y, en general, los titulares de un derecho 
subjetivo o interés legítimo podrán solicitar de los comerciantes de productos objeto de 
limitación o prohibición de su publicidad, así como a la autoridad judicial competente, el 
cese o la rectificación de la publicidad ilícita, de conformidad con lo establecido en la Ley 
del Estado 34/1988, General de Publicidad. 
 

Disposición adicional sexta. 
 
En el plazo de seis meses a partir de la publicación de esta Ley, el Gobierno de Cantabria 
aprobará la normativa que desarrolle reglamentariamente el contenido y alcance específico 
de los derechos de las personas drogodependientes establecidos en el artículo 13 de la 
presente Ley y las garantías de reparación que procedan por su incumplimiento. 
 

Disposición adicional séptima. 
 
En el plazo de un año a partir de la publicación de la presente Ley, los Ayuntamientos de 
más de 20.000 habitantes de Cantabria deberán haber aprobado una ordenanza municipal 
que se ajuste a las medidas de control recogidas en el Título III de esta Ley. 
 

Disposición transitoria primera 
 
1. Las medidas limitativas de la publicidad de bebidas alcohólicas y tabaco contempladas 
en los artículos 20 y 21, que afecten a la publicidad contratada con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente Ley, no serán de aplicación hasta transcurridos ocho 
meses desde la publicación de la presente Ley. 
 
2. Las empresas publicitarias y medios de comunicación afectados deberán remitir al 
Gobierno de Cantabria dentro del mes siguiente a la publicación de la presente Ley una 
relación de los compromisos pendientes de ejecución. 
 

Disposición transitoria segunda 
 
El artículo 56.1 no será de aplicación durante el año siguiente a la entrada en vigor de la 
presente Ley, 
 

Disposición derogatoria única 
 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o menor rango que se opongan a lo 
previsto en esta Ley. 
 

Disposición final primera 
 
Se autoriza al Gobierno de Cantabria a dictar cuantas normas sean precisas para el 
desarrollo y ejecución de esta Ley. 
 

Disposición final segunda 
 
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial de 
Cantabria». 
 
Palacio de la Diputación, Santander, 6 de octubre de 1997. 



LEY 6/1997, DE 30 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE 
LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA PARA 1998  
 

(BOC extraordinario nº 12, de 30 de diciembre de 1997) 
 

(BOE nº 33, 7 de febrero de 1998) 
 

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Presupuestos Generales de la Diputación 
Regional de Cantabria para 1998.: 
 

PREÁMBULO 
 
I

La economía de Cantabria se encuentra en plena fase de crecimiento sostenido dentro de 
un marco nacional de estabilidad, basado en características y variables fundamentales, 
como son nuestra participación en la moneda única desde su inicio, una fase de inflación 
inusitadamente reducida o unos tipos de interés reales que rebajen de manera sensible el 
coste de las inversiones. 
 
Los Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1998 apuestan, 
indubitadamente, por el crecimiento económico de la Comunidad a través del esfuerzo 
inversor de la Administración Pública, tanto de manera directa, como a través de medidas 
concretas de apoyo a la iniciativa privada, capaces de generar riqueza regional. 
 
Las políticas asistenciales, de formación, educativas y culturales, entre otras, completan la 
apuesta del Gobierno de Cantabria por la calidad de vida y el empleo. 
 
Objetivos que se persiguen sin descuidar el escrupuloso respeto al Pacto de Estabilidad, 
mediante el cumplimiento de los criterios de convergencia, asegurando el buen 
desenvolvimiento de la economía cántabra. 
 
La política presupuestaria del Gobierno de Cantabria trata de aprovechar los fondos 
europeos, concentrados en los últimos años de los programas operativos y el bajo nivel de 
endeudamiento actual de la Comunidad para, sin poner en riesgo la estabilidad 
macroeconómica que disfrutamos, conseguir una expansión económica y del empleo 
superior, que vaya acortando la distancia entre la renta per cápita de Cantabria con las de 
las principales regiones europeas. 
 
Expansión económica que debe lograrse con unas prestaciones sociales y de servicios 
que mejoren la calidad de vida de todos las cántabros y supongan un reparto equitativo 
entre los distintos estratos de la sociedad. 
 

II 
 

El artículo 55 del Estatuto de Autonomía de Cantabria establece que corresponde al 
Consejo de Gobierno la elaboración y aplicación del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y a la Asamblea Regional su examen, enmienda. aprobación y 
control. 
 



Además, en este proyecto de ley se da cumplimiento al mandato estatutario que obliga a 
que sea único, que tenga carácter anual e incluya la totalidad de los gastos e ingresos de 
la Diputación Regional de Cantabria y de los organismos y entidades dependientes de la 
misma. 
 
Igualmente, se consignan en estos Presupuestos el importe de los beneficios fiscales que 
afectan a los tributos atribuidos a la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

III 
 

El articulado del proyecto de ley comprende nueve títulos, con sus respectivos capítulos, 
ocho disposiciones adicionales y dos finales. 
 
Uno. La parte típica y esencial de la Ley de Presupuestos se recoge en el título I, capítulo 
I, en el que se aprueban la totalidad de los estados de gastos e ingresos del sector público 
regional. En el capítulo II, se consigna el importe de los beneficios fiscales que afectan a 
los tributos, tanto propios como cedidos, de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
Dos. El título II de la Ley de Presupuestos, relativo a la Gestión Presupuestaria se 
estructura en cuatro capítulos. 
 
En su capítulo I destaca la especial vinculación a nivel de desagregación presupuestaria 
de una serie de conceptos que, bien por su contribución al ahorro o por su naturaleza de 
créditos cofinanciados y afectados a programas concretos, se desea obtener de ellos la 
información más pormenorizada posible y el seguimiento más estricto de su gestión y 
destino. 
 
Se regulan, asimismo los créditos ampliables y se otorgan competencias, en materia de 
gestión presupuestaria, al Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto. 
 
Los capítulos II y III se dedican a regular los costes del personal de la Universidad de 
Cantabria, la información de las sociedades mercantiles públicas y el régimen de 
presupuestación y contabilidad de los Consorcios de la Diputación Regional de Cantabria 
con otras Administraciones Públicas. 
 
En el capítulo IV se autoriza al Consejo de Gobierno a compensar créditos y débitos 
recíprocos entre entes públicos, con el más escrupuloso respeto al principio de 
presupuesto bruto y siempre sin perjuicio a tercero. 
 
Completan el presente título, una serie de normas de gestión relativas a la financiación 
afectada, al reconocimiento de obligaciones por la Administración Regional y a la mejora 
de la figura del "anticipo de caja fija", para gastos corrientes en bienes y servicios 
exigiéndose el informe previo de la Intervención. 
 
Tres. La contabilidad y el control interno de la gestión económica y financiera de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, son objeto de regulación en el 
título III del presente proyecto de ley, otorgándole la competencia sobre los mismos a la 
Intervención General. 
 
Tras el primer año de implantación de la fiscalización esencial previa en la Administración 
Regional, se consolida y perfecciona su funcionamiento para 1998, como instrumento 
imprescindible para obtener el necesario equilibrio entre la eficiencia, la eficacia, le buena 
gestión y el respeto a los principios de legalidad y de control de la gestión pública. 
 
Cuatro. Tradicionalmente, el título IV engloba las normas relativas a las modificaciones 
presupuestarias, los compromisos de gastos cuya financiación haya de extenderse a 
ejercicios posteriores y la liquidación de los Presupuestos. 
 
Se recogen, además, de manera expresa las competencias de la Mesa de la Asamblea 
Regional de Cantabria en el control de la ejecución y gestión de la sección I.a de los 



presentes Presupuestos, ordenándose la no justificación ante el Gobierno de Cantabria de 
las dotaciones presupuestarias a la Asamblea Regional que lo serán en firme. 
 
El procedimiento y regulación de las modificaciones presupuestarias no sufre variaciones 
sustanciales, constatándose la adecuada redacción del texto de la Ley de Presupuestos 
aprobado por la Asamblea Regional de Cantabria para 1997. 
 
Cinco. Las normas sobre gastos de personal se ubican en el título V que se estructura, a 
su vez, en un capítulo único denominado "de los regímenes retributivos". 
 
Las retribuciones integras del personal al servicio de la Diputación Regional de Cantabria 
experimentarán un aumento del 21 por 100 en términos de homogeneidad respecto a los 
años 1997 y 1998. 
 
Se especifican las retribuciones del Presidente y Vicepresidente del Consejo de Gobierno, 
así como al de los Consejeros. Se cuantifican los complementos de destino y especifico de 
los Secretarios generales, Directores generales y otros altos cargos. 
 
Se actualizan los importes del sueldo, el complemento de destino y el complemento 
específico de los funcionarios al servicio de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria y se legisla sobre gratificaciones por servicios extraordinarios, productividad, 
retribuciones del personal interino y eventual. 
 
Se regulan, entre otras, la retribuciones del personal laboral, del contratado administrativo, 
los complementos personales y transitorios, el devengo de retribuciones y la jornada 
reducida. 
 
Se establece la posibilidad de autorizar por el Consejo de Gobierno la convocatoria de las 
plazas de nuevo ingreso, que deberán ser inferiores al 25 por 100 de la tasa de reposición 
de efectivos. Durante 1998 no se procederá a la contratación de nuevo personal laboral 
temporal, ni al nombramiento de personal interino salvo en casos excepcionales para 
cubrir necesidades urgentes e inaplazables. 
 
Seis. El título VI se ha reservado en el texto legal para la contratación pública, dándose 
cumplimiento al mandato contenido en la Ley de Régimen Jurídico del Gobierno y de la 
Diputación Regional de Cantabria que determina que, en la Ley de Presupuestos de cada 
año, se establecerán aquellos contratos que por su cuantía han de autorizarse por el 
Consejo de Gobierno. Se ha escogido un criterio prudente, en relación con las cantidades, 
y discriminatorio por razón del tipo de contrato que se celebre. 
 
Por último se resalta la importancia para un mayor y mejor control del gasto, de la 
comprobación material de la inversión. 
 
Siete. El título Vll examina el régimen de las subvenciones y ayudas públicas desde una 
óptica continuista con la regulación que de la materia se realizó mediante el articulado de 
la Ley de Presupuesto Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1997, que 
vino a llenar un importante vacío existente en el ordenamiento jurídico de la Comunidad 
hasta ese momento. 
 
Las normas que se contienen en este título son aplicables, en defecto de legislación 
específica. 
 
En cuanto a las subvenciones y ayudas procedentes de la Unión Europea, se regirán por la 
normativa especial que las establece y regula su obtención. 
 
Ocho. El título VIII hace referencia a las operaciones financieras, autorizando al Consejero 
de Economía, Hacienda y Presupuesto a formalizar las operaciones de crédito o préstamo, 
con un límite  cuantitativo anual de 2.500.000.000 de pesetas. 
 
Asimismo, se contemplan las operaciones de Tesorería a corto plazo, la emisión de deuda 
pública y la posibilidad de endeudamiento existente. 



En el capítulo relativo a los avales públicos y otras garantías se fija el límite total de los 
avales a prestar por la Comunidad Autónoma, que no podrán exceder de 2.500.000.000 de 
pesetas. 
 
Se recogen expresamente las obligaciones de las empresas regionales y demás entes 
públicos de la Diputación Regional de Cantabria, en cuanto a la apertura y cierre de 
cuentas en entidades financieras, sus operaciones financieras activas y pasivas realizadas 
a corto plazo o la información relativa a la situación de su endeudamiento. 
 
Nueve. El título IX recoge la información a remitir por parte del Gobierno a la Asamblea 
Regional, concerniente a la actividad económica y financiera del Ejecutivo Regional. 
 
Diez. Finalmente, once disposiciones adicionales contemplan diversas situaciones que, 
bien por su característica de excepcionalidad bien por referirse a contingencias posibles 
pero no determinadas, o bien, incluso, como medida de precaución, como es el caso de la 
eventual prórroga de estos Presupuestos, no han tenido el oportuno tratamiento de los 
setenta artículos de la Ley. 
 

TÍTULO I 
 

De la aprobación de los Presupuestos 
 

CAPÍTULO I 
 

De la aprobacion de los créditos y de su contenido 
 

Artículo 1. Aprobación de los créditos. 
 
Se aprueban por la presente Ley los Presupuestos Generales de la Diputación Regional de 
Cantabria para 1998, que están integrados por: 
 
a) El Presupuesto de la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
b) El Presupuesto de la Administración de la Comunidad de Cantabria. 
 
c) El Presupuesto del Organismo Autónomo Centro de Estudios de la Administración 
Pública Regional de Cantabria, que incluye el de la Escuela Regional de Policía Local. 
 
d) El Presupuesto del Organismo Autónomo Centro de Investigación del Medio Ambiente. 
 
e) Los Presupuestos de las entidades públicas "Fundación Pública Marqués de Valdecilla", 
y "Patronato del Conservatorio de Música Jesús de Monasterio". 
 
f) El Presupuesto del Ente de Derecho Público Consejo Económico y Social. 
 
g) El Presupuesto del Consejo Asesor de Radiotelevisión Española en Cantabria. 
 
h) La documentación de las sociedades públicas de carácter mercantil, que perciban 
subvenciones de explotación o de capital, según el artículo 55.2 de la Ley 7/1984 de 21 de 
diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria. 
 

Artículo 2. Contenido. 
 
Los Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1998 
constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de: 
 



a) Las obligaciones que, como máximo, pueden reconocer los entes mencionados en las 
letras a) a b) del artículo anterior, así como los derechos económicos que se prevea 
liquidar durante el ejercicio presupuestario. 
 
b) Las estimaciones de gastos e ingresos a realizar por las sociedades mercantiles de la 
letra h) del artículo anterior. 
 
c) La totalidad de los gastos e ingresos estimados de las restantes entidades públicas que 
conforman la Diputación Regional de Cantabria. 
 

Artículo 3. Créditos iniciales. 
 
Uno. Para la ejecución de los programas integrados en el estado de gastos del 
presupuesto del sector definido en las letras a) y b) del artículo anterior, se aprueban 
créditos por importe de 79.964.578.000 pesetas, cuya distribución por funciones es la 
siguiente: 
 
FUNCIÓN MILES DE PESETAS

11 Alta dirección de la Comunidad Autónoma 887.159 
12 Administración General 2.752.773 
22 Seguridad y Protección Civil 360.026 
31 Seguridad y Protección Social 5.901.394 
32 Promoción Social 656.207 
41 Sanidad 6.086.536 
42 Educación  6.455.892 
43 Vivienda y Urbanismo 2.339.819 
44 Bienestar Comunitario 8.037.768 
45 Cultura 4.058.476 
51 Infraestructuras básicas y transportes 10.096.129 
53 Infraestructuras agrarias 5.465.870 
61 Regulación económica 5.692.411 
63 Regulación financiera 2.695.224 
71 Agricultura, Ganadería y Pesca 6.134.054 
72 Industria 5.763.239 
75 Turismo 1.414.255 
76 Comercio 476.750 
81 Deuda Pública 4.690.596 

 

Dos. En el estado de gastos del Presupuesto del Organismo Autónomo Centro de Estudios 
de la Administración Pública Regional de Cantabria, se aprueban los créditos necesarios 
para atender al cumplimiento de sus obligaciones, por un importe de 60.745.000 pesetas, y 
en cuyo estado de ingresos se recogen las estimaciones de los derechos económicos a 
liquidar durante el ejercicio, por igual importe. 
 
Tres. En el estado de gastos del Presupuesto del Organismo Autónomo Centro de 
Investigación del Medio Ambiente se aprueban los créditos para atender el cumplimiento 
de sus obligaciones, por un importe de 154.000.000 de pesetas, y en cuyo estado de 
ingresos se recogen las estimaciones de los derechos económicos a liquidar durante el 
ejercicio, por igual importe. 
 
Cuatro. La estimación de gastos aprobada de las restantes entidades públicas alcanza un 
importe de 520.486.000 pesetas, cuya distribución es la siguiente: 
 

MILES DE PESETAS

Fundación Pública "Marqués de Valdecilla" 305.846 
 



⋅Patronato del Conservatorio de Música 
"Jesús de Monasterio" 175.640 
 
Consejo Económico y Social 30.000 
 
Consejo Asesor de Radiotelevisión Española 9.000 

 
Cinco. Como resultado de las consignaciones de créditos que se han detallado en los 
apartados anteriores el presupuesto consolidado para 1998 de la Diputación Regional de 
Cantabria asciende a 80. 179.009.000 pesetas. 
 

Artículo 4. Financiación de los créditos iniciales. 
 
Los créditos aprobados en el estado de gastos de los presentes Presupuestos Generales 
se financiarán: 
 
a) Con los recursos económicos de origen tributario y de Derecho público que se prevén 
liquidar durante el ejercicio comprensivos de los tres primeros capítulos del presupuesto de 
ingresos (impuestos directos y cotizaciones sociales, impuestos indirectos y tasas, premios 
públicos y otros ingresos). 
 
b) Con los ingresos no fiscales a liquidar durante el ejercicio, que comprenden los capítulos 
IV a Vll del presupuesto de ingresos (transferencias corrientes, ingresos patrimoniales, 
enajenación de inversiones reales y transferencias de capital). 
 
c) Con los recursos detallados en el capítulo VIII del estado de ingresos. 
 
d) Con el producto del endeudamiento contemplado en el capítulo IX del estado de 
ingresos. 
 

CAPÍTULO ll 
 

Beneficios fiscales 
 

Artículo 5. De los  beneficios fiscales. 
 
Los beneficios fiscales que afectan a los tributos, tanto propios como cedidos, de esta 
Comunidad Autónoma, se estiman en 422.694.551 pesetas. 
 

Artículo 6. De la administración y gestión de los recursos. 
 
La administración y gestión de los derechos económicos de la Hacienda de la Diputación 
Regional de Cantabria corresponde a la Consejería de Economía y Hacienda. 
 

TÍTULO ll 
 

De la gestión presupuestaria de los gastos 
 

CAPÍTULO II 
 

Normas generales de la gestión 
 

Artículo 7. Principios de actuación. 
 
Los créditos para gastos que se aprueban por la presente Ley se destinarán 
exclusivamente a la finalidad orgánica, funcional y económica para la que son autorizados 
por la misma, o por las modificaciones aprobadas conforme a esta Ley. 



Artículo 8.Carácter limitativo de los créditos 
 
Uno. Los créditos autorizados en los respectivos programas de gastos tienen carácter 
limitativo y vinculante de acuerdo con su clasificación orgánica y funcional por programas. 
 
En lo referente a la clasificación económica el carácter limitativo y vinculante de los 
créditos será el siguiente: 
 
a) En los capítulos I y II, a nivel de artículo. 
 
b) En los restantes capítulos de gastos, a nivel de concepto. 
 
Dos. No obstante, serán vinculantes al nivel de desagregación con que aparecen en los 
respectivos estados de gastos: 
 
a) En el capítulo I, los conceptos: 143, otro personal; 150, productividad y 151, 
gratificaciones y trabajos extraordinanos. 
 
b) En el capítulo ll, los subconceptos: 226.1, atenciones protocolarias y representativas y 
227.6, estudios y trabajos técnicos. 
 
c) Los créditos con financiación afectada. 
 
d) Los declarados ampliables. 
 
Tres. Las normas de vinculación de los créditos previstas en el apartado uno de este 
artículo no excusan que su contabilización sea al nivel con que figuren en los estados de 
gastos por programas. 
 
Cuatro. El Consejo de Gobierno, en aquellos supuestos que estime necesarios, podrá 
establecer vinculaciones con un mayor nivel de desagregación. 
 

Artículo 9.Créditos ampliables 
 
Con vigencia exclusiva para 1998, se consideran créditos ampliables, hasta una suma 
igual a las obligaciones que sea preciso reconocer, previo cumplimiento de las normas 
legales oportunas, dando cuenta de ello trimestralmente a la Asamblea, los siguientes: 
 
a) Los créditos destinados al pago de cuotas sociales a cargo del empleador, así como los 
trienios por servicios realmente prestados a la Administración por parte de los empleados 
públicos. 
 
b) Los créditos correspondientes a competencias o servicios transferidos y, en su caso, los 
necesarios para reconocer obligaciones adicionales a las previstas inicialmente, por el 
importe de las transferencias de fondos que para compensar estas actuaciones deba 
formalizar esta Administración. 
 
c) Los créditos destinados a gastos de servicios para los que se exigen tasas, exacciones 
parafiscales, cánones o precios, por la diferencia entre la recaudación inicialmente prevista 
y la efectivamente ingresada. 
 
d) Los créditos cuya cuantía venga determinada en función de ingresos afectados, 
mediante compromiso firme de ingresos o que hayan de fijarse en función de derechos 
reconocidos. 
 
e) Los destinados al pago de haberes al personal, cuando resulte necesario para atender a 
la aplicación de retribuciones derivadas de disposiciones de carácter general. 
 



f) Los destinados al pago de obligaciones reconocidas por sentencia firme, al pago de 
valoraciones y peritajes, y a la remuneración de agentes mediadores independientes. 
 
g) Los destinados al pago de intereses, de amortizaciones y de otros gastos derivados de 
operaciones de endeudamiento. 
 
h) Los destinados a satisfacer los gastos que se deriven de la dotación por servicios 
nuevos. 
 
El mayor gasto autorizado mediante ampliación se financiará con ingresos no previstos 
inicialmente o declarando no disponibles otros créditos. 
 

Artículo 10. Competencias en materia de gestión de gastos presupuestarios. 
 
Sin perjuicio de las competencias establecidas en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de 
Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, corresponde al Consejero de Economía, 
Hacienda y Presupuesto, todas las fases de tramitación del gasto en los capítulos I, lI, VlII 
y IX del estado de gastos. Las cantidades que, en su caso, se libren con el carácter de 
pagos a justificar se regirán por su normativa específica. 
 

CAPÍTULO ll 
 

Régimen del presupuesto de la Universidad 
 

Artículo 11. Autorización de los costes de personal de la Universidad de Cantabria. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 54.4 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de 
agosto, de Reforma Universitaria en relación con su disposición final segunda, se autorizan 
los costes de personal funcionario docente y no docente y contratado docente de la 
Universidad de Cantabria para 1998 y por importe de 3.620.455.493 pesetas, para el 
personal docente funcionario y contratado, y de 716.155.681 pesetas, para el personal 
funcionario no docente, sin incluir trienios, Seguridad Social ni las partidas que, en 
aplicación del Real Decreto 1558/1986, de 28 de junio ("Boletín Oficial del Estado", de 31 
de julio), y disposiciones que lo desarrollan venga a incorporar a su presupuesto la 
Universidad, procedentes de las instituciones sanitarias correspondientes, para financiar 
las retribuciones de las plazas vinculadas. 
 

CAPÍTULO III 
 

Gestión de los presupuestos de entidades públicas 
 

Artículo 12. De las sociedades mercantiles públicas. 
 
Las empresas públicas de la Diputación Regional de Cantabria remitirán a la Consejería de 
Economía y Hacienda información sobre actuaciones, inversiones y endeudamiento, así 
como aquella otra que se determine mediante Orden del Consejero de Economía, 
Hacienda y Presupuesto. 
 
Con objeto de asegurar en las empresas públicas determinadas condiciones de eficacia, 
eficiencia, economía y buena gestión en la asignación de los recursos, la Consejería de 
Economía y Hacienda, podrá concertar convenios o contratos-programas con las 
sociedades públicas de carácter mercantil, vinculándolos a la percepción de subvenciones 
de explotación o capital. Los citados convenios o contratos incluirán, al menos: 
 
a) Hipótesis macroeconómicas y sectoriales que sirvan de base a los acuerdos. 
 
b) Objetivos perseguidos en relación con la rentabilidad y productividad. 
 



c) Política de personal reestructuración técnica o cualesquiera otras finalidades. 
 
d) Las actuaciones necesarias para adaptar los objetivos acordados a las variaciones que 
pudieran producirse en el entorno económico respectivo. 
 
A estos efectos, en cada convenio o contrato se establecerá una comisión de seguimiento 
que será copresidida por la Consejería de la cual depende la sociedad y la Consejería de 
Economía y Hacienda. 
 

Artículo 13. Consorcios. 
 
Las Consejerías y entidades públicas de esta Diputación Regional de Cantabria, pueden 
participar en consorcios con otras Administraciones Públicas o con empresas privadas, 
para fines de interés público. La participación se autorizará siempre por el Consejo de 
Gobierno. 
 
En los consorcios en cuya financiación participen en un 50 por 100 o más los órganos del 
sector público de Cantabria, el régimen de presupuestación y contabilidad de los mismos 
se ajustará a la normativa de la Diputación Regional de Cantabria, pudiéndose establecer 
por ésta un control financiero permanente. 
 
Se entiende que existe una participación de, al menos, un 50 por 100, cuando en el 
documento de constitución del consorcio conste que las aportaciones iniciales o la 
financiación de los gastos anuales a cargo de los órganos  y entidades del sector público 
de Cantabria, alcanzan o superan el citado porcentaje. 
 
De la constitución del consorcio se remitirá la oportuna información a la Comisión de 
Economía Hacienda Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional. 
 

CAPÍTULO IV 
 

Otras normas de gestión presupuestaria 
 

Artículo 14. Compensaciones y retenciones con cargo al Programa de Cooperación 
Municipal de Asistencia Financiera a los Ayuntamientos de la Región. 
 
Uno. La Diputación Regional de Cantabria podrá compensar las deudas firmes contraídas 
a partir del año 1998, con la misma, por las entidades locales con cargo a las órdenes de 
pago que se emitan para satisfacer su participación en el Programa de Cooperación 
Municipal de Asistencia Financiera a los Ayuntamientos de la Región. 
 
Dos. Las retenciones que deban acordarse para compensar las deudas de las entidades 
locales hasta la cantidad concurrente del crédito a favor de aquellas, en la forma prevista 
en el artículo 65 del Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Recaudación, que se realicen en el ámbito de aplicación del 
presente articulo, no podrán superar en su conjunto un importe equivalente al 50 por 100 
de la cuantía asignada a la respectiva Corporación. 
 
Dicho límite no operará en los casos en que la deuda nazca como consecuencia del 
reintegro de anticipos de financiación a cargo de la Tesorería de la Diputación Regional de 
Cantabria, en cuyo caso habrá que atenerse a las condiciones fijadas para su concesión o 
a la cancelación total del crédito en forma singular o en retenciones sucesivas hasta la 
concurrencia del crédito a favor de la respectiva Corporación, en orden a su cuantía. 
 
No obstante, ambos límites globales podrán ser reducidos hasta un 25 por 100, previa 
petición razonada de las Corporaciones Locales deudoras, cuando se justifique la 
existencia de graves desfases transitorios de Tesorería que afecten al cumplimiento 
regular de las obligaciones de personal o a la prestación de los servicios públicos 
obligatorios y mínimos comunes a todos los municipios y de los de protección civil, 



prestación de servicios sociales y extinción de incendios. En cuya realización no se exija, 
en todo caso, contraprestación alguna en forma de precio público o tasa equivalente al 
coste del servicio realizado. 
 
La petición, con la justificación correspondiente, deberá dirigirse al Consejero de 
Economía, Hacienda y Presupuesto, que dictará teniendo en cuenta el volumen de las 
deudas y la reiteración de su exigencia por vía compensación, la resolución 
correspondiente, fijando e período de tiempo en que el límite general habrá de ser reducido 
al porcentaje de retención que, en la misma, se señale. 
 

Artículo 15. Disposición de los créditos con financiación afectada. 
 
El Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto podrá determinar las normas de 
gestión de los créditos consignados inicialmente en el Presupuesto, y de los generados 
durante el mismo, cuya financiación proceda de transferencias de carácter finalista o 
predeterminadas, con el fin de adecuar la ejecución de dichos créditos a las cuantías 
efectivamente concedidas. 
 
De las normas de gestión se informará por parte del Consejero a la Comisión de 
Economía, Hacienda, Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional en un plazo 
máximo de veinte días a partir de su aprobación. 
 

Artículo 16. Justificación del reconocimiento de obligaciones. 
 
El reconocimiento de las obligaciones con cargo a los Presupuestos Generales se 
producirá previa acreditación documental ante el órgano competente de la realización de la 
prestación o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuerdos que, en su 
momento, aprobaron y comprometieron el gasto. 
 
Dicha acreditación exigirá la expresa conformidad con la realización de la prestación o 
derecho del acreedor en los términos previstos en la normativa vigente, expedida por el 
Jefe de la Unidad responsable. 
 
Excepcionalmente, cuando no pueda aportarse la documentación justificativa de la 
obligación según los párrafos anteriores, ni las obligaciones se satisfagan según lo 
dispuesto en el artículo 17, podrán tramitarse propuestas de pago y librarse los fondos con 
el carácter de "a justificar". 
 
Los perceptores de estos fondos quedan obligados a rendir cuenta justificativa de la 
aplicación de las cantidades recibidas en el plazo de tres meses, que podrá ser ampliado 
por razones excepcionales a propuesta del órgano gestor del crédito, previo informe de la 
Intervención Delegada. 
 

Artículo 17. Anticipos de caja fija. 
 
Los gastos periódicos o repetitivos podrán ser satisfechos con anticipos de caja fija u otros 
libramientos análogos que, en todo caso, puedan tener el carácter de renovables por el 
importe justificado, de forma que la cantidad librada permanezca fija a lo largo del ejercicio. 
 
Los Consejeros, previo informe de la Intervención Delegada, fijarán las aplicaciones 
presupuestarias a cuyo cargo pueden librarse los fondos, dentro del capítulo destinado a 
gastos corrientes en bienes y servicios. 
 

TÍTULO lII 
 

Del control y de la contabilidad 
 



CAPÍTULO ÚNICO 
 

Del control interno 
 

Artículo 18. Formas de ejercicio. 
 
El control interno de la gestión económica y financiera de la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria se realizará por la Intervención General sobre el 
conjunto de su actividad financiera y sobre los actos de contenido económico que la 
integran. 
 
El control interno de la gestión económica y financiera se llevará a cabo mediante el 
ejercicio de la función interventora y del control financiero. 
 

Artículo 19. De la función interventora. 
 
La función interventora tiene por objeto controlar todos los actos de la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria que den lugar al reconocimiento de derechos y 
obligaciones de contenido económico así como los ingresos y pagos que de ellos se 
deriven y la recaudación, inversión o aplicación en general de los caudales públicos, con el 
fin de asegurar que su administración se ajuste a las disposiciones existentes en cada 
caso. 
 
El ejercicio de la función interventora comprenderá: 
 
a) La fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de contenido económico, 
autoricen gastos o acuerden movimiento de fondos y valores. 
 
b) La intervención de la liquidación del gasto y de la inversión. 
 
c) La intervención formal de la ordenación del pago. 
 
d) La intervención material del pago. 
 

Artículo 20. Del procedimiento para el ejercicio de la función interventora sobre 
derechos e ingresos. 
 
La fiscalización previa de los derechos e ingresos de la Administración de la Diputación 
Regional de Cantabria se sustituye por el control inherente a la toma de razón en 
contabilidad y el control posterior. Este último se efectuará mediante el ejercicio del control 
financiero permanente. 
 
El Interventor general podrá establecer específicas comprobaciones posteriores sobre 
determinados tipos de liquidaciones. 
 
No obstante, los actos de ordenación del pago y pago material derivados de devoluciones 
de ingresos indebidos están sujetos a la intervención formal de la ordenación del pago y a 
la intervención material del pago. 
 

Artículo 21. No sujeción a fiscalización previa. 
 
Uno. No estarán sometidos a fiscalización previa los siguientes gastos: 
 
a) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez fiscalizado el 
gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato del cual deriven, o sus 
modificaciones. 
 
b) Los gastos no superiores a 250.000 pesetas. 



c) Las subvenciones con consignación nominativa en los Presupuestos. 
 
Dos. En las entidades públicas «Fundación Pública Marqués de Valdecilla» y "Patronato 
del Conservatorio de Música Jesús de  Monasterio", la función interventora queda 
sustituida por el control financiero permanente. 
 

Artículo 22. Régimen especial de la fiscalización limitada previa. 
 
El Consejo de Gobierno podrá acordar, a iniciativa del Consejero de Economía Hacienda y 
Presupuesto previo informe de la Intervención General, que la fiscalización previa se limite 
a comprobar los extremos siguientes: 
 
a) La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la 
naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer. 
 
En los casos en que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual se 
comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el artículo 36. 
 
b) Que las obligaciones o gastos se generan por órgano competente. 
 
c) Aquellos otros extremos que, por su trascendencia en el proceso de gestión, determine 
el Consejo de Gobierno. 
 
Los Interventores podrán formular las observaciones complementarias que consideren 
convenientes, sin que las mismas tengan efecto suspensivo en la tramitación de los 
expedientes correspondientes. 
 
El Acuerdo aprobado por el Consejo de Gobierno deberá publicarse en el "Boletín Oficial 
de Cantabria". 
 

Artículo 23. Del control posterior. 
 
El grado de cumplimiento de la legalidad de los extremos no comprobados en la fase de 
fiscalización limitada previa se verificará, con carácter posterior, sobre una muestra 
representativa de los actos documentos o expedientes que dieron origen a la referida 
fiscalización. La Intervención General determinará los procedimientos a aplicar para la 
selección, identificación y tratamiento de la muestra o, en su caso, para la realización de la 
auditoria. 
 
Los Interventores Delegados que efectúen dicha verificación deberán emitir informe 
provisional por escrito en el que hagan constar cuantas observaciones y conclusiones se 
deduzcan de la misma. Estos informes provisionales se remitirán al Consejero, o al titular 
del organismo público, para que formule, en su caso, en el plazo máximo de quince días, 
las alegaciones que considere oportunas. A la vista de ellas, se redactará el informe 
definitivo que proceda, que se remitirá posteriormente al órgano gestor y a la Intervención 
General. 
 
La Intervención General dará cuenta al Consejo de Gobierno, a las Consejerías y a los 
titulares de los organismos públicos, de los resultados más importantes, si los hubiere, 
derivados de las verificaciones efectuadas y, en su caso, propondrá las actuaciones que 
resulten aconsejables para asegurar que la administración de los recursos públicos se 
ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso. 
 

Artículo 24. Del control financiero. 
 
El control financiero se ejercerá por la Intervención General. Tiene por objeto comprobar 
que la actuación de los órganos gestores de la Administración de la Diputación Regional 



de Cantabria, relacionados en el artículo 1 de la Ley, se ajusta, en el aspecto económico-
financiero, al ordenamiento jurídico, así como a los principios generales de buena gestión 
financiera. Dicha función podrá ejercerse con carácter permanente. 
 
Asimismo, el control financiero se ejercerá por la Intervención General, sobre las 
sociedades mercantiles, empresas, entidades y particulares por razón de las 
subvenciones, créditos, avales y demás ayudas de la Administración de la Diputación 
Regional de Cantabria, sus organismos autónomos, entidades y sociedades públicas, o de 
otro modo concedidos con cargo a sus presupuestos o a fondos de la Comunidad 
Europea, con objeto de comprobar la adecuada y correcta obtención utilización y disfrute 
de las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas percibidas, así como la realidad y 
regularidad de las operaciones con ellas financiadas. 
 

Artículo 25. De la omisión de intervención. 
 
En los supuestos en los que la función interventora fuera preceptiva y se hubiese omitido, 
no se podrá reconocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir favorablemente estas 
actuaciones, hasta que el Consejo de Gobierno lo autorice. 
 

TÍTULO IV 
 

Modificaciones de los Presupuestos Generales 

CAPÍTULO I 
 

Normas generales 
 

Artículo 26. Principios generales. 
 
Uno. Las modificaciones de los créditos presupuestarios se regularán por lo dispuesto en 
la presente Ley, por la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación 
Regional de Cantabria, y por cuanto se disponga en las leyes especiales. 
 
Dos. Todo acuerdo de modificación presupuestaria deberá indicar expresamente además 
de la sección a que se refiera, el programa, servicio u organismo, artículo, concepto y 
subconcepto, en su caso, afectados por la misma. 
 
Tres. La correspondiente propuesta de modificación deberá expresar, mediante Memoria 
justificativa, la incidencia en la consecución de los respectivos objetivos de gasto y las 
razones que la motivan, así como los efectos sobre los objetivos a que se renuncia o se 
reducen. 
 
Cuatro. Cuando las modificaciones presupuestarias afecten a disminuciones en los 
créditos del capítulo I, "gastos de personales", será preceptivo el informe de la Dirección 
General de Función Pública, que será evacuado en el plazo de siete días. 
 
Cinco. Cuando las modificaciones presupuestarias afecten a fondos de la Unión Europea, 
será preceptivo informe del Organo de Control y Seguimiento del mismo. 
 
Seis. Se faculta al Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto para la creación de 
las aplicaciones necesarias en los estados de ingresos y gastos. 
 

CAPÍTULO II 
 

De las modificaciones de crédito 
 

Artículo 27. Transferencias de crédito. 
 



Uno. Teniendo en cuenta el régimen de vinculación cuantitativa y cualitativa de los créditos 
presupuestarios a que se hace referencia en esta Ley, podrán autorizarse transferencias 
entre los créditos de gastos, con las siguientes limitaciones: 
 
a) No afectarán a los créditos extraordinarios o suplementos de crédito concedidos durante 
el ejercicio, ni a los créditos incorporados de ejercicios anteriores. 
 
b) No podrán minorarse los créditos que hayan sido incrementados mediante 
transferencias, salvo cuando afecten a créditos de personal o de gastos y pasivos 
financieros. 
 
c) No incrementarán créditos que, como consecuencia de otras transferencias, hayan sido 
objeto de minoración, salvo cuando afecten a créditos de personal o de gastos y pasivos 
financieros. 
 
En las letras b) y c) anteriores, las limitaciones se entenderán a nivel de concepto para 
aquellos casos en que la vinculación establecida lo sea a nivel de artículo. 
 
Dos. Las limitaciones previstas en el apartado anterior no afectarán a las transferencias 
que se refieren a los créditos de "imprevistos y funciones no clasificadas", ni serán de 
aplicación cuando se trate de créditos modificados como consecuencia de 
reorganizaciones administrativas o aplicación de los recursos procedentes de la Unión 
Europea. 
 

Artículo 28. Generaciones de crédito. 
 
Uno. Los ingresos efectivamente realizados durante el ejercicio podrán generar crédito en 
los estados de gastos de los Presupuestos, en los siguientes casos: 
 
a) Aportaciones de personas naturales o jurídicas públicas o privadas para financiar gastos 
que, por sí naturaleza, estén comprendidos entre los fines u objetivos de la Diputación 
Regional de Cantabria o de sus organismos dependientes. 
 
b) Enajenaciones de bienes de la Diputación Regional de Cantabria o de sus organismos. 
 
c) Prestaciones de servicios. 
 
d) Reembolso de préstamos. 
 
e) Créditos del exterior para inversiones públicas. 
 
Dos. Asimismo, podrán generar créditos los ingresos realizados durante el último trimestre 
del ejercicio anterior en los casos enumerados en el apartado anterior. 
 

Artículo 29. Reposiciones de crédito. 
 
Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a 
créditos presupuestarios podrán dar lugar a la reposición  de estos últimos. 
 

Artículo 30. Incorporaciones de remanentes de crédito. 
 
Uno. Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén 
afectados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas, quedarán anulados de pleno 
derecho. 
 
No obstante, previo expediente que acredite su existencia y financiación, podrán 
incorporarse a los correspondientes créditos de los presupuestos de gastos del ejercicio 
inmediato siguiente, los que se indican: 



a) Los créditos extraordinarios y los suplementos de crédito. 
 
b) Las transferencias de crédito que hayan sido autorizadas en el último trimestre del 
ejercicio y que, por causas justificadas, no hayan podido realizarse durante el mismo. 
 
c) Los créditos para operaciones de capital. 
 
d) Los créditos que amparen disposiciones de gastos acordadas durante el ejercicio 
presupuestario y que, por causas justificadas, no hayan podido realizarse durante el 
mismo. 
 
e) Los créditos autorizados en función de la efectiva recaudación de los derechos 
afectados. 
 
f) Los créditos con financiación afectada procedentes de otras Administraciones Públicas, 
nacionales o extranjeras cuyo ingreso haya tenido lugar en el último trimestre del ejercicio 
presupuestario. 
 
g) Los créditos generados por las operaciones que define el artículo 28 de esta Ley. 
 
Dos. Los remanentes incorporados, según lo previsto en el apartado anterior, únicamente 
podrán ser aplicados dentro del ejercicio presupuestario en que la incorporación se 
acuerde. 
 
La parte del remanente afectada por una disposición de gasto, que se incorpore al nuevo 
presupuesto, seguirá sujeta al mismo compromiso, pudiendo reconocerse a su cargo todas 
las obligaciones de pago referentes a la misma. 
 
Tres. Al incorporarse un remanente de crédito lo harán también, en su caso, los derechos 
que su ejecución deba producir. 
 

CAPÍTULO lll 
 

De las competencias para autorizar modificaciones 
 

Artículo 31. Competencias del Consejo de Gobierno. 
 
Corresponde al Consejo de Gobierno a propuesta de la Consejería de Economía y 
Hacienda e iniciativa de la Consejería o Consejerías afectadas: 
 
a) Autorizar transferencias de crédito entre programas correspondientes a distintas 
funciones o grupos de funciones. 
 
b) Autorizar las transferencias entre créditos de operaciones corrientes y de capital, 
excepto cuando el crédito a incrementar corresponda a los capítulos III y IX del 
Presupuesto. 
 
c) Autorizar transferencias entre actividades o programas, correspondientes a distintas 
funciones y pertenecientes a servicios de la misma o de diferentes secciones, siempre que 
se trate de reorganizaciones administrativas o que se produzcan como consecuencia de la 
aplicación de los recursos procedentes de la Unión Europea. 
 
El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía, Hacienda y 
Presupuesto, podrá autorizar transferencias de crédito de las dotaciones no utilizadas en 
las distintas secciones del Presupuesto a los créditos de "Imprevistos y funciones no 
clasificadas" creando los créditos que sean necesarios a tal afecto, para su posterior 
reasignación. 
 



Artículo 32. Competencias del Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto. 
 
Uno. Corresponde al Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto además de las 
competencias genéricas atribuidas a los titulares de las Consejerías, autorizar las 
siguientes modificaciones presupuestarias: 
 
a) Transferencias de crédito en los supuestos de exclusión de las competencias de los 
titulares de las Consejerías a que se refiere el artículo 33 de esta Ley. 
 
b) Transferencias de crédito entre un mismo programa, o entre programas incluidos en la 
misma función, y correspondientes a varias Consejerías. 
 
c) Transferencias entre créditos incluidos en los capítulos I lII, VlIl y IX del estado de 
gastos. 
 
d) Transferencias de créditos sujetos a la vinculación señalada en el apartado dos del 
artículo 8. 
 
e) Las generaciones de crédito que contempla el artículo 28 de esta Ley. 
 
f) Las incorporaciones de crédito que contempla el artículo 30 de esta Ley. 
 
g) Las ampliaciones de crédito que se contemplan en la presente Ley. 
 
Dos. Asimismo, podrá autorizar las transferencias que se realicen desde los créditos de 
«Imprevistos y funciones no clasificadas", a los diferentes créditos del estado de gastos, 
cualquiera que sea la función o sección presupuestaria a que corresponda. 
 
La Consejería o centro gestor que solicite una transferencia con cargo a los créditos de 
«Imprevistos y funciones no clasificados" deberá justificar la imposibilidad de financiarla 
mediante reajuste de sus créditos; a tal efecto procederá a un examen conjunto de revisión 
de sus programas o actividades del gasto indicando las desviaciones que la ejecución del 
presupuesto pueda revelar en la consecución de los correspondientes objetivos. 
 

Artículo 33. Competencias de los Consejeros. 
 
Uno. Corresponde a los titulares de las distintas Consejerías, y en relación con el 
Presupuesto de sus secciones respectivas, autorizar las transferencias entre créditos de 
un mismo programa, siempre que no afecten a créditos de personal, subvenciones 
nominativas o a los créditos vinculados del apartado dos del artículo 8, o que no supongan 
desviaciones en la consecución de los objetivos del programa. 
 
Dos. Los Presidentes o Directores de los organismos tendrán las competencias 
establecidas para los Consejeros con relación a las modificaciones presupuestarias de sus 
gastos respectivos. 
 

Artículo 34. Instrumentación y ejecución de las modificaciones presupuestarias. 
 
Uno. El Area de Presupuestos informará y tramitará todas las modificaciones 
presupuestarias. 
 
Cuando la modificación presupuestaria afecte a una sola Consejería, precisará informe 
previo de la Intervención Delegada si por el contrario afecta a más de una Consejería será 
informada por la Intervención General. 
 
Si el informe de la Intervención Delegada no es favorable a la propuesta, y, planteada la 
discrepancia a la Intervención General, ésta lo ratificará. El órgano competente resolverá 
ya sea el Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto o el Consejo de Gobierno. 
 



Dos. La contabilización de las modificaciones presupuestarias corresponderá a la 
Consejería de Economía y Hacienda. 
 

CAPÍTULO IV 
 

De las competencias de la Asamblea Regional de Cantabria 
 

Artículo 35. De las competencias de la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
Uno. Las dotaciones presupuestarias de la Asamblea Regional de Cantabria se librarán en 
firme y por trimestres anticipados, y no estarán sujetas a ningún tipo de justificación ante el 
Gobierno de Cantabria. 
 
Dos. A la Mesa de la Asamblea Regional de Cantabria le corresponde dirigir y controlar la 
ejecución y gestión de la sección I.a de los presentes Presupuestos, según se establece 
en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, 
y en el Reglamento de la Asamblea Regional de Cantabria. 
 

CAPÍTULO V 
 

De los créditos que superan el ejercicio 
 

Artículo 36. Compromisos de gasto de carácter plurianual. 
 
Uno. No obstante el carácter anual del Presupuesto, podrán adquirirse compromisos de 
gastos cuya financiación haya de extenderse a ejercicios posteriores, en los supuestos 
siguientes: 
 
a) Inversiones y transferencias de capital. 
 
b) Transferencias corrientes, derivadas de normas con rango de Ley. 
 
c) Convenios, contratos de obras, de suministros de consultorio y de asistencia, de 
servicios y de trabajos específicos y concretos no habituales de la Administración, y 
arrendamientos de equipos, que no puedan ser estipulados o resulten antieconómicos por 
plazo de igual o Inferior a un año. 
 
d) Arrendamientos de bienes inmuebles a utilizar por órganos de la Administración de 
Cantabria. 
 
e) Cargas financieras de la deuda de la  Diputación Regional de Cantabria y de sus 
organismos autónomos. 
 
La competencia para su autorización corresponderá al Consejo de Gobierno, excepto el 
apartado e), que recaerá en el Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto. 
 
Dos. La ejecución de las actuaciones citadas deberá iniciarse en el ejercicio en que se 
adquiera el compromiso. 
 
Tres. El número de ejercicios a que puede extenderse dicha autorización en los supuestos 
a), b) y c) anteriores no será superior a cuatro. Asimismo, el gasto que en tales casos se 
impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que 
resulte de aplicar al crédito inicial al que se impute la operación, definido a su nivel de 
vinculación, los siguientes porcentajes: 
 
a) En el ejercicio inmediato siguiente, el 70 por 100. 
 
b) En el segundo ejercicio, el 60 por 100. 
 



c) En los ejercicios tercero y cuarto, el 50 por 100. 
 
Cuatro. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería respectiva, podrá modificar 
los porcentajes señalados en el apartado tres de este artículo, así como, 
excepcionalmente, modificar el número de anualidades fijadas en este artículo, en casos 
especialmente justificados. 
 
Cinco. Los compromisos a que se refieren los apartados uno y cuatro del presente artículo, 
deberán ser objeto de adecuada e independiente contabilización. 
 
Asimismo si existiera financiación con aportación de terceros deberá acreditarse en el 
correspondiente expediente el compromiso de ingreso que garantiza su financiación. 
 

CAPÍTULO VI 
 

Cierre y liquidación de los Presupuestos 
 

Artículo 37. Liquidación de los Presupuestos. 
 
Uno. El Presupuesto del ejercicio de 1998 se liquidará, en cuanto a la recaudación de 
derechos y el pago de obligaciones el 31 de diciembre de dicho año. 
 
Como consecuencia de la liquidación de los Presupuestos deberán determinarse: 
 
a) Los derechos pendientes de cobro, y las obligaciones pendientes de pago. 
 
b) El resultado presupuestario del ejercicio. 
 
c) Los remanentes de crédito. 
 
Dos. La Consejería de Economía y Hacienda someterá a la aprobación del Consejo de 
Gobierno la citada liquidación antes del 30 de abril de 1999. 
 
Tres. Esta liquidación será remitida a la Asamblea Regional de Cantabria antes del 15 de 
mayo de 1999. 
 

TÍTULO V 
 

Normas sobre gastos de personal 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 

De los regimenes retributivos 
 

Artículo 38. Criterios generales de la actividad económica en materia de gastos de 
personal. 
 
Uno. Con efectos de 1 de enero de 1998, las retribuciones integras del personal al servicio 
de la Diputación Regional de Cantabria no podrán experimentar un aumento global 
superior al 2,1 por 100 con respecto a las del año 1997, en términos de homogeneidad 
para los dos períodos de comparación tanto por lo que respecta a efectivos de personal 
como a la antigüedad del mismo. 
 
Los acuerdos, pactos y convenios que impliquen incrementos retributivos superiores a los 
que se establecen en el presente artículo o en las normas que lo desarrollen deberán 
experimentar la oportuna adecuación, deviniendo inaplicables en caso contrario las 
cláusulas que se opongan al mismo. 
 



Dos. Lo dispuesto en el apartado anterior debe entenderse sin perjuicio de las 
adecuaciones en las retribuciones y en sus créditos presupuestarios que, con carácter 
singular y excepcional, resulten imprescindibles por el contenido de los puestos de trabajo, 
por la variación del número de efectivos asignados a cada programa o por el grado de 
consecución de los objetivos fijados al mismo siempre con estricto cumplimiento de lo 
dispuesto en los artículos 23 y 24 de la Ley 30/1984 de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública. 
 

Artículo 39. Incremento de retribuciones del personal al servicio de la 
Administración de la Diputación Regional de Cantabria, no sometido a legislación 
laboral 
 
Con efectos de 1 de enero de 1998 la cuantía de los componentes de las retribuciones del 
personal en activo al servicio de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria, 
excepto el sometido a la legislación laboral, serán las derivadas de la aplicación de las 
siguientes normas: 
 
a) Las retribuciones básicas de dicho personal, así como las complementarias de carácter 
fijo y periódico asignadas a los puestos de trabajo que desempeñan, sólo podrán 
experimentar la variación autorizada por el artículo 38.uno de la presente Ley, sin perjuicio, 
en su caso, de la adecuación de estas últimas cuando sea necesaria para asegurar que las 
asignadas a cada puesto de trabajo guarden la relación procedente con el contenido de 
especial dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, peligrosidad o penosidad del 
mismo. 
 
b) El conjunto de las restantes retribuciones complementarias, sólo podrán experimentar la 
variación que autoriza el artículo 38.uno de la presente Ley, sin perjuicio de las 
modificaciones que se deriven de la variación del número de efectivos asignados a cada 
programa, del grado de consecución de los objetivos fijados para el mismo y del resultado 
individual de su aplicación. 
 
c) Los complementos personales y transitorios y demás retribuciones que tengan análogo 
carácter, así como las indemnizaciones por razón del servicio se regirán por su normativa 
específica y por lo dispuesto en esta Ley. 
 

Artículo 40. Retribuciones de los miembros del Consejo de Gobierno y altos cargos. 
 
Uno. Las retribuciones de los miembros del Consejo de Gobierno para 1998 se fijan en las 
siguientes cuantías, referidas a doce mensualidades, sin derecho a pagas extraordinarias: 
 
Presidente del Consejo de Gobierno: 8.228.394 pesetas. 
 
Vicepresidente del Consejo de Gobierno: 8.041.980 pesetas. 
 
Consejero del Consejo de Gobierno: 7.854.401 pesetas. 
 
Dos. Los miembros del Consejo de Gobierno que ostenten la condición de funcionarios de 
carrera de cualesquiera de las Administraciones Públicas, percibirán los trienios que 
correspondan al grupo en el que se halle clasificado el Cuerpo o Escala a que 
pertenezcan, de acuerdo con las cuantías referidas a catorce mensualidades fijadas en 
esta Ley para el personal funcionario, siempre que las mismas no se acrediten por la 
Administración de procedencia. 
 
Tres. El régimen retributivo para 1998 de los Secretarios generales y Directores generales, 
será el establecido con carácter general para los funcionarios al servicio de la 
Administración de la Diputación Regional de Cantabria en la Ley de Cantabria 4/1993, de 
10 de marzo, de la Función Pública, siendo las retribuciones de los mismos para 1998 las 
siguientes: 
 



a) Sueldo: 1 .862.760 pesetas. 
 
Los Secretarios generales o Directores generales que ostenten la condición de 
funcionarios de carrera de cualquiera de las Administraciones Públicas, percibirán los 
trienios que correspondan al grupo en que se halle clasificado el Cuerpo o Escala a que 
pertenezcan. 
 
b) Complemento de destino: 2.053.520 pesetas. 
 
c) Complemento específico: 3.102.304 pesetas. 
 
d) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, y por un importe cada una de ellas de 
una mensualidad del sueldo y, en su caso, trienios, se devengarán de acuerdo con las 
normas previstas en esta Ley para el personal funcionario. 
 
e) El Interventor general y el Interventor adjunto, como órganos directivos específicos de la 
Consejería de Economía y Hacienda, percibirán las mismas retribuciones que los 
Secretarios generales y Directores generales, excepto en el complemento específico que 
tendrán las siguientes cantidades: 
 
Interventor general: 6. 166.000 pesetas. 
 
Interventor adjunto: 4.166.000 pesetas. 
 
Cuatro. Todos los Secretarios generales y Directores generales tendrán idéntica categoría 
y rango, sin perjuicio de que el complemento de productividad que, en su caso, se asigne a 
los mismos por el titular de la Consejería dentro de los créditos asignados para tal fin, 
pueda ser diferente, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley. 
 
Cinco. La Consejería de Presidencia informará periódicamente a la Comisión de Régimen 
de la Administración Pública de la Asamblea Regional de Cantabria de las personas y 
cuantía de los complementos de productividad que reciban los altos cargos. 
 

Artículo 41. Retribuciones de los funcionarios al servicio de la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley de 
Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública. 
 
Uno. De conformidad con lo establecido en la presente Ley, artículo 38.uno, las 
retribuciones a percibir en el año 1998 por los funcionarios incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública, que desempeñen 
puestos de trabajo para los que se ha aprobado la aplicación del régimen retributivo 
previsto en dicha Ley y disposiciones que la desarrollen, serán las siguientes: 
 
a) El sueldo y los trienios que correspondan al grupo en que se halle clasificado el Cuerpo 
a que pertenezca el funcionario, de acuerdo con las siguientes cuantías referidas a doce 
mensualidades: 
 

Grupo Sueldo Trienios 
A 1.862.760 71.532 
B 1.580.976 57228 
C 1.178.508 42.948 
D 963.636 28.680 
E 879.720 21.504 

b) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, por importe cada una de ellas de una 
mensualidad de sueldo y trienios, se devengarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 
33 de la Ley 33/1987, de Presupuestos Generales del Estado para 1998. Cuando los 
funcionarios hubieran prestado una jornada de trabajo reducida durante los seis meses 



inmediatos anteriores a los meses de junio o diciembre, el importe de la paga 
extraordinaria experimentará la correspondiente reducción proporcional. 
 
c) El complemento de destino correspondiente al nivel del puesto de trabajo que se 
desempeñe, de acuerdo con las siguientes cuantías referidas a doce mensualidades: 
 

Complemento de destino 
 

Nivel Importe-Pesetas 
30 1.635.684 
29 1.467.192 
28 1.405.476 
27 1.343.760 
26 1.178.880 
25 1.045.932 
24 984.216 
23 922.536 
22 860.796 
21 799.200 
20 742.392 
19 704.448 
18 666.540 
17 628.608 
16 590.736 
15 552.804 
14 514.908 
13 476.976 
12 439.044 
11 401.172 
10 363.252 
9 344.316 
8 325.308 
7 306.396 
6 287.412 
5 268.452 
4 240.048 
3 211.256 
2 183.228 
1 154.848 

d) El complemento específico que, en su caso, esté fijado al puesto que se desempeñe, 
cuya cuantía experimentará un crecimiento del 2,1 por 100 respecto de la establecida para 
el ejercicio de 1997, sin perjuicio, en su caso, de la adecuación del mismo, cuando sea 
necesaria para asegurar que la retribución total de cada puesto de trabajo guarde la 
relación procedente con el contenido de especial dificultad técnica, dedicación, 
responsabilidad, peligrosidad o penosidad del mismo. 
 
e) El complemento de productividad, que retribuirá el especial rendimiento, la actividad y 
dedicación extraordinaria, el interés o iniciativa con que se desempeñen los puestos de 
trabajo, siempre que redunden en mejorar el resultado del mismo. 
 
Cada Consejería podrá proponer la cuantía individual del complemento de productividad, 
que será aprobada por el Consejo de Gobierno, de acuerdo con las siguientes normas: 
 
Primera.- La valoración de la productividad deberá realizarse en función de circunstancias 
objetivas relacionadas directamente con el desempeño del puesto de trabajo y la 



consecución de los resultados u objetivos asignados al mismo en el correspondiente 
programa. 
 
Segunda.- En ningún caso las cuantías asignadas por complemento de productividad 
durante un período de tiempo originarán derechos individuales respecto de las 
valoraciones o apreciaciones correspondientes a períodos sucesivos. 
 
f) Las gratificaciones por servicios extraordinarios tendrá carácter absolutamente 
excepcional, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 69.1.D de la Ley de Cantabria 
4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública. Sólo podrán devengarse gratificaciones por 
servicios extraordinarios realizados fuera de la jornada normal de trabajo, sin que, en 
ningún caso, puedan ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo, ni originar 
derechos individuales en períodos sucesivos. Las circunstancias excepcionales que den 
lugar al devengo de gratificaciones por servicios extraordinarios deberán constar 
explícitamente en expediente que, a tal efecto, se trámite por la correspondiente 
Consejería y que se resolverá por el Consejo de Gobierno. 
 
Dos. De acuerdo con lo previsto en esta Ley, el Consejo de Gobierno podrá modificar la 
cuantía de los créditos globales destinados a atender el complemento de productividad y 
las gratificaciones por servicios extraordinarios para adecuarlos al número de efectivos 
asignados a cada programa y al grado de consecución de los objetivos fijados al mismo, 
mediante expediente debidamente motivado y dando cuenta inmediatamente a la Comisión 
de Economía, Hacienda, Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional. 
 
Las Consejerías darán cuenta de las mencionadas cuantías individuales de productividad y 
de gratificaciones por servicios extraordinarios a las Consejerías de Presidencia y de 
Economía, Hacienda y Presupuesto, a través de la Dirección General de Función Pública 
especificando los criterios de concesión aplicados. 
 

Artículo 42. Retribuciones del personal interino y eventual. 
 
Uno. El personal interino incluido en el ámbito de aplicación de la Ley de Cantabria 4/1993, 
de 10 de marzo, de la Función Pública, y de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública, percibirá el 100 por 100 de las retribuciones 
básicas, excluidos trienios, correspondientes al grupo en que esté incluido el Cuerpo en el 
que ocupen vacante y el 100 por 100 de las retribuciones complementarias que 
correspondan al puesto de trabajo que desempeñen, excluidas las que estén vinculada a la 
condición de funcionario de carrera. 
 
Dos. El complemento de productividad podrá asignarse, en su caso, al personal interior y a 
los funcionarios en prácticas, cuando las mismas se realicen desempeñando un puesto de 
trabajo, siempre que esté autorizada su aplicación a los funcionarios de carrera que 
desempeñen análogos puestos de trabajo, y salvo que dicho complemento esté vinculado 
a la condición de funcionario de carrera. 
 

Artículo 43. Retribuciones a los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo 
adscritos a funcionarios de los Cuerpos Sanitarios Locales. 
 
Las retribuciones a percibir en 1998 por los funcionarios que desempeñen puestos de 
trabajo adscritos a funcionarios de los Cuerpos de Sanitarios Locales serán las siguientes: 
 
Uno. Las retribuciones de los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo adscritos a 
funcionarios del Cuerpo de Farmacéuticos Titulares,  experimentarán la variación que 
determina esta Ley, en su artículo 38.uno es decir, el 2,1 por 100. 
 
Dos. A los demás funcionarios no incluidos en el apartado anterior y que desempeñen 
puestos de trabajo adscritos a funcionarios de los Cuerpos de Sanitarios Locales les será 
aplicable, en cuanto a retribuciones básicas, el sistema retributivo previsto en el artículo 68 
de la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública, y percibirán las 



mismas en las cuantías que correspondan al grupo en que se halle clasificado el Cuerpo a 
que pertenezcan, conforme a lo previsto en esta Ley. 
 
Tres. El personal interino que desempeñe puestos adscritos a los funcionarios a los que se 
hace referencia en el apartado dos del presente artículo, percibirá el 100 por 100 de las 
retribuciones básicas, excluidos trienios, correspondientes al grupo en que esté incluido el 
Cuerpo en que ocupe vacante. 
 
Cuatro. A medida que se vaya configurando la nueva estructura organizativa destinada al 
Servicio de Protección de la Salud Comunitaria, el Consejo de Gobierno adecuará el 
sistema retributivo de estos funcionarios a lo dispuesto en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
de Medidas para la Reforma de la Función Pública. 
 
Cinco. Las referencias relativas a retribuciones contenidas en la presente Ley se entienden 
siempre hechas a retribuciones integras. 
 

Artículo 44. Retribuciones del personal laboral. 
 
Uno. Las retribuciones integras del personal laboral experimentarán la variación que se 
establece en el artículo 38.uno de la presente Ley. 
 
Dos. Las retribuciones de este personal se devengarán de acuerdo con las normas 
previstas en esta Ley para el personal funcionario. 
 
Tres. Con carácter previo al comienzo de las negociaciones de convenios o acuerdos 
colectivos que se celebren en el año 1998, deberá solicitarse de la Consejería de 
Economía y Hacienda la correspondiente autorización, que configure el límite máximo de 
las obligaciones que puedan contraerse como consecuencia de dichos pactos. 
 

Artículo 45. Retribuciones del personal contratado administrativo. 
 
Las retribuciones del personal contratado administrativo a que se refiere la disposición 
transitoria sexta de la Ley 30/1984, de 2 de agosto de Medidas para la Reforma de la 
Función Pública, hasta tanto no concluya el proceso de extinción previsto en esta Ley, sólo 
podrán experimentar la variación que se establece en la presente Ley, artículo 38.uno. 
 

Artículo 46. Complementos personales y transitorios. 
 
Los complementos personales y transitorios reconocidos como consecuencia de la 
aplicación de los regímenes retributivos vigentes serán absorbidos por cualquier mejora 
retributiva que se produzca en el año 1998, incluida las derivadas del cambio de puesto de 
trabajo. 
 
Incluso en el caso de que el cambio de puesto de trabajo determine una disminución de 
retribuciones, se mantendrá el complemento personal transitorio fijado al producirse la 
aplicación del nuevo sistema, a cuya absorción se imputará cualquier mejora retributiva 
ulterior, incluso las que puedan derivarse del cambio de puesto de trabajo. 
 
A efectos de la absorción prevista en las párrafos anteriores no se considerarán los 
trienios, el complemento de productividad ni las gratificaciones por servicios 
extraordinarios. 
 

Artículo 47. Devengo de retribuciones. 
 
Uno. Las pagas extraordinarias de los funcionarios al servicio de la Administración de la 
Diputación Regional de Cantabria se devengarán el día 1 de los meses de junio y 



diciembre y con referencia a la situación y derechos de los funcionarios en dichas fechas, 
salvo en los siguientes casos: 
 
a) Cuando el tiempo de servicios prestados hasta el día en que se devenga la paga 
extraordinaria no comprenda la totalidad de los seis meses inmediatos anteriores a los 
meses de junio o diciembre, el importe de la paga extraordinaria se reducirá 
proporcionalmente, computando cada mes natural completo y día por un sexto y un ciento 
ochentavo, respectivamente, del importe de la paga extraordinaria que en la fecha de su 
devengo hubiera correspondido por un período de seis meses, teniendo en cuenta que si 
la suma de los días de los meses incompletos fuera treinta o superior, cada fracción de 
treinta días se considerará como un mes completo. 
 
b) Los funcionarios en servicio activo con licencia sin derecho a retribución devengarán 
pagas extraordinarias en las fechas indicadas, pero su cuantía experimentará la 
correspondiente reducción proporcional. 
 
c) En el caso de cese en el servicio activo, la última paga extraordinaria se devengará el 
día del cese y con referencia a la situación y derechos del funcionario en dicha fecha, pero 
en cuantía proporcional al tiempo de servicios efectivamente prestados, salvo que el cese 
sea por jubilación o fallecimiento de los funcionarios a que se refiere la letra c) del apartado 
dos de este artículo, en cuyo caso los días del mes en que se produce dicho cese se 
computarán como un mes completo. 
 
A los efectos previstos en la letra b), el tiempo de duración de licencias sin derecho a 
retribución no tendrán la consideración de servicios efectivamente prestados. 
 
Si el cese en el servicio activo se produce durante el mes de diciembre, la liquidación de la 
parte proporcional de la paga extraordinaria, correspondiente a los días transcurridos de 
dicho mes, se realizará de acuerdo con las cuantías de las retribuciones básicas vigentes 
en el mismo. 
 
Dos. Las retribuciones básicas y complementarias de los funcionarios de la Administración 
de la Diputación Regional de Cantabria que se devenguen con carácter fijo y periodicidad 
mensual, se harán efectivas por mensualidades completas y de acuerdo con la situación y 
derechos del funcionario referidos al primer día hábil del mes a que correspondan, salvo en 
los siguientes casos, en que se liquidarán por días: 
 
a) En el mes de toma de posesión del primer destino, en el de reingreso al servicio activo y 
en el de la incorporación por conclusión de licencias sin derecho a retribución. 
 
b) En el mes de iniciación de licencias sin derecho a retribución. 
 
c) En el mes en que se cese en el servicio activo, salvo que sea por motivos de 
fallecimiento o jubilación de funcionarios sujetos al régimen de Clases Pasivas del Estado 
y en general a cualquier régimen de pensiones públicas que se devenguen por 
mensualidades completas desde el primer día del mes siguiente al del nacimiento del 
derecho. 
 
Tres. Los funcionarios al servicio de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria que cambien de puesto de trabajo, salvo los casos previstos en la letra a) del 
apartado dos de este artículo tendrán derecho, durante el plazo posesorio, a la totalidad de 
las retribuciones, tanto básicas como complementarias, de carácter fijo y periodicidad 
mensual. 
 
Para la aplicación de lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de que el término de 
dicho plazo se produzca dentro del mismo mes en que se efectúe el cese, las citadas 
retribuciones se harán efectivas, de conformidad con lo dispuesto en el referido apartado 
dos, por mensualidad completa y de acuerdo con la situación y derechos del funcionario 
referidos al primer día hábil del mes en que se produzca el cese. Si, por el contrario, dicho 
término recayera en un mes distinto al del cese las retribuciones del primer mes se harán 
efectivas de la forma indicada y las del segundo se abonarán asimismo por mensualidad 



completa y en la cuantía correspondiente al puesto en que se haya tomado posesión, sin 
perjuicio de lo dispuesto en las letras b) y c) del citado apartado dos de este artículo. 
 
Cuatro. Las cuotas de derechos pasivos y de cotización de los mutualistas a las 
Mutualidades Generales de Funcionarios, correspondientes a las pagas extraordinarias, se 
deducirán en la misma proporción que se minoren dichas pagas como consecuencia de 
abonarse las mismas en cuantía proporcional al tiempo de servicios efectivamente 
prestados, cualquiera que sea la fecha de su devengo. 
 

Artículo 48. Jornada reducida. 
 
Cuando con sujeción a la normativa vigente, el personal realice una jornada inferior a la 
normal, experimentará una reducción proporcional sobre la totalidad de sus retribuciones, 
tanto básicas como complementarias, con inclusión de trienios. 
 

Artículo 49. Retribución de los funcionarios sujetos a régimen retributivo anterior a 
la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública. 
 
Uno. Los funcionarios  incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley de Cantabria 4/1993, 
de 10 de marzo, de la Función Pública, que desempeñen puestos de trabajo para los que 
todavía no se ha aprobado la aplicación de régimen retributivo previsto en dicha Ley y 
hasta tanto no se disponga lo contrario por Acuerdo del Consejo de Gobierno que apruebe 
dicha aplicación, percibirán las retribuciones correspondientes a 1998, con la misma 
estructura retributiva y con sujeción a la normativa vigente en dicho ejercicio. 
 
Dos. Las retribuciones de este personal se devengarán de acuerdo con las prescripciones 
contempladas en esta Ley. 
 

Artículo 50. Prohibición de ingresos atípicos. 
 
Los empleados públicos comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la presente Ley 
no podrán percibir participación alguna de los tributos, comisiones y otros ingresos de 
cualquier naturaleza que corresponda a la Administración o cualquier poder público, como 
contraprestación de cualquier servicio o jurisdicción, ni participación o premio en multas 
impuestas aun cuando estuviesen normativamente atribuidas a los mismos, debiendo 
percibir únicamente las remuneraciones del correspondiente régimen retributivo y sin 
perjuicio de lo que resulte de la aplicación del sistema de incompatibilidades. 
 

Artículo 51. Oferta de empleo público. 
 
Uno. El Consejo de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria podrá autorizar la 
convocatoria de plazas vacantes que afecta al funcionamiento de los servicios públicos de 
la Administración Autónoma. En todo caso, las plazas de nuevo ingreso deberán ser 
inferiores al 25 por 100 de la tasa de reposición de efectivos. 
 
Dos. Aquella autorización podrá incluir, además, hasta el porcentaje que como máximo se 
fijen en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1998 de las plazas que estando 
presupuestariamente dotadas e incluidas en las relaciones de puestos de trabajo, se 
encuentren desempeñadas interina o temporalmente. 
 
Tres. De la exigencia establecida en el apartado uno quedará exceptuado la ejecución de 
la oferta de empleo público del año 1996, presupuestada en el ejercicio 1997. 
 
Cuatro. Durante 1998 no se procederá a la contratación de nuevo personal laboral 
temporal, ni al nombramiento de personal interino, salvo en los casos excepcionales y para 
cubrir necesidades urgentes e inaplazables, con autorización de la Consejería de 
Presidencia, previo informe favorable de la Consejería de Economía y Hacienda. 



Los contratos para cubrir necesidades estacionales finalizarán automáticamente al vencer 
su plazo temporal o por la reincorporación de su titular. 
 
Cinco. De la convocatoria, así como del desarrollo de la Oferta Pública de Empleo, el 
Consejo de Gobierno informará a la Comisión de Régimen de la Administración Pública de 
la Asamblea Regional de Cantabria. 
 
Seis. Se dará cuenta a la Comisión igualmente de todos los contratos temporales y del 
nombramiento de personal interino. 
 

Artículo 52. Contratación de personal con cargo a los créditos de inversiones. 
 
Uno. El Consejo de Gobierno podrá formalizar durante 1998, con cargo a los respectivos 
créditos de inversiones, contrataciones de personal, de carácter temporal, para la 
realización de obras o servicios, siempre que se dé la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 
 
a) Que la contratación tenga por objeto la ejecución de obras por la propia Administración y 
con aplicación de la legislación de contratos de las Administraciones Públicas, o la 
realización de servicios que tengan la naturaleza de inversiones. 
 
b) Que tales obras o servicios correspondan a inversiones previstas y aprobadas en los 
Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
c) Que tales obras o servicios no puedan ser ejecutados con el personal fijo de plantilla y 
no exista disponibilidad suficiente en el crédito presupuestario destinado a la contratación 
de personal. 
 
Dos. Si excepcionalmente se acudiese a la contratación laboral, se deberá justificar 
debidamente, quedando sujetos dichos contratos a las prescripciones que establecen los 
artículos 15 y 17 del Estatuto de los Trabajadores, texto refundido aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y a lo dispuesto en la Ley 53/1994 de 26 de 
diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de la Administración Pública. 
 
La preparación de estos contratos exigirá la formación de un expediente por las 
Consejerías correspondientes que será remitido al Servicio de Contratación y Compras 
para su tramitación. En todo caso, los contratos habrán de ser informados, con carácter 
previo a su formalización, por la Dirección General del Servicio Jurídico que, en especial, 
se pronunciará sobre la modalidad de contratación utilizada y la observancia en las 
cláusulas del contrato, de los requisitos y formalidades exigidos por la legislación laboral. 
 
El Servicio de Contratación y Compras, una vez examinado e informado el expediente por 
la Dirección General del Servicio Jurídico, lo remitirá a la Intervención General para su 
preceptiva fiscalización, que será previa, en todos los casos, a la contratación. 
 
La información a los representantes de los trabajadores se realizará de conformidad con lo 
establecido en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 
 
Si por circunstancias no imputables a los otorgantes la obra o servicio no pudiera concluir 
en el plazo prefijado en el contrato, se prorrogará éste hasta la total terminación de la obra 
o servicio. 
 
En los casos de suspensión, desistimiento y resolución, estos contratos estarán sujetos a 
los mismos efectos que la obra o servicio. 
 
Tres. En los expedientes de contratación se especificarán con precisión y claridad el 
carácter de la misma y su ineludible necesidad por carecer de personal suficiente, y se 
identificará suficientemente la obra o servicio que constituya su objeto. 
 



Igualmente, se hará constar el tiempo de duración, circunscrito estrictamente a la duración 
de la obra o servicio para los que se contrata así como en su caso el resto de las 
formalidades que impone la legislación sobre contratos laborales temporales. 
 
Las Consejerías que hayan promovido contratación al amparo de lo dispuesto en este 
artículo habrán de evitar el incumplimiento de las citadas obligaciones formales, así como 
la asignación del personal contratado para funciones distintas de las determinadas en los 
contratos, de las que pudieran derivar derechos de permanencia para el personal así 
contratado, actuaciones que, en su caso, podrán dar lugar a la exigencia de 
responsabilidades, de conformidad con el artículo 91 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, 
de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
Cuatro. En ningún caso estos contratos determinarán derechos a favor del personal 
respectivo más allá de los límites expresados en los mismos, sin que pueda derivar de 
ellos fijeza al servicio de la Diputación Regional de Cantabria. 
 

Artículo 53. Requisitos para la determinación o modificación de retribuciones del 
personal no funcionario y laboral. 
 
Durante el año 1998 será preciso informe favorable conjunto de las Consejerías de 
Presidencia y de Economía, Hacienda y Presupuesto para proceder a determinar o 
modificar las condiciones retributivas del personal no funcionario o laboral. 
 
El informe a que se refiere este artículo será emitido por el procedimiento y con el alcance 
previsto en los apartados 2 a 8 del artículo 54 de la Ley 8/1996 de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1997. 
 

TÍTULO VI 
 

De la contratación pública 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 

De los contratos 
 

Artículo 54. Regulación y competencia de los contratos. 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley de Cantabria 2/1997, de 28 de 
abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional 
de Cantabria, se precisará la autorización del Consejo de Gobierno para la celebración de 
aquellos contratos de cuantía indeterminada o los que superen las siguientes cuantías: 
 
a) En contratos de obra, 15.000.000 de pesetas. 
 
b) Gestión de servicios, 10.000.000 de pesetas anuales. 
 
c) Suministros, 10.000.000 de pesetas. 
 
d) Consultoría y asistencia, servicios y trabajos específicos y concretos no habituales, 
5.000.000 de pesetas. 
 

Artículo 55. De la comprobación material de la inversión. 
 
Uno. Antes de liquidar el gasto o reconocer la obligación, se verificará materialmente la 
efectiva realización de las obras, servicios y adquisiciones financiadas con fondos públicos 
y su adecuación al contenido del correspondiente contrato. 
 



Dos. La intervención de la comprobación material se realizará por el Delegado designado 
por el Interventor general, que será asesorado, cuando sea necesaria la posesión de 
conocimientos técnicos para realizar la comprobación material, por funcionarios de la 
Administración de la Diputación Regional de Cantabria de la especialidad a que 
corresponda la adquisición, obra o servicio. 
 
La designación del personal asesor se efectuará por el Interventor general entre 
funcionarios que no hayan intervenido en el proyecto, dirección, adjudicación, contratación 
o ejecución del gasto correspondiente y siempre que sea posible, dependientes de distinta 
Consejería de aquélla a que la comprobación se refiera o, al menos, de centro directivo u 
organismo que no haya intervenido en su gestión realización o dirección. 
 
La realización de la labor de asesoramiento en la intervención de la comprobación de la 
inversión por los funcionarios a que se refiere el párrafo anterior se considerará parte 
integrante de las funciones del puesto de trabajo en el que estén destinados, debiendo 
colaborar los superiores jerárquicos de los mismos en la adecuada prestación de este 
servicio. 
 
Tres. Los órganos gestores deberán solicitar de la Intervención General la designación de 
Delegado para su asistencia a la comprobación material de la inversión cuando el importe 
de ésta exceda de 5.000.000 de pesetas, con una antelación de veinte días a la fecha 
prevista para la recepción de la inversión de que se trate. 
 
Para la comprobación material de la inversión será preceptiva la presencia de Delegado de 
la Intervención General en los siguientes casos: 
 
a) Contratos de obras de importe superior a 50.000.000 de pesetas. 
 
b) Contratos de suministros y de servicios de importe superior a 10.000.000 de pesetas. 
 
Cuatro. La intervención de la comprobación material de la inversión se realizará, en todo 
caso, concurriendo el Delegado del Interventor general al acto de recepción de la obra, 
servicio o adquisición de que se trate. 
 
Cuando se aprecien circunstancias que la aconsejen, el Interventor general podrá acordar 
la realización de comprobaciones materiales de la inversión durante la ejecución de las 
obras, la prestación de servicios y fabricación de bienes adquiridos mediante contratos de 
suministros. 
 
Cinco. El resultado de la comprobación material de la inversión se reflejará en acta, que 
será suscrita por todos los que concurran al acto de recepción de la obra, servicio o 
adquisición y en la que se hará constar, en su caso las deficiencias apreciadas, las 
medidas a adoptar para subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes del acto de 
recepción. 
 
En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los concurrentes, de forma individual o 
colectiva, expresar las opiniones que estimen pertinentes. 
 
El Delegado de la Intervención General remitirá un ejemplar del acta a dicho centro. 
 
Seis. En los casos en que la intervención de la comprobación material de la inversión no 
sea preceptiva, o no se acuerde por el Interventor general en uso de las facultades que al 
mismo se le reconocen, la comprobación de la inversión se justificará con el acta de 
conformidad firmada por quienes participaron en la misma o con una certificación expedida 
por el Jefe del centro, dependencia u organismo a quien corresponda recibir o aceptar las 
obras, servicios o adquisiciones, en la que se expresará haberse hecho cargo del material 
adquirido, especificándolo con el detalle necesario para su identificación, o haberse 
ejecutado la obra o servicio con arreglo a las condiciones generales y particulares que, en 
relación con ellos, hubieran sido previamente establecidas. 
 



Cuando se trate de obras de primer establecimiento y en el caso de adquisición de bienes 
inventariables, se remitirá una copia del acta o de la certificación de recepción, al Servicio 
de Administración General del Patrimonio por la Consejería correspondiente, para su 
inclusión en el Inventario General de Bienes y Derechos. 
 
Siete. En aquellos contratos señalados en el apartado tres de este artículo, donde no sea 
posible llevarse a cabo la comprobación material de la inversión, podrá acreditarse su 
realización mediante certificación expedida por el Jefe de la Unidad responsable. 
 

Artículo 56. Bajas en las adjudicaciones de obras. 
 
El Consejo de Gobierno remitirá a la Asamblea Regional y, en concreto, a la Comisión de 
Economía, Hacienda, Comercio y Presupuesto, dentro del mes siguiente de cada trimestre 
natural, la relación cuantificada de las bajas que se produzcan, entendiendo como tales la 
diferencia entre el tipo de licitación y el precio de adjudicación, en todos los contratos de 
obras que celebre la Administración Regional. 
 

TÍTULO VII 
 

De las subvenciones y ayudas públicas 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 

Normas generales 
 

Artículo 57. Concepto de subvención y ayuda. 
 
Uno. Las normas contenidas en este título son aplicables, en defecto de legislación 
específica, a las subvenciones y ayudas públicas que se concedan por la Diputación 
Regional de Cantabria con cargo al Presupuesto de la misma. 
 
Las subvenciones o ayudas financiadas en todo o en parte con fondos procedentes de la 
Unión Europea, se regirán por la normativa especial comunitaria que las establece y regula 
su obtención, y por cuantas disposiciones se dicten en desarrollo o transposición de 
aquellas para instrumentar la concesión y pago de las mismas, su justificación y control. 
 
Dos. Se entiende como subvención o ayuda pública toda disposición gratuita de fondos 
realizada a favor de personas o entidades, públicas o privadas, para fomentar una 
actividad de utilidad o interés social, o para promover la consecución de un fin público, así 
como cualquier tipo de ayuda que se otorgue con cargo al Presupuesto de la Diputación 
Regional de Cantabria o el de sus entidades públicas. 
 
Tres. Son órganos competentes para conceder subvenciones y ayudas, previa 
consignación presupuestaria para este fin, los titulares de las Consejerías y los 
Presidentes o Directores de los organismos autónomos, en sus respectivos ámbitos. No 
obstante lo anterior, será necesario Acuerdo de Consejo de Gobierno para aprobar la 
concesión de toda subvención o ayuda que unitaria e individualmente, supere la cuantía de 
5.000.000 de pesetas. 
 
Cuatro. Todos los acuerdos de concesión de subvenciones y ayudas deberán ser 
suficientemente motivados, razonándose el otorgamiento en función del mejor 
cumplimiento de la finalidad que lo justifique. 
 

Artículo 58. Bases reguladoras y procedimiento. 
 
Uno. Las subvenciones y ayudas con cargo a los créditos presupuestarios que no tienen 
asignación nominativa y que afectan a un colectivo de beneficiarios potenciales, general o 



indeterminado, deben concederse de acuerdo con criterios de publicidad, libre 
concurrencia y objetividad. 
 
Dos. Previamente a la adopción de los acuerdos de concesión, deberán establecerse las 
bases reguladoras de las subvenciones y ayudas, que serán sometidas a informe de los 
servicios jurídicos de cada Consejería y de la Intervención Delegada, y publicadas en el 
"Boletín Oficial de Cantabria", y deben fijar, como mínimo: 
 
a) Definición del objeto, condiciones y finalidad de la subvención o ayuda. 
 
b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para obtener la subvención o ayuda y 
forma de acreditar dichos requisitos. 
 
c) Condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las entidades colaboradoras, 
cuando se prevea el recurso a este instrumento de gestión. 
 
d) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario, o de la entidad colaboradora, en 
su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención o ayuda y 
de la aplicación de los fondos percibidos. 
 
e) Criterios de valoración que se han de aplicar en la concesión, y composición del órgano 
colegiado o, en su caso, para la instrucción y propuesta de la resolución. 
 
f) Crédito presupuestario al cual se imputa la subvención o ayuda. 
 
g) Plazo de presentación de peticiones, así como de resolución del procedimiento, junto a 
los documentos que deben acompañarse a  la petición. 
 
h) En el supuesto de que se considere la posibilidad de efectuar anticipos de pago sobre la 
cuantía concedida, forma y garantías que, si procede, deben aportar los beneficiarios. No 
se podrá adelantar al beneficiario más de un 75 por 100 de la subvención sin garantías, 
salvo las inferiores a 250.000 pesetas. No se producirán nuevos abonos sin justificarse 
previamente pagos anteriores, salvo circunstancias excepcionales suficientemente 
motivadas. 
 
i) Obligación de los beneficiarios de facilitar toda la información requerida por la 
Intervención General de la Comunidad de Cantabria. 
 
Tres.- En el caso de subvenciones nominativas, el beneficiario debe justificar la aplicación 
de los fondos recibidos y el cumplimiento de la finalidad. 
 

Artículo 59. Límites de concesión. 
 
Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención y, 
en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras 
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o internacionales, podrá dar lugar 
a la modificación de la resolución de concesión. 
 
Esta circunstancia se hará constar en las correspondientes normas reguladoras de la 
concesión. 
 
Asimismo, el importe de las subvenciones o ayudas en ningún caso podrá ser de tal 
cuantía que, aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones o ayudas 
procedentes de otras Administraciones Públicas o de otros entes públicos o privados, 
nacionales o internacionales, supere el coste de la actividad a desarrollar por el 
beneficiario. 
 

Artículo 60. Seguimiento y control subvencionar. 
 



Tiene la consideración de beneficiario de subvenciones y ayudas el destinatario de los 
fondos públicos que haya de realizar la actividad que fundamento su otorgamiento o que 
se encuentre en la situación que legitima su concesión. 
 
Son obligaciones del beneficiario: 
 
a) Realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamente la concesión de la 
subvención o ayuda, en la forma y plazos establecidos. 
 
b) Justificar ante la entidad concedente o, en su caso, la entidad colaboradora, la 
realización de la actividad o la adopción del comportamiento, así como el cumplimiento de 
los requisitos y condiciones que determinen la concesión o disfrute de la ayuda o 
subvención. 
 
A tal efecto, pueden solicitarse cuantos documentos justificativos sean necesarios para 
comprobar la aplicación de la subvención o ayuda. 
 
c) El sometimiento a las actuaciones de comprobación, a efectuar por la entidad 
concedente o la entidad colaboradora, en su caso, y a las de control financiero que 
corresponden a la Intervención General, y a las previstas en la legislación del Tribunal de 
Cuentas. 
 
De conformidad con la reglamentación comunitaria, y demás disposiciones aplicables, 
corresponde en el ámbito de Cantabria a la Intervención General la elaboración y ejecución 
de los planes de control sobre beneficiarios de ayudas financiadas total o parcialmente con 
los fondos comunitarios. 
 
d) Comunicar a la entidad concedente o a la entidad colaboradora, en su caso, la 
obtención de otras subvenciones o ayudas para la misma finalidad, procedentes de 
cualesquiera otras Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o 
internacionales, así como las alteraciones a que se refiere el artículo 59 de esta Ley. 
 
e) Acreditar, previamente al cobro que se encuentra al corriente de sus obligaciones 
fiscales y frente a la Seguridad Social, salvo que esté exonerado de tal acreditación. 
 

Artículo 61. Reintegro de cantidades percibidas y régimen sancionador. 
 
Uno. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de 
demora desde el momento del pago de la subvención, en los siguientes casos: 
 
a) Obtención de la subvención o ayuda sin reunir las condiciones requeridas para ello. 
 
b) Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue concedida. 
 
c) Incumplimiento de la obligación de justificación. 
 
d) Incumplimiento de las condiciones impuestas a las entidades colaboradoras y 
beneficiarios con motivo de la concesión. 
 
e) La negativa u obstrucción a las actuaciones de control establecidas en el artículo 60 de 
esta Ley. 
 
Igualmente, en el supuesto contemplado en el artículo 59 de la misma, procederá el 
reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada. 
 
Dos. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público. 
 
Tres El régimen sancionador en materia de subvenciones y ayudas públicas aplicable en el 
ámbito de la Diputación Regional de Cantabria, así como en lo no previsto en el presente 



título, será el establecido en el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General Presupuestaria. 
 
Cuatro. Si los beneficiarios no cumplen sus obligaciones en los plazos acordados, por 
causas que les sean directamente imputables, la subvención se reducirá en proporción al 
citado incumplimiento, sin perjuicio de que el órgano concedente disponga su total 
revocación, en caso de no poder alcanzar los objetivos de aquélla, previa notificación y 
audiencia del beneficiario, quien puede justificar las causas del incumplimiento. 
 

Artículo 62. Entidades colaboradoras. 
 
Las bases reguladoras de las subvenciones o ayudas podrán establecer que la entrega y 
distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúe a través de una entidad 
colaboradora. 
 
A estos efectos, podrán ser consideradas entidades colaboradoras las empresas públicas 
y entes de la Administración, las entidades locales de la Comunidad Autónoma, y las 
demás personas jurídicas que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se 
establezcan. 
 
La entidad colaboradora actuará en nombre y por cuenta del órgano concedente a todos 
los efectos relacionados con la subvención o ayuda, la cual, en ningún caso se considerará 
integrante de su patrimonio. 
 
Son obligaciones de la entidad colaboradora: 
 
a) Entregar a los beneficiarios los fondos de acuerdo con los criterios fijados en las normas 
reguladoras de las subvenciones y ayudas. 
 
b) Verificar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos 
determinantes para su otorgamiento. 
 
c) Justificar la aplicación de los fondos percibidos ante la entidad concedentes y, en su 
caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios. 
 
d) Someterse a las actuaciones de comprobación que, respecto a la gestión de dichos 
fondos, pueda efectuar la entidad concedente, a las de control de la Intervención General y 
a las previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas. 
 
Podrá establecerse, asimismo, que las entidades colaboradoras cooperen en la restitución 
de las subvenciones otorgadas en los supuestos en que concurra causa de reintegro. 
 

Artículo 63. Justificación y comprobación de las subvenciones. 
 
La justificación documental de la aplicación de las subvenciones y ayudas públicas 
concedidas exigirá iguales requisitos que los señalados en los artículos 59 y 60, aún 
cuando en este caso, los importes se refieran a las cantidades concedidas. 
 

Artículo 64. Comprobación documental de las subvenciones. 
 
La comprobación material de subvenciones y ayudas podrá sustituirse por una 
comprobación documental de las mismas, si el objeto de éstas no resultara tangible. 
 

TÍTULO VIII 
 

De las operaciones financieras 
 



CAPÍTULO I 
 

De las operaciones de endeudamiento a largo plazo 
 

Artículo 65. Formalización y gestión. 
 
Uno. Se autoriza al Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto, para formalizar, en 
representación de la Diputación Regional de Cantabria, las operaciones de crédito o 
préstamo que figuran en el estado de ingresos, en virtud de expediente tramitado por la 
Dirección General de Tesorería e informado por la Intervención General. 
 
Dos. Se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda para efectuar operaciones de  
financiación, total o parcial, en las operaciones de endeudamiento existentes con 
anterioridad o concertadas a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, mediante un 
nuevo contrato, incluso, y con ampliación, en su caso, del plazo inicialmente concertado, 
para obtener un menor coste o una mejor distribución temporal de las cargas financieras, 
siempre que estos extremos estén suficientemente acreditados en el expediente tramitado 
al efecto por la Dirección General de Tesorería e informado por la Intervención General. 
 
Tres. Se autoriza al Consejo de Gobierno para emitir Deuda Pública amortizable de la 
Diputación Regional de Cantabria, con destino a la financiación de gastos de capital, con el 
límite del importe del capítulo IX del estado de ingresos, así como para la refinanciación de 
las operaciones señaladas en el apartado anterior del presente artículo. 
 
Cuatro. El producto, la amortización y los gastos por intereses y conceptos conexos de las 
operaciones financieras, se registrarán en los pertinentes créditos presupuestarios. 
 
Cinco. Las operaciones recogidas en el apartado dos de este artículo, se contabilizarán en 
una cuenta extrapresupuestaria. Los gastos por intereses y conceptos conexos de las 
referidas operaciones seguirán el régimen general, previsto en el apartado cuatro del 
presente artículo. 
 
Seis. De las operaciones recogidas en los apartados uno, dos y tres, el Consejero de 
Economía, Hacienda y Presupuesto remitirá información a la Comisión de Economía, 
Hacienda, Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional. 
 

Artículo 66. Operaciones de permuta financiera. 
 
Con el fin de prevenir los posibles efectos negativos derivados de las fluctuaciones en las 
condiciones de mercado, se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda para 
formalizar operaciones de permuta financiera -SWAPS, FRAS y similares-, previo 
expediente tramitado por la Dirección General de Tesorería e informado por la Intervención 
General. 
 
Dada la peculiaridad de estas operaciones, su contabilización se realizará con cargo al 
capítulo III del estado de gastos, por el importe neto de las cargas financieras que 
resuciten para la Diputación Regional, manteniendo como tercero contable a la entidad 
agente de la operación asegurada. 
 

CAPÍTULO II 
 

De los avales 
 

Artículo 67. Otorgamiento de avales públicos. 
 
Uno. El Consejo de Gobierno podrá avalar, en las condiciones establecidas en la Ley 
7/1984, de 21 de diciembre de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria y 
disposiciones de desarrollo, las operaciones de crédito que las entidades de crédito 



concedan a las personas entidades o empresas, públicas o privadas, previa aprobación del 
Pleno de la Asamblea-Regional a propuesta de dicho Consejo de Gobierno. 
 
La tramitación correspondiente ante el Pleno de la Asamblea Regional se realizará de 
acuerdo con la reglamentación establecida para los proyectos de Ley. 
 
El importe de los avales prestados podrá cubrir el principal de las operaciones avaladas, 
sin que puedan incluirse intereses, comisiones y otros gastos derivados de la formalización 
o consecuencia de ésta. 
 
Dos. El importe de los avales a prestar por el Consejo de Gobierno de Cantabria a 
empresas privadas no podrá exceder de 2.500.000.000 de pesetas. 
 
No se imputará al citado límite el importe de los avales que se presten por motivo de la 
refinanciación o sustitución de operaciones de crédito, en la medida que impliquen 
cancelación de avales anteriormente concedidos. 
 
Los créditos a avalar tendrán como finalidad esencial apoyar inversiones productivas de 
las pequeñas y medianas empresas que tengan fijado su domicilio social y actividad en 
Cantabria. 
 
Tres. Durante el ejercicio de 1998 la Diputación Regional de Cantabria podrá avalar, en las 
condiciones que determine el Consejo de Gobierno, operaciones de crédito que se 
concierten por empresas o entidades con destino directo y específico a actuaciones de 
reindustrialización y que generando nuevos empleos, se ubiquen, principalmente, en las 
comarcas de Torrelavega y Reinosa-Campóo. El limite global de avales a conceder por 
esta línea será de 1.000.000.000 de pesetas. 
 

CAPÍTULO II 
 

De las operaciones de Tesorería 
 

Artículo 68. Regulación de las operaciones de tesorería. 
 
Se autoriza al Consejo de Gobierno para formalizar, a propuesta del Consejero de 
Economía, Hacienda y Presupuesto, operaciones de crédito, por plazo no superior a un 
año, con el fin de cubrir necesidades transitorias de Tesorería. 
 
El producto de estas operaciones financieras, así como sus amortizaciones, se 
contabilizarán en una cuenta extrapresupuestaria. Los gastos por intereses y por 
conceptos conexos de las referidas operaciones se registrarán en los pertinentes créditos 
presupuestarios. Dentro del mes siguiente a cada trimestre natural, la Consejería de 
Economía y Hacienda remitirá información de las operaciones efectuadas a la Comisión de 
Economía, Hacienda, Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional. 
 
Al objeto de satisfacer de manera más idónea en cada momento las obligaciones de la 
Hacienda Pública, la Dirección General de Tesorería elaborará, mensualmente, un Plan de 
Disposición de Fondos y Tesorería, que aprobará el Consejero de Economía, y que 
contendrá obligatoriamente, al menos, una previsión de pagos e ingresos, así como la 
situación de Tesorería y lo realmente efectuado durante el mes inmediato anterior. 
 
El Consejero de Economía remitirá a la Comisión de Economía, Hacienda, Comercio y 
Presupuesto de la Asamblea Regional cada mes el Plan de Disposición de Fondos y 
Tesorería del mes anterior. 
 
Dichos planes contemplarán que las deudas reconocidas a favor de acreedores de la 
Diputación Regional de Cantabria, se pagarán por riguroso orden de fecha y numérico, 
primando para su abono, las obligaciones de fecha anterior sobre las de fecha posterior, y 
dentro del mismo día, las del número de registro menor. 
 



CAPÍTULO IV 
 

De las operaciones financieras de las empresas regionales 
 

Artículo 69. Información a suministrar por sociedades públicas. 
 
Las empresas públicas regionales, y demás entes públicos de la Diputación Regional de 
Cantabria, deberán comunicar previamente a la Tesorería General y ésta lo transmitirá a la 
Intervención General, la apertura y cierre de cuentas en entidades financieras, así como 
facilitar trimestralmente sus saldos y movimientos. Remitirán, asimismo, con igual 
periodicidad, información de las operaciones financieras activas y pasivas realizadas por 
plazo inferior a un año, así como información relativa a la situación de su endeudamiento, 
sin perjuicio de la obligatoriedad de remisión de cuanta información dispone la Ley 7/1984, 
de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria. El 
incumplimiento de las obligaciones descritas podrá conllevar la imposibilidad de percibir 
cualquier tipo de subvención o aportación con cargo a los Presupuestos Generales. 
 
Dichas empresas y entes comunicarán a la Consejería de Economía y Hacienda la 
formalización de operaciones de crédito o préstamo a largo plazo, en el plazo de quince 
días, desde que se produzca la misma, mediante el procedimiento establecido en el 
párrafo anterior, la cual remitirá la información correspondiente sobre las operaciones 
efectuadas a la Comisión de Economía de la Asamblea Regional. 
 

TÍTULO IX 
 

De la información a la Asamblea Regional de Cantabria 

CAPÍTULO ÚNICO 
 

Información a la Asamblea 
 

Artículo 70. Remisión de información a la Asamblea. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria 
el Consejo de Gobierno dará cuenta documentada a la Comisión de Economía, Hacienda, 
Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional de Cantabria, al mes siguiente de cada 
trimestre natural, de las siguientes cuestiones: 
 
a) De los remanentes de crédito del ejercicio anterior, que han sido incorporados al estado 
de gastos del Presupuesto de 1998. 
 
b) De las operaciones de crédito. 
 
c)  De las provisiones de vacantes de personal. 
 
d) De las autorizaciones de gastos plurianuales en vigor, con indicación de las cantidades, 
para cada proyecto y ejercicio presupuestario, así como de la fecha del acuerdo inicial. 
 
e) De las modificaciones presupuestarias. 
 
f) De las adjudicaciones, en su caso, mediante procedimiento negociado, con indicación 
expresa del destino, importe y adjudicatario. 
 
g) De los estados financieros, de las ayudas, y en su caso, de las auditorias de las 
empresas públicas. 
 
h) Del plan de contabilidad. 
 
i) De las transferencias de crédito. 



j) De las generaciones de crédito. 
 
k) De las redistribuciones de crédito. 
 
I) De las adjudicaciones de contratos menores con indicación expresa del destino, importe 
y adjudicatario. 
 

Disposición adicional primera. Prórroga de presupuestos. 
 
En el caso de que el 31 de diciembre de 1998 no hubieran sido aprobados los 
Presupuestos Generales para 1999, tal como prevé el artículo 55, párrafo tercero, de la 
Ley Orgánica 8/1981, de Estatuto de Autonomía para Cantabria, se considerarán 
automáticamente prorrogados los presentes Presupuestos hasta la aprobación y 
publicación de los nuevos en el "Boletín Oficial de Cantabria". 
 
La prórroga automática se atendrá a las siguientes normas: 
 
a) De los créditos comprendidos en los capítulos I y II se dispondrá por dozavas partes del 
capítulo I y por cuartas partes del capítulo II. 
 
En todo caso, las retribuciones del personal en activo al servicio de la Diputación Regional 
de Cantabria se actualizarán para el ejercicio 1999, en la misma cuantía que determine la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado para dicho ejercicio, respecto a todo el sector 
público, y ello sin perjuicio del que en su día se establezca en la Ley de Presupuestos 
Generales de la Diputación Regional de Cantabria para el citado ejercicio. 
 
b) De los créditos para pago de obligaciones con vencimiento en fecha fija y 
predeterminada, se dispondrá en la cuantía que proceda, mediante la expedición, en la 
fecha adecuada, de las oportunas Ordenes. 
 
c) Cualquier disposición que rebase los límites expresados en los apartados anteriores, así 
como las correspondientes a los capítulos IV, Vl, Vll y VlII, precisará de la aprobación 
previa de la Consejería de Economía y Hacienda, a cuyos efectos se cursará la oportuna 
solicitud por las Consejerías a las que estén adscritos los créditos presupuestarios, que se 
acompañará con informe del Area de Presupuestos. 
 

Disposición adicional segunda. Constitución de garantías en la contratación con la 
Diputación Regional de Cantabria. 
 
Uno. Las garantías provisionales se constituirán: 
 
a) En la Caja de la Tesorería General, encuadrada en la Consejería de Economía y 
Hacienda, cuando se trate de garantías en metálico o valores señalados en el artículo 
36.1.a) de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas. 
 
b) Ante el órgano de contratación, cuando se trate de aval o seguro de caución, que se 
incorporará directamente al expediente de contratación, sin perjuicio de que su ejecución 
se efectúe por el órgano señalado en el párrafo anterior. 
 
Dos. En el caso de uniones temporales de empresarios las garantías provisionales podrán 
constituirse por una o varias de las empresas participantes, siempre que en conjunto se 
alcance la cuantía requerida en el artículo 36.1 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de 
Contratos de las Administraciones Públicas. 
 
Tres. Las garantías definitivas, especiales y complementarias, se constituirán en todo caso 
en la Caja de la Tesorería General. 
 



Cuatro. Cuando las garantías se constituyan ante el establecimiento señalado en el 
apartado uno.a) de esta disposición adicional, el contratista acreditará su constitución 
mediante la entrega al órgano de contratación del resguardo expedido por aquél. 
 
Cinco. El acuerdo del órgano de contratación sobre la cancelación y la devolución de la 
garantía definitiva, será comunicado por el mismo a la Caja de la Tesorería General. 
 

Disposición adicional tercera. Ayudas del FEOGA Garantía. 
 
Las ayudas que provengan de la Unión Europea, financiadas a través del Fondo Europeo 
de Orientación y Garantía Agrícola, Sección Garantía, serán tratadas como operaciones 
extrapresupuestarias, quedando excepcionadas de la aplicación de la legislación que 
regula las subvenciones en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
Los expedientes tramitados al amparo de esta disposición adicional, quedarán 
exceptuados de intervención previa, que será sustituida por el control financiero de 
carácter permanente a que se refiere el artículo 24 de la presente Ley, y que se ejercerá 
conforme se determine reglamentariamente, en consonancia con los requisitos exigidos 
por los Reglamentos Comunitarios que resulten de aplicación. 
 
La aprobación de estas ayudas y formulación de las correspondientes propuestas de pago 
corresponderá al Director general de Agricultura u órgano que le suceda en sus funciones. 
A los efectos de pago de estas ayudas la Intervención General realizará la intervención 
formal a que se refiere el artículo 70.2.b) de la Ley 7/1984, con carácter prioritario y en un 
plazo máximo de cuarenta y ocho horas. 
 

Disposición adicional cuarta. 
 
Se faculta al Consejo de Gobierno para conceder avales a favor de sociedades regionales 
de la Diputación Regional de Cantabria, a los únicos efectos de ofertas garantías ante 
órganos administrativo o judiciales como consecuencia de procedimientos contenciosos, 
en los términos y con la extensión que exija la normativa aplicable. 
 

Disposición adicional quinta 
 
Se concede un aval a favor de la sociedad regional «Cantur, Sociedad Anónima», que le 
permita obtener una operación de crédito, por importe de 800.000.000 de pesetas, con 
destino a la realización de inversiones en sus instalaciones. 
 
Dicho aval, se formalizará por el Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto 
mediante el oportuno instrumento jurídico, no quedando afectado por las limitaciones 
establecidas en el artículo 67 de la presente Ley. 
 

Disposición adicional sexta 
 
Se concede un aval por importe de 160.000.000 de pesetas, a favor de la "Sociedad de 
Amigos del Baloncesto", con el fin de garantizar idéntico importe de principal, dentro de la 
operación de crédito de 490.000.000 de pesetas que la Caja de Ahorros de Santander y 
Cantabria concedió a dicha sociedad como consecuencia de las necesidades financieras 
que supuso su ascenso a la Liga de la Asociación de Clubes de Baloncesto (ACB). 
 
Dicho aval, se formalizará por el Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto 
mediante el oportuno instrumento jurídico, no quedando afectado por las limitaciones 
establecidas en el artículo 67 de la presente Ley. 
 

Disposición adicional séptima 



Se concede una contragarantía, a favor de la entidad financiera "Banco Santander, 
Sociedad Anónima", al objeto de asegurar el buen fin de las operaciones de aval que, por 
importe conjunto de 237.162.104 pesetas, más los intereses de demora que resulten, dicha 
entidad concedió a seiscientos setenta y nueve ganaderos de la región a efectos de la 
interposición de los recursos administrativos presentados ante la Dirección General del 
Fondo Estatal de Garantía Agraria, en relación con la Tasa Suplementaria en el Sector de 
la Leche y los Productos Lácteos. 
 
Dicha contragarantía se formalizará por el Consejero de Economía, Hacienda y 
Presupuesto, mediante el oportuno instrumento jurídico, no quedando afectada por las 
limitaciones establecidas en el artículo 67 de la presente Ley. 
 

Disposición adicional octava 
 
Se autoriza al Consejo de Gobierno para que durante el ejercicio 1998 y a propuesta del 
Consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto, pueda proceder a la enajenación de 
títulos representativos de capital en sociedades, cuando el porcentaje de participación no 
suponga para la Diputación Regional la pérdida de su condición de socio mayoritario. 
 
En el supuesto de que el valor de los títulos que se enajenan exceda del 20 por 100 del 
importe total de la participación que la Diputación Regional ostenta en la sociedad  que 
dicha enajenación suponga la pérdida de su condición de socio mayoritario, el Consejo de 
Gobierno lo remitirá, previamente para su aprobación, a la Comisión de Economía, 
Hacienda, Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional de Cantabria. 
 

Disposición adicional novena 
 
Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, a propuesta del Consejero de Economía, 
Hacienda y Presupuesto, pueda proceder a la venta o permuta de inmuebles no afectados 
al uso general o a los servicios públicos independientemente de su valor, siempre y 
cuando dichos ingresos se destinen a la reagrupación de los diferentes órganos de la 
Administración Regional. 
 
En el caso de que el valor de los inmuebles enajenados superen, según tasación pericial 
los 350.000.000 de pesetas, el Consejo de Gobierno dará cuenta de dicha enajenación a la 
Asamblea Regional. 
 

Disposición adicional décima 
 
Con el fin de incrementar el apoyo a la industria, el Consejo de Gobierno, una vez 
agotados los fondos consignados en las Partidas 03.4.7241.773 (Fondo IRIS, 
Subvenciones Complementarias) y 03.4.7241 774 (Subvención a la Financiación de 
PYMES Industriales), procederá a tramitar ante la Asamblea Regional un proyecto de Ley 
de Suplemento de Crédito por un importe máximo de 400.000.000 de pesetas, de los que 
300.000.000 incrementarían el concepto 773 y los 100.000.000 restantes el 774. 
 
Asimismo, y en ejecución de la política de fomento de empleo, el Consejo de Gobierno, 
dentro del ejercicio presupuestario de 1998, producidas las circunstancias previstas a 
estos efectos en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional 
de Cantabria, elaborará un proyecto de Ley de Suplemento de Crédito para dotar 
complementariamente la Partida 03.6.7242.475 (Programas de Apoyo a la Contratación), 
hasta un máximo de 100.000.000 de pesetas, con destino a la formación de ocupados en 
las nuevas tecnologías de la comunicación y la telemática. 
 

Disposición adicional unndécima 
 



Tanto el MAPA como las Comunidades Autónomas de la Cornisa Cantábrica están 
redactando un Plan de Reordenación del Sector Lácteo, con actuaciones referidas tanto a 
la mejora de las estructuras y competitividad de las explotaciones ganaderas como al 
sostenimiento y diversificación de explotaciones en el medio rural. Se autoriza al Consejo 
de Gobierno para aprobar y presentar un proyecto de Ley de Suplemento de Crédito de al 
menos 400.000.000 de pesetas para la reordenación del Sector Lácteo en el presente 
ejercicio. 
 

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución de la presente Ley. 
 
Se autoriza al Consejo de Gobierno para que a propuesta de la Consejería de Economía y 
Hacienda, dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto 
en esta Ley. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
 
La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 1998. 
 

Palacio de la Diputación, Santander, 30 de diciembre de 1997 



LEY 7/1997, DE 30 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS FISCALES Y 
ADMINISTRATIVAS  
 

(BOC nº 260, de 30 de diciembre de 1997. 
Corrección de error BOC nº  39, de 24 de febrero de 1998)  

 
(BOE nº 33, de 7 de febrero de 1998)  

 
[Modifica la Ley 9/1992, de 18 de diciembre. Modifica los artículos 33.1 y 2 y la Disposición 
transitoria quinta de la Ley 4/1993, de 10 de marzo. Modifica el artículo 34.1 de la Ley 5/1991, 
de 27 de marzo. Modificada por la Ley 9/2001, de 22 de diciembre] 
 

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Medidas Fiscales y Administrativas. 
 

PREÁMBULO 
 

La presente Ley incluye un conjunto de medidas referidas a distintos campos en que se 
desenvuelve la actividad de la Diputación Regional de Cantabria, cuya finalidad es 
contribuir a la mejor y más efectiva consecución de los objetivos que se contienen en la 
Ley de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1998. 
 
En conformidad con dicha voluntad legisladora, la Ley recoge medidas de naturaleza 
tributaria, regula el régimen de infracciones y sanciones en materia de pesca así como en 
el parque natural Saja-Besaya y también contiene varios preceptos relativos al personal al 
servicio de la Diputación Regional de Cantabria. 
 

I

Se modifican y establecen tasas por diversas actividades y servicios prestados por la 
Diputación Regional de Cantabria. Esta medida va dirigida a establecer una 
correspondencia entre el coste de los servicios que presta aquélla y el pago de los mismos 
por los beneficiarios. 
 
Mención especial debe hacerse de las tasas que gravan la inspección y control sanitario de 
carnes frescas y carnes de aves de corral, así como de sus respectivos productos, ya que 
deberán exigirse en todo el territorio de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con la 
normativa dictada por el Consejo de la Comunidad Europea. Así la Ley de Cantabria 
9/1992, de 18 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Diputación Regional de 
Cantabria, ha venido regulando todos los elementos esenciales integrantes de la citada 
tasa. Desde la entrada en vigor de dicha Ley se han producido cambios en la normativa 
comunitaria que exigen la adaptación de la regional a la misma. 
 
Dichos cambios aparecen con la promulgación de la Directiva del Consejo de la 
Comunidad Europea 93/118/CE, que modificó la directiva 85/73/CEE, relativa a la 
financiación de las inspecciones y controles sanitarios de los productos de origen animal 
contemplados en el anexo A de la Directiva 89/662/CEE y en la 90/675/CEE. 
Posteriormente, la Directiva 96/43 ha vuelto a modificar la antes mencionada Directiva 
85/73/CEE, así como la 90/675/CEE y la 91 /496/CEE, procediendo a codificar la primera 
de ellas. Los cambios introducidos sucesivamente han perseguido tres objetivos 
fundamentales: 
 
a) Garantizar una protección sanitaria uniforme del consumidor en cuanto a la salubridad 
del producto. 
 



b) Mantener la libre circulación de los productos dentro de la comunidad, en base a unas 
garantías de calidad similares, tanto para el consumo nacional de los productos 
comercializados en el mercado interior de cada Estado miembro, como para los 
procedentes de terceros Estados. 
 
c) Evitar distorsiones en la competencia de los distintos productos sometidos a las reglas 
de organización común de los mercados. 
 
Surge de esta manera la necesidad de adoptar las medidas legales adecuadas para dar 
cumplimiento a la normativa comunitaria en orden a los fines perseguidos y teniendo en 
cuenta que, según el número 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica de Financiación de las 
Comunidades Autónomas (LOFCA), 8/1980, de 22 de septiembre, las tasas sanitarias que 
gravan la inspección de carnes frescas tienen la consideración de tributos propios de las 
Comunidades como consecuencia de las transferencias de servicios realizadas en virtud 
de lo previsto en los distintos Estatutos de Autonomía. Se persigue con esta norma, 
también, la finalidad de dar cumplimiento al compromiso común de aplicar la mencionada 
Directiva en función de unos criterios homogéneos establecidos para todo el territorio 
nacional. 
 

II 
 

Se regula el régimen de infracciones y sanciones en materia de pesca y asimismo el 
régimen de infracciones y sanciones del Parque Natural Saja-Besaya. 
 
El Real Decreto 3114/1982 de 24 de julio, sobre traspaso de funciones y servicios de la 
Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de Cantabria, transfiere a ésta 
competencias en materia de pesca en aguas interiores, acuicultura y marisqueo y 
actividades recreativas. 
 
La Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a 
Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del artículo 143 de la 
Constitución, transfiere a nuestra Comunidad Autónoma competencias sobre ordenación 
del sector pesquero. 
 
La experiencia adquirida en el ejercicio de las competencias inicialmente asumidas ha 
demostrado la conveniencia de proceder a una regulación más específica, por otra parte 
es necesario integrar las competencias transferidas recientemente con criterios de 
unificación en lo referente al ejercicio de la potestad sancionadora. 
 
Actualmente los recursos pesqueros, al igual que otros recursos naturales renovables, 
están siendo amenazados por un gran número de factores externos, algunos de ellos 
ajenos al propio sector. La disparidad de actividades relacionadas con el medio marino, 
tales como la pesca profesional y deportiva, la acuicuitura, el marisqueo, la 
comercialización de los productos del mar, etc., aconsejan dentro del ámbito de las 
competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de Cantabria una actualización 
legislativa en función de una mayor eficacia en la lucha contra el furtivismo, así como la 
necesaria protección de los recursos del mar. 
 
Con el objeto de proteger el medio marino y ordenar el sector pesquero se contienen en la 
presente Ley una serie de medidas. 
 
El Parque Natural Saja-Besaya fue declarado como tal por el Decreto 25/1988, de 2 de 
mayo del Consejo de Gobierno de Cantabria al amparo de la Ley 15/1975 de Espacios 
Naturales Protegidos. 
 
La Ley del Estado 4/1989 de 27 de mayo de Conservación de los Espacios Naturales y de 
la Flora y Fauna Silvestres, deroga la Ley 15/1974 citada, y establece una nueva normativa 
para la protección de los espacios naturales. Resulta por tanto necesario adaptar la 
declaración del Parque Natural Saja-Besaya a la nueva Ley, en los preceptos que 
constituyen legislación básica del Estado. 
 



Por los motivos expuestos y teniendo en cuenta la creciente importancia del referido 
espacio natural, se eleva a rango de Ley la declaración del Parque Natural Saja-Besaya 
efectuado según Decreto 25/1988 de 2 de mayo, con las modificaciones inherentes a las 
circunstancias actuales, dimanantes en gran medida de la doctrina del Tribunal Supremo y 
normativa vigente. 
 

III 
 

En lo referente al personal al servicio de la Administración de la Diputación Regional de 
Cantabria, se modifican determinados preceptos de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la 
Función Pública, dirigidos a salvar las dificultades de interpretación puestas de manifiesto 
en la aplicación de los mismos. Así, se da nueva redacción a la disposición transitoria 
quinta y se crean Escalas para integrar al personal afectado por la misma. 
 
Del mismo modo se crea el Cuerpo de Agentes de Seguridad y se establece el 
procedimiento a seguir para la funcionarización de los actuales vigilantes de Seguridad, 
por considerar que dichos puestos conllevan una responsabilidad que hace conveniente su 
desempeño por funcionarios públicos. 
 
Por otra parte, se acaba con la precaria situación administrativa de los funcionarios de la 
Administración de la Diputación Regional de Cantabria que cooperan o prestan asistencia 
técnica mediante comisión de servicios en otras Administraciones públicas, 
reconociéndoles el derecho a la reserva de su puesto de trabajo. 
 
Se introduce también la aplicación de un criterio de reciprocidad con las restantes 
Administraciones Públicas en relación con el artículo 34.1 de la Ley 5/1991, de 27 de 
marzo, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria. 
 

TÍTULO I 
 

Normas tributarias 
 

TASAS 
 

Artículo 1. Tasa del «Boletín Oficial de Cantabria». 
 
Se modifican las tarifas de la tasa 2 de la Consejería de Presidencia, "Tasa del "Boletín 
Oficial de Cantabria", del anexo de la Ley 9/1992, de 18 de diciembre, de Tasas y Precios 
Públicos de la Diputación Regional de Cantabria, con el siguiente texto: 
 

"Tarifas. 
 
La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas: 
 
a) Tarifas por anuncios e inserciones en el "Boletín Oficial de Cantabria": 
 
Por palabra: 46 pesetas. 
 
Por línea o fracción en plana de tres columnas: 246 pesetas. 
 
Por línea o fracción en plana de dos columnas: 418 pesetas. 
 
Por plana entera: 41.897 pesetas. 
 
b) Tarifas por venta y suscripción al "Boletín Oficial de Cantabria": 
 
Suscripción anual: 17.452 pesetas. 
 
Suscripción semestral: 8.726 pesetas. 
 



Suscripción trimestral: 4.363 pesetas. 
 
Número suelto año en curso: 125 pesetas. 
 
Número suelto año anterior: 184 pesetas. 
 
Cuando a petición del interesado se reduzca a la mitad el plazo mínimo previsto en el 

artículo 9.3 del Decreto 48/1985, de 10 de junio, para la inserción de anuncios, la tarifa 
correspondiente se incrementará en el 50 por 100." 
 

Artículo 2. Tasa por servicios de certificaciones, copias, diligencias y reproducción 
de documentos en el Archivo Histórico. 
 
Se añade la tasa 2 de la Consejería de Cultura y Deporte, «Tasa por servicios de 
certificaciones, copias, diligencias y reproducción de documentos en el Archivo Histórico", 
en la Ley 9/1992 de 18 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Diputación 
Regional de Cantabria, cuya redacción pasará a ser la siguiente: 
 

"2. Tasa por servicios de certificaciones, copias, diligencias y reproducción de 
documentos en el Archivo Histórico. 
 
Hecho imponible: 
Constituye el hecho imponible de la presente tasa la prestación por la Consejería de 
Cultura y Deporte de los servicios enumerados a continuación, realizados por el 
Archivo Histórico: 
 
1. Calificación de documentos y autenticación de firmas en los privados. 
 
2. Inscripción anotaciones y cancelaciones. 
 
3. Busca, copias, titulas, certificaciones e informes. 
 
Sujeto pasivo: 
Quedan sujetos al pago de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades del 
artículo 33 de la Ley General Tributaria que hagan uso de estos servicios. 
 
Devengo: 
El tributo se devengará y exigirá con ocasión del uso de los servicios mencionados. 
 
Tarifas: 
 
Tarifa 1. Certificaciones: 
Por página mecanografiada: 600 pesetas. 
 
Por año de antigüedad: 33 pesetas. 
 
Tarifa 2. Diligencias de autenticación de fotocopias y cualquier otro tipo de 
reproducción de documentos hechos en el Archivo: 
Por página original reproducida: 400 pesetas. 
 
Tarifa 3. Fotocopias: 
Por cada fotocopia DIN A4: 15 pesetas. 
 
Por cada fotocopia DIN A-3: 30 pesetas." 
 

Artículo 3. Tasa por prestación de servicios facultativos veterinarios. 
 



Se modifican las tarifas 1, 2, 6, 7, 9, 10, 12 y 14 de la tasa 3 de la Consejería de 
Ganadería, Agricultura y Pesca "Tasa por prestación de servicios facultativos veterinarios", 
que quedan redactadas de la siguiente forma: 
 

"Tarifas. 
 
Tarifa 1. 
 
Por la prestación de servicios facultativos relacionados con la comprobación sanitaria, 
saneamiento ganadero y lucha contra ectoparásitos de ganaderías diplomadas, 
calificadas y granjas de multiplicación: 
 
1.1 Equidos y bóvidos: 
Hasta 10 cabezas: 1.100 pesetas. 
 
Por cada cabeza que exceda de las 10: 75 pesetas. 
 
1.2 Porcino, lanar y cabrío: 
Hasta 25 cabezas: 1.100 pesetas. 
 
Por cada cabeza que exceda de las 25: 35 pesetas. 
 
1.3 Aves: 
Hasta 50 aves adultas: 1.100 pesetas. 
 
De 51 a 500 aves adultas: 10 pesetas/unidad. 
 
En adelante: 5 pesetas/ave. 
 
Tarifa 2. 
 
Por los servicios facultativos correspondientes a la organización sanitaria estadística e 
inspección de las campañas de tratamiento sanitario obligatorio: 
 
Por cada animal mayor: 5 pesetas. 
 
Por cada animal menor (porcino, lanar, cabrío): 5 pesetas. 
 
Tarifa 6. 
 
Por los servicios facultativos correspondientes a la expedición de la gura de origen y 
sanidad, documento que acredita que los animales proceden de zona no infectada y 
que no padecen enfermedades infecto-contagiosas o parasitarias transmisibles, 
necesario para la circulación del ganado, y en cumplimiento de lo dispuesto en la 
normativa vigente: 
 
6.1 Equidos y bovinos: 
Por una cabeza: 140 pesetas. 
 
Por dos cabezas: 195 pesetas. 
 
Por tres cabezas: 250 pesetas. 
 
Por cuatro cabezas: 300 pesetas. 
 
Por cinco cabezas: 330 pesetas. 
 
De seis hasta 20 cabezas, ambas inclusive, por cada unidad más: 30 pesetas. 
 
De 21 a 50, ambas inclusive, por cada unidad más: 20 pesetas. 
 



De 51 a 75, ambas inclusive, por cada unidad más: 15 pesetas. 
 
De 76 en adelante, por cada unidad más: 10 pesetas. 
 
6.2 Ovino y caprino: 
Hasta 10 cabezas: 140 pesetas. 
 
De 11 a 50, cada unidad más: 10 pesetas. 
 
De 51 en adelante, cada unidad más: 5 pesetas. 
 
6.3 Porcino: 
 
Adultos: 
De una a tres cabezas: 140 pesetas. 
 
Por cada cabeza más: 25 pesetas. 
 
Lechones: 
De una a cinco cabezas: 135 pesetas. 
 
Por cada cabeza más: 10 pesetas. 
 
6.4 Aves y conejos: 
 Aves reproductoras y conejos, por unidad (mínimo 50): 5 pesetas/unidad. 
 
Aves con destino a matadero, por unidad: 0,55 pesetas. 
 
Pollos por un día, por unidad: 0,40 pesetas. 
 
Tarifa 7. 
 
Por los servicios facultativos relacionados con la intervención y fiscalización del 
movimiento interprovincial de ganado, en caso de epizootias difundibles, cuando así lo 
disponga la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca: 
 
Por cada cabeza bovina o equina: 20 pesetas (sin exceder de 250 pesetas por 
expedición). 
 
Por cada cabeza porcina: 10 pesetas (sin exceder de 250 pesetas por expedición). 
 
Por cada cabeza lanar o cabria: 3,50 pesetas (sin exceder de 250 por expedición). 
 
Tarifa 9. 
 
Por los trabajos y gastos de desinfección y desinsectación de vehículos utilizados en 
el transporte de ganado por carretera, explotaciones pecuarias, locales destinados a 
ferias, mercados, concursos, exposiciones y demás lugares donde se alberguen o 
contraten ganados o materias contumaces a petición de parte, y cuando se realicen 
por los Servicios dependientes de la Dirección General de Ganadería: 
Por vehículo: 
Hasta 4 toneladas un solo piso: 220 pesetas. 
 
Hasta 4 toneladas, dos o más pisos: 330 pesetas. 
 
De 4 toneladas en adelante, un solo piso: 220 pesetas. 
 
De 4 toneladas en adelante, dos o más pisos: 475 pesetas. 
 
Por jaula o cajón para res de lidia: 75 pesetas. 
 



Por jaula o cajón para aves: 20 pesetas. 
 
Locales o albergues de ganado, por metro cuadrado de superficie: 3,50 pesetas. 
 
Tarifa 10. 
 
Expedición y actualización de la cartilla ganadera para la confección de mapa 
epizootológico: 
Importe del impreso con validez periódica de dos años: 125 pesetas. 
 
Derechos de los facultativos veterinarios locales por la comprobación estadística 
epizootológica y e reparto en los términos municipales de su jurisdicción. Por 
semestre: 440 pesetas. 
 
Tarifa 12. 
 
Por los servicios facultativos de reconocimiento sanitario de las hembras domésticas, 
presentadas a la monta natural e inseminación artificial de paradas o centros: 
Por hembra equina: 275 pesetas. 
 
Por hembra bovina lechera: 110 pesetas. 
 
Por hembra bovina de otras aptitudes: 55 pesetas. 
 
Por hembra porcina: 35 pesetas. 
 
Tarifa 14. 
 
Marchamado y tipificación de cueros y pieles: 
Por marchamo aplicado a cada cuero vacuno, hasta 8 kilogramos: 30 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada cuero vacuno, de 8 a 18 kilogramos: 35 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada cuero vacuno, de 18 a 35 kilogramos: 55 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada cuero vacuno de más de 35 kilogramos: 65 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada cuero mular o caballar: 35 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada cuero asnal: 20 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada cuero porcino: 20 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada piel lanar o cabria adulta: 5,50 pesetas. 
 
Por marchamo aplicado a cada piel lanar o cabria lechal: 3,50 pesetas. 
 
El marchamo se aplicará en la base de la cola a los cueros, y en la oreja derecha a las 
pieles, tanto si proceden de reses sacrificadas en mataderos autorizados como si son 
de importación." 
 

Artículo 4. Tasa por servicios prestados por el Centro de Formación Náutico-
Pesquera. 
 
Se añade la tasa 9 a las aplicables a la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca en la 
Ley 9/1992, de 18 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Diputación Regional de 
Cantabria. 
 

"9. Tasa por servicios prestados por el Centro de Formación Náutico-Pesquera. 
 



Hecho imponible: 
 Constituye el hecho imponible de la presente tasa la prestación por el Centro de 
Formación Náutico-Pesquera de los servicios enumerados a continuación: 
 
1. Asistencia a los cursos y/o presentación a los exámenes para la obtención de las 
titulaciones que se enumeran en las  tarifas. 
 
2. Expedición o renovación de tarjetas de identificación profesional, títulos y diplomas. 
 
3. Validación de autorizaciones federativas y convalidación de asignaturas de ciclos 
profesionales. 
 
Sujeto pasivo: 
En el supuesto 1, serán sujetos pasivos de la tasa quienes soliciten la inscripción para 
acceder a los cursos y/o para realizar los exámenes correspondientes. 
 
En los supuestos 2 y 3, serán sujetos pasivos las personas físicas a nombre de las 
cuales se expidan las tarjetas, títulos y diplomas o se efectúen las validaciones y 
convalidaciones. 
 
Devengo: 
La tasa se devengará en el momento de solicitar la actuación administrativa. 
 
Tarifas: 
La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas: 
 
Tarifa 1. Por los derechos de asistencias y/o examen a cursos organizados por el 
Centro de Formación Náutico-Pesquera: 
 
1. Especialidades profesionales: 
Patrón mayor de cabotaje: 5.000 pesetas 
Patrón de pesca de altura: 5.000 pesetas. 
 
Patrón de cabotaje: 5.000 pesetas. 
 
Patrón de 1ª clase de pesca de litoral: 5.000 pesetas. 
 
Patrón de 2ª clase de pesca de litoral: 4.000 pesetas. 
 
Patrón local de pesca: 4.000 pesetas. 
 
Patrón costero polivalente: 5.000 pesetas. 
 
Patrón de tráfico interior: 2.000 pesetas. 
 
Mecánico naval de 1ª clase: 5.000 pesetas. 
 
Mecánico naval de 2ª clase: 5.000 pesetas. 
 
Radiotelefonista naval R.: 2.000 pesetas. 
 
Operador restringido para el SMSSM: 3.000 pesetas. 
 
Operador general para el SMSSM: 5.000 pesetas. 
 
Mecamar: 1.000 pesetas. 
 
Competencia de marinero: 1.000 pesetas. 
 
Buceador pro. de 2ª clase R.: 10.000 pesetas. 
 



Buceador pro. de 2ª clase: 15.000 pesetas. 
 
Especialidades subacuáticas: 10.000 pesetas. 
 
Lucha contra incendios y supervivencia en la mar: 10.000 pesetas. 
 
Tecnología del frío: 10.000 pesetas. 
 
Neumática-Hidráulica: 10.000 pesetas. 
 
Automática-Sensórica: 10.000 pesetas. 
 
2. Títulos de recreo: 
Patrón de embarcaciones de recreo (PER): 5.000 pesetas. 
 
Patrón de yate: 7.000 pesetas. 
 
Capitán de yate: 8.500 pesetas. 
 
Tarifa 2. Expedición o renovación de tarjetas, títulos o diplomas: 
 
1. Especialidades profesionales: 
Patrón local de pesca: 2.000 pesetas. 
 
Patrón costero polivalente: 2.000 pesetas. 
 
2. Especialidades recreativas: 
Capitán de yate: 11.000 pesetas. 
 
Patrón de yate: 2.800 pesetas. 
 
Patrón de embarcaciones de recreo: 2.800 pesetas. 
 
3. Otras: 
Expedición por convalidación o canje: 2.000 pesetas. 
 
Renovación de tarjetas: 2.000 pesetas. 
 
Tarifa 3. Validación y convalidaciones: 
Validación de autorizaciones federativas: 550 pesetas. 
 
Convalidación de asignaturas de ciclos profesionales: 250 pesetas." 
 

Artículo 5. Tasa por ordenación de industrias artesanas. 
 
Se modifica la tasa 4 de la Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y Comunicaciones 
"Tasa por ordenación de industrias artesanas", de la Ley 9/1992, de 18 de diciembre, de 
Tasas y Precios Públicos de la Diputación Regional de Cantabria, cuya redacción pasará a 
ser la siguiente: 
 

"4. Tasa por ordenación de industrias artesanas. 
 
Hecho imponible: 
Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios o la realización 
de actividades enumeradas en las tarifas señaladas seguidamente cuando se 
efectúen con carácter exclusivo por la Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y 
Comunicaciones y sean de solicitud o recepción obligatoria para los administrados. 
 
Sujeto pasivo: 



Serán sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades del artículo 33 
de la Ley General Tributaria titulares de industrias artesanas. Se presumen titulares 
las personas o entidades bajo cuyo nombre figuran en el IAE. 
 
Devengo: 
La tasa se devengará en el momento de solicitar el servicio o la actuación 
administrativa, o en el momento de efectuarse ésta si no fuera precisa solicitud 
alguna. 
 
Tarifas: 
Tarifa 1. Inscripción en el Registro de Industrias Artesanas: 
 
1. A instancia de parte: 
Valor de la instalación: 
Hasta 500.000 pesetas: 1.200 pesetas. 
 
De 500.001 a 1.000.000 de pesetas: 1 .500 pesetas. 
 
De 1.000.001 a 2.000.000 de pesetas: 1.800 pesetas. 
 
De 2.000.001 a 3.000.000 de pesetas: 2.100 pesetas. 
 
De 3.000.001 a 4.000.000 de pesetas: 2.400 pesetas. 
 
De 4.000.001 a 5.000.000 de pesetas: 2.700 pesetas. 
 
Por cada millón más o fracción: 1.000 pesetas. 
 
2. A instancia de la Administración: 
Se incrementarán las cantidades anteriores en un 10 por 100. 
 
Tarifa 2. 
 
Tramitación de expedientes por ampliación de maquinaria o sustitución de la 
existente: 40 por 100 de la tarifa 1. 
 
Tarifa 3. 
 
Cambios de la titularidad en el Registro de Industrias Artesanas: 25 por 100 de la 
tarifa 1. 
 
Tarifa 4. 
 
Inscripción en el Registro de Industrias Artesanas de las industrias de temporada: Se 
aplica la tarifa 1 bonificada en un 15 por 100. 
 
Tarifa 5. 
 
Reconocimientos periódicos de las industrias artesanas: 30 por 100 de la tarifa 1. 
 
Exenciones: 
Están exentos de la presente tasa los artesanos protegidos que hayan sido 
declarados como tales por la Diputación Regional de Cantabria." 
 

Artículo 6. Tasa por ordenación del sector turístico. 
 
Se modifica la tasa 5 de la Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y Comunicaciones, 
"Tasa por ordenación del sector turístico", de la Ley 9/1992, de 18 de diciembre, de Tasas 
y Precios Públicos de la Diputación Regional de Cantabria, cuya redacción pasará a ser la 
siguiente: 



"5. Tasa por ordenación del sector turístico. 
 
Hecho imponible: 
Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios o la realización 
de las actividades enumeradas en las tarifas cuando sean ejecutadas por la 
Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y Comunicaciones con exclusión del sector 
privado y resulten de solicitud o recepción obligatoria para los administrados. 
 
Sujeto pasivo: 
Serán sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades del artículo 33 
de la Ley General Tributaria, que soliciten los servicios o actividades gravados o sean 
destinatarias de los mismos cuando su recepción resulte obligatoria. 
 
Devengo: 
La tasa se devengará en el momento de solicitar el servicio o la actuación 
administrativa, o en el momento de efectuarse éstos si no fuera precisa solicitud 
alguna. 
 
Tarifas: 
Tarifa 1. 
 
a) Emisión de informes preceptivos para la autorización de apertura, ampliaciones y 
mejoras de restaurantes y cafeterías: 4.000 pesetas. 
 
b) Emisión de informes preceptivos para la autorización de apertura, ampliaciones y 
mejoras de hoteles y pensiones: 
 
Hasta 20 habitaciones: 5.000 pesetas. 
 
Más de 20 habitaciones: 6.000 pesetas. 
 
c) Emisión de informes preceptivos para la autorización de apertura de campamentos 
de turismo: 
Hasta 250 plazas 5.000 pesetas. 
 
Más de 250 plazas: 6.000 pesetas. 
 
d) Emisión de informes preceptivos para la autorización de apertura de apartamentos 
turísticos: 
Hasta 20 apartamentos: 5.000 pesetas. 
 
Más de 20 apartamentos: 6.000 pesetas. 
 
Tarifa 2. 
 
Emisión de informes preceptivos para la Concesión del título-licencia de agencia de 
viajes: 4.000 pesetas. 
 
Tarifa 3. 
 
Expedición del carnet de gula y guía-intérprete: 750 pesetas. 
 
Tarifa 4. 
 
a) Sellado de listas de precios de bares, cafeterías y restaurantes: 750 pesetas. 
 
b) Sellado de listas de precios de alojamientos turísticos: 1.000 pesetas. 
 
c) Entrega del Libro de Inspección: 2.500 pesetas. 
 



d) Entrega hojas de reclamaciones (juego tres ejemplares): 500 pesetas. 
 
e) Diligencias en Libro de Inspección por cambios de titularidad, denominación, 
categoría, etc.: 750 pesetas." 
 

Artículo 7. Tasa por ordenación de instalaciones de aguas minerales. 
 
Se modifican las tarifas de la tasa 6 de la Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y 
Comunicaciones, «Tasa por ordenación de instalaciones de aguas minerales", de la Ley 
9/1992, de 18 de diciembre, de Tasas y  Precios Públicos de la Diputación Regional de 
Cantabria, cuya redacción pasará a ser la siguiente: 
 

"6. Tasa por ordenación de instalaciones de aguas minerales. 
 
Hecho imponible: 
Constituye el hecho imponible de la presente tasa la prestación de los servicios o la 
realización de las actividades enumeradas en las tarifas cuando sean efectuadas por 
la Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y Comunicaciones con carácter exclusivo 
por no poder realizarlos el sector privado, y además ser de solicitud o recepción 
obligatoria para los administrados. 
 
Sujeto pasivo: 
Serán sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades del artículo 33 
de la Ley General Tributaria, que soliciten la actuación o el servicio administrativo, y 
las que, sin instarlo, estén obligadas a recibirlo o aceptarlo. 
 
Devengo: 
La tasa se devengará en el momento de solicitar el servicio o la actuación 
administrativa, o en el momento de efectuarse éstos si no fuera precisa solicitud 
alguna. 
 
Tarifas: 
Tarifa 1. Prestación de servicios de laboratorio: 
 
1.1 Toma de muestras de agua. Por cada toma de muestras: 3.000 pesetas. 
 
1.2 Análisis de agua. Por cada análisis completo: 11.000 pesetas. 
 
1.3 Análisis de agua. Por cada análisis bacteriológico: 6.000 pesetas. 
 
Tarifa 2. Legalización y autorización de puesta en marcha de aparatos industriales, 
tales como aparatos a presión, generadores, aparatos elevadores, instalaciones 
eléctricas e inscripción en el registro industrial. 
 
Se tomará como base la inversión: 
Hasta 500.000 pesetas: 2.000 pesetas. 
 
De 500.0001 a 1.000.000 de pesetas: 4.000 pesetas. 
 
De 1.000.001 a 3.000.000 de pesetas: 5.000 pesetas. 
 
De 3.000.001 a 5.000.000 de pesetas: 7.000 pesetas. 
 
De 5.000.001 a 10.000.000 de pesetas: 10.000 pesetas. 
 
De 10.000.001 a 15.000.000 de pesetas: 12.000 pesetas. 
 
De 15.000001 a 25.000.000 de pesetas: 16.000 pesetas. 
 
Por cada millón más 0 fracción: 1.000 pesetas. 



Tarifa 3. Visitas de revisión: 
Por cada visita: 4.000 pesetas. 
 
Tarifa 4. 
 
Tramitación de expedientes para la declaración de agua minero-medicinal: 20.000 
pesetas. 
 
Tarifa 5. 
 
Autorización de cambio de titularidad de derechos mineros: 10.000 pesetas. 
 
Tarifa 6. 
 
Tramitación de expediente para otorgar perímetro de protección: 10.000 pesetas. 
 
Tarifa 7. 
 
Autorización de obras dentro del perímetro de protección: 6.000 pesetas. 
 
Tarifa 8. 
 
Autorización y aprobación de proyecto de aprovechamiento: 10.000 pesetas. 
 
Tarifa 9. 
 
Autorización de puesta en marcha del proyecto de aprovechamiento: 
 
Hasta 5.000.000 de pesetas: 10.000 pesetas. 
 
De 5.000.001 a 10.000.000 de pesetas: 15.000 pesetas. 
 
De 10.000.001 a 20.000.000 de pesetas: 20.000 pesetas. 
 
De 20.000.001 a 50.000.000 de pesetas: 20.000 + 600 x M. 
 
Más de 50.000.000 de pesetas (por cada millón): 500 pesetas. 
 
Tarifa 10. 
 
Informe geológico incluyendo visitas: 8.000 pesetas." 
 

Artículo 8. Tasa por ordenación de actividades industriales, energéticas, mineras y 
venta de bienes. 
 
Se añade la tasa 7 a las aplicables a la Consejería de Industria, Turismo, Trabajo y 
Comunicaciones, en la Ley 9/1992, de 18 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la 
Diputación Regional de Cantabria: 
 

"7. Tasa por ordenación de actividades industriales, energéticas, mineras y venta de 
bienes. 
 
Hecho imponible: 
 Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios o la realización 
de las siguientes actividades cuando sean ejecutadas por la Consejería de Industria, 
Turismo, Trabajo y Comunicaciones con exclusión del sector privado, y resulten de 
solicitud o recepción obligatoria para los administrados. 
 
Están sujetas a gravamen las siguientes actuaciones: 



1. La autorización de funcionamiento, inscripción y control de instalaciones 
industriales, empresas de servicio a la actividad industrial y agentes autorizados para 
colaborar con las Administraciones públicas en materia de seguridad y calidad 
industrial. 
 
2. Las inspecciones técnicas reglamentarias. 
 
3. Las funciones de verificación y contrastación. 
 
4. La autorización de funcionamiento, inscripción y control de instalaciones eléctricas 
de generación, transporte, transformación, distribución y utilización de energía 
eléctrica. 
 
5. Las pruebas de presión en aparatos y recipientes que contienen fluidos. 
 
6. Concesiones administrativas y autorizaciones de instalaciones de gases 
combustibles. 
 
7. Autorización de instalaciones de calefacción, climatización y agua caliente. 
 
8. Autorización de instalaciones de combustibles líquidos, agua. 
 
9. Fraudes y calidad en los servicios públicos de suministros de energía eléctrica, 
agua y gas. 
 
10. La expedición de certificados y documentos que acrediten la aptitud para el 
ejercicio de actividades reglamentarias. 
 
11. La expropiación forzosa de bienes y la imposición de servidumbre de paso. 
 
12. La expedición de autorizaciones de explotación y aprovechamiento de recursos 
minerales. 
 
13. El otorgamiento de permisos de exploración, permisos de investigación y 
concesiones mineras de explotación; sus cambios de titularidad y otras incidencias 
relacionadas. 
 
14. La confrontación y autorización de proyectos de exploración, investigación, planes 
de labores mineras y grandes voladuras con explosivos. 
 
15. Control de uso de explosivos. 
 
16. El otorgamiento de la condición de productor de energía eléctrica en régimen 
especial y su inscripción en el registro correspondiente. 
 
17. Derechos de examen para la obtención del carnet de instalador, mantenedor u 
operador autorizado. 
 
18. El acceso a los datos del Registro Industrial. 
 
19. Las actuaciones de las ENICRES y Organismos de control. 
 
20. La venta de placas, libros de Registro y Mantenimiento e impresos. 
 
Sujeto pasivo: 
 
1. Serán sujetos pasivos de las tasas por ordenación de actividades industriales, 
energéticas, mineras y venta de bienes, las personas físicas o jurídicas a quienes 
afecten o beneficien, personalmente o en sus bienes, los servicios o actividades 
públicas que constituyen su hecho imponible. 



2. En su caso, tendrán la consideración de sujetos pasivos las herencias yacentes, 
comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, 
constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de 
imposición. 
 
Responsables: 
 
1. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley General Tributaria en materia de 
responsabilidad y garantía de la deuda tributaria, responderán solidariamente de las 
tasas las entidades o sociedades aseguradoras de riesgos que motiven actuaciones o 
servicios administrativos que constituyan el hecho imponible de la tasa. 
 
2. En las tasas establecidas por razón de servicios o actividades que beneficien a los 
usuarios ocupantes de viviendas, naves o locales o, en general, de inmuebles, serán 
responsables subsidiarios los propietarios de dichos inmuebles. 
 
Devengo: 
Las tasas por ordenación de actividades industriales, energéticas y mineras se 
devengarán: 
 
1. Según la naturaleza del hecho imponible, bien cuando se inicie la prestación del 
servicio o se realice la actividad, sin perjuicio de la posibilidad de exigir su depósito 
previo. 
 
2. Cuando se presente la solicitud que inicie la actuación o el expediente, que no se 
realizará o tramitará sin que se haya efectuado el pago correspondiente. 
 
Tarifas: 
Tarifa 1. Control administrativo de actividades industriales: 
 
1. Inscripción en el Registro Industrial de nuevas instalaciones, ampliaciones y 
traslados. 
(N = número total de millones o fracción, de la inversión en maquinaria y equipos 
industriales). 
 
1.1 Nuevas industrias y ampliaciones. 
 
1.1.1 Inversión en maquinaria y equipo, hasta 1.000.000 de pesetas: 5.000 pesetas. 
 
1.1.2 Hasta 5.000.000 de pesetas: 15.000 pesetas. 
 
1.1.3 Hasta 25.000.000 de pesetas: 30.000 pesetas. 
 
1.1.4 Hasta 250.000.000 de pesetas: 20.000 + + 400 X N pesetas. 
 
1.1.5 Hasta 500.000.000 de pesetas: 45.000 + + 300 x N pesetas. 
 
1.1.6 Hasta 1.000.000.000 de pesetas: 95.000 + + 200 x N pesetas. 
 
1.1.7 Más de 1.000.000.000 de pesetas: 195.000 + + 100 x N pesetas. 
 
1.2 Traslados de industrias: Se aplica el 75 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 
1.3 Cambios  de titularidad de industrias y variación de la inscripción anterior: Se 
aplica el 25 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 
1.4 Reconocimientos periódicos reglamentarios de industrias: Se aplica el 30 por 100 
de la tarifa básica 1.1, con un máximo de 10.000 pesetas. 
 



1.5 Regularización administrativa de instalaciones clandestinas: Se aplica el 200 por 
100 de la tarifa básica 1.1. 
 

1.6 Inscripción en el Registro Industrial de instalaciones de almacenamiento, 
distribución y venta al por menor de combustibles líquidos: Según tarifa básica 1.1. 
 

1.7 Autorización de puesta en servicio de instalaciones frigoríficas: Según tarifa básica 
1.1. 
 

1.8 Aparatos elevadores: 
 

1.8.1 Inscripción en el Registro de Aparatos Elevadores (RAE) de un aparato: 5.000 
pesetas. 
 
1.8.2 Inspección de un aparato elevador: 10.000 pesetas. 
 
1.8.3 Autorización e inspección de una grúa-torre: 15.000 pesetas. 
 
1.8.4 Autorización e inspección de una grúa móvil autopropulsada: 15.000 pesetas. 
 
1.9 Aparatos a presión: Según tarifa básica 1.1. 
 
1.10 Otras instalaciones industriales: Según tarifa básica 1.1. 
 
1.11 Instalaciones de rayos X: 
 
1.11.1 Autorizaciones segunda categoría: 20.000 pesetas. 
 
1.11.2 Autorizaciones tercera categoría: 15.000 pesetas. 
 
1.11.3 Autorizaciones de tipo médico: 15.000 pesetas. 
 
1.12 Patentes y modelos de utilidad. Certificado de puesta en práctica: 5.000 pesetas. 
 

Tarifa 2. Control administrativo de actividades energéticas: 
 

2.1 Instalaciones eléctricas de alta tensión. 
 
2.1.1 Autorización de lineas eléctricas centros de transformación subestaciones y 
demás instalaciones de alta tensión: Se aplicará el 200 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 
2.1.2 Declaración de utilidad pública: Se aplicará el 20 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 
2.1.3 Cambio de titularidad de la instalación: Se aplicará el 25 por 100 de la tarifa 
básica 1.1. 
 
2.1.4 Instalaciones de energías alternativas: Se aplicará el 100 por 100 de la tarifa 
básica 1.1. 
 
2.1.5 Inspección periódica: Se aplicará el 50 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 
2.1.6 Instalaciones temporales: Se aplicará el 30 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 

2.2 Instalaciones eléctricas en baja tensión. 



2.2.1 Instalaciones en viviendas ya existentes, por ampliaciones de potencias, 
cambios de titular, cambios de tensión, etc.: 300 pesetas. 
 
2.2.2 Edificios de viviendas o locales comerciales: Por cada vivienda o local: 500 
pesetas. 
 
2.2.3 Instalaciones con proyecto, distintas de las anteriores: Según tarifa básica 1.1 
(mínimo 2.000 pesetas). 
 
2.2.4 Resto de las instalaciones, según potencia total máxima admisible: 
 

Tasa Potencia-Total kw 
(hasta) 

Pesetas 

2.2.4.1 3,3 300 
2.2.4.2 5,5 400 
2.2.4.3 8,8 800 
2.2.4.4 15 1.000 
2.2.4.5 50 2.000 
2.2.4.6 100 4.000 
2.2.4.7 Cada 50 Kw más 1.000 

2.3 Gases combustibles: 
 
2.3.1 Concesiones administrativas: 200 por 100 de la tarifa básica 1.1. 
 
2.3.2 Instalaciones de almacenamiento y distribución de gases combustibles con 
depósitos fijos: Según tarifa básica 1.1 (mínimo 2.000 pesetas). 
 
2.3.3 Redes de distribución de gas canalizado, acometidas y centros de regulación y 
medida de gas: Según tarifa básica 1.1 (mínimo 2.000 pesetas). 
 
2.3.4 Centros de almacenamiento y distribución de botellas de GLP: Según tarifa 
básica 1.1 (mínimo 2.000 pesetas). 
 
2.3.5 Instalaciones receptoras de gas. 
 
2.3.5.1 En edificios de viviendas (montantes). Por cada vivienda: 500 pesetas. 
 
2.3.5.2 Instalaciones con botellas de GLP. Por cada botella en uso o reserva: 500 
pesetas. 
 
2.3.6 Inspecciones periódicas: 50 por 100 de la tarifa básica 1.1 (mínimo 2.000 
pesetas). 
 
2.3.7 Aparatos a gas tipo único: Según tarifa básica 1.1 (mínimo 2.000 pesetas). 
 
2.3.8 Ampliación de aparatos a gas en instalaciones existentes. Por cada nuevo 
aparato: 600 pesetas. 
 
2.4 Instalaciones de calefacción, climatización y agua caliente: 
 
2.4.1 Instalación individual en vivienda o local: 500 pesetas. 
 
2.4.2 Edificios de viviendas o locales comerciales. Por cada vivienda o local: 500 
pesetas. 
 
2.4.3 Instalaciones con proyecto, distintas a las anteriores: Según tarifa básica 1.1 



2.5 Combustibles liquidas: 
 
2.5.1 Instalaciones de almacenamientos comunitarios en depósitos fijos: Según tarifa 
básica 1.1 (mínimo 2.000 pesetas). 
 
2.5.2 Almacenamientos individuales para una vivienda o local: 500 pesetas. 
 
2.6 Agua 
 
2.6.1 Autorización de instalaciones distribuidoras de agua, que requieren proyecto: 
Según tarifa básica 1.1 
 
2.6.2 Pruebas de presión. Cada prueba: 2.000 pesetas. 
 
2.6.3 Instalaciones interiores de suministro de agua. Por cada vivienda: 500 pesetas. 
 
2.7 Verificación de la calidad del suministro de energía eléctrica: 
 
2.7.1 Alta tensión: 10.000 pesetas. 
 
2.7.2 Baja tensión. 5.000 pesetas. 
 
2.8 Fraudes en instalaciones eléctricas: 
 
2.8.1 Potencia (W) hasta 3.300: 1.000 pesetas. 
 
2.8.2 Potencia (W) hasta 8.800: 1.500 pesetas. 
 
2.8.3 Potencia (W) más de 8.800: 2.000 pesetas. 
 
2.9 Fraudes en otras instalaciones distintas de las eléctricas: 
 
2.9.1 Según presupuesto de la instalación: 25 por 100 de la tarifa básica 1.1 (mínimo 
1.000 pesetas). 
 
2.9.2 Si no existe presupuesto de la instalación: 25 por 100 de la tarifa 
correspondiente a la instalación (mínimo 1.000 pesetas). 
 
Tarifa 3. Tasas que afectan a la inspección técnica de vehículos. 
 
3.1 Inspecciones técnicas: 
 
3.1.1 Vehículos ligeros PMA < 3.500 kilogramos: 3.918 pesetas. 
 
3.1.2 Vehículos pesados PMA > 3.500 kilogramos: 5.478 pesetas. 
 
3.1.3 Vehículos especiales: 7.849 pesetas. 
 
3.1.4 Motocicletas: 2.616 pesetas. 
 
3.1.5 Vehículos agrícolas: 2.616 pesetas. 
 
3.2 Revisiones periódicas: Las tarifas serán las correspondientes a inspecciones 
técnicas. 
 
3.3 inspecciones previas a la matriculación: Las tarifas serán las correspondientes a 
inspecciones técnicas incrementadas en 2.160 pesetas. 
 



3.4 Autorización de una o más reformas de importancia sin proyecto técnico: Las 
tarifas serán las correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 1.616 
pesetas. 
 
3.5 Autorización de una o más reformas de importancia con proyecto técnico: Las 
tarifas serán las correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 4.315 
pesetas. 
 
3.6 Expedición de duplicados de tarjetas de inspección técnica: Las tarifas serán las 
correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 2.160 pesetas. 
 
3.7 Expedición de duplicados de los certificados de características de ciclomotores: 
2.160 pesetas. 
 
3.8 Calificación de idoneidad para el transporte escolar: Las tarifas serán las 
correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 2.160 pesetas. 
 
3.9 Inspecciones previas a la matriculación de vehículos procedentes de la UE o 
importados, incluidos los traslados de residencia: 
 
3.9.1 Vehículos de cualquier tipo, excepto motocicletas: 19.453 pesetas. 
 
3.9.2 Motocicletas: 2.616 pesetas. 
 
3.10 Inspección de vehículos accidentados: Las tarifas de aplicación serán las 
correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 10.795 pesetas. 
 
3.11 Inspecciones de los sistemas de tarifación de vehículos autotaxis: 920 pesetas. 
 
3.12 Pesaje de vehículos: 432 pesetas. 
 
3.13 Cambios de destino y desgloses de elementos procedentes de reforma de 
importancia: Las tarifas de aplicación serán las correspondientes a inspecciones 
técnicas incrementadas en 432 pesetas. En el caso de que el cambio de destino tenga 
lugar antes del vencimiento del primer plazo de inspección, y si este cambio no implica 
ninguna modificación técnica del vehículo, existirá una única tarifa de 432 pesetas. 
 
3.14 Inspecciones técnicas voluntarias: Las tarifas de  aplicación serán las 
correspondientes a inspecciones técnicas reducidas en un 50 por 100. 
 
3.15 Inspecciones a domicilio vehículos especiales: Las tarifas de aplicación serán las 
correspondientes a los servicios solicitados, incrementada en un 100 por 100. 
 
3.16 Certificación técnica de TPC: 5.1 19 pesetas. 
 
3.17 Actas de destrucción número de bastidor en taller autorizado: 5.1 19 pesetas. 
 
3.18 Clasificación de autocares: 5.478 pesetas. 
 
3.19 Inspecciones técnicas de vehículos realizadas en linea móvil en sus 
desplazamientos a los diferentes puntos fuera de la estación: Las tarifas serán las 
correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 2.751 pesetas. 
 
3.20 Inspecciones técnicas por cambios de matrícula: Las tarifas serán las 
correspondientes a inspecciones técnicas incrementadas en 2.160 pesetas. 
 
3.21 Inspección de vehículos históricos: Las tarifas serán las correspondientes a 
inspecciones técnicas incrementadas en 2.160 pesetas. 
 



Cuando se requieran simultáneamente dos o más servicios, la tarifa resultante será la 
suma de las tarifas de los servicios solicitados, aplicando la correspondiente a la 
inspección técnica una sola vez. 
 
Para la segunda y sucesivas inspecciones, como consecuencia de rechazas en la 
primera presentación del vehículo, se establecen los siguientes dos supuestos: 
 
1. Si la presentación del vehículo se hace dentro de los quince días hábiles siguientes 
al de la primera inspección, no devengará tarifa alguna por este concepto. 
 
2. Si la presentación del vehículo se hace a partir del plazo anterior y dentro de los 
dos meses naturales desde la fecha de la primera inspección, la tarifa será el 70 por 
100 de la correspondiente a la inspección periódica. 
 
No tendrán la consideración de segundas o sucesivas inspecciones aquellas que 
tengan lugar después de los dos meses naturales a partir de la primera. 
 
Estas tarifas anteriores vendrán incrementadas por el tipo de IVA en vigor. 
 
Estas tarifas serán incrementadas con la tasa de tráfico vigente en el momento de su 
aplicación. 
 
Tarifa 4. Metrología. 
 
4. 1 Contadores: 
 
4.1.1 Contadores eléctricos, de gas y de agua. Por cada contador: 500 pesetas. 
 
4.2 Limitadores de corriente. Por cada limitador: 100 pesetas. 
 
4.3 Pesas y medidas: 
 
4.3.1 Certificación y comprobación de revisión de básculas puente: 2.000 pesetas. 
 
4.3.2 Verificación de balanzas por unidad: 1.000 pesetas. 
 
4.3.3 Determinación volumétrica de cisternas. Por cada unidad: 5.000 pesetas. 
 
4.3.4 Verificación de surtidores. Por medidor: 4.000 pesetas. 
 
4.4 Intervención y control de laboratorios autorizados, por cada uno: 15.000 pesetas. 
 
Tarifa 5. Metales preciosos. Contrastación. 
 
5.1 Platino: 
 
5.1.1 Por cada gramo o fracción: 25 pesetas. 
 
5.2 Oro: 
 
5.2.1 Por pieza de tres gramos o inferior: pesetas. 
 
5.2.2 Objetos de más de tres gramos. Por gramo: 5 pesetas. 
 
5.3 Plata: 
 
5.3.1 Por pieza de 10 gramos o inferior: 5 pesetas. 
 
5.3.2 Objetos de más de 10 gramos y hasta 80 gramos, por pieza: 20 pesetas. 
 
5.3.3 Objetos de más de 80 gramos, por gramo: 0,25 pesetas. 



Tarifa 6. Minería. Instalaciones y servicios afectos a la minería. 
 
6. 1 Autorizaciones de explotación y aprovechamiento de recursos mineros de la 
Sección A: 
 
6.1.1 Nuevas autorizaciones: 50.000 pesetas. 
 
6.1.2 Prórroga de autorizaciones: 15.000 pesetas. 
 
6. 1.3 Ampliación de extensión superficial: 20.000 pesetas. 
 
6.2 Rectificaciones, replanteos, divisiones, agrupaciones e intrusiones: 
 
6.2.1 Rectificaciones: 75.000 pesetas. 
 
6.2.2 Replanteos: 50.000 pesetas. 
 
6.2.3 Divisiones. Por cada una: 75.000 pesetas. 
 
6.2.4 Concentración de concesiones mineras. Por cada concesión minera a 
concentrar: 50.000 pesetas. 
 
6.2.5 Intrusiones: 100.000 pesetas. 
 
6.3 Confrontación y autorización de sondeos y planes mineros de labores: 
 
6.3.1 Sondeos de investigación (N = número total de millones o fracción del 
presupuesto): 15.000 + 1.000 x N pesetas. 
 
6.3.2 Planes de labores en exterior, canteras y minas: 
 
6.3.2.1 Hasta 25 millones: 25.000 pesetas. 
 
6.3.2.2 Desde 25 hasta 100 millones: 10.000 + + 250 x N pesetas. 
 
6.3.2.3 Desde 100 millones: 15.000 + + 250 x N pesetas. 
 
6.3.3 Planes de labores en el interior: 
 
6. 3 3 1 Hasta 25 millones: 35.000 pesetas. 
 
6. 3 3 2 Desde 25 hasta 100 millones: 10.000 + + 500 x N pesetas. 
 
6.3.3.3 Desde 100 millones: 20.000 + + 200 x N pesetas. 
 
6.4 Explosivos: 
 
6.4.1 Informes sobre uso de explosivos: 10.000 pesetas. 
 
6.4.2 Informes grandes voladuras: 25.000 pesetas. 
 
6.4.3 pesetas. 
 
6.4.4 Inspección unitaria por seguridad minera de veladuras: 10.000 pesetas. 
 
Informes voladuras especiales: 15.000 
 
6.5 Aprobación de disposiciones internas de seguridad: 10.000 pesetas. 
 
6.6 Clasificación de recursos mineros: 8.000 pesetas. 



6.7 Transmisión de derechos mineros, según el importe de la transmisión escriturada 
(N = número total de millones de pesetas o fracción): 
 
6.7.1 De autorización de aprovechamientos y permisos de investigación: 
 
6.7.1.1 Hasta 10 millones de pesetas: 50.000 pesetas. 
 
6.7.1.2 Desde 10 millones en adelante: 40.000 + + 500 x N pesetas. 
 
6.7.2 De concesiones mineras: 
 
6.7.2.1 Hasta 10 millones de pesetas: 100.000 pesetas. 
 
6.7.2.2 Desde 10 millones en adelante: 95.000 + 500 x N pesetas. 
 
6.8 Suspensión abandono y cierre de labores: 
 
6.8.1 Informes sobre suspensiones: 15.000 pesetas. 
 
6.3.2 Abandono y cierre de labores: 25.000 pesetas. 
 
6.9 Establecimiento de beneficio e industria minera en general: Según tarifa 1.1. 
 
6.10 Autorización de lavaderos de minerales e instalaciones de tratamiento: Según 
tarifa 1.1. 
 
6.11 Permisos y concesiones mineras (Sección C): 
 
6.11.1 Permisos de exploración: 
 
6.11.1.1 Primeras 300 cuadrículas: 250.000 pesetas. 
 
6.11.1.2 Cada cuadrícula siguiente: 500 pesetas. 
 
6.11.2 Permisos de investigación: 
 
6.11.2.1 Primera cuadrícula: 250.000 pesetas. 
 
6.11.2.2 Cada cuadrícula siguiente: 2.000 pesetas. 
 
6.11.3 Concesión derivada: 
 
6.11.3.1 Primeras 50 cuadrículas: 250.000 pesetas. 
 
6.11.3.2 Cada cuadrícula siguiente: 5.000 
pesetas. 
 
6.11.3.3 En el caso de superficie distinta a la del permiso, se aplicará además de las 
anteriores la tasa 6.2.2. 
 
6.11.4 Concesión directa: 
 
6.11.4.1 Primeras 50 cuadrículas: 300.000 pesetas. 
 
6.11.4.2 Cada cuadrícula siguiente: 5.000 pesetas. 
 
6.11.5 Demasías: 250.000 pesetas. 
 
6.11.6 Prórrogas de permisos: 75.000 pesetas. 
 



6.12 Inspecciones de policía minera: 
 
6.12. 1 Extraordinaria: 20.000 pesetas. 
 
6.12.2 Ordinaria: 10.000 pesetas. 
 
Tarifa 7. Expropiación forzosa y servidumbre de paso. 
 
7.1 Expropiación forzosa, ocupación temporal y servidumbre de paso: 
 
7.1.1 Inicio de expediente (N = número total de parcelas): 
 
7.1.1.1 Menos de nueve parcelas: 50.000 pesetas. 
 
7.1.1.2 Desde nueve parcelas en adelante: 50.000 + 500 x N pesetas. 
 
7.1.2 Acta previa a la ocupación, por cada parcela: 5.000 pesetas. 
 
7.1.3 Acta de ocupación, por cada parcela: 4.000 pesetas. 
 
Tarifa 8. Expedición de certificados, documentos y tasas de examen. 
 
8.1 Expedición de documentos que acrediten aptitud o capacidad para el ejercicio de 
actividades reglamentarias: 
 
8.1.1 Expedición del carnet de instalador autorizado: 1.000 pesetas. 
 
8.1.2 Renovaciones y prórrogas: 800 pesetas. 
 
8.2 Derechos de examen para la obtención de carnet de instalador autorizado: 1.000 
pesetas. 
 
8.3 Certificaciones y otros actos administrativos: 
 
8.3.1 Confrontación de proyectos, instalaciones aparatos y productos: Según tarifa 
básica 1.1. 
 
8.4 Inscripción en el Registro Industrial de Empresas de Servicios: 
 
8.4.1 Nuevas inscripciones: 10.000 pesetas. 
 
8.4.2 Modificaciones: 5.000 pesetas. 
 
8.5 Inscripción en el Registro Industrial de Agentes Autorizados para colaborar con las 
Administraciones Públicas en materia de seguridad y calidad industrial: 
 
8.5.1 Nueva inscripción: 30.000 pesetas. 
 
8.5.2 Modificaciones: 10.000 pesetas. 
 
8.6 Expedición de documento de calificación empresarial: 
 
8.6.1 Nuevos: 5.000 pesetas. 
 
8.6.2 Renovaciones: 1.000  pesetas. 
 
8.7 Autorización de talleres para la instalación de tacógrafos, Imitadores de velocidad 
y fabricantes de menos de 50 unidades: 10.000 pesetas. 
 
8.8 Habilitación de libros de registro para talleres instaladores de tacógrafos, 
Imitadores, menos de 50 unidades y aparatos taxímetros: 1.000 pesetas. 



Tarifa 9. Control administrativo de las actuaciones de los Organismos de Control. 
 
Se aplicará a cada expediente tramitado o actuación realizada el 10 por 100 de la tasa 
correspondiente según la materia que se trate. 
 
Tarifa 10. Tasa por venta de bienes. 
 
10.1 Placas de aparatos a presión: 100 pesetas. 
 
10.2 Placas aparatos elevadores: 100 pesetas. 
 
10.3 Libro-Registro Usuario Instalaciones Frigoríficas: 1.500 pesetas. 
 
10.4 Libro Mantenimiento Instalaciones de Calefacción Climatización y ACS: 1.500 
pesetas. 
 
10.5 Juego de impresos planes de labores: 1.500 pesetas." 
 

Artículo 9. Tasa por inspecciones y controles sanitarios de animales y sus 
productos. 
 
Se modifica la tasa 6 de la Consejería de Sanidad, Consumo y Bienestar Social, "Tasa por 
inspección y control sanitario de carnes frescas para el consumo" de la Ley 9/1992, de 18 
de diciembre de Tasas y Precios Públicos de la Diputación Regional de Cantabria, cuya 
redacción pasará a ser la siguiente: 
 

"6. Tasas por inspecciones y controles sanitarios de animales y sus productos. 
 
Objeto del tributo: 
 
Las tasas, que gravan la inspección y control veterinario de animales y sus productos. 
 
A tal efecto, las tasas en lo sucesivo se denominarán: 
 
Tasa por inspecciones y controles sanitarios de carnes frescas y carnes de conejo y 
caza. 
 
Tasa por controles sanitarios respecto de determinadas sustancias y sus residuos en 
animales vivos y sus productos destinados al consumo humano. 
 
Dichos controles e inspecciones serán los realizados por los técnicos facultativos en 
las siguientes operaciones: 
 
Sacrificio de animales. 
 
Despiece de las canales. 
 
Operaciones de almacenamiento de carnes frescas para consumo humano. 
 
Control de determinadas sustancias y residuos en animales y sus productos. 
 
Hecho imponible: 
Constituye el hecho imponible de las presentes tasas la prestación de las actividades 
realizadas por la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, para 
preservar la salud pública y sanidad animal, mediante la práctica de inspecciones y 
controles sanitarios de animales y sus carnes frescas destinadas al consumo, así 
como de otros productos de origen animal, efectuadas por los facultativos de los 
servicios correspondientes, tanto en los locales o establecimientos de sacrificio, 



despiece y almacenamiento frigorífico, sitos en el territorio de la Comunidad, como los 
demás controles y análisis realizados en los centros habilitados al efecto. 
 
A efectos de la exacción del tributo, las actividades de inspección y control sanitario 
que se incluyen dentro del hecho imponible se catalogan de la siguiente forma: 
 
a) Inspecciones y controles sanitarios "ante mortem" para la obtención de carnes 
frescas de ganado bovino, porcino, ovino, caprino, y otros rumiantes, conejos y caza 
menor de pluma y pelo, solipedos/équidos y aves de corral. 
 
b) Inspecciones y controles sanitarios "post mortem", de los animales sacrificados 
para la obtención de las mismas carnes frescas. 
 
c) Control documental de las operaciones realizadas en el establecimiento. 
 
d) El control y estampillado de las canales, vísceras y despojos destinados al 
consumo humano así como el marcado o marchamado de las piezas obtenidas en las 
salas de despiece. 
 
e) Control de las operaciones de almacenamiento de carnes frescas para el consumo 
humano, desde el momento en que así se establezca, excepto las relativas a 
pequeñas cantidades realizadas en locales destinados a la venta a los consumidores 
finales. 
 
f) Control de determinadas sustancias y residuos en animales y sus productos, en la 
forma prevista por la normativa vigente. 
 
Sujeto pasivo: 
Son sujetos pasivos obligados al pago de los tributos, según el tipo de tasa de que se 
trate, las siguientes personas o entidades: 
 
a) En el caso de las tasas relativas a las inspecciones y controles sanitarios oficiales 
"ante mortem" y "post mortem", de los animales sacrificados, estampillado de canales, 
vísceras y despojos destinados al consumo humano, los titulares de los 
establecimientos donde se lleve a cabo el sacrificio, o se practique la inspección, ya 
sean personas físicas o jurídicas. 
 
b) En las tasas relativas al control de las operaciones de despiece: 
 
1. Las mismas personas determinadas en el párrafo anterior cuando las operaciones 
de despiece se realicen en el mismo matadero. 
 
2. Las personas físicas o jurídicas titulares de establecimientos dedicados a la 
operación de despiece de forma independiente, en los demás casos. 
 
c) En las tasas relativas a control de almacenamiento, desde el momento en que se 
fijen, las personas físicas o jurídicas titulares de los citados establecimientos. 
 
d) En las tasas relativas al control de sustancias y residuos en animales y sus 
productos, los titulares de los establecimientos, ya sean personas físicas o jurídicas 
donde se lleven a cabo los citados controles y análisis. 
 
Los sujetos pasivos anteriores deberán trasladar cargando su importe en factura, las 
tasas a los interesados que hayan solicitado la prestación del servicio o para quienes 
se realicen las operaciones de sacrificio, despiece, almacenamiento o control de 
determinadas sustancias y residuos animales y sus productos descritos en el artículo 
anterior, procediendo posteriormente a su ingreso a favor de la Comunidad Autónoma, 
en la forma que reglamentariamente se establezca. 
 



En el caso de que el interesado, a su vez, haya adquirido el ganado vivo a un tercero, 
para sacrificio, podrá exigir de éste el importe de la tasa correspondiente al concepto 
definido en la letra f) del hecho imponible. 
 
Se entenderá que son interesados no sólo las personas físicas o jurídicas que 
soliciten los mencionados servicios, sino también las herencias yacentes, 
comunidades de bienes y demás entidades que, aunque no tengan personalidad 
jurídica propia, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado. 
 
Responsables de la percepción de las tasas: 
Serán responsables subsidiarios, en los supuestos y con el alcance previsto en el 
artículo 40 de la Ley General Tributaria, los Administradores de las sociedades y los 
síndicos, Interventores o Liquidadores de quiebras, concursos, sociedades y 
entidades en general que se dediquen a las actividades cuya inspección y control 
genera el devengo de las tasas. 
 
Devengo: 
Las tasas que corresponde satisfacer se devengarán en el momento en que se lleven 
a cabo las actividades de inspección y control sanitario de animales y sus productos, 
en los establecimientos o instalaciones en que se desarrollen las mismas, sin perjuicio 
de que se exija su previo pago cuando la realización del control sanitario se inicie a 
solicitud del sujeto pasivo, o del interesado. 
 
En caso de que en un mismo establecimiento y a solicitud del interesado se realicen 
en forma sucesiva las tres operaciones de sacrificio, desplace y almacenamiento, o 
dos de ellas en fases igualmente sucesivas, el total de la cuantía de la tasa se 
determinará de forma acumulada, al comienzo del proceso con independencia del 
momento del devengo de las cuotas correspondientes, sin perjuicio de lo previsto en 
las reglas relativas a la acumulación de cuotas. 
 
Lugar de realización del hecho imponible: 
Se entenderá realizado el hecho imponible en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria cuando en el mismo radique el establecimiento en que se sacrifiquen los 
animales, se despiecen los canales, se almacenen las carnes, o se efectúen los 
controles de determinadas sustancias y residuos en animales y sus productos, sin que 
puedan existir restituciones a favor de otras Comunidades Autónomas. 
 
Se exceptúa de la norma general anterior la cuota correspondiente a la investigación 
de residuos en el caso de que, a pesar de haberse producido el sacrificio del ganado 
en un establecimiento radicado en esta Comunidad, el laboratorio autorizado que 
desarrolle dicha investigación no dependa de la misma, en cuyo caso la tasa 
correspondiente se atribuirá a la Administración de la que efectivamente dependa el 
indicado centro. 
 
En el caso de que la inspección sanitaria de las aves de corral vivas se realice en la 
explotación de origen, la parte de la cuota tributaria correspondiente a esta inspección 
se percibirá en la misma y ascenderá al 20 por 100 de la cuota tributaria de la tasa por 
inspecciones y controles sanitarios de carnes frescas y carnes de conejo y caza. 
 
Cuota tributaria de la tasa por inspecciones y controles  sanitarios de carnes frescas y 
carnes de conejo y caza: 
 
La cuota tributaria se exigirá al contribuyente por cada una de las operaciones 
relativas al: 
 
Sacrificio de animales. 
 
Operaciones de despiece. 
 
Control de almacenamiento. 
 



No obstante, cuando concurran en un mismo establecimiento las operaciones de 
sacrificio, despiece y almacenamiento, el importe total de la tasa a percibir 
comprenderá el de las cuotas de las tres fases acumuladas en la forma prevista en las 
reglas relativas a la acumulación de cuotas. 
 
En las operaciones de sacrificio realizadas en mataderos, las cuotas se liquidarán en 
función del número de animales sacrificados. 
 
Las cuotas tributarias relativas a las actividades conjuntas de inspección y control 
sanitario "ante mortem", "post mortem", control documental de las operaciones 
realizadas y estampillado de las canales, vísceras y despojos, se cifran, para cada 
animal sacrificado en los establecimientos o instalaciones debidamente autorizados en 
las cuantías que se recogen en el siguiente cuadro: 
 
a) Para ganado: 
 

Clase de ganado Cuota por animal sacrificado 
 (Pesetas 
 
BOVINO 
 
Mayor con más de 218 kg. de peso por canal 324 
Menor con menos de 218 kg. de peso por canal 180 
 
SOLÍPEDO/ÉQUIDOS 317 
 
PORCINO Y JABALÍES 
 
Comercial de 25 o más kg. de peso por canal 93 
Lechones de menos de 25 kg. de peso por canal 36 
 
OVINO, CAPRINO Y OTROS RUMIANTES 
 
Con más de 18 kg. de peso por canal 36 
Entre 12 y 18 kg. de peso por canal 25 
De menos de 12 kg. de peso por canal 12 
 

b) Para aves de corral, conejos y caza menor: 
 

b) Para aves de corral, conejos y caza menor: 
 

Clase de ganado Cuota por animal sacrificado-Pesetas 
Para aves adultas pesadas, conejos y 
caza menor de pluma y pelo, con rías 
de 5 kilogramos de peso por canal 

2,9 

Para aves de corral jóvenes de 
engorde, conejos y caza menor de 
pluma y pelo, de engorde de entre 2,5 
y 5 kilogramos de peso por canal 

1,4 

Para pollos y gallinas de carne y 
demás aves de corral jóvenes de 
engorde, conejos y caza menor de 
pluma y pelo, con menos de 2,5 
kilogramos de peso por canal 

0,70 

Para gallinas de reposición 0,70 

Para las operaciones de despiece y almacenamiento la cuota se determinará en 
función del número de toneladas sometidas a la operación de despiece y a las de 



control de almacenamiento. A estos últimos efectos y para las operaciones de 
despiece se tomará como referencia el peso real de la carne antes de despiezar, 
incluidos los huesos. 
 
La cuota relativa a las inspecciones y controles sanitarios en las salas de despiece, 
incluido el etiquetado y marcado de piezas obtenidas de las canales se fija en 216 
pesetas por tonelada. 
 
La cuota correspondiente al control e inspección de las operaciones de 
almacenamiento se exigirá, desde el momento en que se establezcan por haberse 
producido el desarrollo previsto en el anexo de la Directiva 96/43/CE, la cual se cifra 
igualmente en 216 pesetas por tonelada. 
 
Las cuotas tributarias se obtendrán, en cada caso, multiplicando las cuotas antes 
fijadas por los coeficientes que a continuación se señalan, en función del volumen de 
las operaciones realizadas por los respectivos establecimientos: 
 
a) Para operaciones de sacrificio: 
 Coeficiente

a.1) Sacrificio de ganado: 
 
- Establecimientos en los que se obtengan más de 
12 Tm./día en canal 1,00 
 
- Establecimientos en los que se obtengan de 
10 a 12 Tm./día en canal 1,10 
 
- Establecimientos en los que se obtengan de 
7 a 10 Tm/día en canal 1,30 
 
- Establecimientos en los que se obtengan de 
4 a 7 Tm/día en canal 1,60 
 
- Establecimientos en los que se obtengan de 
2 a 4 Tm/día en canal 1,80 
 
- Establecimientos en los que se obtengan menos de 
2 Tm/día en canal 2,00 
 
a.2) Sacrificio de aves de corral: 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen más 
de 8.600 aves/día 1,00 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
7.000 a 8.600 aves/día 1,10 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
5000 a 7.000 aves/día 1,30 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
3.000 a 5.000 aves/día 1,60 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
1.000 a 3.000 aves/día 1,80 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen 
menos de 1.000 aves/día 2,00 
 
a.3) Sacrificio de conejos 



- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
501 a 750 conejos/día 1,00 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
251 a 500 conejos/día 1,50 
 
- Establecimientos en los que se sacrifiquen de 
1 a 250 conejos/día 2,00 
 
b) Para operaciones de despiece: 
 
- Establecimientos en los que se despiecen más de 
12 Tm./día 1,00 
 
- Establecimientos en los que se despiecen de 
10 a 12 Tm./día 1,10 
 
- Establecimientos en los que se despiecen de 
7 a 10 Tm./día 1,30 
 
- Establecimientos en los que se despiecen de 
4 a 7 Tm./día 1,60 
 
- Establecimientos en los que se despiecen de 
2 a 4 Tm./día 1,80 
 
- Establecimientos en los que se despiecen menos 
de 2 Tm./día 2,00 
 
c) Operaciones de almacenamiento: 
 

- Para expediciones e inspecciones de más de 10 Tm. 1,00 
 

- Para expediciones e inspecciones de 8 a 10 Tm. 1,10 
 

- Para expediciones e inspecciones de 5 a 8 Tm. 1,30 
 

- Para expediciones e inspecciones de 3 a 5 Tm. 1,60 
 

- Para expediciones e inspecciones de 1 a 3 Tm. 1,80 
 

- Para expediciones e inspecciones de menos de 1 Tm. 2,00 
 

Para la aplicación de los coeficientes anteriores, se tendrán en cuenta las siguientes 
reglas: 
 
1. La referencia al volumen de operaciones diarias se aplicará en función de los días 
hábiles o habilitados en que los establecimientos permanezcan abiertos u obtengan 
las carnes frescas. 
 
2. Para las operaciones de almacenamiento, se tendrá en cuenta, exclusivamente, el 
volumen de las partidas a controlar e inspeccionar. 
 
3. Las referencias a los establecimientos serán extensibles, en igual medida, a los 
puntos de sacrificio habilitados eventual o temporalmente para la realización de los 
sacrificios y de las operaciones subsiguientes. 
 
4. A estos efectos, los titulares de los establecimientos dedicados al sacrificio de 
animales y al despiece de canales, presentarán una declaración anual ante las 



autoridades sanitarias competentes por razón del territorio, en la que se determine y 
justifique una estimación del número de jornadas anuales en que el establecimiento 
habrá de realizar operaciones y el número de Tm resultante del peso de las canales 
obtenidas o de las carnes manipuladas, según las reglas aplicables, en cada caso, 
para obtener los respectivos pesos que se especifican en el presente artículo y con 
referencia a las operaciones registradas en el año anterior. 
 
Reglas relativas a la acumulación de cuotas: 
Las cuotas tributarias devengadas en cada caso se deberán acumular cuando 
concurra la circunstancia de una integración de todas o algunas de las fases de 
devengo en un mismo establecimiento, de acuerdo con las siguientes reglas: 
 
a) En caso de que en el mismo establecimiento se efectúen operaciones de sacrificio, 
despiece y almacenamiento se aplicarán los siguientes criterios para la exacción y 
devengo del tributo: 
 
a.1 La tasa a percibir será igual al importe acumulado de las cuotas tributarias 
devengadas por las operaciones citadas hasta la fase de entrada en almacén 
inclusive. 
 
a.2 Si la tasa percibida en el matadero, cubriese igualmente la totalidad de los gastos 
de inspección por operaciones de despiece y control de almacenamiento, no se 
percibirá tasa alguna por estas dos últimas operaciones. 
 
b) Cuando concurran en un mismo establecimiento únicamente operaciones de 
sacrificio y despiece y la tasa percibida en el matadero cubriese igualmente la 
totalidad de los gastos de inspección por operaciones de despiece, no se percibirá 
tasa alguna por dicho concepto. 
 
c) En el caso de que en el mismo establecimiento se realicen solamente operaciones 
de despiece y almacenamiento, no se devengará la cuota relativa a inspecciones y 
controles sanitarios de carnes por la operación de almacenamiento. 
 
Se entenderá que la tasa percibida por el sacrificio cubre igualmente los gastos de 
control de las operaciones de despiece, o incluso por operaciones de despiece y de 
almacenamiento, cuando la situación de los locales en los que se desarrollan las 
mismas, permita, a los técnicos facultativos, llevar a cabo el control de todas ellas sin 
un incremento apreciable del tiempo, que normalmente sería preciso dedicar, por si 
sólo, a las operaciones de sacrificio. 
 
Cuota tributaria de la tasa por controles sanitarios respecto de determinadas 
sustancias y sus residuos en animales vivos y sus productos: 
 
Por los controles sanitarios de determinadas sustancias y la investigación de residuos 
en los animales vivos destinados al sacrificio y sus carnes, a los que se hace 
referencia en el apartado de la cuota tributaria de la tasa por inspecciones y controles 
sanitarios de carnes frescas y carnes de conejo y caza, practicados según los 
métodos de análisis previstos en las reglamentaciones técnico sanitarias sobre la 
materia, dictadas por el propio Estado o catalogadas de obligado cumplimiento en 
virtud de normas emanadas de la Unión Europea, se percibirá una cuota de 216 
pesetas por Tm resultante de la operación de sacrificio, de acuerdo con las reglas por 
las que se regula la liquidación de cuotas. 
 
El importe de dicha tasa a percibir y que asciende a 216 pesetas por Tm, se podrá 
cifrar, igualmente, con referencia a los pesos medios a nivel nacional de los canales 
obtenidos del sacrificio de los animales de acuerdo con la escala que se incluye al 
final de este apartado. 
 
Por el control de determinadas sustancias y residuos en productos de la acuicultura, 
se percibirá una cuota de 16 pesetas por Tm. 
 



La investigación de sustancias y residuos en la leche y productos lácteos devengará 
una cuota de 3 20 pesetas por cada 1.000 litros de leche cruda utilizada como materia 
prima. 
 
Por el control de determinadas sustancias y residuos en ovoproductos y miel se 
percibirá una cuota de 3,20 pesetas por Tm. 
 

Unidades Cuota-Pesetas 
De bovino mayor con más de 218 
kilogramos de peso por canal 

55 

De terneros con menos de 218 
kilogramos de peso por canal 

38 

De porcino comercial y jabalíes de más 
de 25 kilogramos de peso por canal 

16 

De lechones y jabalíes de menos de 25 
kilogramos de peso por canal 

4,2 

De corderos y otros rumiantes de 
menos de 12 kilogramos de peso por 
canal 

 1,4 

De corderos y otros rumiantes de entre 
12 y 18 kilogramos de peso por canal 

3,2 

De ovino mayor y otros rumiantes con 
más de 18 kilogramos de peso por 
canal 

4

De cabrito lechal de menos de 12 
kilogramos de peso por canal 

1,4 

De caprino de entre 12 y 18 kilogramos 
de peso por canal 

3,2 

De caprino mayor, de más de 18 
kilogramos de peso por canal 

4

De ganado caballar 32 
De aves de corral, conejos y caza 
menor 

0,35 

Liquidación e ingreso: 
Los obligados al pago de las tasas trasladarán las mismas cargando su importe total 
en las correspondientes facturas a los interesados, practicando las liquidaciones 
procedentes de acuerdo a lo señalado en los artículos anteriores. 
 
Dichas liquidaciones deberán ser registradas en un libro oficial habilitado al efecto y 
autorizado por la autoridad sanitaria correspondiente. La omisión de este requisito 
dará origen a la imposición de las sanciones de orden tributario que correspondan, 
con independencia de las que se puedan determinar al tipificar las conductas de los 
titulares de las explotaciones en el orden sanitario. 
 
El ingreso, en cada caso, se realizará mediante autoliquidación del sujeto pasivo 
correspondiente, en la forma y plazos que se establezcan reglamentariamente. 
 
Los titulares de los establecimientos dedicados al sacrificio de ganado podrán deducir 
el coste suplido del personal auxiliar y ayudantes, el cual no podrá superar la cifra de 
484 pesetas por Tm para los animales de abasto y 152 pesetas por Tm para las aves 
de corral, conejos y caza menor. A tal efecto, se podrá computar la citada reducción 
aplicando las siguientes cuantías por unidad sacrificada. 
 

Unidades Costes suplidos máximos por 
auxiliares administrativos (por 

unidad sacrificada) 



De bovino mayor con más de 218 
kilogramos de peso por canal 

26

De terneros con menos de 218 
kilogramos de poso por canal 

18 

De porcino comercial y jabalíes de más 
de 25 kilogramos de peso por canal 

8

De lechones y jabalíes de menos de 25 
kilogramos de peso por canal 

8

De corderos y otros rumiantes de 
menos de 12 kilogramos de peso por 
canal 

1,2 

De corderos y otros rumiantes de entre 
12 y 18 kilogramos de peso por canal 

1,25 

De ovino mayor y otros rumiantes con 
más de 18 kilogramos de peso por 
canal 

2

De cabrito lechal de menos de 12 
kilogramos de peso por canal 

0,7 

De caprino de entre 12 y 18 kilogramos 
de peso por canal 

1,25 

De caprino mayor, de más de 18 
kilogramos de peso por canal 

8

De ganado caballar 15 
De aves de corral, conejos y caza 
mayor 

0,17 

Pesos medios: 
Para efectuar la transformación a pesetas por unidad sacrificada se utilizarán, según 
el tipo de ganado, los siguientes pesos medios: 
 

Tipo de ganado Peso medio por canal-Kilogramos 
De bovino mayor con más de 218 
kilogramos de peso por canal 

258,3 

De terneros con menos de 218 
kilogramos de peso por canal 

177,3 

De porcino comercial y jabalíes de más 
de 25 kilogramos de peso por canal 

74,5 

De lechones y jabalíes de menos de 25 
kilogramos de peso por canal 

20 

De corderos y otros rumiantes de 
menos de 12 kilogramos de peso por 
canal 

6,7 

De corderos y otros rumiantes de entre 
12 y 18 kilogramos de peso por canal 

15 

De ovino mayor y otros rumiantes con 
más de 18 kilogramos de peso por 
canal 

18,8 

De cabrito lechal de menos de 12 
kilogramos de peso por canal 

6,7 

De caprino de entre 12 y 18 kilogramos 
de peso por canal 

15 

De caprino mayor, de más de 18 
kilogramos de peso por canal 

18,8 

De ganado caballar 145,9 
De aves de corral, conejos y caza 
menor 

1,6 



Infracciones y sanciones tributarias: 
 En todo lo relativo a la calificación de infracciones tributarias, así como en la 
determinación de las sanciones correspondientes se estará, en cada caso, a lo 
dispuestos en los artículos 77 y siguientes de la Ley General Tributaria. 
 
Exenciones y bonificaciones: 
Sobre las cuotas que resulten de las liquidaciones practicadas según las reglas 
contenidas en los apartados anteriores, no se concederá exención ni bonificación 
alguna, cualquiera que sea el titular de las explotaciones o el territorio en que se 
encuentren ubicados. 
 
Normas adicionales: 
El importe de la tasa correspondiente no podrá ser objeto de restitución a terceros a 
causa de la exportación de las carnes, ya sea en forma directa o indirecta. 

 
TÍTULO II 

 
Medidas administrativas 

 
CAPÍTULO I 

 
Infracciones y sanciones en materia de pesca 

 
Artículo 10. Responsabilidad. 
 
1. Tienen la consideración de responsables de la comisión de las infracciones previstas en 
esta Ley, las personas físicas o jurídicas estén o no integradas en asociaciones temporales 
de empresas, agrupaciones o comunidades de bienes sin personalidad jurídica que, por 
acción u omisión, cometan las infracciones tipificadas en la misma. 
 
2. Las acciones u omisiones tipificadas en la presente Ley generan responsabilidad de 
naturaleza administrativa, sin perjuicio de la exigible en vía penal, civil o de otro orden en 
que puedan incurrir los responsables. 
 
3. Las sanciones que se impongan a distintos sujetos como consecuencia de una misma 
infracción tendrán entre si carácter independiente. 
 
4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el cumplimiento de las 
obligaciones legales o reglamentarias corresponda a varias personas conjuntamente, o no 
sea posible determinar el grado de participación de las distintas personas que hubieran 
intervenido en la realización de la infracción, responderán solidariamente de las 
infracciones que, en su caso, se cometan y de las sanciones que se impongan. 
 
5. En el marco de lo dispuesto en el apartado anterior, responderán solidariamente: 
 
a) Los propietarios de buques, armadores, fletadores, capitanes y patrones o personas que 
dirijan las actividades pesqueras, en los supuestos de infracciones de pesca marítima. 
 
b) Los transportistas o cualquiera de las personas que participen en el transporte de 
productos pesqueros en los correspondientes supuestos de infracción. 
 
c) Los propietarios de empresas comercializadoras o transformadoras de productos 
pesqueros y personal responsable de las mismas, en los casos de infracción que afecten a 
estas actividades. 
 
6. De las infracciones cometidas por los menores de edad, responderán sus padres o 
tutores. 
 

Artículo 11. Infracciones. 



1. Constituye infracción en materia de pesca en aguas interiores y de aprovechamiento de 
recursos marinos toda vulneración de las prescripciones contenidas en la presente Ley y 
demás normativa aplicable, la cual será objeto de sanción conforme a lo determinado en 
este capítulo y de acuerdo con la tipificación que en el mismo se establece. 
 
2. Las infracciones antes citadas reguladas en la presente Ley se clasifican en leves, 
graves y muy graves. 
 

Artículo 12. Infracciones leves. 
 
A los efectos de la presente Ley, se consideran infracciones leves: 
 
1. En lo relativo a la pesca deportiva: 
 
a) El ejercicio de la pesca deportiva sin llevar consigo la correspondiente licencia 
acompañada del documento acreditativo de su identidad. 
 
b) Llevar a bordo aparejos, artes o utensilios no autorizados. 
 
c) Usar en la práctica de la pesca más utensilios de los permitidos. 
 
d) No respetar las distancias reglamentarias. 
 
e) La cesión o préstamo de la Licencia a terceras personas. 
 
f) El incumplimiento de horarios que afecten a la actividad pesquera en general. 
 
g) No guardar las distancias establecidas durante la práctica de la actividad pesquera. 
 
d) El incumplimiento de la obligación de carácter formal de las normas de señalización e 
identificación. 
 
i) Llevar a bordo equipos de buceo autónomo o semiautónomo y elementos para la 
práctica de la caza submarina conjuntamente. 
 
j) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa leve 
en la normativa vigente, que afecte a las competencias asumidas Por esta Comunidad 
Autónoma. 
 
2. En lo relativo a la actividad pesquera o extractiva profesional. 
 
a) El ejercicio de la actividad pesquera o extractiva sin llevar consigo la correspondiente 
licencia acompañada de documento acreditativo de su identidad. 
 
b) No guardar las distancias establecidas durante la práctica de la actividad pesquera. 
 
c) El incumplimiento o retraso injustificado en las obligaciones de suministro de datos o 
comparecencia cuando sean requeridos por funcionarios de la Consejería de Ganadería. 
Agricultura y Pesca o personal autorizado por la misma. 
 
d) El incumplimiento de horarios que afecten a la actividad pesquera en general. 
 
e) El incumplimiento de la obligación de carácter formal sobre normas de señalización e 
identificación. 
 
f) El incumplimiento de normas que afecten al número y enrole de tripulantes. 
 
g) Dedicarse la embarcación de pesca profesional a distinta actividad extractiva a la que 
figura en el despacho del buque. 



h) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
leve en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 
3. En lo relativo a las especies, cultivos marinos y primera venta. 
 
a) La repoblación marina con especies autorizadas, cuando se incumplan las condiciones 
establecidas en la autorización. 
 
b) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
leve en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 

Artículo 13. Infracciones graves. 
 
A los efectos de la presente Ley, se consideran infracciones graves: 
 
1. En lo relativo a la pesca deportiva. 
 
a) El ejercicio de la pesca deportiva careciendo de la correspondiente licencia. 
 
b) La reincidencia en faltas leves antes del plazo establecido para su prescripción. 
 
c) Emplear en el ejercicio de la pesca aparejos, artes o utensilios o medios no autorizados. 
 
d) Utilizar equipos de buceo autónomo o semiautónomo para la práctica de la pesca 
submarina. 
 
e) La venta o intercambio de la pesca capturada. 
 
f) La pesca de ejemplares que no tengan la talla mínima reglamentaria. 
 
g) La pesca en zonas prohibidas o época de veda, así como la captura de marisco o 
especies prohibidas. 
 
h) Pescar con licencia deportiva desde embarcaciones profesionales. 
 
i) Cargar o mantener cargado el fusil de pesca submarina fuera del agua. 
 
j) Realizar capturas excediendo al máximo autorizado. 
 
k) Las acciones u omisiones que produzcan daños en los recursos humanos. 
 
I) La falta de colaboración o la obstrucción a las labores de inspección sin llegar a impedir 
su ejercicio. 
 
m) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
grave en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 
2. En lo relativo a la actividad pesquera o extractiva profesional. 
 
a) La reincidencia en faltas leves antes del plazo establecido para su prescripción. 
 
b) Emplear en el ejercicio de la pesca aparejos, artes, utensilios o medios no autorizados 
reglamentariamente así como la tenencia a bordo de aparejos o artes prohibidos o con 
mallas antirreglamentarias. 
 



c) Utilizar o tener a bordo artes o aparejos distintos de aquellos para los que está censada 
la embarcación, siendo irrelevante que aquellos sean reglamentarios. 
 
d) El ejercicio de la actividad profesional pesquera o extractiva careciendo de la 
correspondiente licencia. 
 
e) Tener mayor potencia de motores que la máxima autorizada en la embarcación que se 
utilice para ejercer la actividad. 
 
f) La captura de moluscos, crustáceos y equinodermos mediante buceo salvo que se 
autorice expresamente. 
 
g) La realización de la actividad pesquera o extractiva en épocas y zonas vedadas o 
prohibidas. 
 
h) La captura, conservación abordo, utilización como cebo, transbordo, desembarco, 
almacenamiento y transporte, así como la tenencia, cesión a terceros, exposición a la 
venta y venta de: 
 
Ejemplares por debajo de las tallas mínimas establecidas. 
 
Hembras ovadas de crustáceos. 
 
Especies sujetas a vedas durante el período de vigencia de la misma. 
 
Cantidades de pesca superiores a las autorizadas. 
 
Salvo las excepciones contempladas en la normativa vigente, tales como las especies que 
procedan de establecimientos de cultivos marinos debiendo estar en este caso 
debidamente documentada su comercialización, así como el cebo vivo para la pesca de 
túnidos siempre y cuando se cumpla la normativa aplicable. 
 
i) La comercialización fuera de lonja o lugar autorizado de las capturas o productos 
extraídos y su desembarco en lugares no autorizados. 
 
j) La falta de colaboración o la obstrucción a las labores de inspección sin llegar a impedir 
su ejercicio. 
 
k) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
grave en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 
3. En lo relativo a las especies, cultivos marinos y primera venta. 
 
a) El incumplimiento de las disposiciones reglamentarias sobre autorizaciones o 
concesiones de cultivos marinos y marisqueo. 
 
b) La omisión o falseamiento de datos sobre producción o venta de productos obtenidos 
cuando sea obligatoria su presentación ante la Consejería de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 
 
c) El cambio de especies o cultivos en establecimientos de cultivos marinos o de 
estabulación de especies marinas vivas, sin la debida autorización. 
 
d) El incumplimiento de las normas de control de producción y venta de los 
establecimientos de cultivos marinos o de estabulación de especies marinas vivas. 
 
e) La falta de colaboración o la obstrucción a las labores de inspección sin llegar a impedir 
su ejercicio. 
 



f) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
grave en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 

Artículo 14. Infracciones muy graves. 
 
A los efectos de la presente Ley, se consideran infracciones muy graves: 
 
1. En lo relativo a la pesca deportiva: 
 
a) La reincidencia en faltas graves antes del plazo establecido para su prescripción. 
 
b) El empleo para la pesca de explosivos, sustancias venenosas o contaminantes o su 
simple tenencia en actividad pesquera o extractiva. 
 
c) El deterioro o destrucción del entorno marino en el ejercicio de la actividad pesquera 
cuando conlleve daños graves para la flora o fauna. 
 
d) La falta de colaboración u obstrucción a las labores de inspección que lleguen a impedir 
su ejercicio. 
 
e) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
muy grave en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 
2. En lo relativo a la actividad pesquera o extractiva profesional: 
 
a) La reincidencia en faltas graves antes del plazo establecido para su prescripción. 
 
b) El empleo de explosivos, sustancias venenosas o  contaminantes o su simple tenencia 
en la actividad pesquera o extractiva. 
 
c) El uso de artes con métodos de arrastre. 
 
d) El deterioro o destrucción del entorno marino en el ejercicio de la actividad pesquera o 
extractiva cuando conlleve daños graves para la flora o fauna. 
 
e) La falta de colaboración u obstrucción a las labores de inspección que lleguen a impedir 
su ejercicio. 
 
f) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa muy 
grave en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 
3. En lo relativo a las especies, cultivos marinos y primera venta: 
 
a) La instalación de establecimientos de cultivos marinos o estabulación de especies 
marinas vivas sin contar con la debida concesión u autorización administrativa. 
 
b) La introducción de especies en aguas de la Comunidad Autónoma de Cantabria sin 
cumplir los requisitos que reglamentariamente se determinen. 
 
c) La realización de actividades de venta de productos pesqueros en lugar o forma no 
autorizados legalmente o con incumplimiento de las requisitos exigidos. 
 
d) La falta de colaboración u obstrucción a las labores de inspección que lleguen a impedir 
su ejercicio. 
 



e) La violación de cualquier concepto que esté tipificado como infracción administrativa 
muy grave en la normativa que afecte a las competencias asumidas por esta Comunidad 
Autónoma. 
 

Artículo 15. Sanciones. 
 
1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley serán sancionadas con multas, de 
acuerdo con la siguiente escala: 
 
a) Infracciones leves, desde 2.000 hasta 11.000 pesetas. 
 
b) Infracciones graves, desde 11.001 hasta 1.000.000 de pesetas. 
 
c) Infracciones muy graves, desde 1.000.001 hasta 3.000.000 de pesetas. 
 
2. Las sanciones por distintas clases de infracciones podrán graduarse en grado mínimo, 
grado medio y grado máximo. 
 
3. Los límites cuantitativos para la graduación de las sanciones por infracciones leves 
serán: 
 
Grado mínimo, desde 2.000 hasta 5.000 pesetas. 
 
Grado medio, desde 5.001 hasta 8.000 pesetas. 
 
Grado máximo, desde 8.001 hasta 11.000 pesetas. 
 
4. Los límites cuantitativos para la graduación de las sanciones por infracciones graves 
serán: 
 Grado mínimo, desde 11.001 hasta 330.000 pesetas. 
 
Grado medio, desde 330.001 hasta 660.000 pesetas. 
 
Grado máximo, desde 660.001 hasta 1.000.000 de pesetas. 
 
5. Los límites cuantitativos para la graduación de las sanciones por infracciones muy 
graves serán: 
Grado mínimo, desde 1.000.001 hasta 1.660.000 pesetas. 
 
Grado medio, desde 1 .660.001 hasta 2.330.00 pesetas. 
 
Grado máximo, desde 2.330.001 hasta 3.000.000 de pesetas. 
 
La cuantía de las sanciones por las infracciones reguladas en la presente Ley se reducirán 
en un 20 por 100 cuando el sujeto infractor o, en su caso, el responsable, manifiesten su 
conformidad con la propuesta de resolución que se formule. 
 

Artículo 16. Criterios de valoración. 
 
Para la imposición de sanciones se tendrán en consideración los siguientes criterios 
valorativos: 
 
a) Existencia de intencionalidad o reiteración. 
 
b) Habitualidad o reincidencia. 
 
c) La naturaleza de los perjuicios causados y daños producidos. 
 
d) Volumen de capturas o extracciones y tamaño y talla de las mismas. 



e) Colaboración con la fuerza denunciante. 
 
f) Perjuicio al entorno marino y a las especies. 
 
g) Cualesquiera otros criterios y circunstancias que sean aplicables a cualificar 
adecuadamente la sanción, y cuyo uso sea justificado debidamente. 
 

Artículo 17. Órganos competentes. 
 
Son órganos competentes para resolver los expedientes sancionadores: 
 
a) Para infracciones leves y graves el Director general de Pesca y Alimentación. 
 
b) Para las infracciones muy graves el Consejero de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
 

Artículo 18. Prescripción de infracciones y sanciones. 
 
1. Las infracciones administrativas contra lo dispuesto en la presente Ley prescribirán: En 
el plazo de tres años las muy graves, en el plazo de dos años las graves y en el de seis 
meses las leves. 
 
2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a los 
tres años, en tanto que las impuestas por graves o leves lo harán a los dos años y al año, 
respectivamente. 
 
3. En los supuestos de infracciones continuadas, el plazo de prescripción comenzará a 
contar desde el momento de la finalización de la actividad o del último acto con el que la 
infracción se consuma. En el caso de que los hechos o actividades constitutivos de 
infracción fueran desconocidos por carecer de signos externos, dicho plazo se computará 
desde que éstos se manifiesten. 
 

CAPÍTULO II 
 

Infracciones y sanciones en el Parque Natural Saja-Besaya 
 

Artículo 19. Infracciones y sanciones. 
 
1. Las acciones y omisiones que infrinjan la previsto en la presente Ley generarán 
responsabilidad de naturaleza administrativa, sin perjuicio de lo exigible en la vía penal civil 
o de otro orden en que puedan incurrir. 
 
2. Con independencia de las sanciones penales o administrativas que en cada caso 
procedan, el infractor deberá reparar el daño causado. La reparación tendrá como objetivo 
lograr, en la medida de lo posible la restauración del medio natural al ser y estado previos 
al hecho de producirse la agresión. Asimismo, la Administración competente podrá 
subsidiariamente proceder a la reparación a costa del obligado. En todo caso, el infractor 
deberá abonar todos los daños y perjuicios ocasionados en el plazo que, en cada caso, se 
fije en la resolución correspondiente. 
 
3. Cuando no sea posible determinar el grado de participación de las distintas personas 
que hubiesen intervenido en la realización de la infracción, la responsabilidad será 
solidaria, sin perjuicio del derecho a repetir frente a los demás participantes, por parte de 
aquél o aquellos que hubieran hecho frente a las responsabilidades. 
 
4. En ningún caso se producirá una doble sanción por los mismos hechos y en función de 
los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes. 



5. Cuando se cometiese más de una infracción, se tramitarán en el mismo expediente, 
ostentando la competencia para resolver el órgano competente para sancionar la infracción 
más grave. 
 
6. De las infracciones cometidas por los menores de edad, responderán sus padres o 
tutores. 
 

Artículo 20. Infracciones. 
 
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves. 
 

Artículo 21. Infracciones y sanciones leves. 
 
Tendrán la consideración de infracciones leves y serán sancionadas con multas de 10.000 
a 1.000.000 de pesetas, las siguientes: 
 
1. Circular con vehículos de motor sin autorización por cualquier lugar del Parque Natural, 
excepto: Camino forestal de Ucieda hasta la explanada de Hontanillas; carretera de 
Bárcena Mayor hasta el lugar denominado "Castrillo", en la confluencia de los ríos Lódar y 
Queriendo carretera de Cabezón de la Sal a Reinosa en todo sí recorrido dentro del 
Parque Natural. 
 
2. La instalación de carteles que no estén autorizados por la Administración del Parque. 
 
3. Alterar, deteriorar o destruir cualquier tipo de carteles o señales autorizados. 
 
4. Depositar, arrojar, verter, enterrar o incinerar, fuera de los lugares especialmente 
indicados o preparados a tal efecto basuras, escombros, o desechos de cualquier tipo. 
 
5. Establecer puestos de venta, practicar la venta ambulante o cualquier actividad 
comercial que no esté debidamente autorizada por la Administración del Parque. 
 
6. Realizar por cualquier procedimiento inscripciones, señales y dibujos en piedras, árboles 
o en todo bien mueble o inmueble. 
 
7. El uso de cometas, la liberación de globos de gas o de fuego y la práctica de 
aeromodelismo y parapente. 
 
8.  La recolección de plantas o animales y materiales naturales, salvo con fines científicos 
o pedagógicos y con autorización de la Administración del Parque. 
 
9. Contravenir las señales indicadoras de tráfico en vías forestales en que se establezcan 
limitaciones. 
 
10. La emisión de ruidos, la utilización de focos de luz, de material pirotécnico etc., que 
puedan perturbar la tranquilidad de las especies animales. 
 
11. El hacer o provocar fuego, salvo necesidad para el manejo de los recursos del Parque. 
Sólo se permitirá a los visitantes el fuego de cocinas de gas y barbacoas de carbón o de 
leña en los lugares destinados a tal fin. 
 
12. Introducir o conducir sueltos, perros y otros animales domésticos, salvo los necesarios 
para el control de la cabaña ganadera y las actividades cinegéticas autorizadas. 
 
13. La práctica de actividades deportivas de competición. 
 
14. Emplear megáfonos, salvo autorización expresa, y la utilización de radios, Cassettes y 
otros instrumentos a alto volumen. 



15. La instalación de casetas, chozas, parasoles y acampada libre salvo en los lugares y 
formas señalados. 
 
16. Las faltas de convivencia y respeto a la tranquilidad de otros visitantes. 
 
17. La publicidad por cualquier medio salvo la expresamente autorizada. 
 
18. La realización de actividades de cinematografía, radio, televisión y video, sin 
autorización de la Administración del Parque. 
 
19. La ejecución sin la debida autorización de excavaciones, roturaciones, siembras o 
plantaciones. 
 
20. La extracción de áridos sin autorización. 
 
21. El almacenamiento de chatarra. 
 
22. La instalación de torres, banderas, antenas y demás artefactos sobresalientes, salvo 
en los casos que autorice la Administración del Parque por causa justificada. 
 
23. La realización sin autorización de obras o construcciones previstas en el Plan Rector o 
estando autorizadas, que no cumplan las prescripciones del mismo. 
 
24. La modificación de los exteriores en las construcciones existentes sin autorización o 
que estando autorizadas no cumplan las prescripciones del Plan. 
 
25. Las marchas o maniobras militares sin autorización. 
 
26. Utilizar sin autorización y con fines comerciales la denominación Parque Natural Saja-
Besaya. 
 

Artículo 22. Infracciones y sanciones graves. 
 
Tendrán la consideración de infracciones graves y serán sancionadas con multas de 
1.000.001 a 10.000.000 de pesetas, las siguientes: 
 
1. La realización de obras o construcciones no previstas en el Plan Rector. 
 
2. La instalación de nuevos tendidos eléctricos y telefónicos aéreos. 
 
3. Los trabajos susceptibles de modificar el régimen hidrológico, así como las captaciones 
o aprovechamientos de aguas superficiales o subterráneas, salvo para fines propios del 
Parque o usos agropecuarios, con autorización expresa de la Administración del Parque. 
 
4. La ejecución de excavaciones, roturaciones, siembras o plantaciones que alterar, las 
condiciones del Parque Natural. 
 
5. Provocar incendios que alteren las condiciones del Parque Natural o de sus productos. 
 
6. La extracción de piedra, tierras o áridos que alteren las condiciones del Parque Natural. 
 
7. Toda actividad deportiva o de competición que pueda alterar las condiciones del Parque 
Natural. 
 

Artículo 23. Infracciones y sanciones muy graves. 
 
Tendrán la consideración de infracciones muy graves y serán sancionadas con multas de 
10.000.001 a 50.000.000 de pesetas, las siguientes: 



1. La utilización de productos químicos, sustancias biológicas, la realización de vertidos o 
el derrame de residuos que alteren las condiciones de habitabilidad del Parque Natural, 
con daño para los valores en él contenidos. 
 
2. La destrucción, muerte, deterioro, recolección, comercio, captura o exposición para el 
comercio o naturalización no autorizados de especies animales o plantas catalogadas en 
peligro de extinción o vulnerables a la alteración de su hábitat. 
 
3. La destrucción del hábitat de especies en peligro de extinción o vulnerables a la 
alteración de su hábitat, en particular del lugar de reproducción, invernada, reposo, 
campeo o alimentación. 
 

Artículo 24. Cuantía de la sanción. 
 
1. Para determinar la cuantía de la sanción se tendrá en cuenta la repercusión de la 
infracción, su trascendencia por lo que respecta a la seguridad de las personas y bienes y 
a las circunstancias del responsable, su grado de malicia, participación y beneficio 
obtenido, así como irreversibilidad del daño o deterioro producido en la calidad del recurso 
del bien protegido, pudiendo reducirse en un grado cuando según aquellas y la situación 
económica del infractor, la sanción resultase desproporcionada. 
 
2. Cuando el sujeto infractor, o en su caso, el responsable, manifiesten su conformidad con 
la sanción establecida en la propuesta de resolución, se reducirá la cuantía de la sanción 
en un 30 por 100, debiéndola hacer efectiva dentro del plazo concedido para efectuar 
alegaciones. 
 

Artículo 25. Reincidencia. 
 
1. Si se apreciase reincidencia, la cuantía de las sanciones consignadas podrán 
incrementarse hasta el duplo del importe máximo de la sanción correspondiente a la 
infracción cometida sin exceder en ningún caso del tope más alto fijado paga la infracción 
muy grave. 
 
2. Existe reincidencia cuando se comete una infracción del mismo tipo y calificación que 
motivó la sanción anterior en el plazo de trescientos sesenta y cinco días siguientes a la 
notificación de ésta; en tal supuesto se requerirá que la resolución sancionadora hubiere 
adquirido firmeza en la vía administrativa. 
 

Artículo 26. Órganos competentes. 
 
1. La apertura e instrucción del expediente administrativo sancionador se realizará por el 
órgano administrativo competente de la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 
conformidad con lo dispuesto en el capítulo I del título IX, de la Ley de Régimen Jurídico de 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común de 26 de noviembre 
de 1992. 
 
2. Es competencia del Director general de Montes y Conservación de la Naturaleza la 
imposición de sanciones correspondientes a infracciones leves y graves, y del Consejero 
de Ganadería, Agricultura y Pesca las muy graves. 
 

Artículo 27. Multas coercitivas. 
 
Podrán imponerse multas coercitivas, reiteradas por lapso de tiempo que sean suficientes 
para cumplir lo ordenado en los supuestos establecidos en el artículo 99 de la Ley de 
Régimen Jurídico de Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
de 26 de noviembre de 1992. 



Artículo 28.Prescripción 
 
1. Las infracciones administrativas contra lo dispuesto en la presente Ley prescribirán: En 
el plazo de cuatro años, las muy graves; en el de dos años, las graves, y en el de seis 
meses, las leves. 
 
2. Las sanciones prescribirán: En el plazo de cuatro años, las muy graves; en el de tres, 
las graves, y en el de un año, las leves. 
 

CAPÍTULO III 
 

Del personal al servicio de la Diputación Regional de Cantabria 
 

Artículo 29. Creación de Escalas. 
 
1. Se crea la Escala a extinguir de Técnicos Especialistas, dentro del Grupo C, en la que 
se integrarán los funcionarios que, perteneciendo al referido Grupo, ocupen puestos de 
trabajo reservados a personal laboral. 
 
2. Se crea la Escala a Extinguir de Auxiliares Técnicos, dentro del Grupo D, en la que se 
integrarán los funcionarios que, perteneciendo al referido Grupo, ocupen puestos de 
trabajo reservados a personal laboral. 
 
3. Se crea la Escala a extinguir de Oficios Varios, dentro del Grupo E, en la que se 
integrarán los funcionarios que perteneciendo al referido Grupo, ocupen puestos de trabajo 
reservados a personal laboral. 
 

Artículo 30. Modificación de la disposición transitoria quinta de la Ley 4/1993, de 10 
de marzo, de la Función Pública. 
 
Se da nueva redacción a la disposición transitoria quinta de  la Ley 4/1993, de 10 de 
marzo, de la Función Pública, quedando del siguiente modo: 
 

"1. El personal funcionario que el 1 de enero de 1998 ocupe puestos de trabajo de 
carácter laboral será integrado en la correspondiente Escala a extinguir. El citado 
personal deberá optar en el plazo de seis meses a partir de la referida integración por 
permanecer como personal funcionario, quedando obligado a participar en el primer 
concurso que se convoque, o por formalizar contrato de carácter laboral en la 
categoría profesional correspondiente al puesto de trabajo que desempeñe en 
adscripción definitiva siempre que esté en posesión de la titulación requerida para su 
desempeño. 
 
2. Los funcionarios que opten por la formalización de contrato laboral serán 
declarados en situación de excedencia voluntaria por prestación de servicios en el 
sector público, y les será reconocida la antigüedad que tengan como funcionarios, 
aplicándoseles el Convenio Colectivo para el personal laboral de la Diputación 
Regional de Cantabria a todos los efectos. 
 
3. Aquellos funcionarios que no optasen por su laboralización y no obtengan plaza 
mediante concurso de traslados continuarán desempeñando el puesto laboral en que 
estuvieran adscritos definitivamente y podrán seguir participando en los concursos a 
que hace referencia el punto 1 de este artículo. 
 
4. Las integraciones previstas en esta disposición se realizarán por Decreto de 
Consejo de Gobierno." 
 



Artículo 31. Modificación del artículo 34.1 de la Ley 5/1991, de 27 de marzo de 
Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria. 
 
Se introduce un párrafo segundo al artículo 34.1 de la Ley 5/1991, de 27 de marzo, de 
Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1991. 
 

"Asimismo cuando dichos funcionarios desempeñen o hayan desempeñado puestos 
en otras Administraciones Públicas que tengan la consideración de altos cargos de 
acuerdo con su normativa específica, se les reconocerá el derecho antes describo, 
siempre que la Administración donde se presten los servicios indicados reconozca 
derechos análogos respecto a los funcionarios que desempeñen puestos de alto 
cargo en la Comunidad Autónoma de Cantabria." 
 

Artículo 32. Modificación del artículo 33.7 de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la 
Función Pública. 
 
Se da nueva redacción al artículo 33.1 de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la Función 
Pública. 
 

1. Se encuentran en situación de servicio activo los funcionarios que ocupan una 
plaza incluida en la relación de puestos de trabajo, tanta si la desempeñan con 
carácter definitivo como si lo hacen a título provisional o en comisión de servicios tanto 
en la Administración de la Diputación Regional de Cantabria como en las demás 
Administraciones públicas, o se encuentran en período de disponibilidad para su 
desempeño. 
 

Artículo 33. Modificación del artículo 33.2 de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la 
Función Pública, cuyo tenor es el siguiente: 
 
Se incluye un nuevo párrafo en el artículo 33.2 de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la 
Función Pública, cuyo tenor es el siguiente: 
 

"A los funcionarios en comisión de servicios se les reservará su puesto de trabajo." 
 

Artículo 34. Creación del Cuerpo de Agentes de Seguridad. 
 
1. Se crea, el Cuerpo de Agentes de Seguridad, Grupo D, Administración Especial. 
 
2. El Consejo de Gobierno procederá a aprobar, en el plazo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley, la correspondiente modificación de las Relaciones de 
Puestos de Trabajo de la Consejería de Presidencia, en lo referente a los actuales puestos 
de trabajo de Vigilantes de Seguridad. 
 
3. El personal laboral fijo, que reuniendo los requisitos de titulación ocupe, de acuerdo con 
las nuevas Relaciones de Puestos de Trabajo elaboradas al amparo de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, puestos de trabajo de Agentes de Seguridad, podrá optar por una sola 
vez, en el plazo de tres meses a contar desde la publicación de las nuevas Relaciones de 
Puestos de Trabajo, por adquirir la condición de funcionario de carrera del Cuerpo de 
Agentes de Seguridad, previa superación del curso con prueba selectiva que a tal efecto 
se convoque. 
 
Quienes no adquieran la condición de funcionario, cesarán en los puestos de trabajo que 
vinieran desempeñando, quedando a disposición de la Secretaría General de Presidencia 
hasta tanto se les destine provisionalmente a otro puesto de los reservados para personal 
laboral, percibiendo únicamente el sueldo correspondiente a su categoría profesional, 
conforme a las tablas del Convenio Colectivo vigente. 
 



4. Al personal laboral fijo que, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, adquiera la 
condición de funcionario de carrera, se le reconocerá el tiempo de servicios prestados a la 
Administración desde su ingreso. 
 

Disposición transitoria primera. 
 
Los procedimientos sancionadores en materia de pesca a los que sea de aplicación esta 
Ley y se hayan iniciado al amparo de la legislación anterior continuarán tramitándose con 
arreglo a la misma hasta su resolución definitiva, salvo en lo que resulte más favorable 
para el interesado. 
 

Disposición transitoria segunda. 
 
En tanto no se apruebe el nuevo Plan rector de uso y gestión del Parque Natural Saja-
Besaya, toda obra o construcción que se efectúe sin autorización constituyen la infracción 
prevista en el artículo 22.1 de esta Ley. 
 

Disposición final primera. 
 
Se autoriza al Consejo de Gobierno para modificar mediante Decreto las excepciones 
establecidas en el artículo 21.1. 
 

Disposición final segunda.Desarrollo reglamentario. 
 
Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para 
el desarrollo y ejecución de la presente Ley. 
 

Disposición final tercera.Entrada en vigor 
 
La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 1998. 
 

Disposición derogatoria única. 
 
Quedan derogadas cuantas disposiciones legales y reglamentarias se opongan a lo 
establecido en la presente Ley. 
 

Palacio de la Diputación, Santander, a 30 de diciembre de 1997. 



LEY 8/1997, DE 30 DE DICIEMBRE, DE MODIFICACIÓN Y ADAPTACIÓN DE 
DETERMINADOS PRECEPTOS DE LA LEY DE CANTABRIA 3/1992, DE 18 
DE MARZO, DE PROTECCIÓN DE LOS ANIMALES  
 

(BOC nº  260, de 30 de diciembre de 1997L) 
 

(BOE nº 33, de 7 de febrero de 1998) 
 
[Modifica la Ley de Cantabria 3/1992, de 18 de marzo, de protección de los animales] 
 
EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA 
 
Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Modificación y Adaptación de determinados 
preceptos de la Ley de Cantabria 3/1992, de 18 de marzo, de Protección de los Animales. 
 

PREÁMBULO 
 

Previa tramitación y debate en la Asamblea Regional de Cantabria, fue promulgada la Ley 
3/1992, de 18 de marzo, de Protección de los Animales. 
 
Posteriormente, por Decreto 46/1992, de 30 de abril, se publicó el Reglamento para la 
aplicación y desarrollo de la citada Ley. 
 
Una vez en vigor la legislación mencionada, fue aprobada y publicada la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
 
Esta Ley, que tiene carácter básico en las materias que desarrolla, en su artículo 129.1 
establece que las infracciones administrativas se clasifiquen en: Leves, graves y muy 
graves. 
 
En cambio, la Ley 3/1992 de Cantabria, de Protección de los Animales. siguiendo la 
normativa básica precedente, clasifica dichas infracciones en: Leves, menos graves, 
graves y muy graves, lo que va en discordancia con la citada Ley, por lo que unido a la 
conveniencia de matizar la tipificación de algunas infracciones, hace aconsejable su 
adaptación a esta nueva normativa, mediante las modificaciones correspondientes. 
 
Por otro lado, el artículo 8.2 del Reglamento de Procedimiento para el Ejercicio de la 
Potestad Sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, dice: "en 
los términos o períodos establecidos por las correspondientes disposiciones legales se 
podrán aplicar reducciones sobre el importe de la sanción propuesta, que deberán estar 
determinadas en la notificación de la iniciación del expediente". Y el artículo 4.5 del citado 
Reglamento, en su párrafo segundo, dice: "en los casos y formas previstos por las Leyes la 
Administración podrá resolver, motivadamente, la remisión condicional que deje en 
suspenso la ejecución de la sanción". 
 
Esta doctrina, entendemos que debe quedar reflejada, igualmente, en el texto de la 
referida Ley 3/1992, de Protección de los Animales, por considerar que mejora las 
condiciones de ejecución y aplicación de esta Ley. 
 
Finalmente, en la Ley 11/1995, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la 
Diputación Regional de Cantabria para 1996; en su disposición adicional octava, se ha 
recogido una modificación al texto de la Ley en cuestión (3/1992) que por motivos de 
oportunidad y de concreción de normativa conviene que se refleje de nuevo en esta 
disposición. 



Por todo lo expuesto en la motivación que antecede, se procede a modificar determinados 
artículos de los títulos I, V y Vl de la Ley 3/1992, de 18 de marzo, de Protección de los 
Animales, con el fin fundamental de adaptarla a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, que 
es básica en materia de infracciones. 
 

Artículo único. 
 
Con el fin de adaptar lo que dispone la Ley 3/1992, de 18 de marzo, de Protección de los 
Animales a los preceptos contenidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que 
constituye norma de carácter básico en las materias que desarrolla, y concretamente en 
los aspectos relativos a infracciones administrativas y, a la vez, para mejorar determinados 
aspectos de su contenido, se modifica la citada Ley 3/1992, de Protección de los Animales, 
en los artículos correspondientes de sus títulos I, V y Vl de acuerdo con lo que a 
continuación se determina. 
 
Primero: 
 

TÍTULO I 
 

Disposiciones generales 
 
El apartado 5 del artículo 2.c) de la citada Ley queda redactado como sigue: 
 

"5. Cama en cantidad y calidad que asegure en los establos un microclima carente de 
factores insalubres y elementos molestos. El incumplimiento de esta condición 
constituirá causa de cierre de la instalación, caso de que, apercibido y sancionado el 
propietario de la misma, persistiera en el incumplimiento." 
 

Segundo: 
 

TÍTULO V 
 

De las infracciones y sanciones 
 

CAPÍTULO I 
 

Disposiciones comunes en materia de infracciones 
 
El artículo 39 queda redactado como sigue: 
 

"Artículo 39. 
 
1. Las infracciones se clasifican en: 
 
a) Leves. 
 
b) Graves 
 
c) Muy graves. 
 
2. El reglamento para la protección de los animales introducirá graduaciones al cuadro 
de infracciones o sanciones establecidas en el apartado 1 de este artículo que sin 
constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de la Ley, 
contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa 
determinación de las sanciones correspondientes. 
 
3. Las referidas infracciones serán sancionadas con las siguientes multas: 



- Infracciones leves, de cinco mil a cuarenta y cinco mil (5.000 a 45.000) pesetas. 
 
- Infracciones graves, de cuarenta y cinco mil una a cien mil (45.001 a 100.000) 
pesetas. 
 
- Infracciones muy graves de cien mil una a dos millones y medio (100.001 a 
2.500.000) de pesetas. 
 
Salvo en los supuestos previstos en el apartado 5 de este artículo, y en el de 
infracciones muy graves, las sanciones podrán hacerse efectivas dentro de los diez 
días siguientes a la notificación de la propuesta de resolución, con una reducción del 
20 por 100 sobre la cuantía fijada en la propuesta. 
 
4. Las infracciones muy graves y graves en materia de caza y pesca podrán llevar 
consigo la anulación de la respectiva licencia, e inhabilitación para obtenerla 
debidamente en un período de tiempo de uno a tres años. 
 
5. Para determinar la sanción se tendrán en cuenta las circunstancias concurrentes y 
el principio de proporcionalidad, pudiendo imponerse en la cuantía señalada para las 
infracciones inferiores en un grado, si aquellas fueran muy cualificadas (menor de 
edad, encontrarse en paro o en demanda de empleo no subsidiario, o que el subsidio 
no supere el 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, u otras que tras la debida 
indagación de la capacidad económica del infractor, la sanción resulte 
desproporcionada). 
 
6. Si se apreciase reincidencia, la cuantía de las sanciones consignadas en el 
apartado 2 de este artículo podrán incrementarse hasta el duplo del importe máximo 
de la sanción correspondiente a la infracción cometida, sin exceder, en ningún caso, 
del tope más alto fijado para infracción muy grave. 
 
Existe reincidencia cuando se cometa una infracción del mismo tipo y calificación que 
la que motivó una sanción anterior en el plazo de los trescientos sesenta y cinco días 
siguientes a la notificación de ésta; en tal supuesto, se requerirá que la resolución 
sancionadora hubiere adquirido firmeza en la vía administrativa." 
 

El artículo 43 queda redactado como sigue: 
 

"Artículo 43. 
 
1. Las infracciones a las que se refiere la presente Ley prescribirán a los seis meses si 
son leves; las graves, a los dos años, y las muy graves, a los tres años. Las sanciones 
impuestas por faltas leves prescribirán al año; las impuestas por faltas graves, a los 
dos años y las impuestas por faltas muy graves, a los tres años. 
 
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en 
que la infracción se hubiese cometido y el de las sanciones comenzará a contarse 
desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se 
impone la sanción. 
 
3. La prescripción de las infracciones y de las sanciones se interrumpirá con la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador o de 
ejecución, respectivamente, reanudándose el plazo si los expedientes sancionador o 
de ejecución, respectivamente, estuvieran paralizados más de un mes por causas no 
imputables al infractor." 
 

El artículo 45 queda redactado como sigue: 
 

"Artículo 45 



Cuando una infracción, cualquiera que fuere su grado, estuviese prevista en la Ley 
4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Fauna y 
Flora Silvestre, se sancionará de conformidad con lo previsto en la citada norma. 
 

Tercero: 
 

CAPÍTULO II 
Infracciones en materia de sanidad y de la proteccion de los animales 

 
El articulado de este capítulo queda redactado como sigue: 
 

"Artículo 46. 
 
Tendrán la consideración de infracciones leves: 
 
1. No adoptar las medidas oportunas para impedir que los animales de compañía 
ensucien las vías o espacios públicos. 
 
2. La posesión de un perro sin tenerlo debidamente censado, o no comunicar su 
muerte, según establece el artículo 10, en el plazo máximo de quince días. 
 
3. El transporte de animales con infracción de lo previsto en el artículo 5 de esta Ley. 
 
4. La donación de un animal de compañía como premio, reclamo  publicitario, 
recompensa o regalo de compensación por otras adquisiciones de naturaleza distinta 
a la transacción onerosa de animales. 
 
5. El no tener actualizados o tener incompletos los archivos a que hace referencia el 
artículo 9.2. 
 
6. La no inscripción en el Registro correspondiente de las Escuelas de Adiestramiento. 
 
7. No facilitar la información relativa al origen identificación o, en su caso, destino de 
los animales que hayan poseído en los tres últimos años, no comunicar, en el plazo de 
cinco días, la pérdida de su señal de identificación, su muerte, o no entregar la señal 
reglamentaria que le identificaba, tanto en caso de muerte como de sacrificio 
domiciliario para aprovechamiento propio. 
 
8. Carecer de documentos de acompañamiento, no reflejar en ellos la señal de 
identificación del animal, o modificar su destino, en los supuestos de movimiento, e 
intercambio, si el animal de que se trate procede de explotación indemne de 
enfermedad. 
 
9. Transitar, con vehículo motorizado, por terrenos incluidos en un espacio natural 
protegido, o por aquellos que estén afectados por un Plan de Recuperación de una 
especie determinada, cuando se circule fuera de los terrenos, pistas, caminos, etc., 
que la normativa reguladora de su uso lo permita y se careciere de la preceptiva 
autorización. 
 
10. La acampada libre, dentro de un espacio protegido, o en los terrenos que estén 
afectados por un Plan de Recuperación de una especie determinada, fuera de los 
espacios habilitados a tal fin, sin el permiso de la autoridad competente. 
 
11. No llevar el registro de explotación, cuando así esté establecido, no inscribir en el 
mismo al animal, o no actualizarle, si la explotación tuviere la calificación de indemne 
de enfermedad." 
 

"Artículo 47. 



Tendrán consideración de infracciones graves: 
 
1. Ejercer la venta ambulante de animales de compañía. 
 
2. El incumplimiento de lo establecido en el artículo 2.f y 24 de la presente Ley, salvo 
las tipificadas como leves en el artículo precedente, o como muy graves en el 
siguiente. 
 
3. La posesión de animales de la fauna silvestre sin cumplir las normas de 
vacunaciones, o las básicas de desparasitación; mantenerlos en cautividad sin 
autorización, o sin las anillas o distintivos reglamentariamente establecidos. 
 
4. El abandono de animales por sus poseedores, mantenerlos alojados en 
instalaciones o lugares insanos o insalubres que no pueda ejercerse sobre los mismos 
la adecuada vigilancia. 
 
5. La venta de animales a centros sin control de la Administración. 
 
6. Emplear en el sacrificio de animales técnicas distintas de las que autoriza la 
legislación vigente. 
 
7. La no comunicación de brotes epizoóticos por los propietarios de residencias de 
animales o de centros de adiestramientos. 
 
8. El funcionamiento, sin la inscripción preceptiva, de parques zoológicos, safaris, etc., 
así como centros de venta de animales. 
 
9. Alimentar a animales con restos de otros animales muertos, salvo los casos 
exceptuados legal o reglamentariamente. 
 
10. La tenencia, venta, compra, circulación o transporte de ganado sin señal para su 
identificación o con esta alterada o manipulada, cuando reglamentariamente sea 
obligatoria y los resultados de las pruebas para determinar su estado sanitario fueran 
negativas. 
 
11. Negativa a efectuar las pruebas de saneamiento, o su vacunación obligatoria, o al 
marcaje de las reses cuando los resultados de las pruebas para determinar su estado 
sanitario fueran positivos. 
 
12. La carencia del número de identificación o del carné sanitario del animal según lo 
estipulado en los artículos 10 y 9, respectivamente. 
 
13. La venta o donación de animales de compañía a menores y/o incapacitados sin la 
autorización de quienes tengan la patria potestad o custodia de los mismos. 
 
14. Carecer los animales de renta de documentos de acompañamiento, no reflejar en 
ellos la señal de identificación animal o modificar su destino, en los supuestos de 
movimiento, e intercambio, si el animal de que se trate no procede de explotación 
indemne de enfermedad." 
 

"Artículo 48 
 
Tendrán la consideración de infracciones muy graves: 
 
1. Maltratar o agredir físicamente a los animales o someterlos a cualquier otra práctica 
que les suponga sufrimientos o daños injustificados, así como no facilitarles 
alimentación. 
 



2. La celebración de espectáculos u otras actividades en los que animales resulten 
dañados o sean objeto de tratamientos indignos o de manipulaciones prohibidas en el 
artículo 6.2. 
 
3. Alimentación de animales con restos de otros animales muertos, si se demuestra 
que éstos padecían enfermedad infecto-contagiosa. 
 
4. La tenencia, venta, compra, circulación o transporte de ganado sin señal para su 
identificación o con ésta alterada o manipulada, cuando reglamentariamente sea 
obligatoria y los resultados de las pruebas para determinar su estado sanitario fueran 
positivos. 
 
5. La venta, compra, circulación o transporte de ganado encontrándose depositado 
por secuestro. 
 
6. Quitar, sustituir, alterar o manipular la señal obligatoria para la identificación del 
animal o de sus marcas, provocar la reacción positiva de las pruebas sanitarias de un 
animal sano o impedir que reaccionen en un animal enfermo, la negativa al sacrificio 
de la res o reses positivas a las pruebas de saneamiento, su comercialización en feria 
o venderla como sana. 
 
7. Reponer ganado en un establo saneado o en proceso de saneamiento, sin que los 
animales de reposición estén sanos y se demuestre este hecho mediante la 
realización de las correspondientes pruebas para comprobar su estado sanitario. 
 
8. El suministro a los animales de alimentos y medicamentos que contengan 
sustancias que puedan causarles sufrimientos o daños innecesarios, o sustancias 
hormonales o químicas que alteren su metabolismo, salvo que sea por prescripción 
facultativa o motivos zootécnicos. 
 
9. La venta de animales a laboratorios o clínicas sin el cumplimiento de las garantías 
previstas en la normativa vigente. 
 
10. La filmación de escenas con animales para cine o televisión, que conlleven 
crueldad, maltrato o sufrimiento, cuando éstos no sean simulados. 
 

Cuarto: 
 

CAPÍTULO III 
 

Infracciones en materia de caza 
 
El articulado de este capítulo queda redactado como sigue: 
 

"Artículo 49. 
 
Tendrán la consideración de infracciones leves: 
 
1. Entrar en terreno de aprovechamiento cinegético especial para cobrar una pieza de 
caza herida fuera de él, sin la debida autorización del titular del régimen cinegético. 
 
2. Abatir o intentar abatir, en terrenos de aprovechamiento cinegético común, una 
pieza cinegética que haya sido levantada y sea perseguida por otro u otros cazadores 
o perros. 
 
3. Transitar con armas dispuestas para cazar por un terreno cercado o acogido a otro 
régimen cinegético especial cuando existan en sus accesos señales o carteles que 
prohiban cazar en su interior. 
 



4. El establecimiento de nuevos palomares sin la oportuna autorización o a menos de 
1.000 metros de la linde cinegética más próxima. 
 
5. Cazar siendo poseedor de la documentación preceptiva, pero no llevándola 
consigo. 
 
6. Cazar palomas mensajeras y deportivas o buchones que ostenten las marcas 
establecidas al efecto. 
 
7. Cazar no teniendo contratado y vigente el seguro obligatorio del cazador. 
 
8. Cazar fuera del horario establecido o en día no hábil de caza, estando la veda 
abierta. 
 
9. No impedir que los perros propios o que acompañen a una persona vaguen sin 
control en época de veda. 
 
10. No ejercer la debida vigilancia y cuidado sobre los perros de pastores de ganado, 
de transeúntes, etc., para evitar que causen daños o molesten a las especies 
cinegéticas. 
 
11. Cazar con armas de fuego sin tener cumplidos los dieciocho años, cuando se 
haga a más de 120 metros del cazador mayor de edad encargado de la vigilancia del 
menor o cuando no se cumplan sus indicaciones. 
 
12. Acompañar a un cazador menor de dieciocho años que utilice armas de fuego sin 
vigilar eficazmente sus actividades cinegéticas. 
 
13. El incumplimiento de la normativa dictada sobre la caza en batida. 
 
14. La utilización de perros con fines cinegéticos en época de veda. 
 
15. El incumplimiento de las condiciones fijadas en los permisos de "caza fotográfica". 
 
16. Impedir o tratar de impedir la entrada a los cazadores que pretendan cazar en un 
terreno rural cercado, no sometido a otro régimen cinegético especial, en el que 
existiendo accesos practicables no tengan junto a los mismos carteles indicadores 
prohibiendo el paso al interior del recinto. 
 
17. La falta de atención por los titulares de cotos de caza respecto a la adecuada 
protección y  fomento de las especies cinegéticas. 
 
18. No cumplir las condiciones técnicas que se dicten sobre el cerramiento de 
terrenos-constituidos en cotos de caza. 
 
19. No cumplir las normas que se dicten sobre reducción o eliminación de la caza en 
los terrenos cercados con el fin de proteger los cultivos del interior del cerramiento o 
los de las fincas colindantes. 
 
20. Transitar con perros por zonas de seguridad, sin ocuparse de evitar que el animal 
dañe, moleste o persiga a la fauna cinegética, sus crías o huevos. 
 
21. Cazar en un terreno cercado no acogido a otro régimen cinegético especial 
cuando existan en sus accesos señales o carteles que prohiban cazar en su interior. 
 
22. Tirar con fines de caza alambres o redes en arroyos, ríos o embalses o extender 
celosías en lugares de entrada o salida de aves aprovechando el paso de ellas. 
 
23. Capturar, o estar en disposición de capturar, aves canoras, cuando sea preceptivo 
estar en posesión de un permiso de captura y se careciere de él. 
 



24. El incumplimiento de dar cuenta a la Administración del resultado de cacerías 
cuando así sea preceptivo. 
 
25. Portar arma de fuego desenfundada, en zona de seguridad, salvo que vaya 
abierta y descargada." 
 

"Artículo 50. 
 
Tendrán la consideración de infracciones graves: 
 
1. Cazar sin licencia. 
 
2. Poseer o transportar en época hábil piezas de caza cuya edad o sexo, en el caso 
de que sean notorios, no concuerden con los legalmente permitidos. 
 
3. No cumplir las normas sobre caza en cauces de ríos, arroyos y canales que 
atraviesen o linden con terrenos sometidos a régimen cinegético especial o cazar en 
estos lugares quienes no estén en posesión del oportuno permiso. 
 
4. Cazar en los llamados días de fortuna, es decir, en aquellos en los que como 
consecuencia de incendios, epizootias, inundaciones, sequías u otras causas, los 
animales se ven privados de sus facultades normales de defensa u obligados a 
concentrarse en determinados lugares. 
 
5. Cazar en días de nieve cuando ésta cubra de forma continua el suelo o cuando, por 
causa de la misma, queden reducidas las posibilidades de defensa de las piezas de 
caza. 
 
6. Cazar sirviéndose de animales o vehículos como medios de ocultación. 
 
7. Falsear los datos en la solicitud de la licencia de caza. 
 
8. Incumplir los preceptos contenidos en la reglamentación vigente al respecto, 
relativos a la señalización de terrenos sometidos a régimen cinegético especial 
pudiendo llevar consigo la anulación del régimen cinegético especial que proceda. 
 
9. El cumplimiento de las condiciones exigidas para el establecimiento de un coto de 
caza, así como el falseamiento de sus límites o superficie, pudiendo llevar consigo la 
anulación de la declaración de lo acotado. 
 
10. El incumplimiento, por parte de una sociedad colaboradora, de las normas 
cinegéticas que regulen el disfrute de un terreno sometido a régimen de caza 
controlada o al de los preceptos sobre admisión de socios, cuotas, importe de 
permisos o distribución de beneficios. 
 
11. Dificultar la acción de los agentes de la autoridad de inspeccionar el buen orden 
cinegético que deben existir en los cotos de caza. 
 
12. El incumplimiento de los titulares de terrenos sometidos a régimen cinegético 
especial de las medidas que se ordenen para prevenir o combatir las epizootias y 
zoonosis. 
 
13. Transitar llevando armas de fuego o artes dispuestas para cazar, por terrenos 
sometidos a reglamentación cinegética especial, sin estar en posesión del permiso 
necesario. Se considerará que las armas se hallan dispuestas para cazar, cuando se 
porten armadas y desenfundadas. 
 
14. Cazar con munición no autorizada. 
 
15. Cazar en época de veda. 



16. Cazar, sin autorización, en terrenos de aprovechamiento cinegético común 
aquellas especies cinegéticas que reglamentariamente la precisen. 
 
17. Realizar una batida de caza mayor, en un coto de caza, sin la oportuna 
autorización, cuando ésta sea preceptiva. 
 
18. Atribuirse indebidamente la titularidad de los terrenos sometidos a régimen 
cinegético especial. 
 
19. Negarse a que, por parte de los agentes de la autoridad, sean inspeccionados los 
morrales, cestos, sacos, armas u otros medios o útiles, cuando así lo requieran, así 
como la negativa de ser inspeccionado el interior de los vehículos cuando exista 
sospecha fundada de haber incurrido en infracción el usuario. 
 
20. Negarse a mostrar a los agentes de la autoridad cuando así lo requieran la 
documentación preceptiva para el ejercicio de la caza. 
 
21. El empleo no autorizado de medios, artes de caza o animales especiales para el 
ejercicio de la caza. 
 
22. La no declaración por parte de los titulares de los terrenos sometidos a régimen 
cinegético especial de las epizootias y zoonosis que afecten a la fauna cinegética que 
los habita. 
 
23. La introducción, traslado, transporte o suelta de especies de la fauna silvestre, sin 
cumplir las normas que se dicten al respecto. 
 
24. La explotación industrial de la caza sin estar en posesión de la debida autorización 
o el incumplimiento de las normas dictadas al respecto. 
 
25. La destrucción de vivares o nidos de especies cinegéticas. 
 
26. La tenencia de especies cinegéticas muertas o algún despiece de las mismas, en 
el caso de que no se demuestre su legítima procedencia. 
 
27. Poseer licencia de caza estando inhabilitado para ello. 
 
28. Alterar precintos y marcas reglamentarias. 
 
29. La captura o muerte de especies de la fauna silvestre no incluidas ni en el 
Catálogo Nacional de Especies Amenazadas, ni en la relación de Especies 
consideradas como cinegéticas en Cantabria. 
 
30. El empleo de artefactos explosivos, cohetes, bombas, petardos, fuera de los 
cascos urbanos, en terrenos colindantes a aquellos donde esté prevista una cacería el 
día siguiente, o con fines cinegéticos. 
 
31. Portar arma de fuego cargada, en las zonas de seguridad." 
 

"Artículo 51 
 
Tendrán la consideración de infracciones muy graves: 
 
1. Colocar, suprimir o alterar los carteles o señales indicadoras de la condición 
cinegética de un terreno para inducir a error sobre ella. 
 
2. Entrar sin el debido permiso en terrenos de aprovechamiento cinegético especial 
portando artes o medios prohibidos legal o reglamentariamente. 
 



3. Portar arma de caza lista para su uso, aun cuando no estuviese cargada, en las 
zonas de seguridad. 
 
4. La introducción, traslado, transportes o suelta de especies de la fauna silvestre, sin 
la debida autorización. 
 
5. El aprovechamiento alusivo y desordenado de las especies existentes en un coto 
de caza o en el incumplimiento de los planes técnicos de aprovechamiento cinegético. 
Puede llevar consigo la anulación de la declaración de acotado. 
 
6. Cazar teniendo retirada la licencia de caza o estar privado de la facultad de 
obtenerla, por sentencia judicial o por resolución administrativa firme. 
 
7. Cazar desde aeronave automóvil o cualquier otro medio de locomoción cuyo uso 
para esta finalidad no esté reglamentariamente autorizado, o transportar en ellos 
armas desenfundadas o listas para su uso, aun cuando no estuviesen cargadas. 
 
8. Cazar en terrenos sometidos a régimen cinegético especial, aun cuando no se haya 
cobrado pieza alguna, sin estar en posesión del correspondiente permiso. 
 
9. Cazar sin cumplir las medidas de seguridad que se especifiquen 
reglamentariamente cuando se utilicen armas largas rayadas. 
 
10. Los supuestos de resistencia reiterada coacción, amenaza, violencia, desacato o 
cualquier otra forma de presión ejercida sobre los guardas, otros agentes de la 
autoridad o funcionarios que intervengan por razón de su cargo." 
 

"Artículo 52 
 
1. Toda infracción administrativa en materia de caza llevará consigo el decomiso de la 
caza viva o muerta, que fuera ocupada, así como de cuantas artes materiales o 
animales vivos hayan servido para cometer el hecho objeto de infracción. 
 
2. En el caso de ocupación de caza viva, el agente denunciante adoptará las medidas 
precisas para su depósito en lugar idóneo o la libertará en el supuesto de que estime 
que está en condiciones de valerse por si misma. 
 
3. En el caso de la ocupación de caza muerta ésta se entregará, mediante recibo, en 
el lugar que se determine por el órgano competente en la materia. 
 

"Artículo 53. 
 
1. El agente denunciante procederá a la retirada de las armas solamente en aquellos 
casos en que hayan sido utilizadas para cometer la infracción, dando recibo de su 
clase, marca y número y puesto de la Guardia Civil donde se depositen. 
 
2. La negativa a la entrega de arma, cuando el cazador sea requerido para ello, dará 
lugar a denuncia ante el juzgado competente, a los  efectos previstos en la legislación 
penal. 
 
3. Las armas retiradas serán devueltas cuando la resolución recaída en el expediente 
fuera absolutoria o se proceda a su sobreseimiento. 
 
4. En el supuesto de infracción administrativa leve, la devolución del arma será 
automática por disposición del Instructor del expediente. Si la infracción se calificara 
de grave o muy grave, la devolución del arma sólo procederá cuando se haya hecho 
efectiva la sanción impuesta. 
 



5. A las armas decomisadas que no sean retiradas por el interesado se les dará el 
destino establecido en la legislación general del Estado en la materia. 
 

Quinto: 
 

CAPÍTULO IV 
 

Infracciones en materia de pesca continental 
 

"Artículo 54. 
 
Tendrán la consideración de infracciones leves: 
 
1. Pescar siendo titular de una licencia válida de pesca, cuando no se lleva consigo. 
 
2. Pescar en un tramo acotado, siendo titular del permiso reglamentario, cuando no se 
lleve consigo este permiso. 
 
3. Pescar con caña en ríos trucheros, no habitados por salmón, de forma tal que el 
pescador o el cebo se sitúen a menos de 25 metros de la entrada o salida de las 
escalas o pasos de peces. 
 
4. Pescar con más de dos cañas a la vez, o con dos si éstas no se encuentran al 
alcance de la mano, o con más de una si se trata de salmón. 
 
5. Pescar entorpeciendo a otro pescador, cuando éste estuviere ejerciendo, 
previamente, su legítimo derecho de pesca. 
 
6. No guardar, respecto a otros pescadores, mediando requerimiento previo, una 
distancia de 30 metros cuando se pesca con ova, y de 10 metros cuando se emplean 
otras modalidades de pesca. 
 
7. Dejar transcurrir más de media hora sin ceder su puesto al pescador de salmón que 
le hubiere requerido para hacerlo, si al transcurrir dicho plazo no se tuviera trabado un 
ejemplar. 
 
8. Emplear para la pesca embarcaciones o aparatos flotantes que no estén provistos 
de matrícula reglamentaria. 
 
9. No restituir a las aguas los peces o cangrejos cuya dimensión sea inferior a la 
reglamentaria o conservarlos en cestas, morrales, vestimenta o al alcance del 
pescador. 
 
10. Utilizar las aguas públicas como lugar de estancia de aves acuáticas, de 
propiedad particular en los casos en que la Administración haya advertido a los 
propietarios que deben retirarlas, por ser perjudiciales para la fauna acuática. 
 
11. Bañarse fuera de los lugares fijados por la Administración, cuando se trate de 
masas de agua en las que existan señales colocadas con este objeto. 
 
12. Navegar con lanchas o embarcaciones de recreo entorpeciendo la práctica de la 
pesca, en los lugares en que este aprovechamiento haya sido declarado por el 
organismo competente de carácter preferente. 
 
13. Pescar cangrejos empleando cada pescador más de ocho reteles lamparillas o 
arañas a la vez, con artes no permitidos. 
 
14. Pescar utilizando como cebo peces vivos, cuando la especie que sirve de cebo no 
estuviera presente de forma natural en aguas pescadas, salvo en aquellos casos en 
que la Administración hubiese hecho pública autorización en contrario. 



15. Pescar en zonas acotadas sin estar en posesión del permiso reglamentario. 
 
16. Pescar a mano. 
 
17. Pescar durante las horas en que esté prohibido hacerlo. 
 
18. Perturbar las aguas o arrojar piedras a las mismas con el ánimo de espantar los 
peces y facilitar su captura. 
 
19. Sobrepasar los límites, en número o en peso, fijados por la Administración para las 
piezas pescadas, así como infringir las prescripciones especiales dictadas por ésta 
para determinados tramos o masas de agua. 
 
20. Emplear cebos cuyo uso no está permitido o cebar las aguas con fines de pesca, a 
no ser en zonas expresamente autorizadas. 
 
21. No restituir inmediatamente a las aguas los pintos o esguines de salmón que 
pudieran capturarse, estuvieran o no con vida. 
 
22. No restituir a las aguas las piezas cuya captura no se derive de la simple 
mordedura del cebo, sino la trabazón del anzuelo en cualquier otra parte del cuerpo 
del pez." 
 

" Artículo 55 
 
Tendrán la consideración de infracciones graves: 
 
1. Pescar sin licencia. 
 
2. Pescar con caña en los ríos salmoneros de forma tal que el pescador o el cebo se 
sitúen a menos de 50 metros del pie de las presas o de las entradas a las escalas 
salmoneras. 
 
3. Pescar haciendo uso de luces artificiales que faciliten la captura de las especies. 
 
4. Vigilar la presencia o movimiento de la guardería para facilitar la pesca fraudulenta 
practicada por otros pescadores, así como colocarse de vigía durante la costera del 
salmón para registrar y avisar su paso con fines de pesca. 
 
5. Vender salmón o trucha en establecimientos públicos, sin disponer de la preceptiva 
autorización administrativa. 
 
6. Agotar o disminuir notablemente el caudal del agua circulante por acequias y obras 
de derivación de carácter secundario, sin haberlo participado a la Administración, con 
una anticipación mínima de quince días, salvo en el caso de que causas de fuerza 
mayor, basadas en razones derivadas de las concesiones hidráulicas, no hubiesen 
permitido hacerlo. 
 
7. Extraer gravas o arenas de los cauces sin estar en posesión del permiso 
reglamentario o fuera de los lugares señalados o no cumplir las condiciones que a 
efectos piscícolas se señalen en la concesión otorgada por el organismo competente, 
siempre que se produzcan perjuicios a la fauna acuática. 
 
8. Arrojar o verter a las aguas basuras, inmundicias, desperdicios o cualquier otra 
sustancia o material similar a los anteriores, o depositarlas en lugares en que puedan 
deslizarse o ser arrastradas por las lluvias siempre que las mismas sean susceptibles 
de causar perjuicios a la fauna acuática. 
 



9. Entorpecer el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley de Pesca 
Fluvial respecto a la inspección de barcas, molinos, fábricas y demás dependencias 
no destinadas a vivienda. 
 
10. No conservar en buen estado las rejillas instaladas con fines de proteger a la 
riqueza piscícola o quitar los precintos reglamentarios colocados en las mismas por la 
Administración. 
 
11. Pescar en época de veda. 
 
12. Pescar cuando medie resolución administrativa firme o sentencia judicial que 
inhabilite al interesado para la obtención de la licencia de pesca. 
 
13. Pescar con garlitos, cribas, butrones, esparaveles, remangas, palangres, salbardo, 
cordelillos o sedales durmientes, excepto en aquellos casos en que está autorizado su 
uso. 
 
14. Pescar con artes que permitan capturar las especies acuícolas sin que acudan al 
cebo o señuelo, tales como tridentes, arpones, grampines fitoras. 
 
15. Pescar en vedados o donde esté prohibido hacerlo. 
 
16. Tener sustancias tóxicas en las proximidades de las aguas, cuando 
razonablemente pueda presumirse que las mismas se pretenden utilizar con fines de 
pesca o venta. 
 
17. La tenencia o transporte, por persona que no esté pescando, de peces o 
cangrejos de tamaño menor al reglamentario o de tamaño legal en época en que esté 
prohibida su pesca o venta. 
 
18. Falsear los datos en la solicitud de la licencia de pesca. 
 
19. Negarse a mostrar el contenido de los cestos, morrales y vestimenta o los 
aparejos empleados para la pesca, cuando le sea requerido para ello por el personal 
de guardería y otros agentes de la autoridad, así como, la negativa a ser 
inspeccionado el interior de los vehículos cuando existe sospecha fundada de haber 
incurrido en infracción el usuario. 
 
20. Negarse a mostrar a la autoridad o a sus agentes, cuando así lo requieran, la 
documentación preceptiva para el ejercicio de la pesca. 
 
21. Tener en las proximidades de los ríos redes o artefactos de uso prohibido, tales 
como garras, garfios, tridentes, gamos, grampines, fitoras, arpones, etc., cuando no se 
justifique razonablemente su aplicación a menesteres distintos de la pesca. 
 
22. Emplear, en los casos permitidos para la pesca de anguilas o lampreras, más de 
tres cestones, nasas o tambores. 
 
23. La tenencia, transporte o comercio de salmones pescados en su retorno hacia el 
mar después de la freza." 
 

"Artículo 56 
 
Tendrán la consideración de infracciones muy graves: 
 
1. Pescar en el interior de las escalas o pasos de peces. 
 
2. Pescar con redes, o pretender hacerlo, en las aguas declaradas oficialmente como 
habitadas por salmónidos. 
 



3. Pescar con redes, en las inmediaciones de la desembocadura de los ríos 
salmoneros durante el período hábil para la pesca del salmón. 
 
4. Pescar haciendo uso de aparatos accionados por electricidad, productos tóxicos, 
armas de fuego o de aire comprimido y fusil submarino, sin expresa autorización 
administrativa. 
 
5. Incorporar a las aguas continentales, aun cuando estuvieren en el  propio cauce, o 
a sus álveos, áridos, arcillas, escombros, limos, residuos industriales o cualquier otra 
clase de sustancias que produzcan enturbiamiento o que alteren sus condiciones de 
habitabilidad piscícola, con daño para esta forma de riqueza. 
 
6. La formación de escombreras en lugares que, por su proximidad a las aguas o a 
sus cauces, sean susceptibles de ser arrastradas por éstas o lavadas por las de lluvia, 
con el consiguiente daño para la riqueza piscícola; salvo que tales escombreras 
tuviesen carácter provisional, reuniesen las debidas garantías para impedir que se 
produzcan daños a la riqueza piscícola y hubiesen sido autorizadas por el organismo 
competente correspondiente. 
 
7. No respetar los caudales mínimos fijados en el artículo 5 de la Ley de Pesca Fluvial 
para las escalas y pasos de peces. 
 
8. Agotar, desviar, o disminuir notablemente el volumen de agua de los embalses y 
canales, así como la circulante por el lecho de los ríos, sin haberlo participado a la 
Administración, con una anticipación mínima de quince días o el incumplimiento de las 
condiciones que a estos efectos hubiesen sido fijadas por la Administración, salvo en 
el caso de que causas de fuerza mayor basadas en razones derivadas de las 
concesiones hidráulicas no hubiesen permitido hacerlo. 
 
9. Construir barreras de piedras o de otras materias, estacadas, empalizadas, atajos, 
cañeras, cañizales o pesqueras, con fines directos o indirectos de pesca, así como 
colocar en los cauces artefactos destinados a este fin. 
 
10. Alterar los cauces, descomponer los pedregales del fondo, disminuir 
arbitrariamente el caudal de las aguas, destruir la vegetación acuática, y la de las 
orillas y márgenes, sin autorización administrativa y produciendo daño a la fauna 
acuática. 
 
11. No cumplir las condiciones fijadas por la Administración, para la defensa, 
conservación o fomento de la riqueza piscícola, cuando estas condiciones hayan sido 
fijadas mediante expediente que hubiera adquirido carácter de firmeza. 
 
12. No colocar las rejillas reglamentarias en los canales, acequias y cauces de 
derivación o desagüe, cuando el interesado deje de cumplir una resolución 
administrativa firme que así lo disponga. 
 
13. Vender, comprar, transportar o traficar con huevos de peces o cangrejos, así como 
importar o exportar peces, cangrejos o sus huevos sin autorización del organismo 
competente. 
 
14. La tenencia, transporte o comercio de especies que no vayan provistas de los 
precintos y certificados de origen facilitados por la Administración cuando sean 
preceptivos. 
 
15. Tener, transportar o comerciar con peces procedentes de piscifactorías, en épocas 
de veda para su pesca, cuando no vayan amparados por las guías, precintos o 
señales reglamentarias. 
 
16. Entorpecer el buen funcionamiento de las escalas o pasos de peces. 
 



17. No mantener en perfecto estado de conservación las obras realizadas por los 
concesionarios, a instancia de la Administración cuando estas obras hubiesen sido 
ejecutadas con el fin de armonizar los intereses hidráulicos y piscícolas. 
 
18. Colocar sobre las presas, tablas u otra clase de materiales con objeto de alterar el 
nivel de las aguas o caudal, a menos que se esté autorizado para hacerlo. 
 
19. Derribar, dañar o cambiar de lugar los hitos o mojones indicadores de deslinde de 
jurisdicciones, competencia o propiedad, así como los carteles de tramos acotados 
vedados, zonas de baño u otras señales colocados por la Administración. 
 
20. Construir o poseer vivares, centros de piscicultura o astacicultura sin la debida 
autorización administrativa. 
 
21. Comerciar o pretender hacerlo con peces o cangrejos de dimensiones menores a 
las reglamentarias, o de tamaño legal cuando sea en época en que esté prohibida su 
pesca o venta. 
 
22. La introducción en aguas públicas o privadas de especies acuícolas sin expresa 
autorización de la Administración. 
 
23. Perjudicar o trasladar, sin permiso, los apartados de incubación artificial de la 
Administración o de particulares o sociedades autorizadas para establecerlos. 
 
24. Pescar o intentar hacerlo, con la licencia de pesca o con el permiso reglamentario 
falsificado o alterado. 
 
25. Los supuestos de resistencia reiterada coacción, amenaza, violencia, desacato, o 
cualquier otra forma de presión ejercida sobre los guardas, otros agentes de la 
autoridad o funcionarios que intervengan por razón de su cargo. 
 
26. La tenencia de explosivos con fines de pesca en la proximidades de las masas de 
aguas continentales." 
 

Sexto: 
 

TÍTULO VI 
 

De la formacion y educacion en los temas de proteccion de los animales 
 
El articulo número 58 de la Ley 3/1992, de 18 de marzo, pasa a ser articulo número 57, 
con el mismo texto. 
 

Disposición final única. 
 
La presente Ley, que modifica y adapta la Ley de Cantabria 3/1992, de 18 de marzo, de 
Protección de los Animales, en los preceptos que contempla, entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria». 
 
Palacio de la Diputación, Santander, 30 de diciembre de 1997. 
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